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IX

Ministra Norma Lucía Piña Hernández, 
Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo 
de la Judicatura Federal
Ministras y Ministros de este Alto Tribunal
Consejeras y Consejeros de la Judicatura Federal
Distinguidas y distinguidos invitados

Antes de comenzar, quiero expresar mi más sincero agradecimiento a mis 
compañeras y compañeros Ministros que integran la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación: Ana Margarita Ríos Farjat, Loretta Ortiz 
Ahlf, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá; 
su excepcional conocimiento jurídico, su compromiso y capacidad para anali­
zar y resolver los asuntos más complejos han sido, sin duda, pilares funda­
mentales en el fortalecimiento de nuestra labor. Sus valiosas aportaciones 
son reflejo de su profesionalismo y excelencia.

También extiendo mi gratitud al personal de las ponencias, quienes 
han acompañado y apoyado las labores realizadas en este periodo con gran 
esfuerzo y dedicación.

De manera especial, reconozco el trabajo y compromiso de todos los 
colaboradores de la Secretaría de Acuerdos de la Primera Sala, quienes 
hacen posible su adecuado funcionamiento. El sacrificio y entrega que día 
a día realizan es profundamente valorado.

Establecido lo anterior sin más preámbulos, presento formalmente el 
informe de labores del presente año. 
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La Primera Sala recibió, durante este ejercicio, un total de 2,125 expe­
dientes. A esta cifra se sumaron 854 provenientes del año anterior, integrados 
por 537 en trámite y 317 en ponencias para su resolución, lo que resultó en 
un total de 2,979 asuntos.

De esta cifra, la Primera Sala resolvió 2,176 asuntos, distribuidos de la 
siguiente manera: 1,829 mediante resolución colegiada en 37 sesiones públicas, 
39 por acuerdo de presidencia, 43 remitidos al Tribunal Pleno o a la Segunda 
Sala, y 265 por returno.

Al cierre del ejercicio, los expedientes pendientes disminuyeron en 51 
respecto al año previo, quedando 803 asuntos, de los cuales 288 permanecen 
en trámite y 515 están en las ponencias, destacando que 373 ya cuentan con 
proyecto de sentencia.

En cuanto al fortalecimiento del sistema de precedentes, se publicaron 
191 tesis, divididas en 172 de jurisprudencia y 19 criterios aislados. Además, 
se difundieron 309 comunicados relacionados con el trabajo jurisdiccional de 
la Primera Sala, mediante 121 notas de prensa y 188 tarjetas informativas.

Finalmente, en materia de transparencia, se recibieron y atendieron en 
su totalidad 91 solicitudes de información.

INFORME DE CASOS RELEVANTES

También merece la pena observar el contenido de los precedentes emitidos. 
Durante este año, al igual que en ocasiones anteriores, tuvimos el honor de 
recibir un reconocimiento internacional, esto es, la mención honorífica del Premio 
Sentencias 2024, otorgado por la Organización Internacional para las Migra­
ciones de la ONU por la decisión emitida en el amparo en revisión 302/2020. 

Dentro del quehacer diario de la Sala, podemos destacar, los siguientes 
criterios:

En relación con la materia penal, se resolvió que la agravante del delito 
de corrupción de menores, cuando los actos se efectúan reiteradamente, no 
exige múltiples víctimas, sino basta que se lleven a cabo en contra de una 
sola persona que pertenezca a las categorías establecidas por el tipo penal.1

1 Amparo directo en revisión 477/2023. Fallado en sesión de 12 de septiembre de 2024. 
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Por otro lado, respecto al delito de desaparición forzada, la Primera 
Sala consciente de las dificultades para acreditarlo, consideró admisible el 
uso de la prueba circunstancial, de los indicios y las presunciones; sin que 
ello vulnere el principio de presunción de inocencia, ya que no se exime al 
Ministerio Público de acreditar el delito y la responsabilidad de las personas 
acusadas más allá de toda duda razonable.2

También en términos probatorios, se determinó que, en el nuevo sistema 
penal acusatorio,3 el testimonio de oídas, por regla general, no constituye 
prueba válida susceptible de ser valorada en el dictado de la sentencia, pues 
contraviene los principios de inmediación y contradicción.

Además, la Sala estableció que la investigación de posibles crímenes 
de lesa humanidad acaecidos durante el periodo conocido como la "Guerra 
Sucia"4 no es violatoria de las garantías constitucionales de tipicidad, irretro­
actividad ni prescripción. Se argumentó que la ausencia de tipificación en el 
derecho interno para los crímenes de lesa humanidad no afecta la obligación 
internacional de investigar, juzgar y sancionar a los responsables. Esto en 
razón que los crímenes de lesa humanidad no constituyen un tipo penal en sí 
mismos, sino una calificación de conductas criminales que ya estaban pre­
vistas en el derecho interno al momento que se cometieron.

Asimismo, se resolvió un caso relacionado con el delito de trata de 
personas en su modalidad de mendicidad agravada.5 Este asunto requirió la 
aplicación de la doctrina constitucional sobre juzgar con perspectiva de género, 
ya que la imputada era madre de un menor a quien se le obligaba a trabajar y 
pedir limosna, dentro de un contexto de violencia grave generada hacia ella 
por su pareja sentimental. La Primera Sala determinó que el interés superior 
de la niñez no anula de manera absoluta la obligación de juzgar con perspec­
tiva de género, siendo necesario ponderar ambos derechos para atender las 
particularidades del caso. 

2 Amparo directo 5/2023. Fallado en sesión de 21 de febrero de 2024. 
3 Amparo directo en revisión 167/2023. Fallado en sesión de 31 de enero de 2024. 
4 Amparo en revisión 406/2023. Fallado en sesión de 12 de junio de 2024. 
5 Amparo directo en revisión 8147/2023. Fallado en sesión de 12 de septiembre de 2024. 
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En relación con los derechos reproductivos, se declaró inconstitucio­
nal una porción normativa en materia penal que disponía que, cuando el 
producto de la gestación presentara alteraciones genéticas o congénitas que 
pongan en peligro la vida de las personas gestantes con discapacidad, era 
necesario contar con el consentimiento de la persona legalmente facultada 
para ello. Disposición que fue considerada discriminatoria, además de contem­
plar un régimen de sustitución de la voluntad contrario a lo establecido en pará­
metros convencionales.6  

Precisamente, sobre esta temática, la Sala analizó un caso donde una 
menor de edad, víctima de violación, enfrentó reiterados obstáculos por parte 
de las autoridades sanitarias para acceder a la interrupción de su embarazo.7 
En el precedente, se determinó que estas conductas no sólo afectaron su 
derecho a restaurar su proyecto de vida, sino generaron riesgos a su salud 
y esto, a su vez, constituyó un trato cruel, inhumano y degradante. Por ello, se 
ordenó a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas emitir un plan de repa­
ración y, además, se dictaron medidas tendientes a su rehabilitación, compensa­
ción, satisfacción y garantías de no repetición.

En el ámbito del derecho civil, se abordaron distintas problemáticas. 
Respecto a la responsabilidad civil extracontractual y el pago de daños 

morales y perjuicios,8 se determinó que las empresas estatales, de petróleo 
y gas natural, pueden incurrir en responsabilidad objetiva. Se concluyó que, 
aun cuando no haya ilicitud directa, las actividades que generan riesgos 
mediante el uso de mecanismos peligrosos pueden originar responsabilidad 
si el daño es atribuible al ejercicio de éstas.

Por su parte, en casos de aseguradoras, se determinó que el plazo de 
prescripción de dos años para reclamar un seguro por daños a terceros, que 
culminó con el fallecimiento de una persona, no respeta el derecho de acceso 
a la justicia de los beneficiarios, en su lugar, es aplicable el plazo de cinco años.9 

6 Amparo en revisión 636/2022. Fallado en sesión de 16 de octubre de 2024. 
7 Amparo en revisión 550/2022. Fallado en sesión de 22 de mayo de 2024. 
8 Amparo directo en revisión 4812/2023. Fallado en sesión de 9 de octubre de 2024. 
9 Amparo directo en revisión 2128/2023. Fallado en sesión de 24 de enero de 2024. 
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A su vez, en torno a la indemnización por daños patrimoniales deri­
vados de la muerte o incapacidad, se indicó que debe calcularse con base 
en el salario mínimo y no en la unidad de medida y actualización.10 Este 
criterio se desarrolló con sustento en la reforma constitucional que ordena la 
desindexación del salario mínimo y se determinó que no debe aplicarse de 
manera acrítica, sino atendiendo el caso concreto.

Habrá que decir también que se desarrollaron parámetros para analizar 
una acción de responsabilidad civil-médico sanitaria a la luz de la perspectiva 
de género y los derechos de mujeres trans.11 La Sala afirmó que cuando se 
identifiquen situaciones en las que el género del paciente puede generar 
un impacto diferenciado, la impartición de justicia con perspectiva de género 
se configura como un deber transversal y un mandato jurisdiccional ex officio. 
Asimismo, que el consentimiento informado y el deber de información adquie­
ren un estándar diferenciado y que la decisión de someterse a cirugías plás­
ticas estéticas de afirmación de género está protegida por los derechos a la 
salud, identidad y autonomía. 

Por otro lado, en materia mercantil, la Sala abordó un asunto en donde 
estaba involucrada la figura del velo corporativo.12 Se dijo que se trata de una 
medida restrictiva y, por tanto, debe ser aplicada con prudencia y suficiente 
justificación. 

En materia familiar también se ha continuado con el desarrollo de impor­
tante doctrina jurisprudencial. 

Por primera vez, se reconoció que simular un acto jurídico para ocultar 
bienes con el objeto de evadir el cumplimiento de obligaciones familiares 
puede constituir violencia familiar de tipo patrimonial. En este contexto, cuando 
se inicia un juicio de alimentos o compensación económica, los hijos, las hijas 
o la expareja pueden ser reconocidos como terceros perjudicados.13

10 Amparo directo en revisión 3858/2023. Fallado en sesión de 13 de marzo de 2024. 
11 Amparo directo 7/2021. Fallado en sesión de 17 de enero de 2024. 
12 Amparo en revisión 266/2023. Fallado en sesión de 12 de septiembre de 2024. 
13 Amparo directo en revisión 1049/2023. Fallado en sesión de 8 de mayo de 2024. 
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En relación con las instituciones del matrimonio y el concubinato, se 
resolvió un caso en el que el promovente impugnaba las definiciones legales 
de estas figuras por excluir las relaciones poliamorosas.14 La Primera Sala 
concluyó que dichas definiciones no son discriminatorias, dado que no están 
basadas en una categoría sospechosa. Sin embargo, enfatizó que las rela­
ciones poliamorosas están protegidas constitucionalmente bajo el derecho 
a formar una familia.

Por su parte, derivado de un juicio de divorcio, se reconoció que el 
derecho a la salud mental infantil debe respetarse y garantizarse en su mayor 
amplitud, para lo cual, al analizar su posible vulneración en cualquier proce­
dimiento, tratamiento o decisión deberá procurarse la búsqueda, establecimiento 
o reintegración del bienestar emocional del menor, lo que se definirá depen­
diendo de las particularidades de cada persona y tomando en cuenta su 
evolución y autonomía progresiva.15 

Así también, se advirtió que, ante un contexto de violencia familiar en 
donde la parte actora tuvo que desplazarse a otra entidad federativa, distinta 
a la del domicilio conyugal, es posible admitir un juicio de amparo indirecto 
en contra de la declinación de competencia, sin necesidad de esperar a que 
la autoridad favorecida con la declinación se pronuncie.16 

En otro ámbito, la Primera Sala determinó que establecer anotaciones 
marginales referentes al estado civil en las actas de nacimiento sin una justifi­
cación racional ni un mecanismo adecuado para la protección de datos per­
sonales, resulta inconstitucional pues la práctica obliga divulgar información 
sensible de la persona en un documento de identidad, exponiéndola a sufrir 
un trato discriminatorio tanto del Estado como de particulares.17 

Por su parte, en materia administrativa, la Sala se pronunció respecto 
a la falta de veracidad en las declaraciones de situación patrimonial de ser­
vidores públicos.18 Se reconoció que esta infracción no transgrede el principio 

14 Amparo en revisión 695/2023. Fallado en sesión de 3 de abril de 2024.
15 Amparo en revisión 668/2023. Fallado en sesión de 23 de octubre de 2024. 
16 Recurso de queja 8/2023. Fallado en sesión de 24 de abril de 2024. 
17 Amparo en revisión 468/2024. Fallado en sesión de 25 de septiembre de 2024. 
18 Amparo en revisión 982/2023. Fallado en sesión de 26 de junio de 2024. 
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de proporcionalidad de las sanciones, toda vez que no tiene el alcance de 
establecer que la autoridad administrativa quede facultada, de manera auto­
mática e inexorable, para sancionar al servidor público con su destitución y 
tampoco está exenta de cumplir con el análisis de los demás elementos fác­
ticos y jurídicos que conlleva la individualización de las sanciones. 

En cuanto a la responsabilidad patrimonial del Estado, se consideró 
que el Ministerio Público puede incurrir en actividad administrativa irregular 
cuando ejerza acción penal sin haber realizado las diligencias necesarias 
para acreditar el delito y la probable responsabilidad penal.19

La Primera Sala también determinó inconstitucional un precepto en la 
Ley General de Víctimas que suprimió la garantía presupuestaria para la satis­
facción de los derechos inherentes a la reparación integral del daño de las 
víctimas de hechos ilícitos, pues contiene una medida legislativa regresiva 
injustificada y violatoria del principio de progresividad de los derechos 
humanos.20 

En materia de competencia económica, se abordaron las facultades 
del órgano regulador en investigaciones. La Primera Sala determinó que la 
Comisión Federal de Competencia Económica puede requerir información y 
documentación sin violar el principio de seguridad jurídica, siempre que sus 
facultades se ejerzan dentro del marco legal y en plazos razonables, respe­
tando los derechos de los particulares involucrados.21

Con relación a los derechos económicos sociales, culturales y ambien­
tales, existieron importantes pronunciamientos.

En un asunto que entrañó el internamiento involuntario de una persona 
con discapacidad en una institución de salud mental, se determinó que el 
Estado tiene la obligación de exigir a todos los profesionales de la salud y 
de la medicina que obtengan su consentimiento libre e informado antes de 
someterlas a cualquier tratamiento y que no provenga de personas que 

19 Amparo directo 23/2023. Fallado en sesión de 7 de junio de 2024. 
20 Amparo en revisión 675/2022. Fallado en sesión de 13 de marzo de 2024. 
21 Amparo en revisión 565/2023. Fallado en sesión de 7 de febrero de 2024. 
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sustituyan a quienes se encuentren en situación de discapacidad en la adop­
ción de este tipo de decisiones.22 

De igual manera, se ha enriquecido el alcance del derecho a la consulta 
previa y el medio ambiente sano al determinar que las autoridades tienen la 
obligación de consultar a las comunidades indígenas, previo a la emisión 
de títulos de concesión para aprovechar y usar un río con significado espiritual 
y de subsistencia para éstas, porque dichas actuaciones son susceptibles 
de afectar sus derechos al territorio y al uso preferente a los recursos 
naturales.23 

También, se tuvo oportunidad de analizar la extinción de un fideicomiso 
público de apoyo al cine, a la luz del derecho a la participación cultural y a 
la libre manifestación de ideas.24 Se estimó contrario a esos derechos, así 
como a la prohibición constitucional de regresividad, toda vez que ello implicó 
un retroceso no justificado respecto al estado de las cosas con el que los 
individuos ya gozaban de un nivel más alto de satisfacción. Asimismo, en este 
asunto, se estableció la metodología para analizar si los actos legislativos 
incurren en una regresión injustificada. 

Finalmente, sobre la materia de amparo, la Primera Sala emitió un 
precedente de la mayor importancia sobre la figura del amicus curiae, al reco­
nocer que los tribunales pueden admitir estos escritos en los juicios de amparo 
y recursos derivados, que sean de trascendencia social o en los que se pre­
tendan defender derechos fundamentales.25

Pues bien, son estos algunos de los precedentes en los que este año la 
Primera Sala refrendó su compromiso con la justicia constitucional mexicana. 

Este ejercicio de rendición de cuentas, con el que concluyo la respon­
sabilidad que mis colegas generosamente me confiaron al elegirme Presidente 
de esta Sala, por segunda ocasión, tiene para mí un significado especial­
mente importante. 

22 Amparo en revisión 323/2024. Fallado en sesión de 6 de noviembre de 2024. 
23 Amparo en revisión 709/2023. Fallado en sesión de 10 de enero de 2024.
24 Amparo en revisión 594/2022. Fallado en sesión de 13 de marzo de 2024. 
25 Contradicción de criterios 70/2024. Fallada en sesión de 28 de agosto de 2024. 
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Este año marca el final de una etapa en la justicia mexicana que, sin 
duda, será recordada como fructífera y trascendente.

La reforma judicial, que será implementada en el año venidero, traerá 
consigo cambios sustanciales en las actividades y el desarrollo de la adminis­
tración de justicia. 

Algunos señalan que será un avance en su fortalecimiento, y aunque no 
niego la necesidad de ajustar y mejorar lo que tenemos, preocupa profunda­
mente que estos cambios destruyan los muchos aspectos positivos sobre los 
que se ha construido nuestra labor. 

Con honestidad, debemos reconocer que no logramos advertir a la 
sociedad sobre los riesgos y problemas inherentes a esta reforma. A pesar 
de nuestros esfuerzos, el mensaje no llegó oportunamente ni con la fuerza 
necesaria. El tiempo y la experiencia, por desgracia, con costo a la sociedad 
mexicana, serán testigos del profesionalismo de nuestras labores y las cuali­
dades del sistema de justicia que está en su ocaso.  

Si dentro de estos turbulentos momentos podemos rescatar algo, son los 
actos de valentía por parte de aquellos que, a lo largo de su vida, han defen­
dido y trabajado incansablemente para lograr la excelencia en la impartición 
de justicia. 

Hemos presenciado la fortaleza y la solidaridad del Poder Judicial 
Federal en distintos ámbitos: un paro laboral sin precedentes, manifestaciones 
de apoyo hacia jueces, magistrados y personal administrativo, así como la 
movilización de jóvenes y organizaciones de la sociedad civil que alzan su 
voz frente a decisiones que afectan la vida pública. 

En estos últimos meses, lo que ha quedado claro es que, a pesar de las 
circunstancias, quienes integran la Judicatura Federal han mandado un men­
saje de esperanza y perseverancia, esperemos que resuene cada vez más 
en la sociedad mexicana. 

La elección de jueces, la redefinición de órganos jurisdiccionales cuyo 
funcionamiento aún es incierto y la desaparición de instancias como las Salas 
de la Suprema Corte, son temas que enfrentaremos pronto. 

Ajustes que demandan un enfoque responsable y respetuoso hacia el 
trabajo y esfuerzo de quienes laboran día a día para garantizar una justicia 
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imparcial y eficiente. Lamentablemente, la excelencia profesional ha quedado 
eclipsada por las decisiones políticas.

Espero sinceramente que las nuevas estructuras sean funcionales y 
adecuadas, aunque esto se avizora especialmente complicado.

Un ejemplo evidente es la inminente desaparición de las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, una decisión que nos obliga a reflexionar 
sobre su importancia y a reconocer las actividades que han desempeñado 
con eficacia a lo largo de los años.

Previstas desde antes de la promulgación de nuestra Constitución de 
1917, las Salas han sido un pilar fundamental en el sistema de justicia. 

No son órganos aislados con funciones meramente administrativas, 
sino estructuras diseñadas para garantizar eficiencia, celeridad en los trámites 
y, por supuesto, una especialización que permite un análisis y debate profundo 
de las materias que les competen.

Desde 2011, inicio de la Décima Época del Semanario Judicial de la 
Federación, hasta 2023, la Primera Sala ha resuelto más de 63,000 asuntos, 
cifra similar a la de la Segunda Sala. En contraste, el Tribunal Pleno, en el mismo 
periodo, alcanzó un poco más de 4,000. 

Esto significa que casi el 93% de los expedientes recibidos en este 
Alto Tribunal han sido atendidos mediante decisiones colegiadas de las 
Salas.

Este ejercicio de rendición de cuentas, que será el último en el que 
podamos ser testigos de su funcionamiento, pone de manifiesto el valor 
que estas Salas aportaban al desahogo y resolución de los asuntos del Alto 
Tribunal.

De ahí que me genera un especial orgullo poder estar hoy frente a 
ustedes para rendir el presente informe y dejar un mensaje claro sobre la 
labor de la Primera Sala de la cual he tenido el honor de formar parte desde 
que fui nombrado por el Senado de la República, Ministro de la Suprema 
Corte. Un cargo que asumí con compromiso y responsabilidad. 

Como mencioné, ante un escenario ciertamente complejo, quiero resaltar 
el papel tan honroso de quienes han desempeñado a lo largo de su trayectoria 
una carrera caracterizada por todos aquellos valores que deben estar pre­
sentes siempre en el servicio de impartición de justicia.
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Soy testigo de los caminos profesionales de muchos de los aquí pre­
sentes, destaco su entereza y compromiso con el sistema de justicia, pero, 
sobre todo, que lo han desarrollado de manera respetuosa a la ley, a sus 
principios y con el orgullo y responsabilidad que amerita formar parte del Poder 
Judicial de la Federación. 

A todos ellos, mi respeto y consideración. 
Como lo dije en mi toma de protesta hace 13 años, asumo y continuaré 

asumiendo con la misma convicción y valores la responsabilidad que conlleva 
el quehacer judicial, hasta que el tiempo me lo permita. Reitero lo dicho en aquel 
momento, citando a Aaron Barak: "juzgar no es pasión, sino razón; no es 
maestría, sino modestia; no es fortaleza, sino compasión; no es riqueza, sino 
reputación".

Deseo que esos mismos componentes humanos y profesionales, de 
ética, convicción y principios, continúen presentes en esta Suprema Corte, 
así como en todos los órganos que integran el Poder Judicial de la Federación. 
Que aquellos que asuman la tarea de impartir justicia nunca se alejen de la 
independencia, la honradez, la capacidad y la serenidad que se requiere 
para llevar a cabo este compromiso de vida que es la judicatura. Asimismo, 
que continúe la disposición de este Alto Tribunal para proteger los derechos 
fundamentales y libertades que ampara nuestro orden jurídico nacional. 

Concluyo señalando con absoluta certeza que, a pesar de los injustos 
insultos y frecuentes descalificaciones, por encima de la inexplicable desti­
tución integral de la Judicatura Federal, para nosotros siempre ha sido, es y 
seguirá siendo motivo de orgullo y un gran honor formar parte del Poder Judicial 
de la Federación; baluarte indudable del Estado Constitucional de Derecho 
y de la paz y estabilidad sociales.

Muchas gracias.





PRIMERA SALA
CUADROS ESTADÍSTICOS
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 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES EN PONENCIAS  
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2023 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2024
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JORGE MARIO 
PARDO REBOLLEDO 134 366 8 374 376 0 11 6 393 48 67 17 50 0

ALFREDO GUTIÉRREZ 
ORTIZ MENA 217 399 5 404 358 23 12 9 402 66 153 22 96 35

JUAN LUIS  
GONZÁLEZ  
ALCÁNTARA  
CARRANCÁ

140 364 10 374 350 1 9 9 369 57 88 33 55 0

ANA MARGARITA RÍOS 
FARJAT 129 371 4 375 386 0 6 6 398 70 36 12 24 0

LORETTA ORTIZ AHLF 2 360 238 598 359 15 5 3 382 47 171 24 40 107

ASUNTOS QUE QUE DA­
RON PENDIENTES DE 
RETURNO AL 30 DE NO­
VIEMBRE DE 2023

232 0 0 0 0 0 0 232 232 0 0 0 0 0

TOTAL DE 
MOVIMIENTO ENTRE 
LAS PONENCIAS QUE 

INTEGRAN LA 
PRIMERA SALA

854 1,860 265 2,125 1,829 39 43 265 2,176 288 515 108 265 142

TOTAL DE 
MOVIMIENTOS EN 

PRIMERA SALA
854 1,860 2,125 1,829 39 43 2,176 288 515 108 265 142

1 Incluye asuntos turnados por la Sala y los asuntos que el Pleno remitió a Sala.
2 Asuntos en trámite incluye:  contradicciones de criterios en trámite de integración, pendientes de avocamiento, asuntos con impedimento o recurso de reclamación pendiente 
de resolver o con alguna diligencia procesal pendiente.



XXIV

Suprema Corte de Justicia de la Nación

 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

ACUERDOS DE PRESIDENCIA
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2023 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2024

TIPO DE ASUNTO ADMISIONES AVOCAMIENTOS DESECHAMIENTOS TRÁMITE TOTAL

Acciones de inconstitucionalidad 0 11 0 4 15

Amparos directos 0 21 0 170 191

Amparos directos en revisión 0 1,011 0 4,799 5,810

Amparos en revisión 0 206 0 792 998

Conflictos competenciales 0 1 0 3 4

Contradicciones de criterios (antes contradicciones de tesis) 0 72 0 316 388

Controversias constitucionales 0 102 0 42 144

Impedimentos 0 16 0 41 57

Incidente de cumplimiento sustituto 0 1 0 0 1

Incidentes de falsedad 0 0 0 2 2

Incidentes de inejecución de sentencia 0 5 0 24 29

Incidentes de inejecución derivados de denuncia de repetición del acto 
reclamado 0 7 0 22 29

Incidentes de inejecución derivados del incumplimiento de una decla-
ratoria general de inconstitucionalidad 0 1 0 7 8

Incidentes derivados de juicios ordinarios federales 0 0 0 8 8

Inconformidades 0 0 0 2 2

Juicios ordinarios federales 0 7 0 22 29

Quejas 0 0 0 9 9

Quejas en controversias constitucionales y en acciones de inconstitu-
cionalidad 0 3 0 0 3

Recursos de apelación 0 1 0 1 2

Recursos de inconformidad previstos en la fracción IV del artículo 201 
de la Ley de Amparo 0 30 0 93 123

Recursos de inconformidad previstos en las fracciones I a III del artículo 
201 de la Ley de Amparo 0 6 0 19 25

Recursos de reclamación 24 119 0 220 363

Recurso de reclamación derivado de juicio contencioso administrativo 0 0 0 1 1

Recursos de reclamación en controversias constitucionales y en accio-
nes de inconstitucionalidad 0 50 0 8 58

Recursos de revisión en materia de seguridad nacional previstos en la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 0 1 0 11 12

Revisiones administrativas 0 2 0 28 30

Revisiones administrativas (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo) 0 1 0 3 4

Revisiones en incidentes de suspensión 0 0 0 3 3

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 37 121 405 1,515 2,078

Solicitudes de reasunción de competencia 6 10 77 262 355

Varios 0 1 0 8 9

TOTAL DE ASUNTOS TURNADOS DURANTE EL PERIODO 67 1,806 482 8,435 10,790
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 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
PRIMERA SALA

CUADRO GENERAL DEL MOVIMIENTO DE EXPEDIENTES POR TIPO DE ASUNTO
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2023 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2024

TIPO DE ASUNTO
EXISTENCIA 

ANTERIOR

INGRESOS1 EGRESOS

EXISTENCIA 
ACTUAL

EN 
TRÁMITE

PENDIENTES 
DE 

RESOLUCIÓN 
EN 

PONENCIA
TURNOS

RECIBIDOS 
DE PLENO  

Y SEGUNDA 
SALA

TOTAL DE 
INGRESOS SESIÓN DICTAMEN 

O ACUERDO

ENVIADOS 
A PLENO Y 
SEGUNDA 

SALA

TOTAL DE 
EGRESOS

Acciones de inconstitucionalidad 0 0 12 12 10 0 0 10 2 0 2

Amparos directos 23 0 23 23 15 0 0 15 31 7 24

Amparos directos en revisión 473 0 992 992 996 0 36 1,032 433 193 240

Amparos en revisión 132 0 207 207 143 0 3 146 193 53 140

Conflicto competencial 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Contradicciones de criterios 71 0 71 71 95 0 1 96 46 8 38

Controversias constitucionales 14 0 106 106 101 0 1 102 18 2 16

Impedimentos 3 0 16 16 7 0 0 7 12 6 6

Incidente de cumplimiento sustituto 0 0 1 1 0 0 0 0 1 0 1

Incidente de inejecución de sentencia 1 0 5 5 2 0 0 2 4 1 3

Incidentes de inejecución derivados de denuncia de 
repetición del acto reclamado 2 0 7 7 6 1 0 7 2 1 1

Incidente de inejecución derivado de incumplimiento 
de una declaratoria general de inconstitucionalidad 1 0 1 1 0 2 0 2 0 0 0

Incidentes derivados de juicios ordinarios federales 3 0 0 0 3 0 0 3 0 0 0

Inconformidad 1 0 0 0 1 0 0 1 0 0 0

Juicios ordinarios federales 5 0 7 7 5 0 1 6 6 0 6

Quejas 2 0 0 0 1 0 0 1 1 0 1

Quejas en controversias constitucionales y en accio-
nes de inconstitucionalidad 1 0 4 4 2 0 0 2 3 0 3

Recurso de apelación 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Recursos de inconformidad previstos en las fracciones 
I a III del artículo 201 de la Ley de Amparo 4 0 6 6 9 0 0 9 1 0 1

Recursos de inconformidad previstos en la fracción IV 
del artículo 201 de la Ley de Amparo 14 0 30 30 7 36 0 43 1 0 1

Recursos de reclamación 8 24 119 143 135 0 0 135 16 6 10

Recursos de reclamación en controversias constitu-
cionales y en acciones de inconstitucionalidad 46 0 50 50 88 0 0 88 8 2 6

Recurso de revisión en materia de seguridad nacional 1 0 1 1 2 0 0 2 0 0 0

Revisiones administrativas 2 0 2 2 3 0 1 4 0 0 0

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo) 0 0 1 1 1 0 0 1 0 0 0

Revisión en incidente de suspensión 1 0 0 0 1 0 0 1 0 0 0

Solicitudes de ejercicio de la facultad de atracción 35 37 120 157 171 0 0 171 21 7 14

Solicitudes de reasunción de competencia 11 6 10 16 23 0 0 23 4 2 2

TOTAL 854 67 1,793 1,860 1,829 39 43 1,911 803 288 515
1 Se reportan los ingresos en Secretaría de Acuerdos de la Primera Sala en la inteligencia de que algunos de los asuntos aún no han sido entregados a la Ponencia respectiva.
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ASUNTOS APROBADOS EN SESIÓN ENGROSES 
FIRMADOS

ENGROSES  
SIN FIRMAR RESUELTOS

JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 291 85 376

ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA 290 68 358

JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ 282 68 350

ANA MARGARITA RÍOS FARJAT 324 62 386

LORETTA ORTIZ AHLF 326 33 359

TOTAL 1,513 316 1,829
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR PRECEDENTES

CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. EL ARTÍCULO 2431 DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO, QUE ESTABLECE LA CONDICIÓN DE ESPERAR EL PLAZO 
DE DOS MESES PARA SOLICITAR SU RESCISIÓN ANTE LA EXISTEN­
CIA DE CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR QUE IMPIDA EL USO DE 
LA COSA ARRENDADA, NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA. 

Hechos: En una controversia de arrendamiento inmobiliario se solicitó la resci­
sión del contrato. En primera instancia se consideró improcedente la rescisión 
del contrato y convenio basales porque, al haberse actualizado un caso 
fortuito o de fuerza mayor, como lo fue la pandemia por el virus SARS-Cov2 
(COVID-19), no se daba el incumplimiento voluntario, pues la parte deman­
dada se vio afectada en su actividad comercial. Ambas partes interpusieron 
recurso de apelación; el Tribunal de Alzada modificó la sentencia recurrida 
para declarar probada la acción e inacreditadas las excepciones. En contra 
de esa resolución, la parte demandada promovió juicio de amparo directo en 
el que adujo la inconstitucionalidad del artículo 2431 del Código Civil 
para el Distrito Federal, aplicable en la Ciudad de México, al prever que 
en caso fortuito o de fuerza mayor que impida al arrendatario el uso del bien 
arrendado por más de dos meses, no se causará renta mientras dure el 
impedimento, y si éste dura más de esa temporalidad, podrá aquél pedir 
la rescisión del contrato, lo que es contrario a los principios de igualdad, de 
autonomía de la voluntad, de acceso a la justicia, de tutela judicial efec­
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tiva, de debido proceso y de legalidad. El Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento concedió el amparo por aspectos de legalidad y declaró cons­
titucional el artículo señalado. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 2431 del Código Civil para el Distrito Federal, apli­
cable en la Ciudad de México, al prever que el arrendatario debe esperar el 
plazo de dos meses para solicitar la rescisión del contrato de arrendamiento 
ante la existencia de caso fortuito o fuerza mayor que impida el uso de la 
cosa arrendada, no vulnera el derecho de acceso a la justicia.

Justificación: El término de dos meses como presupuesto para solicitar la 
rescisión de un contrato de arrendamiento, no es un plazo inconstitucional 
debido a que, durante ese mismo lapso y conforme a la primera parte del 
artículo 2431 mencionado, no se causará renta y porque tiene como objeto 
respetar el pacto contractual, en respeto al derecho de legalidad, además 
de preservarse el equilibrio entre las partes durante un tiempo racional en el 
que, de subsistir el impedimento para el uso del bien, el arrendatario podrá 
solicitar la rescisión sin responsabilidad, ni onerosidad, regresando al arren­
dador la posibilidad de gozar del uso y disfrute del bien. De esta manera, se 
concluye que el plazo de dos meses referido, establecido como condicio­
nante para estar en aptitud de pedir la rescisión del contrato, no vulnera de 
manera desproporcional el derecho de acceso a la justicia, pues tal medida 
tiene una justificación constitucional fundada, proporcional y razonable.

1a./J. 1/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 454/2023. Comercializadora de Motocicletas de Cali­
dad, S.A. de C.V. 27 de septiembre de 2023. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Mar­
garita Ríos Farjat. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño 
Mendoza.
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Tesis de jurisprudencia 1/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y AL ACCESO A LA IN­
FORMACIÓN EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL. DEBE GARANTIZARSE 
DURANTE EL PROCESO DE ELABORACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE 
DESARROLLO URBANO.

Hechos: Pobladores de un municipio del estado de Quintana Roo promovie­
ron un juicio de amparo indirecto en el que reclamaron el proceso de elabo­
ración y aprobación de un programa de desarrollo municipal. En su demanda, 
señalaron que en ese proceso no se respetó su derecho a la participación 
ciudadana y al acceso a la información en materia medioambiental, pues 
no se garantizó que tuvieran la posibilidad real de participar en la toma de 
decisiones. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio, al considerar que 
los pobladores carecían de interés legítimo, ya que el acto reclamado no les 
generaba perjuicios, pues para ello se requería de una gestión urbana que 
materializara su contenido. En desacuerdo con esa sentencia, las personas 
quejosas interpusieron un recurso de revisión respecto del cual esta Primera 
Sala determinó reasumir su competencia originaria.

Criterio jurídico: El Estado debe garantizar el derecho a la participación 
ciudadana y al acceso a la información en materia medioambiental durante 
el proceso de elaboración de los programas de desarrollo urbano, pues su 
aplicación o materialización puede repercutir en el ecosistema del que 
se beneficia la población de la ciudad o municipio en el que se pretenda 
ejecutar.

Justificación: Los programas o planes de desarrollo urbano son los instrumen­
tos que contienen las disposiciones jurídicas para planear y regular el orde­
namiento de los asentamientos humanos en cierto espacio territorial. En atención 
a que su objeto consiste en regular cualquier aspecto relacionado con los 
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asentamientos humanos y los proyectos necesarios para su desarrollo, es 
evidente que su aplicación o ejecución puede repercutir en el ecosistema 
del que se beneficia la localidad en que se pretendan ejecutar.

Por ello, durante su proceso de elaboración, el Estado debe garantizar el 
derecho a la participación ciudadana y al acceso a la información en materia 
medioambiental de las personas interesadas que puedan resentir una afec­
tación en su derecho al medioambiente sano, a través de talleres y con­
sultas, a fin de que puedan plantear lo que consideren conveniente y, en su 
momento, de ser pertinentes, se integren al plan o programa.

1a./J. 2/2024 (11a.)

Amparo en revisión 544/2022. María del Pilar Rodríguez Rascón y otros. 25 de 
octubre de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Jorge Isaac Martínez Alcántar.

Tesis de jurisprudencia 2/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y AL ACCESO A LA INFOR­
MACIÓN EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL. OBLIGACIONES MÍNIMAS 
QUE EL ESTADO DEBE SATISFACER PARA GARANTIZAR SU NÚCLEO 
ESENCIAL EN UN PROCESO DE TOMA DE DECISIONES.

Hechos: Pobladores de un municipio del Estado de Quintana Roo promovie­
ron un juicio de amparo indirecto en el que reclamaron el proceso de elabo­
ración y aprobación de un programa de desarrollo municipal. En su demanda, 
señalaron que en ese proceso no se respetó su derecho a la participación 
ciudadana y al acceso a la información en materia medioambiental, pues 
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no se garantizó que tuvieran la posibilidad real de participar en la toma de 
decisiones. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio, al considerar que los 
pobladores carecían de interés legítimo, ya que el acto reclamado no les gene­
raba perjuicios, pues para ello se requería de una gestión urbana que materia­
lizara su contenido. En desacuerdo con esa sentencia, las personas quejosas 
interpusieron un recurso de revisión respecto del cual esta Primera Sala 
determinó reasumir su competencia originaria.

Criterio jurídico: La garantía efectiva del derecho a la participación ciudadana 
y al acceso a la información en materia medioambiental genera un correlativo 
deber estatal de asegurar el cumplimiento de ciertas obligaciones mínimas 
para que las personas tengan la oportunidad real de participar en los pro­
cesos de adopción de decisiones sobre medidas que puedan afectar su 
derecho a un medioambiente sano. Estas obligaciones mínimas consisten 
en: 1) realizar una consulta desde las etapas iniciales del proceso en la que se 
permita el acceso a la información de forma oportuna, clara y comprensi­
ble; 2) asegurar la posibilidad real del público de participar en la toma de 
decisiones; 3) garantizar la participación de los diferentes intereses presen­
tes en el territorio, a través de los medios adecuados; 4) promover el aprendi­
zaje entre las partes involucradas y valorar el conocimiento local; y, 5) llevar 
a cabo acciones específicas que permitan la participación de las personas o 
grupos en situación de vulnerabilidad o tradicionalmente subrepresentados 
en la toma de decisiones.

Justificación: De los artículos 1o., 4o., párrafo quinto, 6o. y 35, fracción III, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y diversos instrumen­
tos internacionales relacionados con el medioambiente y el desarrollo soste­
nible, entre los que destaca el Acuerdo de Escazú, se desprende el derecho a 
la participación ciudadana y al acceso a la información en materia medioam­
biental en todo proceso de adopción de decisiones que pueda afectar el 
derecho a un medioambiente sano.

Este derecho debe garantizarse desde las etapas iniciales del proceso, es 
decir, a partir de una etapa temprana y previa al diseño de cualquier plan o 
programa que pueda afectar significativamente el medioambiente. Además, 
el proceso debe ser inclusivo, accesible y oportuno.
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Lo anterior, a fin de que el público pueda presentar todos los comentarios, las 
propuestas y las alternativas que considere para que sean debidamente pon­
deradas, de modo riguroso, en instancias en las que aún todas las opciones 
están abiertas y la iniciativa está en una fase de diseño y, por tanto, podrá 
ser redefinida sobre la base de los aportes que realice la población.

Además, debe garantizarse el acceso a la información de forma oportuna, 
clara, comprensible y suficiente, pues ello configura un elemento central 
para la participación pública a fin de arribar a decisiones fundadas, motiva­
das y legítimas. Por lo tanto, las autoridades a cargo del proceso deben 
implementar acciones proactivas para la divulgación de la información, a 
través de medios apropiados, y bajo el criterio de máxima publicidad, a fin 
de que la ciudadanía sea efectivamente alertada acerca de la propuesta 
bajo evaluación.

En ese sentido, a fin de garantizar el núcleo esencial del derecho de parti­
cipación ciudadana en materia ambiental, el Estado tiene la obligación de 
asegurar que toda persona tenga acceso adecuado a la información, así 
como la oportunidad de participar efectivamente en los procesos de adop­
ción de decisiones desde las primeras etapas, con el objeto de tener una 
influencia real en la toma de medidas que puedan afectar su derecho a un 
medioambiente sano.

1a./J. 3/2024 (11a.)

Amparo en revisión 544/2022. María del Pilar Rodríguez Rascón y otros. 25 de 
octubre de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Jorge Isaac Martínez Alcántar.

Tesis de jurisprudencia 3/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO PROCESAL DE LA VÍCTIMA A SOLICITAR EL RESTABLE­
CIMIENTO DE LAS COSAS AL ESTADO ANTERIOR AL HECHO DELIC­
TIVO. EL ARTÍCULO 111 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES QUE ESTABLECE ESTA MEDIDA PROVISIONAL, INTERPRE­
TADO DE MANERA CONFORME, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE IGUAL­
DAD PROCESAL, INMEDIACIÓN Y CONTRADICCIÓN, QUE RIGEN EL 
SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 

Hechos: En audiencia que se celebró a solicitud del asesor jurídico de una 
persona moral, presunta víctima de un delito, en términos del artículo 111 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, el Juez de Control decretó 
medidas provisionales a efecto de restablecer las cosas al estado que guar­
daban antes de ocurrir los hechos materia de la querella, relacionados con 
diversos acuerdos que se tomaron en una asamblea general ordinaria de 
una sociedad mercantil. El administrador único de esa sociedad impugnó 
la determinación en amparo indirecto en el que además reclamó la constitu­
cionalidad del artículo 111 referido por considerar que transgrede los princi­
pios de igualdad procesal, inmediación y contradicción, porque no establece 
de forma expresa que los inculpados pueden tener intervención en la audiencia 
en la que se fijan las medidas provisionales, a efecto de que se les otorgue 
la oportunidad de defender en ella sus intereses. El Juez de Distrito negó el 
amparo, al considerar que la sola circunstancia de que dicho artículo no prevea 
de forma taxativa que debe darse intervención al imputado, no constituye 
en sí misma un vicio de inconstitucionalidad; inconforme, el quejoso inter­
puso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les, que establece que en cualquier estado del procedimiento, la víctima u 
ofendido podrá solicitar al órgano jurisdiccional que ordene como medida 
provisional, cuando la naturaleza del hecho lo permita, la restitución de sus 
bienes, objetos, instrumentos o productos del delito, o la reposición o resta­
blecimiento de las cosas al estado que tenían antes del hecho, no viola los 
principios de igualdad procesal, inmediación y contradicción que rigen el 
sistema procesal penal acusatorio y oral, siempre y cuando se interprete de 
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manera conforme con todos los lineamientos y principios que se establecen 
en el artículo 20 constitucional, y sus relativos en el Código Nacional de Proce­
dimientos Penales.

Justificación: El hecho de que en el precepto adjetivo se consagre un derecho 
procesal tutelado constitucionalmente en favor del ofendido o la víctima del 
delito, no implica que su exigibilidad, y sobre todo que su protección caute­
lar, resulte incondicionada o que se encuentre exenta de cumplir con las reglas 
del debido proceso legal, consagradas igualmente en la Constitución Fede­
ral, como derecho fundamental en favor de las personas inculpadas de un 
delito. Esto es, como consecuencia del principio de igualdad procesal, las 
partes deben tener los mismos derechos e idénticas expectativas, posibili­
dades y cargas procesales, lo que implica el respeto a los principios de 
inmediación y contradicción, a efecto de garantizar su derecho de acceso a la 
justicia en condiciones de plena igualdad, que les permite alegar y probar 
lo que estimen conveniente para alcanzar una solución justa de la contro­
versia. En ese orden de ideas, si bien es cierto que el derecho procesal de 
la víctima a solicitar el restablecimiento de las cosas al estado que guarda­
ban antes del hecho delictivo, encuentra anclaje en la fracción VI del apar­
tado C del artículo 20 de la Constitución Federal, también lo es que esa 
prerrogativa no está aisladamente instituida en el orden constitucional en el 
que también se establece la obligación de la persona juzgadora de respe­
tar, en todo momento, el derecho fundamental de las personas imputadas a 
un debido proceso legal, que implica, entre otras cosas, la necesidad de 
tutelar las formalidades esenciales que rigen en cada procedimiento, así 
como los principios de igualdad procesal, de contradicción y de inmediación, 
que entre otros aspectos establece la prohibición de tratar asuntos del pro­
ceso con cualquiera de las partes, sin que la otra se encuentre presente, 
como lo establece expresamente la fracción VI del apartado A del artículo 
20 constitucional. Así, cualquier actuación que trascienda a la esfera de los 
derechos de las personas justiciables, necesariamente debe desarrollarse 
en pleno apego a los principios que rigen el sistema penal acusatorio y oral, 
salvo que se actualice alguna de sus excepciones legalmente previstas. 
En esta tesitura, se concluye que el artículo 111 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales no trastoca los principios de igualdad procesal, 
inmediación y contradicción, porque la prerrogativa que ofrece a la víctima 
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para solicitar las correspondientes medidas provisionales, necesariamente 
debe ser entendida en sintonía con los principios del sistema procesal penal 
acusatorio. Lo que exige que cualquier determinación que se adopte y 
pueda trascender a los derechos de las partes, debe ser decidida en audien­
cia, en cumplimiento a todas las formalidades esenciales que la rigen. De esta 
manera, la medida provisional del restablecimiento de las cosas al estado 
anterior al hecho delictivo, que se establece en el artículo 111 citado, resulta 
constitucional sólo si se interpreta de manera conforme con los lineamientos 
y principios que se establecen en el artículo 20 constitucional, y sus relati­
vos en el Código Nacional de Procedimientos Penales. Consecuentemente, 
es necesario que la decisión judicial se asuma dentro de una audiencia en 
la que se encuentren todas las partes cuyos intereses puedan verse afec­
tados con motivo de la respectiva resolución; ello, siempre y cuando cada 
caso concreto lo permita.

1a./J. 4/2024 (11a.)

Amparo en revisión 217/2022. Juan Carlos López Rodríguez y otra. 1 de febrero 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis de jurisprudencia 4/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO PROCESAL DE LA VÍCTIMA A SOLICITAR EL RESTABLE­
CIMIENTO DE LAS COSAS AL ESTADO ANTERIOR AL HECHO DELIC­
TIVO. EL ARTÍCULO 111 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES QUE ESTABLECE ESTA MEDIDA PROVISIONAL, NO TRANS­
GREDE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 

Hechos: En audiencia que se celebró a solicitud del asesor jurídico de una 
persona moral, presunta víctima de un delito, en términos del artículo 111 
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del Código Nacional de Procedimientos Penales, el Juez de Control decretó 
medidas provisionales a efecto de restablecer las cosas al estado que 
guardaban antes de ocurrir los hechos materia de la querella, relacionados 
con diversos acuerdos que se tomaron en una asamblea general ordinaria 
de una sociedad mercantil. El administrador único de esa sociedad impugnó 
la determinación en amparo indirecto en el que además reclamó la constitu­
cionalidad del artículo 111 referido por considerar que transgrede los princi­
pios de igualdad procesal, inmediación y contradicción, porque no establece 
de forma expresa que los inculpados pueden tener intervención en la audien­
cia en la que se fijan las medidas provisionales, a efecto de que se les otorgue 
la oportunidad de defender en ella sus intereses. El Juez de Distrito negó el 
amparo, al considerar que la sola circunstancia de que dicho artículo no prevea 
de forma taxativa que debe darse intervención al imputado, no constituye en 
sí misma un vicio de inconstitucionalidad; inconforme, el quejoso interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, que establece que en cualquier estado del procedimiento, la víc­
tima u ofendido podrá solicitar al órgano jurisdiccional, ordene como medida 
provisional, cuando la naturaleza del hecho lo permita, la restitución de sus 
bienes, objetos, instrumentos o productos del delito, o la reposición o resta­
blecimiento de las cosas al estado que tenían antes del hecho, no vulnera el 
derecho fundamental a la seguridad jurídica que se consagra en el artículo 
16 de la Constitución Federal.

Justificación: El artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
consagra dentro del proceso penal acusatorio y oral, la figura jurídica del 
restablecimiento de las cosas a su estado previo, que permite en favor de la 
víctima o la parte ofendida la restitución temporal de los bienes, objetos, 
instrumentos o productos del delito; o bien, la reposición o restablecimiento 
de las cosas al estado que tenían antes del hecho delictivo, siempre que haya 
suficientes elementos para así decidirlo. Es una medida provisional que tiene 
como finalidad, preservar o proteger un derecho legítimamente tutelado, 
hasta que se dicte la resolución que resuelva el fondo del procedimiento; 
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así, se trata de una figura accesoria que está sujeta a un trámite propio y a la 
ejecución conducente, que tiende a proteger y preservar la materia del 
procedimiento, hasta que se dicte la resolución que en el fondo la resuelva, 
de lo que deriva que corresponde a la autoridad judicial apreciar los elemen­
tos necesarios para su otorgamiento. El restablecimiento de las cosas al 
estado que tenían antes del hecho delictivo, es un derecho procesal de las 
víctimas u ofendidos de un delito, que a través de una interpretación exten­
siva, encuentra anclaje en la fracción VI del apartado C del artículo 20 de la 
Constitución Federal; y es precisamente ese derecho a la tutela provisional 
de derechos afectados con motivo de la comisión de un delito, el que justifica 
legalmente que, derivado de la solicitud respectiva que haga el ofendido o 
la víctima de la correspondiente conducta, previo control judicial que se 
ejerza en la audiencia respectiva, y a través de una determinación debida­
mente fundada y motivada en elementos suficientes que aporte el peticionario 
de la medida, se afecten los bienes y los derechos de una persona incul­
pada de un delito, única y exclusivamente para los efectos de la tramita­
ción del correspondiente proceso y de forma cautelar. Consecuentemente, el 
artículo 111 del Código Nacional de Procedimientos Penales no adolece de 
vicio alguno de inseguridad jurídica, pues su contenido es suficientemente 
claro, toda vez que proporciona los elementos necesarios para que sus 
destinatarios conozcan y entiendan su alcance y consecuencias legales, a 
efecto de que no se ubiquen en estado de indefensión.

1a./J. 5/2024 (11a.)

Amparo en revisión 217/2022. Juan Carlos López Rodríguez y otra. 1 de febrero 
de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis de jurisprudencia 5/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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EMERGENCIA SANITARIA POR EL VIRUS SARSCoV-2 (COVID-19). 
NO CONSTITUYE UN HECHO IMPREVISIBLE QUE, POR SÍ MISMO, IM­
PLIQUE CONSIDERAR QUE LA EXIGENCIA DEL CUMPLIMIENTO DE 
LAS OBLIGACIONES DERIVADAS DE CONTRATOS MERCANTILES CELE­
BRADOS PREVIO A LA PANDEMIA, CONLLEVA EXPLOTACIÓN HUMANA.

Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil oral, una institución bancaria demandó 
a una empresa el pago de diversas cantidades de dinero, como consecuen­
cia del incumplimiento de obligaciones derivadas de un contrato de crédito 
en cuenta corriente y uno diverso de crédito simple. En primera instancia se 
condenó a la demandada al pago de la suerte principal e intereses morato­
rios respecto de ambos contratos. Inconforme, la enjuiciada promovió juicio 
de amparo directo que le fue concedido, esencialmente para que la respon­
sable considerara la viabilidad de dar una mayor extensión al convenio 
de plazo de espera que, con motivo de la pandemia provocada por el virus 
SARS-CoV-2 (COVID-19), habían signado las partes, resolviendo con plenitud 
de jurisdicción, pero atendiendo a la protección y garantía de los derechos 
reconocidos en el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ya que posiblemente se estaba en presencia de un 
caso de explotación del hombre por el hombre, al haber surgido un hecho 
imprevisible como lo es la pandemia referida, motivo por el que debía sosla­
yarse lo establecido en el artículo 78 del Código de Comercio, pues conforme 
al diverso 1796 del Código Civil Federal, se tenía que atender a la buena fe de 
los contratantes. Contra esa ejecutoria, la institución bancaria actora interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la pandemia provocada por el virus SARS-CoV-2 (COVID-19) 
no es un hecho imprevisible que, por sí mismo, implique considerar que el 
exigir el cumplimiento de las obligaciones derivadas de contratos mercan­
tiles celebrados previo a que ocurriera, conlleva la explotación del hombre por 
el hombre que proscribe la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos y, por ende, sea dable soslayar la autonomía de la voluntad contractual 
de las partes que rige en materia mercantil conforme al artículo 78 del 
Código de Comercio, que está sujeta también a la buena fe establecida 
en el diverso 1796 del Código Civil Federal, y que encuentra su límite en el 
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respeto a los derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución Fede­
ral como en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
es parte.

Justificación: Para estimar que se está en presencia de un caso de explota­
ción del hombre por el hombre, es necesario que los medios de convicción 
sean estudiados minuciosamente, y que de ellos se concluya un desequilibrio 
tal en las relaciones comerciales, que exigir el cumplimiento de las obliga­
ciones pactadas implique un provecho propio, de modo abusivo, de una de 
las personas contratantes sobre los recursos económicos de la otra.

1a./J. 6/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 5986/2022. Naricej, S.A. de C.V. y otro. 23 de agosto 
de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Minis­
tro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño 
Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 6/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECARGOS POR PAGO EXTEMPORÁNEO DE CONTRIBUCIONES. EL AR­
TÍCULO 21, PÁRRAFOS PRIMERO Y QUINTO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL DISPONER UNA MISMA TASA DE RECARGOS PARA 
EL CASO DE QUE TRANSCURRA UN MES COMPLETO O UNA FRAC­
CIÓN DEL MISMO, A PARTIR DEL DÍA EN QUE DEBIÓ HACERSE EL 
PAGO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.

Hechos: Una persona moral pagó de forma extemporánea algunas de sus 
contribuciones federales, por lo cual se hizo acreedora a los recargos pre­
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vistos en el artículo 21 del Código Fiscal de la Federación. La contribuyente 
promovió juicio de amparo indirecto en el cual reclamó los párrafos primero 
y quinto del precepto legal aludido, bajo la premisa de que vulneran el prin­
cipio de equidad tributaria al disponer una misma tasa para quienes pagan 
de manera extemporánea por un mes completo o sólo por una fracción de 
éste. En primera instancia se negó el amparo y, en revisión, el Tribunal Cole­
giado de Circuito reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para conocer sobre el tema de constitucionalidad respectivo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 21, párrafos primero y quinto, del Código Fiscal de 
la Federación, al disponer una misma tasa de recargos por la falta de pago 
oportuno de contribuciones para el caso de que transcurra un mes completo 
o una fracción del mismo, a partir del día en que debió hacerse el pago y 
hasta que éste se efectúe, no transgrede el principio de equidad tributaria.

Justificación: Las personas que no cumplen sus obligaciones tributarias en 
los tiempos previstos por la legislación aplicable, ya sea por fracción de mes 
o por un mes completo, pertenecen a un mismo grupo de contribuyentes que 
válidamente pueden ser tratados como iguales, toda vez que han omitido 
enterar al fisco federal las cantidades con las cuales están obligados a con­
tribuir al gasto público, lo cual representa un perjuicio para el erario y para 
la sociedad en general. De este modo, el menoscabo contra la hacienda 
pública que impide la plena realización de sus fines, de interés y beneficio 
general, debe ser reparado, por lo que el legislador estableció en forma 
razonable y objetiva un sistema para tal efecto. En particular, mediante la 
aplicación de una tasa homologada por concepto de recargos que tiende 
a indemnizar al Estado por el pago inoportuno de las contribuciones. Luego, si 
el retardo de los contribuyentes en el entero de sus contribuciones repre­
senta un detrimento para el Estado por su conducta omisa, es constitucional­
mente admisible el sistema legal que les otorga un mismo tratamiento a los 
contribuyentes morosos al actualizarse una misma situación jurídica, a saber, 
la falta de pago oportuno de las contribuciones a las que constitucional y 
legalmente están obligados, ya sea que el retraso conducente se mantenga 
por fracciones de mes o por meses completos.

1a./J. 7/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 593/2023. Operadora FS CP, S. de R.L. de C.V. 18 de octu­
bre de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Víctor Manuel Rocha Mercado.

Tesis de jurisprudencia 7/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECARGOS POR PAGO EXTEMPORÁNEO DE CONTRIBUCIONES. 
EL ARTÍCULO 21, PÁRRAFOS PRIMERO Y QUINTO, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL DISPONER UNA MISMA TASA DE RECARGOS 
PARA EL CASO DE QUE TRANSCURRA UN MES COMPLETO O UNA 
FRACCIÓN DEL MISMO, A PARTIR DEL DÍA EN QUE DEBIÓ HACERSE 
EL PAGO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA.

Hechos: Una persona moral pagó de forma extemporánea algunas de sus 
contribuciones federales, por lo cual se hizo acreedora a los recargos pre­
vistos en el artículo 21 del Código Fiscal de la Federación. La contribuyente 
promovió juicio de amparo indirecto en el cual reclamó los párrafos primero 
y quinto del precepto legal aludido, bajo la premisa de que vulneran el prin­
cipio de proporcionalidad tributaria al disponer una misma tasa para quienes 
pagan de manera extemporánea por un mes completo o sólo por una frac­
ción de éste. En primera instancia se negó el amparo y, en revisión, el Tribu­
nal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para conocer sobre el tema de constitucionalidad respectivo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 21, párrafos primero y quinto, del Código Fiscal de 
la Federación, al disponer una misma tasa de recargos por la falta de pago 
oportuno de contribuciones para el caso de que transcurra un mes completo 
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o una fracción del mismo, a partir del día en que debió hacerse el pago y 
hasta que éste se efectúe, no transgrede el principio de proporcionalidad 
tributaria.

Justificación: La tasa de recargos y el método para su pago, tanto por frac­
ción de mes como por mes completo, prevista en el artículo 21 del Código 
Fiscal de la Federación, resultan compatibles con el principio de proporciona­
lidad tributaria, no sólo por ajustarse a los parámetros que dicho principio 
tiene en relación con la figura de los recargos, sino también porque supera 
un escrutinio constitucional ordinario que es el conducente cuando se exami­
nan materias como la fiscal, en las cuales el legislador tiene un amplio mar­
gen de libertad configurativa. De igual forma, la tasa homologada se aplica en 
relación directa con el monto de las contribuciones omitidas, que es la prin­
cipal exigencia constitucional que impone el principio de proporcionalidad 
tributaria aplicable a los recargos. Más aún, no existe imperativo constitu­
cional que obligue al legislador a prever una tasa progresiva para los recargos 
en los términos que más convengan a los contribuyentes morosos. Además, 
cuando se realiza un pago extemporáneo de contribuciones, éstas se actua­
lizan por mes completo y no por una fracción de mes, toda vez que para ello 
se utiliza el Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC) que es publi­
cado mensualmente por el Banco de México, tal y como se sigue del artículo 
17-A del Código Fiscal de la Federación. Así, el hecho de que se haya pre­
visto la aplicación de recargos con una tasa igual por fracción de mes o mes 
completo supera un escrutinio ordinario de constitucionalidad, ya que el 
legislador actuó de conformidad con la finalidad buscada con los recargos, 
que es la de generar una consecuencia normativa para indemnizar al erario 
por las cantidades no recibidas oportunamente.

1a./J. 8/2024 (11a.)

Amparo en revisión 593/2023. Operadora FS CP, S. de R.L. de C.V. 18 de octu­
bre de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Víctor Manuel Rocha Mercado.
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Tesis de jurisprudencia 8/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PARA EFECTOS DE SU PROCEDENCIA, 
NO REVISTE INTERÉS EXCEPCIONAL CUANDO LA SENTENCIA RECU­
RRIDA SE SUSTENTA EN CRITERIOS EMITIDOS POR LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, SIN INTRODUCIR ELEMENTOS A 
LA INTERPRETACIÓN. 

Hechos: Una persona moral demandó en la vía oral mercantil a una diversa 
persona moral la indemnización por enriquecimiento sin causa. La parte 
demandada, al contestar, opuso la excepción de prescripción negativa de 
la acción; el Juez de primera instancia declaró procedente dicha excepción. 
Inconforme, la parte actora promovió juicio de amparo directo, el cual fue 
concedido a la quejosa por el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento, 
a la luz de lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en dos amparos directos en revisión. Inconforme, la tercera intere­
sada promovió recurso de revisión en el que cuestionó los alcances del 
derecho a la tutela judicial efectiva en relación con la prescripción de la 
acción intentada en un juicio oral mercantil.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que no se surte el requisito de interés excepcional necesario 
para la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, cuando la 
sentencia recurrida sustente su resolución en criterios del Alto Tribunal, sin 
haberlos interpretado.

Justificación: Es criterio reiterado por esta Primera Sala que se actualiza el 
interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos, cuando 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación advierta que la resolución del 
recurso de revisión en amparo directo dará lugar a un pronunciamiento nove­
doso o de relevancia para el orden jurídico nacional; también cuando lo 
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decidido en la sentencia pueda implicar el desconocimiento de un criterio 
sostenido por este Alto Tribunal relacionado con alguna cuestión propiamente 
constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiese 
omitido su aplicación. En sentido inverso, la resolución de una cuestión 
de constitucionalidad no reviste un interés excepcional en materia constitu­
cional o de derechos humanos, cuando se advierta la coincidencia en la 
situación jurídica resuelta con criterios de esta Primera Sala, sin que se intro­
duzcan elementos a la interpretación realizada.

1a./J. 9/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3774/2022. Carnes Supremas Muñoz, S.A. de C.V. 
9 de noviembre de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Yairsinio David 
García Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 9/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de enero de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE PETICIÓN. ELEMENTOS NECESARIOS PARA SU EJERCI­
CIO A TRAVÉS DE LA PLATAFORMA TWITTER (ACTUALMENTE DENO­
MINADA X).

Hechos: Una persona dirigió a un Ayuntamiento una serie de peticiones a 
partir de la red social Twitter (actualmente denominada X), en particular, una 
solicitud de información, una denuncia y un pedimento para la realización de 
una obra pública. Dichas peticiones no fueron objeto de respuesta, por lo que 
promovió juicio de amparo contra esa omisión. En su informe justificado, la 
autoridad defendió que un tuit no es una petición formal que cumpla con 
los extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, por lo que resultaba imposible que comentarios en las redes 
sociales pusieran en marcha un sistema de la administración pública desti­
nado para atender solicitudes de particulares. La persona Juzgadora de 
Distrito negó el amparo bajo la consideración destacada de que, si bien 
el derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino también a 
través de documentos digitales, como serían los enviados por internet, la 
autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta siempre que institucional­
mente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su actuación 
y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica fue enviada. 
Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión y en sus agravios expresó 
que el derecho de petición tenía que ser interpretado progresivamente y que, 
si una petición había sido recibida, no podía condicionarse su respuesta a la 
emisión de una reglamentación por parte de la autoridad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las peticiones escritas formuladas a una autoridad a partir de 
la plataforma Twitter encuentran protección en el artículo 8o. constitucional, 
siempre y cuando exista confirmación de que: a) La respectiva autoridad es 
titular de la cuenta a partir de la cual se formulan dichas peticiones; b) Dicha 
autoridad haya habilitado normativa o institucionalmente el uso de la red 
social aludida como parte del ejercicio de su actuar oficial, aun si ello ocurre 
a partir de la práctica cotidiana; c) Haya indicios de que el uso que la auto­
ridad da a la plataforma es efectivamente el de captar y, en su caso, respon­
der peticiones, entre otros fines y no sólo un uso mediático o de simple diálogo 
con los particulares; y, d) Lo externado por el particular implique una genuina 
petición y no sólo un comentario u opinión.

Justificación: Las redes sociales forman parte de los cambios y las transfor­
maciones de las tecnologías de la información, lo cual incide en los factores 
económicos, sociales, políticos y culturales del país. En ese sentido, una 
interpretación del artículo 8o. constitucional, a la luz del principio de progre­
sividad previsto en el artículo 1o. de la Carta Magna, permite concluir que, si 
una autoridad habilita institucionalmente el uso de las redes para captar 
peticiones de los particulares y darles respuesta, maximiza en favor de la 
población el ejercicio del derecho de petición protegido en el artículo 8o. 
constitucional. Sin embargo, las peticiones recibidas a través de dichos 
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medios deben cumplir con las cualidades que exige el citado artículo 8o. y 
con los elementos que, en todo caso, sean exigibles acorde a la naturaleza 
y contenido de la petición formulada, de conformidad con la doctrina que sobre 
el derecho de petición ha desarrollado este Alto Tribunal, como podría ser lo 
relativo a los elementos mínimos de identificación de la persona peticionaria.

1a./J. 10/2024 (11a.)

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera Espinosa. 1 de febrero de 2023. 
Cinco votos de la Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zal­
dívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Tesis de jurisprudencia 10/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE PETICIÓN. LA ACTIVACIÓN DEL MECANISMO PARA EJER­
CERLO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 8o. CONSTITUCIONAL, NO ESTÁ 
CONDICIONADA A LA PRESENTACIÓN DE UN DOCUMENTO FÍSICO 
ANTE LA AUTORIDAD.

Hechos: Una persona dirigió a un Ayuntamiento una serie de peticiones a 
partir de la red social Twitter (actualmente denominada X), en particular, una 
solicitud de información, una denuncia y un pedimento para la realización 
de una obra pública. Dichas peticiones no fueron objeto de respuesta, por lo 
que promovió juicio de amparo contra esa omisión. En su informe justificado, 
la autoridad defendió que un tuit no es una petición formal que cumpla con 
los extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que resultaba imposible que comentarios en las redes 
sociales pusieran en marcha un sistema de la administración pública desti­
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nado para atender solicitudes de particulares. La persona Juzgadora de 
Distrito negó el amparo bajo la consideración destacada de que, si bien el 
derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino también a 
través de documentos digitales, como serían los enviados por internet, la 
autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta siempre que institucional­
mente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su actuación 
y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica fue enviada. 
Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión y en sus agravios 
expresó que el derecho de petición tenía que ser interpretado progresiva­
mente y que, si una petición había sido recibida, no podía condicionarse su 
respuesta a la emisión de una reglamentación por parte de la autoridad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que si bien el párrafo primero del artículo 8o. de la Cons­
titución Federal condiciona el ejercicio del derecho de petición a que se 
formule por escrito, lo cierto es que un análisis del proceso legislativo que 
dio lugar a dicho precepto constitucional permite concluir que el Constitu­
yente Originario aprobó dicha disposición, bajo el entendido de que el 
segundo párrafo garantizaba la respuesta a peticiones de cualquier clase, 
aun si éstas fueren, por ejemplo, verbales o rendidas en una comparecen­
cia y no necesariamente en papel. Así, la activación del derecho de petición 
no está condicionada a la presentación de un documento físico ante la 
autoridad, puesto que, en principio, basta que ésta tome conocimiento cierto 
de la existencia de una petición para activar el mecanismo de protección 
garantizado por el artículo 8o. constitucional que implica que, a la peti­
ción, debe recaer un acuerdo escrito de la autoridad a la que se haya dirigido, 
la que tiene la obligación de hacerlo conocer en breve plazo al peticionario.

Justificación: En el debate que precedió la Constitución de 1917 existían ya 
preocupaciones sobre si las personas pobres podrían acceder al derecho 
de petición que les imponía la adquisición de papel, lo que denota la inten­
ción de hacer accesible tanto como sea posible ese derecho, incluso a 
partir de comparecencias. Esta interpretación que atiende a la voluntad del 
Constituyente Originario, abre la posibilidad para ampliar las vías escritas a 
partir de las cuales las autoridades pueden captar y atender peticiones, 
en tanto ello sea materialmente posible, lo que puede operar tratándose de 
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escritos de naturaleza digital o electrónica a los que, en todo caso, podría 
imponerse una regulación que norme su tratamiento; sin perjuicio de que, en 
algunas circunstancias en las que en la práctica la autoridad ha normalizado 
el uso de determinadas plataformas para dar respuesta a peticiones, dicha 
regulación sea innecesaria.

1a./J. 11/2024 (11a.)

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera Espinosa. 1 de febrero de 2023. 
Cinco votos de la Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zal­
dívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concu­
rrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 11/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO DE PETICIÓN. SU IMPORTANCIA PARA EL ORDEN JURÍDICO 
NACIONAL.

Hechos: Una persona dirigió a un Ayuntamiento una serie de peticiones a 
partir de la red social Twitter (actualmente denominada X), en particular, una 
solicitud de información, una denuncia y un pedimento para la realización 
de una obra pública. Dichas peticiones no fueron objeto de respuesta, por lo 
que promovió juicio de amparo contra esa omisión. En su informe justificado, 
la autoridad defendió que un tuit no es una petición formal que cumpla con 
los extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que resultaba imposible que comentarios en las redes 
sociales pusieran en marcha un sistema de la administración pública desti­
nado para atender solicitudes de particulares. La persona Juzgadora de 
Distrito negó el amparo bajo la consideración destacada de que, si bien 



25

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

el derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino también a 
través de documentos digitales, como serían los enviados por internet, la 
autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta siempre que institucional­
mente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su actuación 
y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica fue envia­
da. Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión y en sus agravios 
expresó que el derecho de petición tenía que ser interpretado progresiva­
mente y que, si una petición había sido recibida, no podía condicionarse su 
respuesta a la emisión de una reglamentación por parte de la autoridad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el derecho de petición, entendido como la prerrogativa de 
los ciudadanos para formular solicitudes o reclamos a las autoridades con 
la obligación de brindar escucha, consideración y respuesta, es sumamente 
complejo y puede involucrar diversas vertientes y variables; se encausa como 
uno de los pilares de la democracia representativa en la que los ciudada­
nos no se limitan a votar; sino que tienen una participación activa en la direc­
ción de los negocios públicos; y la garantía de su debido ejercicio potencializa 
la realización de otros derechos fundamentales, como los de acceso a la 
justicia, a la libertad de expresión, a la libertad de reunión y de participación 
democrática, entre otros. Luego, el Estado debe mantener interacción con su 
población para atender sus peticiones, sea que éstas tengan la forma 
de solicitudes, denuncias, quejas, iniciativas o demandas, en el marco de una 
sociedad plural y democrática, en la que el voto no es el único instrumento 
de representación ciudadana y en la que estos derechos no sólo sirven 
para la legitimación de las instituciones democráticas, sino sobre todo para 
el aseguramiento de una convivencia pacífica en la que los distintos recla­
mos tienen un cauce institucional que busca atenderlos. Se trata de un 
derecho de suma importancia para el orden jurídico nacional y es relevante 
entenderlo en el contexto de una sociedad moderna en la que las tecnolo­
gías de la información han presentado una evolución importante y un uso 
cada vez más generalizado.

Justificación: El derecho de petición ha tenido un papel relevante en el 
surgimiento y desarrollo de las democracias y ha sido caracterizado en dis­
tintos contextos como un atributo de la ciudadanía nacional. En el contexto 
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mexicano, cuando menos desde el Decreto Constitucional para la Liber­
tad de la América Mexicana, sancionado en Apatzingán el 22 de octubre 
de 1814, se prescribió que a ningún ciudadano debe coartarse la libertad de 
reclamar sus derechos ante los funcionarios de la autoridad pública (artículo 
37); y distintos instrumentos constitucionales que han forjado la nación mexi­
cana reconocieron en distintas formas el derecho de los ciudadanos de 
dirigirse a las autoridades para formular iniciativas, reclamos y peticiones 
de diversa índole. Incluso, en el pensamiento del constitucionalista Mariano 
Otero, el derecho de ciudadanía trae consigo el de votar en las elecciones 
populares, el de ejercer el de petición, el de reunirse para discutir los nego­
cios públicos, y el de pertenecer a la Guardia Nacional, todo conforme a las 
leyes. En su doctrina, el derecho de petición como uno de los pilares de 
la democracia representativa, conlleva que los ciudadanos no se limiten a 
votar, sino que tengan una participación activa en la dirección de los nego­
cios públicos. Además, debe tenerse presente que distintos instrumentos 
internacionales de protección de derechos humanos han coadyuvado en la 
definición y el fortalecimiento del derecho de petición en sus diversas ver­
tientes. A partir de ello, resulta relevante entender que las redes sociales 
brindan una oportunidad para ampliar la tutela del derecho de petición en un 
enfoque de progresividad, lo que es importante no sólo para que los ciuda­
danos obtengan respuesta a sus reclamos, sino para fortalecer la democracia, 
para lo cual adquieren valor las plataformas de internet como medios de 
interacción que permiten facilitar la participación activa de los ciudadanos.

1a./J. 12/2024 (11a.)

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera Espinosa. 1 de febrero de 2023. 
Cinco votos de la Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldí­
var Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Tesis de jurisprudencia 12/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN. LAS PETICIONES FORMU­
LADAS A PARTIR DE LA PLATAFORMA TWITTER (ACTUALMENTE DENO­
MINADA X ), SON SUSCEPTIBLES DE SER ATENDIDAS A PARTIR DE 
LOS MENSAJES DIRECTOS HABILITADOS EN LA PROPIA RED SOCIAL, 
SI ASÍ LO SOLICITA EL PETICIONARIO, SIN PERJUICIO DE QUE EL 
ACUERDO RESPECTIVO PUEDA TAMBIÉN COMUNICARSE POR OTRAS 
VÍAS.

Hechos: Una persona dirigió a un Ayuntamiento una serie de peticiones a 
partir de la red social Twitter (actualmente denominada X ), en particular, 
una solicitud de información, una denuncia y un pedimento para la realiza­
ción de una obra pública. Dichas peticiones no fueron objeto de respuesta, 
por lo que promovió juicio de amparo contra esa omisión. En su informe 
justificado, la autoridad defendió que un tuit no es una petición formal que 
cumpla con los extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por lo que resultaba imposible que comen­
tarios en las redes sociales pusieran en marcha un sistema de la adminis­
tración pública destinado para atender solicitudes de particulares. La persona 
Juzgadora de Distrito negó el amparo bajo la consideración destacada de 
que, si bien el derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino 
también a través de documentos digitales, como serían los enviados por 
internet, la autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta siempre que insti­
tucionalmente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su 
actuación y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica 
fue enviada. Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión y en sus 
agravios expresó que el derecho de petición tenía que ser interpretado pro­
gresivamente y que, si una petición había sido recibida, no podía condicio­
narse su respuesta a la emisión de una reglamentación por parte de la 
autoridad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las peticiones formuladas a partir de la plataforma Twitter 
son susceptibles de ser atendidas a partir de los mensajes directos habili­
tados en la propia red social si así lo solicita el peticionario, sin perjuicio de 
que el acuerdo respectivo pueda también comunicarse por otras vías. Esto 
fundamentalmente en el caso de que, conforme a la doctrina de la Primera 
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Sala, surja el deber de la autoridad de dar respuesta a las peticiones formu­
ladas a partir de dicha plataforma.

Justificación: El hecho de que la red social Twitter tenga habilitada la posi­
bilidad de comunicación a partir de mensajes directos, a los que pueden 
acompañarse imágenes, maximiza la posibilidad de no sólo dar una res­
puesta breve a los peticionarios sino de acompañar documentos a dicha 
respuesta, lo que podría incluir acuerdos debidamente fundados y motivados 
a cada petición, así como el envío de los respectivos anexos, sin perjuicio 
de que podría dejarse a consideración del peticionario el acudir a determi­
nada dependencia a recibir la comunicación original respectiva o de que a 
partir de la propia red se le requiriera designar un domicilio al cual hacer 
llegar la respectiva comunicación.

1a./J. 13/2024 (11a.)

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera Espinosa. 1 de febrero de 2023. 
Cinco votos de la Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldí­
var Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Tesis de jurisprudencia 13/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN. UNA VEZ QUE LA AUTORI­
DAD ACEPTA QUE HA RECIBIDO UNA PETICIÓN, QUEDA OBLIGADA 
A DICTAR ACUERDO SOBRE ÉSTA.

Hechos: Una persona dirigió a un Ayuntamiento una serie de peticiones a 
partir de la red social Twitter (actualmente denominada X ), en particular, una 
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solicitud de información, una denuncia y un pedimento para la realización 
de una obra pública. Dichas peticiones no fueron objeto de respuesta, por lo 
que promovió juicio de amparo contra esa omisión. En su informe justificado, 
la autoridad defendió que un tuit no es una petición formal que cumpla con 
los extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que resultaba imposible que comentarios en las redes 
sociales pusieran en marcha un sistema de la administración pública desti­
nado para atender solicitudes de particulares. La persona Juzgadora de 
Distrito negó el amparo bajo la consideración destacada de que, si bien 
el derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino también a 
través de documentos digitales, como serían los enviados por internet, la 
autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta siempre que institucional­
mente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su actuación 
y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica fue enviada. 
Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión y en sus agravios expresó 
que el derecho de petición tenía que ser interpretado progresivamente y que, 
si una petición había sido recibida, no podía condicionarse su respuesta a 
la emisión de una reglamentación por parte de la autoridad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que una autoridad que acepta haber recibido una petición no 
puede eludir su responsabilidad de dictar acuerdo sobre ésta, aun si dicho 
acuerdo no resuelve de forma favorable la petición y si el mismo involucra 
una prevención o la simple orientación al particular con respecto a la peti­
ción formulada e incluso la canalización de ésta a la autoridad competente, 
entre otras posibilidades.

Justificación: El segundo párrafo del artículo 8o. constitucional mandata a las 
autoridades a emitir un acuerdo escrito como respuesta a cualquier peti­
ción que los ciudadanos formulen, por lo que independientemente de que 
la petición no reúna los requisitos necesarios, ello no es óbice para que las 
autoridades eludan su responsabilidad de dictar un acuerdo; lo anterior, aun 
si éste no resuelve de forma favorable la petición y si el mismo involucra 
una prevención o la simple orientación al particular con respecto a la peti­
ción formulada e incluso, la canalización de ésta a la autoridad competente, 
entre otras posibilidades. Ahora bien, ciertas peticiones pueden exigir la 
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acreditación de la personalidad, su formulación a partir de una vía, medio 
o mecanismo específico, entre otras precondiciones de procedencia; pero 
esto no es óbice para que una petición, aun sin dichos requisitos, deje de 
ser acordada, en tanto que la doctrina de este Alto Tribunal ha sostenido 
que ello no puede ser argumentado como excusa u obstáculo para la emi­
sión de una respuesta. Luego, si una autoridad simplemente rechaza la 
emisión de algún acuerdo, por el hecho de que las peticiones que le fueron 
formuladas no le fueron canalizadas a partir de lo que para dicha autoridad 
constituye una vía formal, pero es evidente que ha dado respuesta a otras 
peticiones formuladas en similares términos, no debe existir obstáculo alguno 
que impida a la autoridad dictar acuerdo sobre nuevas peticiones así formu­
ladas. Dicho acuerdo podría no estar necesariamente fundado y motivado, 
ni menos suscrito con firma autógrafa; lo que, en su caso, conforme a la 
doctrina de este Alto Tribunal, podría involucrar un vicio de diversa índole, 
cuestionable a partir de los artículos 14 y 16 de la Carta Magna; sin embargo, 
en principio, la sola omisión de respuesta, cualquiera que sea, es reclamable 
a partir de la violación al artículo 8o. constitucional. Lo destacado es que 
cuando una autoridad no niega haber tenido conocimiento de una petición, 
está obligada a emitir respuesta, con la debida fundamentación y motiva­
ción, independientemente de la vía de comunicación al peticionario.

1a./J. 14/2024 (11a.)

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera Espinosa. 1 de febrero de 2023. 
Cinco votos de la Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zal­
dívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López 
Andrade.

Tesis de jurisprudencia 14/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DERECHO A LA EDUCACIÓN. EL ACCESO A LAS INSTITUCIONES EDU­
CATIVAS PARTICULARES DEBE DARSE BAJO CONDICIONES DE IGUAL­
DAD DE OPORTUNIDADES Y NO DISCRIMINACIÓN.

Hechos: Las personas padres de familia, en representación de sus infantes 
y por derecho propio, promovieron juicio de amparo indirecto contra una 
institución educativa que, reservándose el derecho de admisión, les negó la 
inscripción y reinscripción. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó en 
el juicio al negar el carácter de autoridad responsable a la institución, bajo la 
consideración de que el acto reclamado se regía por el derecho civil y la parte 
quejosa estaba en aptitud de accionar en la vía correspondiente el adecuado 
desempeño y funcionamiento de esa institución como prestadora de servi­
cios educativos; la parte quejosa interpuso revisión en cuya resolución el 
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento revocó esa decisión. Sin 
embargo, en un fallo posterior, la persona Juzgadora de Distrito volvió a sobre­
seer en el juicio al considerar que habían cesado los efectos del acto recla­
mado. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación levantó 
el sobreseimiento y estudió si fue correcto o no que la escuela se reservara el 
derecho de admisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no existe un derecho de quienes ejercen la patria potestad 
o tutela de los infantes de obtener su inscripción en cualquier institución 
educativa particular que elijan; sin embargo, el acceso a las mismas sí 
debe darse bajo condiciones de igualdad de oportunidades y no discrimi­
nación, una vez satisfechos los requisitos establecidos en las disposiciones 
aplicables.

Justificación: La Ley General de Educación contiene diversos preceptos 
destinados a garantizar el acceso a la enseñanza básica (artículos 5, 9, 
fracción IX, 16 y 128, entre otros); algunos que son aplicables de manera 
transversal a la educación pública y privada y otros fundamentalmente diri­
gidos a la educación impartida por el Estado. De manera especial, destaca 
el mandato de igualdad de oportunidades en el acceso al sistema educativo 
nacional cuando se satisfacen los requisitos establecidos en las disposiciones 
aplicables; esa condición se considera aplicable tanto a la educación impar­
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tida por el Estado como a la impartida por particulares. En materia de ins­
cripciones a la educación básica, la legislación educativa sólo contiene 
disposiciones mínimas [artículo 7, fracción IV, inciso b)], pero éstas prevén el 
deber de las instituciones educativas particulares de no afectar la igualdad 
en el trato a los educandos, y faculta a la autoridad educativa federal para 
expedir normas de control escolar en educación básica, las cuales deberán 
facilitar la inscripción, reinscripción, acreditación, promoción, regularización 
y certificación de estudios de los educandos.

1a./J. 15/2024 (11a.)

Amparo en revisión 57/2022. 25 de enero de 2023. Cinco votos de la Señora 
Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 15/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LIBERTAD DE ENSEÑANZA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 3o., FRAC­
CIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES ABSOLUTA Y ESTÁ 
SUJETA A LA RECTORÍA DEL ESTADO EN LO ATINENTE A LOS SERVI­
CIOS QUE PRESTEN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS PARTICULARES 
QUE SE ENCUENTREN DIRECTA Y ESTRICTAMENTE VINCULADOS CON 
LA AUTORIZACIÓN O RECONOCIMIENTO DE VALIDEZ OFICIAL DE 
ESTUDIOS.

Hechos: Las personas padres de familia, en representación de sus infantes 
y por derecho propio, promovieron juicio de amparo indirecto contra una insti­
tución educativa que, reservándose el derecho de admisión, les negó la 
inscripción y reinscripción. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó 
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en el juicio al negar el carácter de autoridad responsable a la institución, 
bajo la consideración de que el acto reclamado se regía por el derecho civil 
y la parte quejosa estaba en aptitud de accionar en la vía correspondiente el 
adecuado desempeño y funcionamiento de esa institución como prestadora 
de servicios educativos; la parte quejosa interpuso revisión en cuya resolu­
ción el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento revocó esa decisión. 
Sin embargo, en un fallo posterior, la persona Juzgadora de Distrito volvió a 
sobreseer en el juicio al considerar que habían cesado los efectos del acto 
reclamado. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación levan­
tó el sobreseimiento y estudió si fue correcto o no que la escuela se reser­
vara el derecho de admisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la libertad de enseñanza prevista en el artículo 3o., frac­
ción VI, de la Constitución Federal, no es absoluta y está sujeta a la rectoría 
del Estado sobre todo en lo que toca al tipo básico. Sin embargo, no todos los 
"servicios que preste" o los "actos que realice" una institución educativa 
particular adquieren, por sí mismos, el carácter de "servicio público" sino 
únicamente aquellos que estén directa y estrictamente vinculados con la 
autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios, según sea el caso.

Justificación: El artículo 3o., segundo párrafo, de la Constitución Federal 
dispone que corresponde al Estado la rectoría de la educación, y en su frac­
ción VI, que los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y 
modalidades. Por su parte, el precepto 1 de la Ley General de Educación 
refiere que la educación que impartan los particulares con autorización o 
con reconocimiento de validez oficial de estudios, se considera un "servicio 
público" y "estará sujeta a la rectoría del Estado". Sin embargo, que la Cons­
titución sujete la "educación" que prestan los particulares a un "régimen de 
servicio público" no impide que dichas instituciones conserven su identidad 
y naturaleza privada, en tanto que dicho régimen sólo impone a nivel legal 
que esos establecimientos cumplan determinadas "normas estatales míni­
mas", sin que ello implique que deban operar exactamente igual que una 
escuela oficial. Lo opuesto iría en contra de la libertad de los padres de familia 
y, en su caso, los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escue­
las distintas de las públicas. Cuando la Constitución precisa en su artículo 
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3o., segundo párrafo, que la educación será, además de obligatoria, univer­
sal, inclusiva, "pública", gratuita y laica, se refiere expresamente a la educación 
impartida por el Estado, pero no a la educación que imparten los particu­
lares regulada en la fracción VI de dicho precepto la cual, se insiste, debe 
cumplir ciertas "normas mínimas" e incluso, compartir algunas de las carac­
terísticas de la educación que imparte el Estado, pero no necesariamente 
ser idéntica, ni menos perder su propia caracterización como enseñanza 
particular.

1a./J. 16/2024 (11a.)

Amparo en revisión 57/2022. 25 de enero de 2023. Cinco votos de la Señora 
Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 16/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESTACIÓN DE SERVICIOS EDUCATIVOS. COMO REGLA GENERAL, 
NO ESTÁ PERMITIDO QUE LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS PARTICU­
LARES SE RESERVEN EL DERECHO DE ADMISIÓN.

Hechos: Las personas padres de familia, en representación de sus infantes 
y por derecho propio, promovieron juicio de amparo indirecto contra una 
institución educativa que, reservándose el derecho de admisión, les negó 
la inscripción y reinscripción. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó 
en el juicio al negar el carácter de autoridad responsable a la institución, 
bajo la consideración de que el acto reclamado se regía por el derecho 
civil y la parte quejosa estaba en aptitud de accionar en la vía correspon­
diente el adecuado desempeño y funcionamiento de esa institución como 



35

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

prestadora de servicios educativos; la parte quejosa interpuso revisión en 
cuya resolución el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento revocó 
esa decisión. Sin embargo, en un fallo posterior, la persona Juzgadora de 
Distrito volvió a sobreseer en el juicio al considerar que habían cesado 
los efectos del acto reclamado. La Primera Sala de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación levantó el sobreseimiento y estudió si fue correcto o no 
que la escuela se reservara el derecho de admisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las instituciones educativas particulares del tipo 
básico no pueden adoptar posturas normativas, publicitarias, contractuales 
o de facto, en las que se reserven de forma abierta y arbitraria el derecho de 
admisión de los educandos para la prestación de servicios educativos.

Justificación: La prestación de servicios educativos está sujeta a las normas 
generales que protegen a los consumidores y, de forma especial, el artículo 
58 de la Ley Federal de Protección al Consumidor establece una cláusula 
especial que prohíbe, en lo general, que los proveedores de bienes o servi­
cios se reserven el derecho de admisión. El precepto acepta distinciones en 
la clientela de servicios ofrecidos al público en general, únicamente en dos 
supuestos: 1) por causas que afecten la seguridad o tranquilidad del estable­
cimiento, de sus clientes o de las personas discapacitadas; y 2) por causas que 
se funden en disposiciones expresas de ordenamientos legales. En cualquier 
caso, se trata de condiciones verdaderamente objetivas que como excep­
ción tendrían que justificarse y ser razonables, por lo que no bastaría que un 
establecimiento decida de forma arbitraria rechazar a una persona la presta­
ción de un servicio, sólo porque presume que ésta afectará la seguridad o 
tranquilidad del establecimiento. Esto es, un establecimiento podría reser­
varse el derecho de admisión, por ejemplo, de personas que porten armas de 
fuego –aun con licencia–, advertirlo en su reglamentación y hacerlo visible en 
sus accesos; sin embargo, no podría incluir un aviso genérico de reserva 
de admisión que le permita seleccionar arbitraria o discrecionalmente a su 
clientela. En el caso de un establecimiento educativo particular del tipo 
básico, la violación de reglas académicas o disciplinarias podría eventual­
mente condicionar la permanencia del educando en la institución educativa, 
siempre y cuando dichas reglas resultaren constitucionalmente aceptables 
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y en tanto se apliquen por el plantel privado aquellas normas mínimas de 
orden público necesarias que permitan al educando concluir el grado escolar 
o transitar a otro establecimiento educativo. Lo que no resulta válido en 
ningún caso es que los planteles educativos particulares del tipo básico 
adopten posturas normativas, publicitarias, contractuales o de facto, en las 
que se reserven de forma abierta y arbitraria el derecho de admisión de 
los educandos o familias que soliciten su incorporación a una comunidad edu­
cativa determinada. Esto es importante, precisamente, por la repercusión 
social que tiene una reserva de admisión en la esfera de la enseñanza, 
pues ello impacta en el derecho a la educación (protegido por el artículo 
3o. constitucional) y en el derecho del interés superior de la niñez, por tratarse 
de educación en un nivel básico protegido por el artículo 4o. constitucional.

1a./J. 17/2024 (11a.)

Amparo en revisión 57/2022. 25 de enero de 2023. Cinco votos de la Señora 
Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 17/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESTACIÓN DE SERVICIOS EDUCATIVOS. LA CONCLUSIÓN DEL CICLO 
ESCOLAR NO ES SUFICIENTE PARA DETERMINAR QUE HAN CESADO 
LOS EFECTOS DE LOS ACTOS QUE PRIVAN A LOS EDUCANDOS DE SU 
DERECHO A SER INSCRITOS O REINSCRITOS EN UN ESTABLECIMIENTO 
EDUCATIVO DEL TIPO BÁSICO.

Hechos: Las personas padres de familia, en representación de sus infan­
tes y por derecho propio, promovieron juicio de amparo indirecto contra 
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una institución educativa que, reservándose el derecho de admisión, les 
negó la inscripción y reinscripción. La persona Juzgadora de Distrito sobre­
seyó en el juicio al negar el carácter de autoridad responsable a la institución, 
bajo la consideración de que el acto reclamado se regía por el derecho civil 
y la parte quejosa estaba en aptitud de accionar en la vía correspondiente el 
adecuado desempeño y funcionamiento de esa institución como prestadora 
de servicios educativos; la parte quejosa interpuso revisión en cuya reso­
lución el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento revocó esa deci­
sión. Sin embargo, en un fallo posterior, la persona Juzgadora de Distrito 
volvió a sobreseer en el juicio al considerar que habían cesado los efectos 
del acto reclamado. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación levantó el sobreseimiento y estudió si fue correcto o no que la es­
cuela se reservara el derecho de admisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la finalización de un ciclo escolar no es argumento suficiente 
para concluir que han cesado los efectos de los actos que privan a los 
educandos de su derecho a ser inscritos o reinscritos en un establecimien­
to educativo del tipo básico.

Justificación: La doctrina de este Alto Tribunal ha sido consistente en preci­
sar que un acto se considera consumado únicamente cuando la totalidad de 
sus efectos o consecuencias se hayan agotado. Esta condición no se actua­
liza por el solo hecho de que un ciclo escolar ha terminado, pues los efectos 
y consecuencias de la negativa de inscripción y reinscripción en la educa­
ción básica persisten aun cuando ha concluido el respectivo ciclo escolar, 
ya que se priva a los educandos y a su familia de continuar formando parte 
de la comunidad educativa a la que pertenecen, lo que afecta su perma­
nencia en la escuela no sólo en el respectivo ciclo escolar sino también en 
ulteriores ciclos escolares necesarios para concluir su educación básica. 
Esta situación permite concluir que los efectos y las consecuencias de la 
vulneración al derecho a la educación en dichos supuestos, se mantienen 
durante el lapso en que los educandos no sean reincorporados a la comu­
nidad educativa y se encuentren en edad de cursar los estudios de tipo 
básico.

1a./J. 18/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 57/2022. 25 de enero de 2023. Cinco votos de la Señora 
Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 18/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESTACIÓN DE SERVICIOS EDUCATIVOS. LOS CONTRATOS SUSCRI­
TOS CON INSTITUCIONES EDUCATIVAS PRIVADAS DEL TIPO BÁSICO 
NO DEBEN CONTENER CLÁUSULAS CONTRARIAS A LAS "NORMAS 
MÍNIMAS ESTATALES" QUE CONDICIONEN LA PRESTACIÓN DE ESOS 
SERVICIOS.

Hechos: Las personas padres de familia, en representación de sus infantes 
y por derecho propio, promovieron juicio de amparo indirecto contra una 
institución educativa que, reservándose el derecho de admisión, les negó 
la inscripción y reinscripción. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó 
en el juicio al negar el carácter de autoridad responsable a la institución, 
bajo la consideración de que el acto reclamado se regía por el derecho civil 
y la parte quejosa estaba en aptitud de accionar en la vía correspondiente 
el adecuado desempeño y funcionamiento de esa institución como presta­
dora de servicios educativos; la parte quejosa interpuso revisión en cuya 
resolución el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento revocó esa deci­
sión. Sin embargo, en un fallo posterior, la persona Juzgadora de Distrito 
volvió a sobreseer en el juicio al considerar que habían cesado los efectos 
del acto reclamado. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación levantó el sobreseimiento y estudió si fue correcto o no que la es­
cuela se reservara el derecho de admisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los contratos de prestación de servicios educativos del tipo 
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básico no deben contener cláusulas contrarias a las "normas mínimas esta­
tales", que condicionen la prestación de los servicios educativos por parte 
de entes privados.

Justificación: Las instituciones de enseñanza particular actúan en algunas 
circunstancias desde una "perspectiva pública" propia de las autoridades 
(función pública de supra a subordinación) y en otras desde una "perspec­
tiva privada", a partir de actos que tienen fundamento en una relación de 
coordinación. Se ha considerado que la baja o cese de un alumno de una 
escuela privada –por falta de pago de colegiaturas–, no actualiza, por regla 
general, un acto de autoridad al ocurrir a partir del incumplimiento de 
una obligación contractual relacionada con el pago de la contraprestación 
correspondiente, que consiste en una condición de ingreso y permanencia. 
Ello no impide que, en esos casos, las normas estatales puedan exigir un 
comportamiento determinado por parte de los establecimientos particu­
lares como permitir condiciones que faciliten al educando concluir el ciclo 
escolar o facilitarle su tránsito a otra institución educativa pública o particu­
lar. Sin embargo, no basta la existencia de un contrato de prestación de 
servicios educativos para justificar, ante el incumplimiento de una cláusula, 
cualquier comportamiento aceptado convencionalmente entre una institu­
ción educativa particular y los usuarios del servicio educativo que prestan. 
Luego, no puede privilegiarse una relación contractual celebrada con las 
personas padres o tutores de los infantes educandos, por encima de la satis­
facción de sus derechos fundamentales; de ahí que los respectivos contratos 
no deben contener cláusulas contrarias a las "normas mínimas estatales", que 
condicionen la prestación de los servicios educativos por parte de entes 
privados. Si bien los contratos de prestación de servicios educativos con 
escuelas privadas se celebran con fundamento en la autonomía de la volun­
tad de las partes, no pueden servir para eludir el cumplimiento de las nor­
mas de carácter estatal que se imponen como condición para que dichos 
particulares tengan la oportunidad de impartir educación, ni menos como 
justificación, excusa o sustento para vulnerar los derechos humanos de los 
educandos. Máxime si se trata de la educación básica, sujeta a una regula­
ción intensa que impone mayores obligaciones por parte de quienes prestan 
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servicios educativos privados, fundamentalmente dirigidos a la atención de 
las personas menores de edad.

1a./J. 19/2024 (11a.)

Amparo en revisión 57/2022. 25 de enero de 2023. Cinco votos de la Señora 
Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 19/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de enero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 9o., FRACCIÓN X, 
15, FRACCIÓN VII, Y 20, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, AL 
EXENTAR DEL PAGO DE DICHO IMPUESTO A LAS PERSONAS MORA­
LES AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS DEDUCIBLES PARA LOS 
EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA CUANDO ENAJENAN 
BIENES, PRESTAN SERVICIOS INDEPENDIENTES U OTORGAN EL USO 
O GOCE TEMPORAL DE BIENES, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, que exentan del pago de dicho impuesto a 
las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles para los 
efectos del impuesto sobre la renta cuando enajenan bienes, prestan servi­
cios independientes u otorgan el uso o goce temporal de bienes. Argumentó 
que transgreden el principio de equidad tributaria. El Juez de Distrito sobre­
seyó en el juicio al considerar que la acción de amparo era improcedente, 
dado que la quejosa no combatió los preceptos de la ley impugnada que 
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regulan el acreditamiento del gravamen. La quejosa interpuso recurso 
de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento decre­
tado y remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de 
la Ley del Impuesto al Valor Agregado no transgreden el principio de equi­
dad tributaria, pues si bien los actos y actividades de las donatarias auto­
rizadas, a diferencia de los realizados por las personas morales que enajenan 
bienes, prestan servicios u otorgan el uso o goce de bienes, se conside­
ran exentos del pago del impuesto al valor agregado, lo cierto es que esa 
distinción persigue fines constitucionalmente admisibles y es objetiva y 
razonable.

Justificación: De los antecedentes legislativos de la reforma a los artículos 
9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, en vigor a partir del uno de enero de dos mil veinte, deriva 
que se decidió liberar del impuesto al valor agregado a las instituciones, 
sociedades o asociaciones cuyos fines son de carácter social o colectivo, 
para evitarles contingencias económicas que impidan su operación, ya que 
tienen como beneficiarios a personas, sectores y regiones de escasos recur­
sos. Esto es, pretendió proteger e incentivar los intereses altruistas y de 
asistencia social de dichas instituciones. Al exentarse los actos y las activi­
dades que realizan las donatarias autorizadas ya no trasladarían el impuesto 
a sus destinatarios, con lo que buscó beneficiar a dichos sujetos, pues son 
sectores vulnerables o que apoyan a áreas específicas como la enseñanza, 
la promoción de la cultura, la defensa de derechos humanos e incluso de 
recursos naturales; finalidades que tienen sustento en los artículos 4o., 25 
y 31, fracción IV, de la Constitución. Asimismo, la exención es objetiva y razo­
nable para alcanzarlas, pues si bien toma como base una característica del 
impuesto sobre la renta, como lo es la autorización para recibir donativos 
deducibles, ello atiende a que quienes gocen de ésta deben cumplir 
los requisitos que demuestren su finalidad altruista y sin ánimo de lucro, 
para incentivar las áreas y los sectores mencionados.

1a./J. 23/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 461/2021. Fundación Teletón México, A.C. 18 de enero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda Monte­
sinos Solano.

Tesis de jurisprudencia 23/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de febrero de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 6 de febrero 
de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 9o., FRACCIÓN X, 
15, FRACCIÓN VII, Y 20, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, AL 
EXENTAR DEL PAGO DE DICHO IMPUESTO A LAS PERSONAS MORALES 
AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS DEDUCIBLES PARA LOS 
EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA CUANDO ENAJENAN BIE­
NES, PRESTAN SERVICIOS INDEPENDIENTES U OTORGAN EL USO O 
GOCE TEMPORAL DE BIENES, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE 
PROGRESIVIDAD EN SU VERTIENTE DE NO REGRESIVIDAD. 

Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, reformados mediante decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el nueve de diciembre de dos mil dieci­
nueve, que exentan del pago de dicho impuesto a las personas morales 
autorizadas para recibir donativos deducibles para los efectos del impuesto 
sobre la renta cuando enajenan bienes, prestan servicios independientes u 
otorgan el uso o goce temporal de bienes. Argumentó que transgreden el 
principio de progresividad en su vertiente de no regresividad, pues consi­
dera que ella ya contaba con un derecho al acreditamiento del impuesto que 
se hizo nugatorio con dicha reforma. El Juez de Distrito sobreseyó en el 
juicio al considerar que la acción de amparo era improcedente, dado que 
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la quejosa no combatió los preceptos de la ley impugnada que regulan el 
acreditamiento del gravamen. La quejosa interpuso recurso de revisión. 
El Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento decretado y remi­
tió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de 
la Ley del Impuesto al Valor Agregado no transgreden el principio de pro­
gresividad en su vertiente de no regresividad, pues las instituciones autori­
zadas para recibir donativos deducibles para efectos del impuesto sobre la 
renta no tienen como derecho adquirido tributar en todo momento de una 
misma manera.

Justificación: Los contribuyentes no cuentan con un derecho adquirido a 
tributar de una misma forma y condición mientras sean sujeto del impuesto, 
pues el legislador está facultado para establecer tributos y, en su caso, 
exenciones, en atención a exigencias de política fiscal, sin que con ello se 
afecten sus derechos; máxime que es obligación de todos contribuir al gasto 
público y la exención es un beneficio otorgado por razones específicas, 
generalmente atendiendo a fines extrafiscales.

1a./J. 24/2024 (11a.)

Amparo en revisión 461/2021. Fundación Teletón México, A.C. 18 de enero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda 
Montesinos Solano.

Tesis de jurisprudencia 24/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de febrero de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 6 de febrero 
de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.



44

Suprema Corte de Justicia de la Nación

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 9o., FRACCIÓN X, 
15, FRACCIÓN VII, Y 20, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, AL 
EXENTAR DEL PAGO DE DICHO IMPUESTO A LAS PERSONAS MORALES 
AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS DEDUCIBLES PARA LOS 
EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA CUANDO ENAJENAN 
BIENES, PRESTAN SERVICIOS INDEPENDIENTES U OTORGAN EL USO 
O GOCE TEMPORAL DE BIENES, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto contra los 
artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, que exentan del pago de dicho impuesto a 
las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles para los 
efectos del impuesto sobre la renta cuando enajenan bienes, prestan servi­
cios independientes u otorgan el uso o goce temporal de bienes. Argumentó 
que transgreden el principio de proporcionalidad tributaria, pues la exen­
ción a los actos y a las actividades realizados por instituciones, sociedades 
o asociaciones autorizadas para recibir donativos para efectos del impuesto 
sobre la renta les impide llevar a cabo el acreditamiento del impuesto al 
valor agregado que les es trasladado. El Juez de Distrito sobreseyó en 
el juicio al considerar que la acción de amparo era improcedente, dado 
que la quejosa no combatió los preceptos de la ley impugnada que regu­
lan el acreditamiento del gravamen. La quejosa interpuso recurso de revisión. 
El Tribunal Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento decretado y 
remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado no transgreden el principio de 
proporcionalidad tributaria, pues la circunstancia de que los contribuyen­
tes que realizan actividades exentas no puedan acreditar el impuesto que les 
fue trasladado no desatiende su verdadera capacidad contributiva.

Justificación: Los impuestos indirectos, como el impuesto al valor agregado, 
gravan manifestaciones indirectas de riqueza, es decir, no gravan directa­
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mente el movimiento de riqueza que corresponde a la operación –caso en 
el cual atendería a la afectación patrimonial positiva para el contribuyente 
normativamente determinado–, sino que atienden al patrimonio que la soporta 
–el del consumidor contribuyente de facto–; de manera que sin conocer su 
dimensión exacta y sin cuantificarlo positivamente, el legislador considera 
que si dicho patrimonio es suficiente para soportar el consumo, también lo 
es para pagar el impuesto. Así, el fenómeno por el cual el impuesto es mate­
rial y económicamente pagado por el consumidor final se denomina "inci­
dencia", la cual es una consecuencia de origen no jurídico sino eventual, de 
origen económico financiero, que se causa por el proceso de traslación 
de los impuestos. La circunstancia de que los contribuyentes con actividades 
exentas no puedan acreditar el impuesto que les fue trasladado no desa­
tiende a su verdadera capacidad contributiva porque en este tipo de ope­
raciones la manifestación de riqueza queda evidenciada en la medida 
en que realizan el gasto respectivo, caso en el cual, si bien es cierto que el 
productor de bienes o el prestador de servicios (contribuyente formal) debe 
absorber la carga tributaria como un gasto o costo, evitando el efecto acumu­
lativo del gravamen, también lo es que tiene la posibilidad de considerar en 
el precio de venta dicho gasto o costo efectuado que dejó de acreditar, sin 
que ello implique la traslación del impuesto.

1a./J. 25/2024 (11a.)

Amparo en revisión 461/2021. Fundación Teletón México, A.C. 18 de enero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda Monte­
sinos Solano.

Tesis de jurisprudencia 25/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de febrero de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 6 de febrero 
de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 9o., FRACCIÓN X, 15, 
FRACCIÓN VII, Y 20, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, AL EXEN­
TAR DEL PAGO DE DICHO IMPUESTO A LAS PERSONAS MORALES 
AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS DEDUCIBLES PARA LOS 
EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA CUANDO ENAJENAN BIE­
NES, PRESTAN SERVICIOS INDEPENDIENTES U OTORGAN EL USO O 
GOCE TEMPORAL DE BIENES, RESPETAN EL PRINCIPIO DE RAZONA­
BILIDAD LEGISLATIVA. 

Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto contra 
los artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, que exentan del pago de dicho impuesto a las 
personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles para los efec­
tos del impuesto sobre la renta cuando enajenan bienes, prestan servicios 
independientes u otorgan el uso o goce temporal de bienes. Argumentó que 
contravienen el principio de razonabilidad legislativa, pues las exenciones 
se encuentran dirigidas únicamente a los actos y a las actividades reali­
zados por instituciones, sociedades o asociaciones autorizadas para recibir 
tales donativos, lo cual no encuentra justificación válida para efectos de ese 
impuesto. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que la acción 
de amparo era improcedente, dado que la quejosa no combatió los precep­
tos de la ley impugnada que regulan el acreditamiento del gravamen. La que­
josa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito revocó 
el sobreseimiento y remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 9o., fracción X, 15, fracción VII, y 20, fracción I, 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado respetan el principio de razonabili­
dad legislativa, pues la exención implementada tiene un fin constitucional­
mente válido y las medidas son idóneas para alcanzar la finalidad buscada por 
el legislador, sin afectar desproporcionalmente otros bienes constitucionales.

Justificación: La exención prevista en los artículos impugnados tiene una 
finalidad constitucionalmente válida, la cual se basa en los artículos 4o., 25 
y 31, fracción IV, de la Constitución. El legislador, en ejercicio de su libertad 



47

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

de configuración, decidió liberar del impuesto a los actos y a las actividades 
realizados por las instituciones, sociedades o asociaciones cuyos fines son 
de carácter social o colectivo, para evitarles contingencias económicas que 
impidan su operación, ya que tienen como beneficiarios a personas, secto­
res y regiones de escasos recursos a los que además, derivado de la exen­
ción, no se les trasladará el impuesto como destinatarios de dichos actos 
y actividades, con lo que también se protegen e incentivan los intereses 
altruistas y de asistencia social de dichas instituciones. Asimismo, es una 
medida idónea para alcanzar la finalidad buscada, pues identifica como 
exentas a las instituciones que cuentan con autorización para recibir dona­
tivos deducibles para efectos del impuesto sobre la renta, ya que es preci­
samente dicha autorización la que constata que son sujetos sin fines de 
lucro. En ese sentido, existe una racional correspondencia entre la medida 
decretada y las finalidades trazadas, toda vez que, al liberarlas del pago del 
impuesto al valor agregado, no determinarán ni enterarán el tributo, por lo 
que, además, no lo trasladarán a los usuarios.

1a./J. 26/2024 (11a.)

Amparo en revisión 461/2021. Fundación Teletón México, A.C. 18 de enero de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda Monte­
sinos Solano.

Tesis de jurisprudencia 26/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de febrero de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 6 de febrero 
de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TRABAJO PENITENCIARIO. LOS ARTÍCULOS 91, FRACCIÓN II, Y 98 DE 
LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, QUE PREVÉN EL MARCO 
NORMATIVO REGULATORIO DEL TRABAJO CON FINES DE REINSER­
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CIÓN SOCIAL EN SU VERTIENTE NO REMUNERADA, COMO SON LAS 
ACTIVIDADES DE MANTENIMIENTO DEL CENTRO CARCELARIO POR 
PARTE DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD, NO VIOLAN 
LOS ARTÍCULOS 5o. Y 21 CONSTITUCIONALES. 

Hechos: Una persona privada de su libertad en un centro penitenciario soli­
citó a su administración el pago de los trabajos que realizó en el propio 
centro. El titular del centro determinó que el pago era improcedente porque 
las actividades que había realizado eran consideradas con fines de reinser­
ción social, las cuales no son remuneradas en términos de los artículos 91, 
fracción II, y 98 de la Ley Nacional de Ejecución Penal. La persona que 
realizó los trabajos promovió juicio de amparo indirecto en el que cuestionó 
la compatibilidad de dichos artículos con los diversos 5o. y 21 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 91, fracción II, y 98 de la Ley Nacional de Eje­
cución Penal, que prevén el marco normativo regulatorio del trabajo con 
fines de reinserción social en su vertiente no remunerada, como son las acti­
vidades comunes de mantenimiento del centro carcelario por parte de las 
personas privadas de la libertad, no violan los artículos 5o. y 21 de la Consti­
tución Federal, en la medida de que dichas actividades constituyen trabajo 
penitenciario en su acepción de deber y no de pena o sanción.

Justificación: Las actividades no remuneradas son producto de una obliga­
ción justificada en función de la relación de sujeción de la persona interna con 
la administración del centro carcelario, de la cual se deduce el deber de 
colaborar con las tareas comunes de orden, higiene y conservación del lugar 
en que se encuentra interna. Por ende, su imposición no es el resultado de 
una sanción penal. Como parte del modelo de reinserción social, existe una 
corresponsabilidad en el mantenimiento de los estándares de calidad de 
vida entre el Estado y la persona privada de la libertad, por lo que es rele­
vante el trabajo en red. Así, los agentes estatales tienen la responsabilidad 
de establecer programas de reinserción dentro de los centros carcelarios, 
entre ellos el trabajo no remunerado, con el propósito de mejorar las compe­
tencias personales de cada persona reclusa. Por lo que, las actividades no 



49

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

remuneradas están lejos de considerarse una esclavitud moderna o trabajo 
forzoso. Los trabajos penitenciarios como deber no pueden traducirse en que 
el Estado ejerce un derecho de propiedad sobre la persona interna, ni que sea 
una servidumbre por alguna deuda. Lo anterior es acorde con el Convenio 
sobre el Trabajo Forzoso de 1930 (CO29) de la Organización Internacional 
del Trabajo; las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, apro­
badas por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas; los Prin­
cipios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de 
Libertad en las Américas, expedidas por la Comisión Interamericana de Dere­
chos Humanos a instancia de su Relatoría; así como la Opinión Consultiva 
OC-29/22 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

1a./J. 27/2024 (11a.)

Amparo en revisión 520/2023. Miguel Estrada Medina. 22 de noviembre de 
2023. Cinco votos de los señores Ministros y las señoras Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y del señor Ministro Presidente Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto con­
currente. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 27/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de febrero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de febrero de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de febrero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLI­
GACIONES FISCALES. EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN RESPETA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.

Hechos: A una empresa se le practicó una visita domiciliaria en su local 
abierto al público por parte de la autoridad fiscal para verificar el cum­
plimiento de la obligación de expedición de comprobantes fiscales. Con 
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motivo de la visita se detectó un incumplimiento que propició la imposición de 
una multa. En contra de esa multa, la empresa promovió un juicio contencioso 
administrativo mediante el cual se confirmó la validez de ésta, por lo que 
acudió a un juicio de amparo directo en el que reclamó la inconstitucionali­
dad de la norma que regula el procedimiento de visita. Lo anterior debido a 
que, desde su perspectiva, se afecta el derecho a la seguridad jurídica por 
el hecho de que se permita que las personas visitadoras se identifiquen 
una vez que ingresen al domicilio. Alegó que debería preverse que primero 
se identifiquen y luego ingresen al domicilio. El Tribunal Colegiado del cono­
cimiento negó la protección constitucional. Inconforme, la parte quejosa 
interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: El artículo 49 del Código Fiscal de la Federación, que regula 
el procedimiento para la revisión del cumplimiento de obligaciones en mate­
ria de comprobantes fiscales, respeta la seguridad jurídica de las personas 
debido a que, para la materialización del acto de molestia, requiere de una 
orden expedida por autoridad competente y obliga a que las personas visi­
tadoras se identifiquen y levanten un acta en la que se hagan constar los 
hechos u omisiones detectados durante la verificación, sin que resulte indis­
pensable la previsión de un orden secuencial específico ya que tales accio­
nes deben desarrollarse de manera contigua o muy cercana y sin demora.

Justificación: El mencionado artículo respeta el principio de seguridad jurí­
dica debido a que establece como elementos mínimos para realizar la visita 
domiciliaria, que exista una orden que las personas visitadoras deben entre­
gar a la persona con quien entiendan la diligencia y ante quien deben iden­
tificarse, así como levantar el acta en la que se hagan constar los hechos u 
omisiones detectados durante la visita.

Estos elementos están alineados con el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que ese tipo de visitas deben 
sujetarse a las formalidades prescritas para los cateos, por lo que ante la 
existencia de una orden expedida por autoridad competente, carece de 
relevancia si las personas visitadoras se identifican antes o después de ingre­
sar a un local abierto al público en general para entregar la orden de visita. 
Tales acciones deben desarrollarse de manera contigua o muy cercana y sin 
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demora, en el entendido de que la legalidad de la actuación dependerá del 
análisis que se realice para establecer si la forma en la que se llevaron a 
cabo los hechos resulta razonable o si se desplegó con arbitrariedad.

1a./J. 28/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 536/2023. Grupo Daisa, S.A. de C.V. 28 de junio de 
2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 28/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de catorce de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de febrero de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de febrero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS 
HUMANOS. LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEBE PRONUN­
CIARSE OFICIOSAMENTE SOBRE SU PROCEDENCIA EN FAVOR DE LAS 
VÍCTIMAS INDIRECTAS SIEMPRE QUE SU AFECTACIÓN PUEDA ADVER­
TIRSE DE LA SOLICITUD REALIZADA POR LA VÍCTIMA DIRECTA. 

Hechos: Una niña sufrió un accidente en la escuela que le provocó la pér­
dida permanente de la visión en un ojo; esto, a pesar de los esfuerzos de 
su madre quien la llevó a varios hospitales para que fuera atendida, pero 
derivado de la falta de material quirúrgico y otros problemas administrati­
vos exclusivamente atribuibles a las instituciones de salud, la niña no pudo 
ser operada con celeridad. Por lo anterior, la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Tamaulipas emitió dos recomendaciones en las que estableció 
medidas de rehabilitación y compensación en favor de la niña. Ante el incum­
plimiento de las autoridades, la víctima directa, ya siendo adulta, solicitó 
por su propio derecho a la comisión local de atención a víctimas una repa­
ración integral del daño. Dicha comisión emitió una resolución en la que fijó 
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a su favor una cantidad por concepto de compensación económica, sin 
pronunciarse en torno a la necesidad de reparar a la madre como víctima 
indirecta de los hechos. En contra de esa resolución, madre e hija promo­
vieron un juicio de amparo indirecto. El Juzgado de Distrito sobreseyó en el 
juicio respecto de la madre al considerar que carecía de interés jurídico, 
pero concedió el amparo a la víctima directa para el efecto de que se cuanti­
ficara nuevamente la compensación. Inconformes, madre e hija interpusieron 
un recurso de revisión.

Criterio jurídico: Las comisiones de atención a víctimas deben pronunciarse 
oficiosamente sobre el derecho a la reparación integral del daño de las 
víctimas indirectas, a pesar de que no exista una solicitud propia para tal 
efecto, siempre y cuando su afectación pueda advertirse de los hechos 
narrados en la solicitud presentada por la víctima directa o de las constan­
cias que integran el expediente administrativo ante dicha autoridad. De lo 
contrario, se desconocería el sufrimiento y las dificultades que los familiares 
de las víctimas directas resienten a raíz del evento dañoso.

Justificación: Los procedimientos seguidos ante las comisiones de aten­
ción a víctimas para brindar una reparación integral del daño a las víctimas 
de violaciones a derechos humanos son de carácter administrativo; de ahí 
que sus resoluciones se rijan por los principios de congruencia y exhausti­
vidad que obligan a que el órgano administrativo decida todas las cuestio­
nes planteadas por las personas interesadas y de oficio, las que deriven 
del mismo.

En este sentido, las comisiones de atención a víctimas están obligadas a 
decidir de oficio todas las cuestiones derivadas de la solicitud realizada por 
la víctima directa; entre ellas, la necesidad de reconocer la calidad de víc­
tima indirecta a quien tenga ese carácter, establecer si tienen derecho a una 
reparación integral del daño con esa calidad y, de ser el caso, cuantificar 
una compensación a su favor conforme a cada uno de los conceptos indivi­
duales que, sumados, integran esa medida.

1a./J. 29/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 581/2022. 8 de marzo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Mar­
garita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Shelin 
Josué Rodríguez Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 29/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de catorce de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de febrero de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de febrero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CALIDAD DE PERSONA IMPUTADA DENTRO DE UNA INVESTIGACIÓN 
MINISTERIAL. EL HECHO DE QUE EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES FACULTE AL MINISTERIO PÚBLICO PARA DEFINIR 
ESA CALIDAD, NO VULNERA LOS DERECHOS DE IGUALDAD PROCESAL, 
SEGURIDAD JURÍDICA Y DEFENSA ADECUADA.

Hechos: Una persona solicitó a una autoridad ministerial encargada de la 
integración de una carpeta de investigación que le tuviera por nombrados 
defensores, y que señalara día y hora para que compareciera a ejercer 
su derecho de defensa. La autoridad ministerial negó lo solicitado bajo el 
argumento de que hasta ese momento no contaba con datos que establecie­
ran que la persona promovente tuviera la calidad de imputada, con base en el 
artículo 112 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Inconforme, 
la persona solicitante promovió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó 
dicha negativa y la inconstitucionalidad del referido precepto, al considerar 
que vulnera distintos derechos constitucionales. La persona juzgadora que 
conoció del amparo sobreseyó en el juicio al considerar que los actos recla­
mados no afectaban los intereses de la parte quejosa. En desacuerdo con 
esa sentencia, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: El hecho de que el Código Nacional de Procedimientos 
Penales contemple la facultad del Ministerio Público de denominar genérica­
mente persona imputada a quien sea señalada como posible autora o 
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partícipe de un hecho que la ley señale como delito no vulnera la igualdad 
procesal ni la seguridad jurídica, pues no genera una condición de asimetría 
entre las partes involucradas en una investigación ministerial, ni produce 
incertidumbre sobre sus alcances. Tampoco transgrede el derecho a una 
defensa adecuada, pues no impide ni limita la posibilidad de que, a partir de 
que la autoridad fije esa calidad, la persona imputada pueda acudir a ejercer 
su defensa.

Justificación: El derecho a la igualdad procesal entre las partes está garan­
tizado en el artículo 20, apartado A, fracción V, segunda parte, de la Consti­
tución, el cual dispone que las partes estarán en igualdad de condiciones 
para sostener la acusación o la defensa, lo que constituye una manifestación 
del debido proceso. Asimismo, la garantía de seguridad jurídica impide que 
las personas se ubiquen en una condición de incertidumbre y, en conse­
cuencia, en un estado de indefensión, la cual se encuentra prevista en los 
artículos 14, párrafos primero a tercero y 16, párrafo primero, del mismo 
ordenamiento.

Por su parte, el derecho a la defensa adecuada en el marco del proceso 
penal acusatorio, previsto en el artículo 20, apartado B, fracciones II, VI y VIII, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se garantiza 
cuando la persona defensora acredite ser perita en derecho y actúa diligente­
mente con el fin de proteger las garantías procesales de la persona acusada 
para evitar que sus derechos se vean lesionados.

Ahora bien, el artículo 112 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece como lineamiento que la calidad de una persona señalada como 
imputada dentro de una investigación ministerial sólo tendrá ese carácter 
cuando el Ministerio Público así lo determine por considerar que existen datos 
que revelen la probabilidad de que la persona cometió un delito.

Al respecto, se concluye que el último artículo citado no vulnera el derecho 
a una defensa adecuada, pues guarda congruencia con el artículo 21 de la 
Constitución, que establece que el Ministerio Público tiene la atribución 
exclusiva de investigar los delitos y plantear el ejercicio de la acción penal 
ante los tribunales. Esto, porque es hasta que existen datos que revelen la 
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probabilidad de que una persona cometió un delito cuando la autoridad 
ministerial está en posibilidad de otorgarle la calidad de imputada, por lo que 
a partir de ese momento es que se activan los derechos constitucionales 
que le asisten dentro del procedimiento penal; entre ellos, el de acudir ante 
la autoridad ministerial para desplegar su defensa, en cuyo caso, la persona 
deberá ser tratada como inocente hasta que se demuestre su responsabili­
dad penal en la comisión del delito que se le atribuye.

Además, el referido precepto no vulnera el derecho a la igualdad procesal, 
pues no se desprende que produzca ventajas indebidas o condiciones que 
resulten discriminatorias para quien, estando relacionado con una investi­
gación ministerial, aún no tiene la calidad de persona imputada, en relación 
con quien materialmente ya forma parte de aquélla, como lo es la persona 
denunciante, puesto que esta última tiene a su favor una serie de dere­
chos dentro de los cuales se encuentra el de intervenir en la investigación 
aportando datos de prueba con el propósito de acreditar la existencia del 
delito, así como la probable responsabilidad de la persona que lo cometió.

Por el contrario, el derecho a intervenir en la investigación de la persona que 
resultara probable responsable se detona hasta que existan datos que per­
mitan atribuirle la calidad de imputada y, con ello, pase a formar parte de 
la indagatoria. De ahí que no se generan condiciones asimétricas entre las 
partes involucradas en la investigación, ya que guardan condiciones jurídi­
cas distintas que justifican un tratamiento diferenciado.

Finalmente, el artículo 112 tampoco vulnera el derecho a la seguridad jurí­
dica, puesto que opera como garantía de que no se asignará a una persona 
un carácter que no está justificado y acreditado dentro del expediente; situa­
ción que otorga certidumbre jurídica a las personas que pudieran estar 
relacionadas con la investigación de que no sufrirán actos relacionados 
con la calidad de persona imputada.

1a./J. 31/2024 (11a.)

Amparo en revisión 655/2023. José Daniel Vázquez Millán. 29 de noviembre de 
2023. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los Ministros Loretta Ortiz 
Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
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Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.

Tesis de jurisprudencia 31/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de febrero de dos mil veinti­
cuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS. ES COMPETENTE PARA CONOCER DE 
LAS DENUNCIAS DE CRITERIOS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO DE LA MISMA REGIÓN, PERO CON DIVERSA ESPECIA­
LIZACIÓN, EL PLENO REGIONAL QUE EJERZA JURISDICCIÓN POR 
TERRITORIO Y MATERIA SOBRE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE 
EMITIÓ EL PRIMERO DE LOS CRITERIOS EN CONTIENDA.

Hechos: Un juez de distrito denunció la posible contradicción de criterios emi­
tidos por dos Tribunales Colegiados de Circuito al resolver diversos recursos 
de revisión, pero en distintas materias. De dicha denuncia conoció primero 
un Pleno Regional, el cual sometió a consulta de esta Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación el conocimiento de la contradicción de criterios, al consi­
derar que los acuerdos reglamentarios en materia de competencia de los 
plenos regionales especializados no prevén expresamente a qué Pleno 
Regional le corresponde conocer de contradicciones de criterios en las que 
los tribunales involucrados son mixtos y del mismo circuito, pero las deter­
minaciones contendientes son en diferentes materias; aunado a que este 
alto tribunal no ha determinado la facultad de dicho Pleno Regional para 
ejercer competencia delegada.

Criterio jurídico: Es competente para conocer de la denuncia de contradic­
ción de criterios entre Tribunales Colegiados de Circuito de la misma región, 
pero respecto de distintas materias, el Pleno Regional especializado que 
ejerza jurisdicción por territorio y materia sobre el órgano jurisdiccional 
que emitió el primero de los criterios contendientes.
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Justificación: Para determinar el Pleno Regional de la especialidad que 
debe conocer de la denuncia de contradicción de criterios entre Tribunales 
Colegiados de Circuito de la misma región, pero respecto de diversas mate­
rias, será competente el Pleno Regional que ejerza jurisdicción por territorio 
y materia sobre el Tribunal Colegiado que emitió el primero de los criterios 
en contienda.

Esto es así, pues la competencia de este alto tribunal se circunscribe exclu­
sivamente a analizar la posible contradicción de criterios entre tribunales 
colegiados o plenos regionales correspondientes a distintas regiones; y a los 
plenos regionales, cuando deban dilucidarse criterios contradictorios entre 
los tribunales de circuito de la región correspondiente.

Lo anterior, deriva de una interpretación de los artículos 226, fracciones I, II 
y III, de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 21, fracción VII, y 42, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, pero 
especialmente del punto Segundo, fracción V, del Acuerdo General 1/2023 
del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del conte­
nido del artículo 15 del Acuerdo General 67/2022 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal.

1a./J. 32/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 224/2023. Entre los sustentados por el Primero y el 
Segundo Tribunales Colegiados del Vigésimo Octavo Circuito. 15 de 
noviembre de 2023. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Minis­
tros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Ausente: Ministro Arturo Zal­
dívar Lelo de Larrea. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y José Luis Medel García.

Tesis y/o criterios contendientes:

Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver los amparos 
en revisión 18/2019, 246/2021 y 76/2023.

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver los recursos 
de revisión 224/2021 y 64/2022.
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Tesis de jurisprudencia 32/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de febrero de dos mil 
veinticuatro.

Nota: El Acuerdo General Número 1/2023, de veintiséis de enero de dos mil 
veintitrés, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para 
su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas 
y a los Tribunales Colegiados de Circuito citado, aparece publicado en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de febrero de 2023 a 
las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 22, Tomo IV, febrero de 2023, página 3837, 
con número de registro digital: 5842.

El Acuerdo General 67/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reglamenta la competencia, integración, organización y funcionamiento 
de los Plenos Regionales citado, aparece publicado en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 13 de enero de 2023 a las 10:14 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 21, Tomo VII, enero de 2023, página 6943, con número de registro 
digital: 5835.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA 
LA CAUSAL RELATIVA AL CONSENTIMIENTO DEL ACTO CUANDO SE 
IMPUGNA UN AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO Y CON POSTERIO­
RIDAD EL JUEZ DE CONTROL APRUEBA EL CUMPLIMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO, POR LO QUE DECLARA 
EXTINTA LA ACCIÓN PENAL Y SOBRESEE EN LA CAUSA PENAL.

Hechos: Una persona promovió un juicio de amparo indirecto en contra del 
auto de vinculación a proceso dictado en su contra por el delito de desapari­
ción del domicilio fiscal y reclamó la inconstitucionalidad del artículo 110, 
fracción V, del Código Fiscal de la Federación que lo prevé. El Juzgado 
de Distrito negó el amparo, por lo que la parte quejosa interpuso un recurso de 
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revisión, el cual fue remitido a esta Suprema Corte para conocer del tema 
de constitucionalidad. Durante la tramitación del recurso, en los autos de la 
causa penal de origen, el Juez de Control determinó que la persona impu­
tada cumplió plenamente con las condiciones del mecanismo alternativo 
de solución del conflicto denominado suspensión condicional del proceso, 
por lo cual declaró extinta la acción penal y decretó el sobreseimiento de la 
causa penal.

Criterio jurídico: Cuando una persona reclama en amparo indirecto el auto 
de vinculación a proceso dictado en su contra y con posterioridad la persona 
Juzgadora de Control aprueba el cumplimiento pleno de la suspensión 
condicional del proceso, lo que produce la extinción de la acción penal y el 
sobreseimiento en la causa penal, se actualiza la causa de improceden­
cia de consentimiento del acto reclamado, prevista en el artículo 61, fracción 
XIII, de la Ley de Amparo.

Justificación: La suspensión condicional del proceso es un mecanismo 
de justicia restaurativa que permite la solución alterna del procedimiento a 
través de la paralización del proceso penal para concluir el conflicto mediante 
el pago de la reparación del daño y el cumplimiento de las condiciones indi­
cadas por el órgano jurisdiccional, cuyo acatamiento produce la extinción de 
la acción penal y el sobreseimiento en el procedimiento penal.

Asimismo, la suspensión condicional del proceso requiere, como presupuesto, 
el consentimiento libre y voluntario de la persona imputada de someter el 
conflicto a ese mecanismo restaurativo, lo que implica la aceptación de los 
hechos materia de imputación o que, al menos, no los cuestione.

En ese sentido, si se promueve un juicio de amparo indirecto en el que se 
reclama un auto de vinculación a proceso y posteriormente la persona Juz­
gadora de Control decreta la extinción de la acción penal y el consecuente 
sobreseimiento en la causa penal, en virtud de que la persona imputada dio 
cumplimiento a las condiciones establecidas en dicho mecanismo alterno de 
solución del proceso, se genera un consentimiento del acto reclamado que 
actualiza la causa de improcedencia del juicio de amparo prevista en el 
artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo.
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Lo anterior, con independencia de que ocurra un cambio en la situación jurí­
dica de la persona imputada, al dictarse el sobreseimiento en la causa 
penal con efectos de sentencia absolutoria, debido a que el consentimiento 
de la persona imputada respecto del auto de vinculación a proceso consti­
tuye un presupuesto indispensable para la procedencia de la suspensión 
condicional del proceso, por lo que el cambio de situación jurídica ocurre 
cuando dicho consentimiento ya se ha materializado. De ahí que, atendiendo 
al orden de prelación lógica en el que se actualiza el consentimiento del 
acto reclamado, debe prevalecer esa causa de improcedencia.

1a./J. 33/2024 (11a.)

Amparo en revisión 454/2023. César Alonso Pacheco Nieto. 18 de octubre 
de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto con­
currente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: 
Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 33/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN. AUN CUANDO EL ARTÍCULO 7.480, FRAC­
CIÓN I, DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO PREVÉ QUE 
EL PLAZO RELATIVO SE INTERRUMPE POR LA NOTIFICACIÓN DE LA 
DEMANDA, TAMBIÉN DEBE CONSIDERARSE INTERRUMPIDO DESDE 
SU PRESENTACIÓN CUANDO SE SUSCITEN ACONTECIMIENTOS QUE 
DEMOREN LA PRÁCTICA DEL EMPLAZAMIENTO Y NO SEAN IMPUTABLES 
A LA PERSONA ACCIONANTE. 

Hechos: Derivado de un juicio ordinario civil se promovió juicio de amparo 
directo en el que se planteó la inconstitucionalidad del artículo 7.480, frac­
ción I, del Código Civil del Estado de México, que establece que el plazo 
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de la prescripción de la acción se interrumpe por la notificación de la de­
manda. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo al considerar 
que los argumentos expuestos eran insuficientes para analizar la cuestión 
de constitucionalidad planteada. Inconforme, el quejoso interpuso recurso de 
revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que aun cuando el artículo 7.480, fracción I, del Código Civil del 
Estado de México prevé que el plazo de la prescripción se interrumpe por 
la notificación de la demanda, también debe considerarse interrumpida 
desde su presentación cuando se susciten acontecimientos que demoren la 
práctica del emplazamiento y no sean imputables a la persona accionante.

Justificación: La doctrina de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
consistente en reconocer que la presentación de la demanda es suficiente 
para que se actualice la interrupción de la prescripción, ya que con ello 
se advierte el interés de la persona accionante en no dejar perder su derecho 
y proseguir con el procedimiento. Así, de una lectura sistemática y conforme 
del artículo 7.480, fracción I, del Código Civil del Estado de México, en rela­
ción con el diverso 7.488, se obtiene que debe aplicarse la norma supleto­
ria de la usucapión para considerar que basta la presentación de la demanda 
para interrumpir el plazo de la prescripción. Tomando en consideración lo 
sustentado por la Primera Sala en el amparo directo en revisión 2746/2013, 
si bien se tendrá por interrumpida la prescripción con el simple ejercicio del 
derecho de acción, pueden ocurrir tres supuestos que ocasionan distin­
tas consecuencias: 1) una vez presentada la demanda y antes de su empla­
zamiento, mientras que se realicen actos que impulsen la pretensión de la 
persona accionante, el efecto interruptor va a prevalecer en la medida 
en que se lleve adelante el juicio; 2) cuando se efectúa la diligencia de em­
plazamiento, el efecto interruptor se actualizará en el momento en que se 
practique la primera notificación a la persona demandada para mantener 
suspendido el plazo de prescripción hasta la emisión de la sentencia y será 
la caducidad la figura que repercuta en el procedimiento; y, 3) si una vez 
presentada la demanda la parte actora se desiste de su acción o ésta es 
desestimada, se considerará como no interrumpida la prescripción. De ahí 
que, si entre la presentación del escrito de demanda y su notificación a la 



62

Suprema Corte de Justicia de la Nación

persona accionante ha generado actuaciones judiciales para motivar la reali­
zación de esa diligencia, pero a pesar de ello existe una demora, no puede 
resultarle en un perjuicio; por lo que la interrupción del plazo de la prescrip­
ción se actualiza a partir de la presentación de la demanda.

1a./J. 34/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3503/2022. Jorge Carlos Negrete Vázquez. 28 de 
junio de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 34/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPENSACIÓN ECONÓMICA. FINALIDADES, CARACTERÍSTICAS Y 
DIFERENCIAS CON LA PENSIÓN ALIMENTICIA COMPENSATORIA.

Hechos: En un juicio de divorcio incausado, una mujer demandó el pago de 
una compensación económica (hasta por el 50% de los bienes habidos 
durante el matrimonio) por haberse dedicado al hogar y a la crianza, lo que 
implicó un costo de oportunidad en su desarrollo personal y profesional, así 
como de una pensión alimenticia compensatoria porque esa dedicación al 
trabajo doméstico le impidió obtener ingresos que le permitieran subsistir. 
Previa tramitación de dos juicios de amparo directo, el tribunal de apelación 
fijó una pensión alimenticia compensatoria a su favor, al tener por acreditado 
su estado de necesidad, pero negó la procedencia de la compensación 
económica porque en ese momento la legislación civil de Veracruz no contem­
plaba esta figura. La solicitante se inconformó con esta decisión en un juicio 
de amparo y planteó que el artículo 162 del Código Civil para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, vigente hasta el diez de junio de dos 
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mil veinte, que contemplaba el pago de una pensión para aquella cónyuge 
que necesitara los alimentos al terminar el matrimonio, era inconstitucional 
por no prever la compensación económica, a fin de que pudiera establecerse 
también a su favor un porcentaje de los bienes adquiridos durante el matri­
monio para revertir los costos de oportunidad que se generaron en su ámbito 
personal y profesional. El Tribunal Colegiado le negó la protección constitu­
cional porque consideró que la norma no se había aplicado en su perjuicio. 
Inconforme, la quejosa interpuso un recurso de revisión en el que insistió en 
la inconstitucionalidad de dicho precepto por vulnerar el principio de igual­
dad entre cónyuges.

Criterio jurídico: La compensación económica constituye un mecanismo 
resarcitorio que opera en el ámbito familiar para subsanar el desequilibrio 
patrimonial generado al interior de la familia derivado de que uno de los 
cónyuges asumió determinadas cargas domésticas y de cuidado en mayor 
medida que el otro. Sin embargo, presenta diferentes características y per­
sigue distintos fines a otras figuras jurídicas creadas para proteger a los 
miembros de la familia, como es la pensión alimenticia compensatoria, la cual 
no sólo tiene como objeto reivindicar el trabajo doméstico y de cuidado, 
sino que también busca satisfacer las necesidades inmediatas de subsis­
tencia de la persona acreedora.

Justificación: La compensación económica se basa en la función social y 
familiar de la propiedad sobre los bienes de los cónyuges y su relación con las 
prestaciones económicas consistentes en el trabajo del hogar y el cuidado 
de los hijos e hijas, y tiene como finalidad resarcir el desequilibrio económico 
suscitado en los patrimonios de ambos cónyuges con base en un criterio de 
justicia distributiva.

Este mecanismo compensatorio tiene las siguientes características: 1) surge 
a partir de la asimetría económica en que se encuentra uno de los cónyu­
ges al momento de disolverse el matrimonio, que por no dedicar su tiempo 
al desarrollo profesional, reportó ciertos costos de oportunidad en su patri­
monio; 2) funge como mecanismo compensatorio reparador, no sancionador; 
3) atiende a un derecho a la indemnización para resarcir el perjuicio econó­
mico ocasionado; 4) opera sobre los bienes, derechos o haberes adquiridos 
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durante el tiempo de duración del matrimonio, periodo en el que se dio la 
interacción de los dos tipos de trabajo, el del hogar y el del mercado con­
vencional; 5) su finalidad no es igualar las masas patrimoniales; 6) busca 
resarcir a la parte que se vio imposibilitada para crear un patrimonio propio 
o lo hizo en una forma notablemente menor que la otra. Esto es, remediar la 
asimetría en que se encuentran los cónyuges al momento de disolverse 
el vínculo matrimonial y corregir situaciones de enriquecimiento y empobre­
cimiento injustos; 7) pretende reivindicar el valor del trabajo doméstico y 
de cuidado históricamente invisibilizado en nuestra sociedad, que ha sido 
vinculado con la igualdad de derechos y de responsabilidades de los cónyu­
ges durante el matrimonio y su disolución; y, 8) no aplica en la disolución del 
matrimonio celebrado en sociedad conyugal.

Por ende, la compensación económica es una figura distinta a la pensión 
alimenticia compensatoria porque si bien ambas tienen como origen la diso­
lución del vínculo matrimonial, esta última tiene como objeto no sólo resarcir 
los perjuicios que se le ocasionaron al cónyuge que se dedicó al trabajo del 
hogar y de cuidado, sino también satisfacer las necesidades básicas de sub­
sistencia de la persona acreedora, atendiendo a que se vio impedida para 
desarrollarse profesionalmente y obtener ingresos que le permitan subsistir. 
En ese sentido, la pensión alimenticia compensatoria se otorga de forma 
periódica, temporal o vitalicia, mientras que la compensación económica 
opera sobre un porcentaje de los bienes adquiridos.

1a./J. 36/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 7653/2019. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada de la tesis: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 36/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPENSACIÓN ECONÓMICA. LA AUSENCIA DE UNA NORMA QUE 
LA CONTEMPLE NO IMPIDE QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
PUEDAN IMPONERLA, A FIN DE REMEDIAR LAS ASIMETRÍAS ENTRE 
LOS CÓNYUGES AL DISOLVERSE EL VÍNCULO MATRIMONIAL.

Hechos: En un juicio de divorcio incausado, una mujer demandó el pago de 
una compensación económica (hasta por el 50% de los bienes habidos 
durante el matrimonio) por haberse dedicado al hogar y a la crianza, lo que 
implicó un costo de oportunidad en su desarrollo personal y profesional, así 
como de una pensión alimenticia compensatoria porque esa dedicación al 
trabajo doméstico le impidió obtener ingresos que le permitieran subsistir. 
Previa tramitación de dos juicios de amparo directo, el tribunal de apelación 
fijó una pensión alimenticia compensatoria a su favor, al tener por acreditado 
su estado de necesidad, pero negó la procedencia de la compensación eco­
nómica porque en ese momento la legislación civil de Veracruz no contem­
plaba esta figura. La solicitante se inconformó con esta decisión en un juicio 
de amparo y planteó que el artículo 162 del Código Civil para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, vigente hasta el diez de junio de dos 
mil veinte, que contemplaba el pago de una pensión para aquella cónyuge 
que necesitara los alimentos al terminar el matrimonio, era inconstitucional 
por no prever la compensación económica, a fin de que pudiera estable­
cerse también a su favor un porcentaje de los bienes adquiridos durante el 
matrimonio para revertir los costos de oportunidad que se generaron en su 
ámbito personal y profesional. El Tribunal Colegiado le negó la protección 
constitucional porque consideró que la norma no se había aplicado en su 
perjuicio. Inconforme, la quejosa interpuso un recurso de revisión en el que 
insistió en la inconstitucionalidad de dicho precepto por vulnerar el principio 
de igualdad entre cónyuges.

Criterio jurídico: La ausencia de regulación expresa sobre la compensación 
económica a favor del cónyuge que se dedicó preponderantemente a las 
labores del hogar y al cuidado de los hijos e hijas en la legislación civil local no 
constituye un impedimento para que el órgano jurisdiccional se pronuncie 
al respecto, toda vez que esa pretensión deriva del derecho humano a la 
igualdad entre los cónyuges ante la disolución del matrimonio.
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Justificación: El principio de igualdad entre cónyuges, consagrado consti­
tucional y convencionalmente, tiene el alcance de proteger la repartición de 
los ingresos y de los bienes adquiridos durante el matrimonio, lo que exige 
que, ante la separación o el divorcio, no se tome como preponderante la 
contribución económica en relación con las demás aportaciones vincu­
ladas con la organización de la familia, la educación de los hijos e hijas, el 
cuidado de otros familiares que lo necesiten y la realización de las labores 
domésticas.

Por esta razón, el derecho a obtener una compensación económica no 
puede depender del reconocimiento expreso que haga cada legislación 
estatal, ya que el silencio de la ley no autoriza a dejar de resolver alguna 
controversia; aunado a que esta prestación deriva del reconocimiento consti­
tucional y convencional de los derechos a la igualdad sustantiva y a la igual­
dad entre cónyuges, y no de la previsión en una ley o en un código estatal.

De esta manera, a pesar de que la legislación local no contemple expresa 
o específicamente la compensación económica como un mecanismo para 
resarcir el perjuicio ocasionado a uno de los cónyuges por la distribución 
inequitativa de las cargas domésticas y de cuidado durante el matrimonio, el 
órgano jurisdiccional debe interpretar ampliamente los derechos humanos 
de los que deriva esta prestación, a fin de analizar su procedencia.

1a./J. 37/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 7653/2019. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada de la tesis: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 37/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPENSACIÓN ECONÓMICA. OPERA EXCLUSIVAMENTE RESPECTO 
DE LA DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO CELEBRADO BAJO EL RÉGI­
MEN DE SEPARACIÓN DE BIENES, A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE IGUAL­
DAD ENTRE CÓNYUGES Y DE NO DISCRIMINACIÓN.

Hechos: En un juicio de divorcio incausado, una mujer demandó el pago 
de una compensación económica (hasta por el 50% de los bienes habidos 
durante el matrimonio) por haberse dedicado al hogar y a la crianza, lo que 
implicó un costo de oportunidad en su desarrollo personal y profesional, así 
como de una pensión alimenticia compensatoria porque esa dedicación al 
trabajo doméstico le impidió obtener ingresos que le permitieran subsistir. 
Previa tramitación de dos juicios de amparo directo, el tribunal de apelación 
fijó una pensión alimenticia compensatoria a su favor, al tener por acreditado 
su estado de necesidad, pero negó la procedencia de la compensación eco­
nómica porque en ese momento la legislación civil de Veracruz no contem­
plaba esta figura. La solicitante se inconformó con esta decisión en un juicio 
de amparo y planteó que el artículo 162 del Código Civil para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, vigente hasta el diez de junio de dos 
mil veinte, que contemplaba el pago de una pensión para aquella cónyuge 
que necesitara los alimentos al terminar el matrimonio, era inconstitucional 
por no prever la compensación económica, a fin de que pudiera establecerse 
también a su favor un porcentaje de los bienes adquiridos durante el matri­
monio para revertir los costos de oportunidad que se generaron en su ámbito 
personal y profesional. El Tribunal Colegiado le negó la protección constitu­
cional porque consideró que la norma no se había aplicado en su perjuicio. 
Inconforme, la quejosa interpuso un recurso de revisión en el que insistió en 
la inconstitucionalidad de dicho precepto por vulnerar el principio de igualdad 
entre cónyuges.

Criterio jurídico: La compensación económica opera únicamente ante la 
disolución del matrimonio celebrado bajo el régimen de separación de 
bienes, con el objetivo de no invisibilizar el trabajo del cónyuge que se dedicó 
preponderantemente a las labores del hogar y a la crianza en detrimento de 
su desarrollo profesional.

Justificación: Cuando dos personas deciden contraer matrimonio pueden 
hacerlo bajo dos regímenes patrimoniales distintos: la sociedad conyugal y 
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la separación de bienes. El primero se caracteriza por la formación y admi­
nistración de un patrimonio común, mientras que el segundo implica que 
cada uno de los cónyuges conserva la propiedad y administración de los 
bienes que les pertenezcan y adquieran durante la vigencia del matrimonio.

En ese sentido, la razón fundamental por la cual la compensación económica 
sólo opera en el régimen de separación de bienes y no en el de sociedad 
conyugal atiende a que la masa patrimonial de cada uno de los cónyuges 
se mantiene independiente al trabajo que realicen los miembros de la fami­
lia. Por lo tanto, es factible que se invisibilice el trabajo de cuidado y crianza 
que realiza alguno de los cónyuges, por tratarse de actividades no remune­
radas que no se traducen en un beneficio económico tangible, a pesar de que 
claramente representan un apoyo para que la pareja cree su patrimonio 
propio.

Por esa razón, la compensación económica busca resarcir el perjuicio eco­
nómico y patrimonial ocasionado a uno de los cónyuges ante la disolución 
del vínculo matrimonial por haberse dedicado preponderantemente a las 
labores domésticas y de cuidado en detrimento de sus posibilidades de 
dedicarse con igual tiempo, intensidad y diligencia en una actividad en el 
mercado laboral convencional.

1a./J. 38/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 7653/2019. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada de la tesis: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 38/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPENSACIÓN ECONÓMICA. PROCEDE SU PAGO EN FAVOR DEL CÓN­
YUGE QUE SE DEDICÓ PREPONDERANTEMENTE A LAS LABORES DEL 
HOGAR Y/O AL CUIDADO DE LA FAMILIA DURANTE EL MATRIMONIO 
CELEBRADO BAJO SEPARACIÓN DE BIENES, SIN QUE ESTO IMPLIQUE 
QUE SU FINALIDAD SEA IGUALAR LAS MASAS PATRIMONIALES.

Hechos: En un juicio de divorcio incausado, una mujer demandó el pago de 
una compensación económica (hasta por el 50% de los bienes habidos 
durante el matrimonio) por haberse dedicado al hogar y a la crianza, lo que 
implicó un costo de oportunidad en su desarrollo personal y profesional, así 
como de una pensión alimenticia compensatoria porque esa dedicación al 
trabajo doméstico le impidió obtener ingresos que le permitieran subsistir. 
Previa tramitación de dos juicios de amparo directo, el tribunal de apelación 
fijó una pensión alimenticia compensatoria a su favor, al tener por acreditado 
su estado de necesidad, pero negó la procedencia de la compensación eco­
nómica porque en ese momento la legislación civil de Veracruz no contem­
plaba esta figura. La solicitante se inconformó con esta decisión en un juicio 
de amparo y planteó que el artículo 162 del Código Civil para el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, vigente hasta el diez de junio de dos 
mil veinte, que contemplaba el pago de una pensión para aquella cónyuge 
que necesitara los alimentos al terminar el matrimonio, era inconstitucional 
por no prever la compensación económica, a fin de que pudiera estable­
cerse también a su favor un porcentaje de los bienes adquiridos durante el 
matrimonio para revertir los costos de oportunidad que se generaron en su 
ámbito personal y profesional. El Tribunal Colegiado le negó la protección 
constitucional porque consideró que la norma no se había aplicado en su 
perjuicio. Inconforme, la quejosa interpuso un recurso de revisión en el que 
insistió en la inconstitucionalidad de dicho precepto por vulnerar el principio 
de igualdad entre cónyuges.

Criterio jurídico: La compensación económica hasta por el cincuenta por 
ciento de los bienes adquiridos durante el matrimonio celebrado bajo el 
régimen de separación de bienes es procedente en favor del cónyuge que 
se dedicó preponderantemente a las labores del hogar y/o al cuidado de la 
familia y, derivado de ello, no adquirió bienes propios o, habiéndolos adqui­
rido, fueron notoriamente menores a los del cónyuge que sí pudo desempe­
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ñarse en una actividad remuneratoria. En esa medida no se trata de una 
figura que pretenda igualar las masas patrimoniales, sino que lo que busca 
es remediar la asimetría en la que se encuentran los cónyuges al momento de 
la disolución de vínculo matrimonial y corregir situaciones de enriquecimiento 
y empobrecimiento injustos.

Justificación: Cuando dos personas contraen nupcias bajo el régimen de 
separación de bienes, cada uno conserva la propiedad y administración 
del patrimonio que les pertenezca y adquieran en un futuro.

Por lo tanto, cuando alguno de ellos asume las cargas domésticas y fami­
liares –actividades no remuneradas– puede generarse una asimetría eco­
nómica por no haber dedicado su tiempo a su desarrollo profesional o 
a alguna actividad remunerada.

En esa medida, este mecanismo compensatorio pretende reivindicar el valor 
del trabajo doméstico y de cuidado históricamente invisibilizado en nuestra 
sociedad, a través de remediar la asimetría económica que se genera al 
momento de disolverse el vínculo matrimonial para el cónyuge que se dedicó 
a la realización de estas labores y, en consecuencia, reportó costos de 
oportunidad en su patrimonio.

1a./J. 39/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 7653/2019. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada de la tesis: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 39/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL. EL COMITÉ DE VIGI­
LANCIA DE UN CONDOMINIO PUEDE SER RESPONSABLE POR LOS 
ACTOS U OMISIONES DE LA ADMINISTRACIÓN (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE GUERRERO). 

Hechos: Una persona se hospedó en un departamento ubicado en un con­
dominio en Acapulco, Guerrero. La persona remojó los pies en un espejo 
de agua que se encontraba en el área de la alberca y recibió una descarga 
eléctrica mortal. Por su muerte, los familiares de la víctima reclamaron la res­
ponsabilidad subjetiva y objetiva de diversas personas físicas y morales rela­
cionadas con el condominio. En primera y segunda instancias, se negaron 
sus pretensiones. La sala de apelación consideró que no era posible atri­
buir responsabilidad al comité de vigilancia del condominio porque éste 
carecía de personalidad jurídica. Los actores promovieron juicio de amparo 
directo en el que combatieron las consideraciones sobre la aptitud del 
comité de vigilancia del condominio de ser responsable en el juicio.

Criterio jurídico: El comité de vigilancia de un condominio puede ser respon­
sable por los actos u omisiones de la administración que resulten en responsa­
bilidad civil subjetiva. En tal supuesto, la responsabilidad del comité de 
vigilancia se constituye por actos de terceros.

Justificación: La Ley de Propiedad en Condominio para el Estado de Gue­
rrero Número 557 establece como órganos para la toma y ejecución de 
decisiones relativas al condominio a la asamblea general de condóminos, 
al comité de vigilancia y a la administración del condominio. De acuerdo con 
sus artículos 57 y 59, el comité de vigilancia es el órgano colegiado confor­
mado por condóminos, encargado de vigilar que la administración cumpla 
con sus funciones y con los acuerdos de la asamblea general de condómi­
nos. Por su parte, la responsabilidad por actos de terceros consiste en que 
la obligación de resarcir el daño recaiga sobre una persona distinta a la 
que materialmente lo ocasionó porque la primera persona mantiene un 
vínculo de potestad, guarda, cuidado, vigilancia, control, dependencia o supra 
y subordinación con la segunda. Entonces, conforme a la legislación del 
Estado de Guerrero, el comité de vigilancia tiene una relación de control, 
vigilancia y supra a subordinación con la administración del condominio, en 
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un carácter asimilado a los jefes de casa, establecido en el artículo 1746 
del Código Civil del Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 358. Por 
ello, el comité de vigilancia puede ser responsable civilmente por los actos 
u omisiones de la administración que resulten en responsabilidad civil sub­
jetiva, salvo que acredite haber cumplido cabalmente con sus obligaciones 
de vigilancia.

1a./J. 40/2024 (11a.)

Amparo directo 3/2021. Alfredo López Álvarez Tostado y otros. 29 de noviembre 
de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen 
Treviño Fernández.

Tesis de jurisprudencia 40/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL. PARA QUE SE ACTUA­
LICE LA EXCEPCIÓN DE CULPA O NEGLIGENCIA INEXCUSABLE DE 
LA VÍCTIMA, ÉSTA DEBE SER GRAVE. 

Hechos: Una persona se hospedó en un departamento ubicado en un con­
dominio en Acapulco, Guerrero. La persona remojó los pies en un espejo 
de agua que se encontraba en el área de la alberca y recibió una descarga 
eléctrica mortal. Por su muerte, los familiares de la víctima reclamaron la res­
ponsabilidad subjetiva y objetiva de diversas personas físicas y morales rela­
cionadas con el condominio. En primera y segunda instancias, se negaron 
sus pretensiones. La sala de apelación consideró que existió culpa inexcu­
sable de la víctima debido a que la fuente en la que sumergió sus pies era 
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de ornato y el riesgo actualizado era previsible, de acuerdo con las caracte­
rísticas de la víctima y la naturaleza de la cosa. Los actores promovieron 
juicio de amparo directo en el que combatieron esas consideraciones.

Criterio jurídico: Para que se actualice la excepción de culpa o negligencia 
inexcusable de la víctima en la responsabilidad civil extracontractual, ésta 
debe ser grave y asimilarse al dolo. No basta con acreditar una culpa o negli­
gencia leve o levísima de la víctima.

Justificación: Cuando la parte demandada en un juicio de responsabilidad 
civil extracontractual acredita que el daño causado se produjo por culpa o 
negligencia inexcusable de la víctima, no será procedente la acción de 
responsabilidad civil ejercitada. Esta excepción obliga a los órganos juris­
diccionales a ponderar las circunstancias para determinar a quién le corres­
ponde la responsabilidad por el daño generado cuando en su actualización 
concurre una actuación de la persona que recibió el daño. Ahora, para que 
se actualice la excepción de culpa o negligencia inexcusable de la víc­
tima, es necesario acreditar que ésta se condujo con un descuido o teme­
ridad tal que le obliga a asumir total o parcialmente los resultados de su 
acción. El parámetro de comparación es el de una persona razonable y 
los elementos a analizar están relacionados con la situación concreta, y no 
únicamente con base en las características personales de la víctima. Por 
ello, no resulta suficiente una culpa leve o levísima para acreditar la excep­
ción, sino que se requiere de una falta grave por parte de la víctima en la 
que se aparte de modo severo y particularmente criticable del estándar de 
conducta exigible en el caso concreto.

1a./J. 41/2024 (11a.)

Amparo directo 3/2021. Alfredo López Álvarez Tostado y otros. 29 de noviembre 
de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Tre­
viño Fernández.
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Tesis de jurisprudencia 41/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LA ADMINISTRACIÓN DE UN CON­
DOMINIO TIENE LEGITIMACIÓN PASIVA EN EL JUICIO INSTAURADO 
EN CONTRA DE LOS CONDÓMINOS RESPECTO DE BIENES COMUNES 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUERRERO). 

Hechos: Una persona se hospedó en un departamento ubicado en un con­
dominio en Acapulco, Guerrero. La persona remojó los pies en un espejo 
de agua que se encontraba en el área de la alberca y recibió una descarga 
eléctrica mortal. Por su muerte, los familiares de la víctima reclamaron la 
responsabilidad subjetiva y objetiva de diversas personas físicas y morales 
relacionadas con el condominio. En primera y segunda instancias, se nega­
ron sus pretensiones. La sala de apelación consideró que no era posible 
atribuir responsabilidad objetiva a la parte demandada porque el condominio 
carecía de personalidad jurídica. Los actores promovieron juicio de amparo 
directo en el que combatieron las consideraciones sobre la imposibilidad 
de la parte demandada de ser responsable objetivamente en el juicio.

Criterio jurídico: La administración de un condominio tiene legitimación 
pasiva en el juicio de responsabilidad civil objetiva instaurado en contra de 
los condóminos respecto de los bienes comunes.

Justificación: Con base en los artículos 23 de la Ley de Propiedad en Con­
dominio para el Estado de Guerrero Número 557 y 1770 del Código Civil del 
Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 358, en casos de responsa­
bilidad objetiva por hechos ocurridos con motivo de un riesgo creado por 
los bienes o áreas comunes del condominio, los condóminos responden de 
acuerdo con su parte alícuota; por lo que, en principio, son quienes cuentan 
con la legitimación pasiva en estos casos. No obstante, el artículo 53, fracción 
XVII, de la Ley de Propiedad en Condominio citada otorga a la administra­
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ción facultades generales para pleitos, cobranzas y actos de administración 
de los bienes comunes del condominio, con inclusión de aquellas que requie­
ran cláusula especial conforme a la ley y cláusula en materia laboral. Dicha 
representación legal de los condóminos también se actualiza cuando éstos 
constituyen la parte pasiva en un juicio para efectos de establecer la respon­
sabilidad civil objetiva respecto de las áreas comunes, por lo que basta 
con demandar a la administración en estos casos. Esta interpretación res­
peta el derecho de acceso a la justicia de las personas, pues atiende a que 
sería muy complejo y costoso que, en casos de condominios de gran tamaño 
y complejidad, se exigiera a las personas entablar un juicio en contra de 
decenas de personas para satisfacer su pretensión.

1a./J. 42/2024 (11a.)

Amparo directo 3/2021. Alfredo López Álvarez Tostado y otros. 29 de noviembre 
de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Tre­
viño Fernández.

Tesis de jurisprudencia 42/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LOS CONDÓMINOS RESPONDEN 
POR LOS DAÑOS OCURRIDOS EN LOS BIENES COMUNES DEL CONDO­
MINIO, EN PROPORCIÓN A SU PARTE ALÍCUOTA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE GUERRERO). 

Hechos: Una persona se hospedó en un departamento ubicado en un con­
dominio en Acapulco, Guerrero. La persona remojó los pies en un espejo 
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de agua que se encontraba en el área de la alberca y recibió una descarga 
eléctrica mortal. Por su muerte, los familiares de la víctima reclamaron la 
responsabilidad subjetiva y objetiva de diversas personas físicas y mora­
les relacionadas con el condominio. En primera y segunda instancias, se 
negaron sus pretensiones. La sala de apelación consideró que no era atri­
buible la responsabilidad civil objetiva a la parte demandada, pues en el 
caso se actualizaba la culpa inexcusable de la víctima y el condominio care­
cía de personalidad jurídica. Los actores promovieron juicio de amparo 
directo en el que combatieron las consideraciones sobre la responsabili­
dad civil objetiva y la culpa inexcusable de la víctima.

Criterio jurídico: En casos de responsabilidad civil objetiva, los condóminos 
responden por los daños ocurridos en los bienes comunes del condominio, en 
proporción a su parte alícuota.

Justificación: El artículo 23 de la Ley de Propiedad en Condominio para el 
Estado de Guerrero Número 557 dispone que los condóminos tienen el dere­
cho de copropiedad de los bienes comunes del condominio, en proporción 
a su indiviso. Por su parte, el artículo 1770 del Código Civil del Estado de 
Guerrero establece que el dueño o poseedor originario de un bien que genere 
un riesgo responderá objetivamente del daño que cause, aunque no exista 
culpa o negligencia de su parte. Entonces, conforme a la legislación del 
Estado de Guerrero, en casos de responsabilidad objetiva por hechos ocu­
rridos con motivo de un riesgo creado por los bienes o áreas comunes de 
un condominio, los condóminos responden de acuerdo con su parte alícuota.

1a./J. 43/2024 (11a.)

Amparo directo 3/2021. Alfredo López Álvarez Tostado y otros. 29 de noviem­
bre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del 
Carmen Treviño Fernández.
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Tesis de jurisprudencia 43/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA. LA ADMINISTRACIÓN DE UN 
CONDOMINIO PUEDE SER RESPONSABLE CIVILMENTE POR LOS 
DAÑOS GENERADOS EN LOS BIENES COMUNES (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE GUERRERO). 

Hechos: Una persona se hospedó en un departamento ubicado en un con­
dominio en Acapulco, Guerrero. La persona remojó los pies en un espejo de 
agua que se encontraba en el área de la alberca y recibió una descarga 
eléctrica mortal. Por su muerte, los familiares de la víctima reclamaron la res­
ponsabilidad subjetiva y objetiva de diversas personas físicas y morales rela­
cionadas con el condominio. En primera y segunda instancias, se negaron 
sus pretensiones. La sala de apelación consideró que no era posible atri­
buir responsabilidad a la administración del condominio porque éste carecía 
de personalidad jurídica. Los actores promovieron juicio de amparo directo 
en el que combatieron las consideraciones sobre la aptitud de la adminis­
tración del condominio de ser responsable en el juicio.

Criterio jurídico: En un juicio de responsabilidad civil extracontractual, la 
administración de un condominio puede ser responsable subjetivamente 
por los daños ocurridos en los bienes comunes del condominio. Para que 
se configure la responsabilidad subjetiva de la administración debe actua­
lizarse la ilicitud de la conducta, consistente en la vulneración de un deber 
jurídico de la administración; el dolo o culpa en su acción u omisión; un daño, 
y la relación de causalidad entre la conducta ilícita y el resultado dañoso.

Justificación: La Ley de Propiedad en Condominio para el Estado de Guerrero 
Número 557 establece como órganos para la toma y ejecución de decisio­
nes relativas al condominio a la asamblea general de condóminos, al comité 
de vigilancia y a la administración del condominio. Conforme a su artículo 
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53, la administración es el órgano encargado de cuidar y vigilar los bienes 
del condominio y los servicios comunes; atender la operación eficiente y 
adecuada de las instalaciones y los servicios generales, y llevar a cabo los 
actos de administración y conservación necesarios para las áreas comunes, 
entre otras funciones. Entonces, al ser la encargada de cuidar, conservar y 
vigilar los bienes comunes, la administradora o administrador puede ser 
responsable subjetivamente de los daños ocurridos en los bienes o áreas 
comunes del condominio cuando éstos deriven de su acción u omisión 
dolosa o culposa, en concordancia con el artículo 1735 del Código Civil del 
Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 358.

1a./J. 44/2024 (11a.)

Amparo directo 3/2021. Alfredo López Álvarez Tostado y otros. 29 de noviem­
bre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Tre­
viño Fernández.

Tesis de jurisprudencia 44/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

FLAGRANCIA EQUIPARADA. EL ARTÍCULO 144, PÁRRAFO TERCERO, 
INCISO C), DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
ESTADO DE CHIHUAHUA VULNERA EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2006).

Hechos: Una persona considerada penalmente responsable por el delito 
de secuestro promovió juicio de amparo directo contra el fallo definitivo por 
considerar que resultaba inválido que se hubieran valorado en su perjuicio 
pruebas ilícitamente obtenidas a partir de una detención efectuada contra 
sus coinculpados, en términos del artículo 144, párrafo tercero, inciso c), del 
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Código de Procedimientos Penales para el Estado de Chihuahua –vigente 
hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil seis–, que regula la figura 
de flagrancia equiparada, norma que el quejoso consideró inconstitucional. 
Específicamente, él alegó que sus coimputados lo habían incriminado des­
pués de ser ilícitamente detenidos con fundamento en esa norma, y al rendir 
sus declaraciones ministeriales. El tribunal colegiado que tuvo conocimiento 
del asunto consideró que no era viable analizar la validez de esta norma 
general porque sólo había sido aplicada en perjuicio de sus cosentenciados.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 144, párrafo tercero, inciso c), del Código de Proce­
dimientos Penales para el Estado de Chihuahua, vigente hasta el treinta y 
uno de diciembre de dos mil seis, que establece que hay delito flagrante 
cuando dentro de las setenta y dos horas siguientes de ejecutado el evento, 
se le encuentren a la persona inculpada objetos o instrumentos del delito o 
vestigios relacionados con el mismo (flagrancia equiparada), vulnera el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: Para considerar válida una detención en flagrancia, su ejecu­
ción tiene que ceñirse al concepto constitucional de "flagrancia" que fue 
delimitado por la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el dieciocho de junio de dos mil ocho en el párrafo quinto del artículo 16 de la 
Constitución Federal. Este cambio constitucional obedeció a la intención 
expresa del órgano reformador de delimitar el concepto de flagrancia con el 
objetivo de eliminar la posibilidad de que en la legislación secundaria se 
introdujera la flagrancia equiparada y así evitar abusos contra la libertad 
personal. Así, a partir de esa reforma, la norma constitucional incorpora la 
noción de inmediatez, según la cual es necesario que la detención derive 
de la intervención inmediata del aprehensor al instante subsecuente de la 
consumación del delito mediante la persecución material del inculpado. 
En consecuencia, no debe mediar circunstancia alguna que diluya la inme­
diatez con que se realiza la persecución que lleva a la detención del probable 
responsable, en relación con el delito que acaba de realizar. Por tanto, cual­
quier detención que no cumpla con estas condiciones tendrá el carácter 
de ilegal y arbitraria. En este caso, el artículo 144, párrafo tercero, inciso c), del 
Código de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua amplía a setenta 
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y dos horas el periodo en que puede considerarse que se está en presen­
cia de una detención en flagrancia. Por tanto, la norma impugnada incorpora 
un concepto de flagrancia que, de acuerdo con los precedentes de la Pri­
mera Sala, representa una violación directa al artículo 16, párrafo quinto, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a./J. 45/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1375/2022. 4 de octubre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta.

Tesis de jurisprudencia 45/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de marzo de 
2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA EXCLUSIÓN DE PRUEBA ILÍCITA. CUANDO EL QUE­
JOSO ALEGA QUE LA DECLARACIÓN INCRIMINATORIA DE SU COIMPU­
TADO FUE OBTENIDA COMO CONSECUENCIA DE QUE ÉSTE PADECIÓ 
UNA DETENCIÓN ARBITRARIA, PROCEDE ANALIZAR ESE ARGUMEN­
TO EN EL JUICIO DE AMPARO Y, EN CASO DE RESULTAR FUNDADO, 
EXCLUIR LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA ILÍCITAMENTE OBTENIDA.

Hechos: Una persona considerada penalmente responsable por el delito 
de secuestro promovió juicio de amparo directo contra el fallo definitivo por 
considerar que resultaba inválido que se hubieran valorado en su perjuicio 
pruebas ilícitamente obtenidas a partir de una detención efectuada contra 
sus coinculpados, en términos del artículo 144, párrafo tercero, inciso c), del 
Código de Procedimientos Penales para el Estado de Chihuahua –vigente 
hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil seis–, que regula la figura de 
flagrancia equiparada, norma que el quejoso consideró inconstitucional. 
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Específicamente, él alegó que sus coimputados lo habían incriminado 
después de ser ilícitamente detenidos con fundamento en esa norma, y al 
rendir sus declaraciones ministeriales. El tribunal colegiado que tuvo cono­
cimiento del asunto decidió que no era posible analizar la validez de la 
detención porque no se relacionaba con los derechos constitucionales de 
la parte quejosa.

Criterio jurídico: Toda persona inculpada cuenta con el derecho de no ser 
juzgada con base en pruebas ilícitas y, por tanto, procede la exclusión de 
la declaración incriminatoria de un coimputado que ha sido directamente 
obtenida a partir de una detención inconstitucional. Consecuentemente, la 
persona imputada, que acude al juicio de amparo, puede reclamar la inva­
lidez de las pruebas obtenidas de ese modo y que han sido valoradas en 
su perjuicio.

Justificación: Una detención inconstitucional exige declarar la invalidez de 
cualquier material probatorio obtenido directamente y con motivo de ésta. 
Conforme al derecho de defensa adecuada, a los principios de presunción 
de inocencia y al debido proceso, la parte quejosa cuenta con el derecho de 
no ser juzgada con base en pruebas obtenidas ilícitamente, lo cual puede incluir 
las declaraciones emitidas por sus coimputados. Además, ante la aplicación 
de una norma declarada inconstitucional por regular la figura de flagrancia 
equiparada, procede la exclusión de cualquier prueba ilícita obtenida con 
motivo de ella. De este modo, se debe anular toda prueba, dato o informa­
ción obtenida con motivo de la detención arbitraria y que hubiera afectado 
a quien ahora alega, pues ésta es una exigencia básica del debido proceso 
del quejoso. Varias razones apoyan esta idea. Primero: los tribunales que 
ejercen control constitucional no se conducirían de manera consecuente 
con el mandato que los legitima si ignoraran las consecuencias de un que­
branto al orden fundamental y lo trataran de manera inconsecuente. Segundo: 
una detención arbitraria es un acto que, por sí mismo, genera la suspicacia 
fundada de que la persona que la padece ha sido expuesta a un contexto 
intimidatorio o incluso de coacción. Esos elementos permiten dudar de la 
fiabilidad de las declaraciones que se realizan a partir de una detención 
arbitraria. De manera análoga, en el amparo directo en revisión 6246/2017, la 
Primera Sala se pronunció sobre la invalidez de la declaración del coimpu­
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tado obtenida mediante tortura. En ese sentido, la violación producida con 
motivo de una detención inconstitucional merece el mismo reproche que la 
violación producida con motivo de actos de tortura, pues no hay una razón 
constitucional para sostener un estándar distinto por tratarse de violacio­
nes conceptualmente diferentes. La línea jurisprudencial de la Primera Sala 
demuestra, de manera inequívoca, que una detención inconstitucional siem­
pre exige declarar la invalidez de cualquier material probatorio obtenido 
directamente y con motivo de ésta. En consecuencia, ante la violación al 
derecho humano a la libertad personal, se debe analizar la afectación directa, 
tangible y real en la esfera del procesado, con motivo de pruebas ilegal­
mente obtenidas. Resulta irrelevante si el quejoso procesado ha resentido 
esa misma violación o no, pues el derecho que sirve como parámetro de 
control no es el derecho a no sufrir detenciones ilegales, sino el derecho 
del procesado (quejoso) a ser juzgado con pruebas de origen lícito.

1a./J. 46/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1375/2022. 4 de octubre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta.

Tesis de jurisprudencia 46/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de marzo de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EXCEPCIÓN AL SECRETO BANCARIO. ALCANCES DE LA EXPRESIÓN 
"PARA FINES FISCALES", PREVISTA EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 
142 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.

Hechos: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ejerció sus facultades 
de comprobación para verificar el cumplimiento de obligaciones fiscales a 
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cargo de una persona, por lo que solicitó a la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores que le remitiera información sobre sus cuentas bancarias. Esa 
solicitud la realizó sin autorización judicial, pues así lo permite el artículo 
142, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito. Al contar con esa 
información, la citada Secretaría formuló querella ante el ministerio público en 
contra de la persona investigada porque advirtió la probable comisión de 
un delito fiscal. La autoridad ministerial inició una carpeta de investigación 
y posteriormente utilizó la información bancaria recabada para judicializar 
el asunto, solicitar audiencia inicial y formular imputación. El juez de control 
que conoció del caso vinculó a proceso a la persona referida por la comisión 
de un delito equiparable a la defraudación fiscal. En contra de esa determi­
nación, la persona imputada promovió un juicio de amparo indirecto en el 
que reclamó la inconstitucionalidad de la citada norma porque considera que 
vulnera su derecho a la vida privada, pues permite rendir información ban­
caria sin control judicial previo. El juez de distrito negó el amparo porque 
consideró que la norma impugnada es constitucional. Inconforme con esa 
resolución, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión en el que insis­
tió en ese reclamo de inconstitucionalidad. El Tribunal Colegiado del cono­
cimiento remitió el asunto a este alto tribunal para resolver esa cuestión.

Criterio jurídico: La expresión "para fines fiscales", prevista en la fracción 
IV del artículo 142 de la Ley de Instituciones de Crédito, significa que la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público está facultada para requerir infor­
mación bancaria, sin autorización judicial previa, exclusivamente para la 
investigación, fiscalización o comprobación de las obligaciones fiscales 
del titular, cliente o deudor de las entidades bancarias en su condición de 
contribuyentes.

Justificación: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público es el órgano 
público que garantiza el sistema tributario y defiende el patrimonio de la 
Nación mediante el control, verificación, vigilancia, inspección, comproba­
ción o liquidación del cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Para lograr lo anterior, la autoridad hacendaria lleva a cabo procedimientos 
administrativos de fiscalización a través de los cuales puede comprobar 
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que se cumplan las disposiciones fiscales que aseguran el equilibrio del sis­
tema tributario.

Dentro de dichos procedimientos se encuentra la facultad prevista en el 
artículo 142, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito, a través de 
la cual, la autoridad hacendaria puede requerir información bancaria de las 
personas contribuyentes a través de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores.

Por esa razón, cuando la fracción señalada dispone que dicha facultad debe 
ejercerse "para fines fiscales", significa que la información bancaria que se 
solicita únicamente puede ser utilizada para la investigación, fiscalización 
o comprobación de las obligaciones fiscales del titular, cliente o deudor de 
las entidades bancarias en su condición de contribuyentes, pues precisa­
mente a partir de la información bancaria aportada, es que la autoridad 
hacendaria puede cumplir con su función de proteger la recaudación de 
impuestos y comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales.

1a./J. 47/2024 (11a.)

Amparo en revisión 470/2021. Manuel Cardona Picones. 11 de mayo de 2022. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, 
quien considera que se actualiza una causal de sobreseimiento. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 47/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de marzo 
de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EXCEPCIÓN AL SECRETO BANCARIO. LA FACULTAD DE LAS AUTORI­
DADES HACENDARIAS FEDERALES DE REQUERIR INFORMACIÓN 
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BANCARIA PARA COMPROBAR OBLIGACIONES FISCALES, SIN QUE 
MEDIE AUTORIZACIÓN JUDICIAL, NO VULNERA DESPROPORCIONA­
DAMENTE EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA.

Hechos: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ejerció sus facultades de 
comprobación para verificar el cumplimiento de obligaciones fiscales a cargo 
de una persona, por lo que solicitó a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores que le remitiera información sobre sus cuentas bancarias. Esa soli­
citud la realizó sin autorización judicial, pues así lo permite el artículo 142, 
fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito. Al contar con esa informa­
ción, la citada Secretaría formuló querella ante el ministerio público en contra 
de la persona investigada porque advirtió la probable comisión de un delito 
fiscal. La autoridad ministerial inició una carpeta de investigación y pos­
teriormente utilizó la información bancaria recabada para judicializar el 
asunto, solicitar audiencia inicial y formular imputación. El juez de control que 
conoció del caso vinculó a proceso a la persona referida por la comisión de 
un delito equiparable a la defraudación fiscal. En contra de esa determina­
ción, la persona imputada promovió un juicio de amparo indirecto en el que 
reclamó la inconstitucionalidad de la citada norma porque considera que vul­
nera su derecho a la vida privada, pues permite rendir información bancaria 
sin control judicial previo. El juez de distrito negó el amparo porque consideró 
que la norma impugnada es constitucional. Inconforme con esa resolución, 
la parte quejosa interpuso un recurso de revisión en el que insistió en ese 
reclamo de inconstitucionalidad. El Tribunal Colegiado del conocimiento remitió 
el asunto a este alto tribunal para resolver esa cuestión.

Criterio jurídico: Las autoridades hacendarias federales no requieren autoriza­
ción judicial para solicitar información bancaria con propósitos fiscales a las 
instituciones financieras porque esa función está diseñada para verificar el 
cumplimiento de la obligación constitucional de las personas de contribuir 
al gasto público, y resulta idónea y necesaria para asegurar el equilibrio del 
sistema tributario, por lo que dicho proceder constituye una excepción 
válida al secreto bancario que no vulnera desproporcionadamente el derecho 
a la privacidad.
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Justificación: La autoridad hacendaria federal cuenta con facultades de 
comprobación para asegurarse de que las y los mexicanos cumplan con su 
obligación constitucional de contribuir a la carga pública de la manera pro­
porcional y equitativa (obligaciones tributarias) que dispongan las leyes, como 
lo establece el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para lo cual deben acudir a otros órganos públi­
cos para cumplir con esa finalidad constitucional.

Por su parte, el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos protege el derecho a la vida privada de las 
personas, por lo que para salvaguardar ese derecho, en el ámbito de las ope­
raciones y servicios bancarios, el legislador estableció en el precepto 142, 
primer párrafo, de la Ley de Instituciones de Crédito el "secreto bancario", el 
cual impide a esas instituciones brindar información bancaria.

Ahora, la fracción IV de ese mismo artículo establece como excepción a lo 
anterior, que esas instituciones deben brindar ese tipo de información precisa­
mente cuando las autoridades hacendarias federales la soliciten "para fines 
fiscales", sin que para ello sea necesario un control previo por parte de la 
autoridad judicial.

En ese sentido, la solicitud que la autoridad hacendaria realiza a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores que asume el control del secreto bancario, 
para que por su conducto las instituciones del sistema financiero brinden 
información bancaria para verificar el cumplimiento de obligaciones fisca­
les, se traduce en una medida que tiene un fin constitucionalmente válido, 
que resulta idónea y necesaria para cumplir esa función fiscalizadora, por 
lo que constituye una excepción válida al secreto bancario que no afecta 
desproporcionadamente el derecho a la vida privada de los usuarios de los 
servicios financieros, pues esta prerrogativa debe ceder ante la importan­
cia de la función de proteger la recaudación de impuestos y comprobar el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales.

1a./J. 48/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 470/2021. Manuel Cardona Picones. 11 de mayo de 2022. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Minis­
tra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña 
Hernández, quien considera que se actualiza una causal de sobreseimien­
to. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Edwin Antony Pazol 
Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 48/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de marzo 
de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

EXCEPCIÓN AL SECRETO BANCARIO. LA INFORMACIÓN BANCARIA 
QUE RECABEN LAS AUTORIDADES HACENDARIAS FEDERALES PARA 
FINES FISCALES PUEDE FORMAR PARTE DE LA DENUNCIA O QUERE­
LLA QUE FORMULEN POR DELITOS COMETIDOS EN CONTRA DEL 
FISCO FEDERAL, AUN CUANDO NO HAYA SIDO OBTENIDA MEDIANTE 
CONTROL JUDICIAL PREVIO.

Hechos: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ejerció sus facultades 
de comprobación para verificar el cumplimiento de obligaciones fiscales a 
cargo de una persona, por lo que solicitó a la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores que le remitiera información sobre sus cuentas bancarias. Esa 
solicitud la realizó sin autorización judicial, pues así lo permite el artículo 142, 
fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito. Al contar con esa informa­
ción, la citada Secretaría formuló querella ante el ministerio público en contra 
de la persona investigada porque advirtió la probable comisión de un delito 
fiscal. La autoridad ministerial inició una carpeta de investigación y posterior­
mente utilizó la información bancaria recabada para judicializar el asunto, 
solicitar audiencia inicial y formular imputación. El juez de control que cono­
ció del caso vinculó a proceso a la persona referida por la comisión de un 
delito equiparable a la defraudación fiscal. En contra de esa determina­
ción, la persona imputada promovió un juicio de amparo indirecto en el que 
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reclamó la inconstitucionalidad de la citada norma porque considera 
que vulnera su derecho a la vida privada, pues permite rendir información 
bancaria sin control judicial previo. El juez de distrito negó el amparo porque 
consideró que la norma impugnada es constitucional. Inconforme con esa 
resolución, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión en el que insis­
tió en ese reclamo de inconstitucionalidad. El Tribunal Colegiado del cono­
cimiento remitió el asunto a este alto tribunal para resolver esa cuestión.

Criterio jurídico: La información bancaria que la Secretaría de Hacienda y Cré­
dito Público recaba en ejercicio de sus facultades de verificación del cum­
plimiento de obligaciones fiscales, válidamente puede formar parte de la 
denuncia o querella presentada ante el ministerio público en contra de una 
persona, sin que para su validez deba ser obtenida mediante control judi­
cial previo.

Justificación: La obtención de la información bancaria por parte de las auto­
ridades hacendarias federales, en términos del artículo 142, fracción IV, de 
la Ley de Instituciones de Crédito, se realiza para la investigación, fiscaliza­
ción o comprobación de las obligaciones fiscales del titular, cliente o deudor 
de las entidades bancarias en su condición de contribuyente.

Si derivado del ejercicio de esta facultad, las autoridades hacendarias consi­
deran que se encuentran ante la probable comisión de un hecho señalado 
por la ley como delito, los servidores públicos tienen la obligación de presentar 
denuncia o querella relativa y proporcionar los datos que tuvieren ante el 
ministerio público.

Por el origen de la obtención de la información bancaria de una persona por 
parte de las autoridades hacendarias federales, no es necesario que su 
solicitud sea sometida a un control judicial previo porque su adquisición 
no se realiza en el marco de una investigación penal, ya que no tiene el 
carácter de técnica de investigación, medida cautelar o providencia precau­
toria, las cuales sí deben ser autorizadas por un juez de control conforme a 
las reglas establecidas en el Código Nacional de Procedimientos Penales. 
Además, su obtención no tiene origen en un proceso penal previo, sino en 



89

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

el ejercicio de una función de la autoridad hacendaria federal para verifi­
car el cumplimiento de la obligación constitucional de las personas de con­
tribuir al gasto público.

Así, como no es aplicable un control judicial previo a la solicitud de la autori­
dad hacendaria federal en los términos descritos, la información bancaria 
recabada a partir de esa solicitud puede válidamente aportarse a la denun­
cia o querella que es presentada ante el ministerio público, sin que ello 
afecte la privacidad de las personas, ni impide que el juez de control verifi­
que posteriormente si el procedimiento de obtención de esa información 
cumplió los requisitos previstos en los artículos 142, fracción IV, de la Ley 
de Instituciones de Crédito y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

1a./J. 49/2024 (11a.)

Amparo en revisión 470/2021. Manuel Cardona Picones. 11 de mayo de 2022. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, 
quien considera que se actualiza una causal de sobreseimiento. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Edwin Antony Pazol Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 49/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de seis de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria partir del día hábil siguiente, 19 de marzo de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. SU INTERPOSICIÓN ES EXTEMPO­
RÁNEA SI SE REALIZA FUERA DEL TÉRMINO DE DIEZ DÍAS ESTABLE­
CIDO EN EL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE AMPARO, AUN CUANDO EN EL 
PROPIO RECURSO SE CUESTIONE LA FORMA EN QUE SE REALIZÓ 
LA NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA RECURRIDA. 
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Hechos: Diversas personas fueron procesadas y sentenciadas por el delito 
de privación ilegal de la libertad en su modalidad de secuestro. Una de ellas 
promovió juicio de amparo directo, cuya sentencia se notificó por medio de 
lista. La persona quejosa interpuso recurso de revisión fuera del término 
de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo. La Presiden­
cia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió el recurso bajo el 
argumento de que la resolución debió notificarse en forma personal en tér­
minos del artículo 26, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo, porque la 
persona justiciable se encontraba privada de la libertad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que debe desecharse por extemporáneo el amparo directo 
en revisión cuando no se haya interpuesto dentro del término de diez días 
que establece el referido artículo 86, aun cuando se cuestione la forma en 
la que se diligenció la notificación de la sentencia recurrida, por no ser el 
recurso de revisión la vía idónea para impugnarla.

Justificación: El indicado artículo 86 establece que el recurso de revisión en 
contra de la sentencia dictada en un juicio de amparo directo debe interpo­
nerse en el término de diez días hábiles. Por su parte, esta Primera Sala ha 
sostenido que el incidente de nulidad de notificaciones es la vía idónea que 
regula la Ley de Amparo por la cual las partes del juicio pueden cuestionar 
la legalidad y la forma en que se ordenó notificar la sentencia de amparo. 
En ese sentido, resulta extemporánea la interposición del recurso de revi­
sión si se presenta fuera del término de diez días mencionado, inclusive si la 
sentencia se notificó por lista y la parte quejosa se encuentra privada de 
la libertad. Al respecto, esta Sala ha establecido que la materia de análisis 
del amparo directo en revisión no contempla la posibilidad de revisar la lega­
lidad de una notificación, pues su objeto es la interpretación de un precepto 
constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados inter­
nacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y la regularidad consti­
tucional de las normas generales pertenecientes al orden jurídico nacional.

1a./J. 50/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 1810/2023. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos 
de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis de jurisprudencia 50/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO ESPECIAL DE FIANZAS. LOS ARTÍCULOS 280 Y 289 DE LA LEY 
DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS NO CONTRAVIE­
NEN LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y DE DEFENSA DEL FIADO POR EL 
HECHO DE NO CONTEMPLAR SU PARTICIPACIÓN OBLIGATORIA 
EN EL JUICIO.

Hechos: Dos empresas celebraron un contrato de prestación de servicios y, 
para garantizar su cumplimiento, la empresa que se comprometió a prestar 
los servicios (empresa fiada) suscribió, a través de una afianzadora, un 
contrato de fianza en favor de la empresa a la que le prestaría los servicios 
(empresa beneficiaria).

Posteriormente, la empresa beneficiaria alegó el incumplimiento del contrato 
de prestación de servicios, por lo que inició un procedimiento de reclama­
ción ante la afianzadora solicitando el pago de la fianza, sin embargo, ésta 
lo consideró improcedente. Entonces, la empresa beneficiaria promovió un 
juicio especial de fianzas en el que se condenó a la afianzadora al pago 
de la fianza y se determinó que, en términos del artículo 289 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas, la sentencia también le afectaba a la 
empresa fiada, a pesar de que esta última no había sido llamada a juicio.

Inconforme con dicha resolución, la empresa fiada promovió un amparo 
indirecto reclamando la inconstitucionalidad de los artículos 280 y 289 de la 
citada ley, al considerar que afectan la igualdad de las partes en el litigio, 
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toda vez que, al no contemplar la obligación de involucrar en el juicio especial 
de fianzas a la persona fiada, se impide que ésta pueda aportar elementos 
para demostrar el cumplimiento de la obligación garantizada por la fianza, 
lo cual vulnera los derechos de audiencia y de defensa de la fiada.

El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que en contra de esa resolución 
las partes interpusieron recursos de revisión, los cuales fueron remitidos a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resolviera sobre la consti­
tucionalidad de los artículos señalados.

Criterio jurídico: El que no se contemple la participación obligatoria del 
fiado en el juicio especial de fianzas no contraviene sus derechos de audien­
cia y de defensa, pues puede aportar la información y documentación con 
la que cuente para acreditar el cumplimiento de la obligación garantizada 
por la fianza desde el procedimiento de reclamación seguido ante la afian­
zadora, el cual sí se tiene que hacer de su conocimiento, además de que 
también puede hacerlo en el juicio especial de fianzas cuando éste le 
hubiera sido denunciado por la institución de fianzas.

Justificación: El artículo 280 de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas no resulta contrario a los derechos de audiencia y de defensa del fiado 
por el hecho de que no haga referencia expresa a su participación en el 
juicio especial de fianzas, pues ello en modo alguno impide que el fiado 
pueda participar en el juicio ejerciendo su derecho de audiencia y de defensa, 
si la afianzadora le denuncia el juicio, lo que se encuentra expresamente 
previsto en el artículo 289 del mismo ordenamiento que, en este supuesto, 
no contraviene, sino que complementa las reglas previstas en el referido 
artículo 280.

Por su parte, el artículo 289 tampoco resulta inconstitucional por no contem­
plar con carácter obligatorio la participación del fiado en el juicio especial 
de fianzas, pues ello no impide que el fiado aporte toda la información y 
documentos con los que cuente en relación con el cumplimiento de la obli­
gación garantizada por la fianza. Por un lado, porque el fiado debe aportar 
dicha información y documentación desde la etapa del procedimiento de 
reclamación ante la afianzadora en el que sí debe participar. Por otro lado, 
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porque ante la posibilidad de que en el caso resulte pertinente, el artículo 
289, quinto párrafo, faculta a la afianzadora para llamarlo a juicio a través 
de la figura de la litisdenunciación.

1a./J. 51/2024 (11a.)

Amparo en revisión 196/2022. Comercializadora Purp, S.A.P.I. de C.V. 31 de 
agosto de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Eduardo Román González.

Tesis de jurisprudencia 51/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO ESPECIAL DE FIANZAS. LA PARTICIPACIÓN DEL FIADO EN 
EL JUICIO ES DE CARÁCTER CONTINGENTE.

Hechos: Dos empresas celebraron un contrato de prestación de servicios 
y, para garantizar su cumplimiento, la empresa que se comprometió a pres­
tar los servicios (empresa fiada) suscribió, a través de una afianzadora, un 
contrato de fianza en favor de la empresa a la que le prestaría los servicios 
(empresa beneficiaria).

Posteriormente, la empresa beneficiaria alegó el incumplimiento del contrato 
de prestación de servicios, por lo que inició un procedimiento de reclama­
ción ante la afianzadora solicitando el pago de la fianza, sin embargo, ésta 
lo consideró improcedente. Entonces, la empresa beneficiaria promovió un 
juicio especial de fianzas en el que se condenó a la afianzadora al pago de 
la fianza y se determinó que, en términos del artículo 289 de la Ley de Ins­
tituciones de Seguros y de Fianzas, la sentencia también le afectaba a la 
empresa fiada, a pesar de que esta última no había sido llamada a juicio.
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Inconforme con dicha resolución, la empresa fiada promovió un amparo in­
directo reclamando la inconstitucionalidad de los artículos 280 y 289 de la 
citada ley, al considerar que afectan la igualdad de las partes en el litigio, 
toda vez que, al no contemplar la obligación de involucrar en el juicio especial 
de fianzas a la persona fiada, se impide que ésta pueda aportar elementos 
para demostrar el cumplimiento de la obligación garantizada por la fianza, 
lo cual vulnera los derechos de audiencia y de defensa de la fiada.

El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que en contra de esa resolución 
las partes interpusieron recursos de revisión, los cuales fueron remitidos a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resolviera sobre la consti­
tucionalidad de los artículos señalados.

Criterio jurídico: En el juicio especial de fianzas no existe alguna obligación 
a cargo de las instituciones de fianzas demandadas, o del juez de la causa, 
consistente en llamar al fiado a dicho procedimiento jurisdiccional, sino que 
es una facultad de las instituciones de fianzas demandadas denunciarle el 
juicio, por lo que la participación del fiado en estos juicios es de carácter 
contingente.

Justificación: En el capítulo Segundo, intitulado "De los procedimientos de 
fianzas", del Título Sexto, denominado "De los procedimientos", de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas se encuentran regulados. En ambos 
procedimientos se contempla la participación del fiado con el propósito de 
que éste, en su calidad de deudor principal, aporte toda la información y 
documentos con los que cuente para acreditar si se ha incumplido o no la 
obligación garantizada por la fianza. Sin embargo, la ley regula de manera 
diferente la participación del fiado en el procedimiento de reclamación y 
en el juicio especial de fianzas, pues prevé que en el primero su participa­
ción sea imperativa, en tanto que, en el segundo, sea contingente.

Del quinto párrafo del artículo 289 de la Ley de Instituciones de Seguros y de 
Fianzas se desprende que el legislador no contempló la participación 
del fiado de forma imperativa en el juicio especial de fianzas, sino que sólo 
previó la facultad de la afianzadora de llamarlo a juicio, por lo que su parti­
cipación en estos procedimientos es contingente.
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Ello, porque el fiado debe ser llamado de manera obligatoria en el proce­
dimiento de reclamación (etapa anterior al juicio especial de fianzas), en la 
que debe aportar toda la información y los documentos con los que cuente 
en relación con el cumplimiento de la obligación garantizada por la fianza, 
de tal manera que la afianzadora disponga, desde esa primera etapa, de 
todos los elementos necesarios para determinar si la reclamación resulta 
procedente o no.

Por esa razón, es innecesario llamar al juicio a los fiados para el mismo propó­
sito para el que ya fueron requeridos. No obstante, ante la posibilidad de 
que para el caso resulte pertinente, el artículo 289, quinto párrafo, faculta a la 
afianzadora para llamarlo a juicio a través de la figura de la litisdenunciación.

1a./J. 52/2024 (11a.)

Amparo en revisión 196/2022. Comercializadora Purp, S.A.P.I. de C.V. 31 de 
agosto de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Eduardo Román González.

Tesis de jurisprudencia 52/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO ESPECIAL DE FIANZAS. LA SENTENCIA EN LA QUE SE CON­
DENE A LA INSTITUCIÓN DE FIANZAS AL PAGO DE LA FIANZA, SÓLO 
PUEDE PERJUDICAR AL FIADO CUANDO LA AFIANZADORA LE HAYA 
DENUNCIADO EL JUICIO.

Hechos: Dos empresas celebraron un contrato de prestación de servicios 
y, para garantizar su cumplimiento, la empresa que se comprometió a pres­
tar los servicios (empresa fiada) suscribió, a través de una afianzadora, un 
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contrato de fianza en favor de la empresa a la que le prestaría los servicios 
(empresa beneficiaria).

Posteriormente, la empresa beneficiaria alegó el incumplimiento del contrato 
de prestación de servicios, por lo que inició un procedimiento de reclama­
ción ante la afianzadora solicitando el pago de la fianza, sin embargo, ésta 
lo consideró improcedente. Entonces, la empresa beneficiaria promovió un 
juicio especial de fianzas en el que se condenó a la afianzadora al pago de 
la fianza y se determinó que, en términos del artículo 289 de la Ley de Ins­
tituciones de Seguros y de Fianzas, la sentencia también le afectaba a la 
empresa fiada, a pesar de que esta última no había sido llamada a juicio.

Inconforme con dicha resolución, la empresa fiada promovió un amparo in­
directo reclamando la inconstitucionalidad de los artículos 280 y 289 de la 
citada ley, al considerar que afectan la igualdad de las partes en el litigio, 
toda vez que, al no contemplar la obligación de involucrar en el juicio especial 
de fianzas a la persona fiada, se impide que ésta pueda aportar elementos 
para demostrar el cumplimiento de la obligación garantizada por la fianza, 
lo cual vulnera los derechos de audiencia y de defensa de la fiada.

El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que en contra de esa resolución 
las partes interpusieron recursos de revisión, los cuales fueron remitidos a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resolviera sobre la consti­
tucionalidad de los artículos señalados.

Criterio jurídico: Cuando en un juicio especial de fianzas se condene a la 
institución de fianzas al pago de la fianza, dicha resolución sólo le podrá 
perjudicar al fiado cuando la afianzadora le hubiera denunciado el juicio, es 
decir, cuando hubiera hecho de su conocimiento la existencia del litigio, 
a fin de que éste pudiera comparecer en él para aportar la información y las 
pruebas con las que contara para acreditar el cumplimiento de la obligación 
garantizada por la fianza.

Justificación: El quinto párrafo del artículo 289 de la Ley de Instituciones de 
Seguros y de Fianzas establece que las afianzadoras que sean demandadas 
en el juicio especial de fianzas podrán denunciar el pleito al fiado para que 
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rinda las pruebas que considere pertinentes y que, en caso "de que no salgan 
al juicio para el indicado objeto, les perjudicará la sentencia que se pronun­
cie contra la Institución". De una interpretación gramatical de este precepto 
se obtiene que la consecuencia de que la sentencia que se dicte en el juicio 
especial de fianzas en contra de la afianzadora le perjudique también al 
fiado depende de que éste incumpla con acudir al juicio y aportar las pruebas 
que considere pertinentes; incumplimiento que, lógicamente, sólo se pro­
duce si la afianzadora le denunció el pleito.

Esto es acorde con la interpretación sistemática de los artículos 279 y 289 
de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, pues el hecho de que 
la sentencia que se dicte en el juicio especial de fianzas en contra de la 
afianzadora le perjudique también al fiado, sólo en el caso de que hubiese 
sido llamado a juicio a través de la litisdenunciación, obedece a que no existe 
un mandato legal para que el fiado participe siempre como tercero en el 
juicio especial de fianzas. Por lo tanto, al ser legalmente válido que no se 
llame al fiado al juicio especial de fianzas, no resulta admisible que le pueda 
generar perjuicio directamente la sentencia de un juicio al que no fue llamado 
a participar.

1a./J. 53/2024 (11a.)

Amparo en revisión 196/2022. Comercializadora Purp, S.A.P.I. de C.V. 31 de 
agosto de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Eduardo Román González.

Tesis de jurisprudencia 53/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN DE FIANZAS. LA PARTICIPACIÓN 
DEL FIADO ES IMPERATIVA PARA SU SUSTANCIACIÓN.
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Hechos: Dos empresas celebraron un contrato de prestación de servicios y, 
para garantizar su cumplimiento, la empresa que se comprometió a prestar 
los servicios (empresa fiada) suscribió, a través de una afianzadora, un 
contrato de fianza en favor de la empresa a la que le prestaría los servicios 
(empresa beneficiaria).

Posteriormente, la empresa beneficiaria alegó el incumplimiento del contrato 
de prestación de servicios, por lo que inició un procedimiento de reclama­
ción ante la afianzadora solicitando el pago de la fianza, sin embargo, ésta 
lo consideró improcedente. Entonces, la empresa beneficiaria promovió un 
juicio especial de fianzas en el que se condenó a la afianzadora al pago 
de la fianza y se determinó que, en términos del artículo 289 de la Ley de 
Instituciones de Seguros y de Fianzas, la sentencia también le afectaba a la 
empresa fiada, a pesar de que esta última no había sido llamada a juicio.

Inconforme con dicha resolución, la empresa fiada promovió un amparo in­
directo reclamando la inconstitucionalidad de los artículos 280 y 289 de la 
citada ley, al considerar que afectan la igualdad de las partes en el litigio, 
toda vez que, al no contemplar la obligación de involucrar en el juicio especial 
de fianzas a la persona fiada, se impide que ésta pueda aportar elementos 
para demostrar el cumplimiento de la obligación garantizada por la fianza, 
lo cual vulnera los derechos de audiencia y de defensa de la fiada.

El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que en contra de esa resolución 
las partes interpusieron recursos de revisión, los cuales fueron remitidos a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para que resolviera sobre la consti­
tucionalidad de los artículos señalados.

Criterio jurídico: La participación del fiado en el procedimiento de reclama­
ción de fianzas es imperativa, pues las instituciones de fianzas se encuentran 
obligadas a hacer del conocimiento del fiado la presentación de la reclama­
ción y requerirle que proporcione la información y documentación con la que 
cuenta y que le sirva a la afianzadora para resolver sobre la procedencia de 
la reclamación.
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Justificación: En el capítulo Segundo, intitulado "De los procedimientos de 
fianzas", del Título Sexto, denominado "De los procedimientos", de la Ley 
de Instituciones de Seguros y de Fianzas se encuentran regulados el proce­
dimiento de reclamación y el juicio especial de fianzas. En ambos procedimien­
tos se contempla la participación del fiado con el propósito de que éste, en su 
calidad de deudor principal, aporte toda la información y documentos con 
los que cuente para acreditar si se ha incumplido o no la obligación garanti­
zada por la fianza. Sin embargo, la ley regula de manera diferente la par­
ticipación del fiado en el procedimiento de reclamación y en el juicio especial 
de fianzas, pues prevé que en el primero su participación sea imperativa, 
en tanto que, en el segundo, es contingente.

Del artículo 289 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, se des­
prende que la afianzadora debe hacer del conocimiento del fiado la presen­
tación de la reclamación y éste a su vez tiene la obligación de proporcionar 
a la afianzadora todos los elementos y documentación necesarios para deter­
minar la procedencia y, en su caso, la cuantificación de la reclamación; o 
bien, su improcedencia.

Además, de la interpretación sistemática de los artículos 279 y 289 del refe­
rido ordenamiento, se concluye que el procedimiento de reclamación es una 
vía que debe agotarse antes de acudir al juicio especial de fianzas, por lo 
que resulta razonable que se prevea el llamamiento obligatorio del fiado a 
dicho procedimiento. Con ello, se obliga a las afianzadoras a hacer del 
conocimiento del fiado la presentación de la reclamación y a requerirle que 
le proporcione la información y documentación con la que cuenta, con el 
propósito de que, desde esta etapa, la afianzadora cuente con toda la infor­
mación y documentación disponible que le permita resolver sobre la proce­
dencia de la reclamación.

1a./J. 54/2024 (11a.)

Amparo en revisión 196/2022. Comercializadora Purp, S.A.P.I. de C.V. 31 de 
agosto de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra 
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Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Eduardo Román González.

Tesis de jurisprudencia 54/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE EN 
CONTRA DE LA SENTENCIA QUE CONCEDE LA PROTECCIÓN CONS­
TITUCIONAL PARA EL EFECTO DE QUE EL TRIBUNAL DE ALZADA 
RESPONDA LA TOTALIDAD DE LOS AGRAVIOS, INCLUYENDO LOS DE 
CONSTITUCIONALIDAD.

Hechos: En un procedimiento penal de corte tradicional, cinco personas 
fueron condenadas, en primera y segunda instancias, por la comisión de los 
delitos de delincuencia organizada, secuestro y contra la salud. Inconfor­
mes con esa resolución, las personas sentenciadas promovieron un juicio 
de amparo directo en el que el Tribunal Colegiado de Circuito concedió la 
protección constitucional para el efecto de que el tribunal de apelación 
se pronunciara sobre la totalidad de los agravios planteados en el recurso de 
apelación. En contra de esa resolución, la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: El recurso de revisión es improcedente en contra de la sen­
tencia de amparo directo en la que se concede la protección constitucional 
para el efecto de que el tribunal de alzada responda la totalidad de los 
agravios, incluyendo los de constitucionalidad, pues ello implica una afec­
tación directa al principio de legalidad tutelado en los artículos 14 y 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunado a que el 
Tribunal Colegiado no puede sustituir a la autoridad responsable en la omi­
sión del análisis de los agravios hechos valer y que debió tomar en cuenta 
para la emisión del acto reclamado, por lo que no se actualiza un supuesto 
de procedencia del amparo directo en revisión.
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Justificación: La concesión del amparo para el efecto de que el tribunal de 
alzada se pronuncie sobre la totalidad de los agravios hechos valer en el 
recurso de apelación no constituye una omisión por parte del Tribunal Cole­
giado de Circuito de analizar las cuestiones de constitucionalidad planteadas 
en el juicio de amparo directo que haga procedente el recurso de revisión. 
Por el contrario, dicho actuar constituye una vulneración directa al principio de 
legalidad contemplado en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos que amerita ser reparado en la senten­
cia de amparo.

Lo anterior, pues corresponde a la autoridad responsable fijar su criterio o 
postura respecto de un planteamiento hecho valer, por lo que debe analizar 
en su integridad, de manera fundada y motivada los agravios señalados en 
el recurso de apelación en el sistema procesal penal acusatorio, de ser el 
caso, supliendo la deficiencia de la queja.

Por ello, cuando un órgano de amparo advierte una omisión de análisis de 
los agravios hechos valer ante la autoridad responsable, existe una imposi­
bilidad técnica para que se pronuncie sobre los conceptos de violación 
que derivaron de los mismos reclamos planteados en la apelación, aunque 
se trate de temas de constitucionalidad, pues está vedado a los órganos de 
control constitucional el sustituir las funciones de las autoridades de segunda 
instancia, ya que conforme al artículo 75 de la Ley de Amparo, el tribunal 
de amparo debe examinar el acto reclamado como se tuvo por demostrado 
ante la autoridad responsable, por lo que en este caso no se actualiza un 
supuesto de procedencia del recurso de revisión en el juicio de amparo 
directo.

1a./J. 55/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 6675/2022. 27 de septiembre de 2023. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y de la Minis­
tra Ana Margarita Ríos Farjat. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando 
Patiño Lara y Nalleli Nava Miranda.
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Tesis de jurisprudencia 55/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEDUCCIÓN DE PAGOS A PARTES RELACIONADAS O A TRAVÉS DE 
ACUERDOS ESTRUCTURADOS QUE RECAIGAN EN REGÍMENES FIS­
CALES PREFERENTES. LA LIMITACIÓN PREVISTA EN LA LEY DEL IM­
PUESTO SOBRE LA RENTA RESPETA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD 
JURÍDICA Y LEGALIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Una persona jurídica, integrante de un grupo multinacional, pro­
movió un juicio de amparo indirecto en contra del artículo 28, fracción XXIII, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece que no serán deduci­
bles los pagos realizados a partes relacionadas o a través de un acuerdo 
estructurado, cuando los ingresos de su contraparte estén sujetos a regíme­
nes fiscales preferentes. La empresa planteó, entre otras cuestiones, que el 
contenido de la norma le causa inseguridad jurídica y afecta el principio de 
legalidad al habilitar al Servicio de Administración Tributaria que emita las 
reglas para la modulación de la restricción. El Juzgado de Distrito decretó el 
sobreseimiento porque consideró que la empresa no demostró ubicarse 
en los supuestos de la norma. Un Tribunal Colegiado de Circuito revocó el 
sobreseimiento y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

Criterio jurídico: El artículo 28, fracción XXIII, de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, al limitar la deducción de pagos a partes relacionadas o a través de 
acuerdos estructurados que recaigan en regímenes fiscales preferentes, 
respeta los principios de seguridad jurídica y legalidad tributaria porque 
permite a las personas contribuyentes saber a qué atenerse con su contenido 
normativo y es permisible que los aspectos secundarios del funcionamiento 
de la norma se contengan en disposiciones de menor jerarquía.
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Justificación: El precepto reclamado señala con claridad cuándo son deduci­
bles los pagos efectuados a partes relacionadas sujetas a regímenes fisca­
les preferentes, sin que sea indispensable que se definan todas las palabras 
o conceptos (como lo es, lo que debe entenderse por actividad empresarial, 
contar con personal y activos necesarios), ya que la lectura integral del pre­
cepto permite a las personas contribuyentes saber a qué atenerse con 
el contenido de la norma.

Además, el principio de legalidad tributaria tiene su núcleo en que los elemen­
tos esenciales de la contribución se contengan en la ley y permite que 
elementos secundarios puedan regularse en disposiciones de menor jerar­
quía, como las reglas de carácter general que expida el Servicio de Adminis­
tración Tributaria; por lo que el hecho de que en el precepto reclamado se 
incluya la cláusula habilitante para que tal dependencia expida las reglas 
para normar aspectos secundarios de la deducción, respeta el principio de 
legalidad tributaria y no causa inseguridad jurídica que en una disposición 
reglamentaria se dispongan los pormenores para la operación de la norma.

1a./J. 58/2024 (11a.)

Amparo en revisión 483/2021. 16 de noviembre de 2022. Unanimidad de cuatro 
votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su dere­
cho para formular voto concurrente y de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ausente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Juan Jaime González Varas y Javier Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 58/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEDUCCIÓN DE PAGOS A PARTES RELACIONADAS O A TRAVÉS DE 
ACUERDOS ESTRUCTURADOS QUE RECAIGAN EN REGÍMENES FISCA­
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LES PREFERENTES. LA LIMITANTE EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA RESPETA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Una persona jurídica, integrante de un grupo multinacional, pre­
sentó demanda de amparo indirecto en contra del artículo 28, fracción XXIII, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece que no serán deduci­
bles los pagos realizados a partes relacionadas o a través de un acuerdo 
estructurado, cuando los ingresos de su contraparte estén sujetos a regí­
menes fiscales preferentes. La empresa planteó, entre otras cuestiones, que 
la limitante a la deducción causa que contribuya a partir de una base irreal lo 
que afecta al principio de proporcionalidad tributaria. El Juzgado de Distrito 
decretó el sobreseimiento porque consideró que la empresa no demostró ubi­
carse en los supuestos de la norma. Un Tribunal Colegiado de Circuito revocó 
el sobreseimiento y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Criterio jurídico: La limitante a la deducción de pagos a partes relacionadas 
o a través de acuerdos estructurados que recaigan en regímenes fiscales 
preferentes, respeta el principio de proporcionalidad tributaria porque per­
mite reconocer la verdadera capacidad de las personas contribuyentes.

Justificación: El hecho de que el artículo 28, fracción XXIII, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta condicione o limite una deducción al cumplimiento 
de determinados requisitos tratándose de pagos a partes relacionadas o a 
través de acuerdos estructurados que recaigan en regímenes fiscales pre­
ferentes, encuentra su justificación en evitar prácticas de elusión o evasión 
fiscal, o bien, de traslado de capitales, beneficios o utilidades a entidades con 
regímenes fiscales preferentes, que si bien no constituyen paraísos fisca­
les, sí representan una carga fiscal menor a la que se pagaría en México, lo 
que genera consecuencias de importante magnitud al debilitar la base gra­
vable y propiciar una inadecuada distribución de los gastos públicos, incluso, 
la inminente consecuencia de una insuficiencia presupuestaria para cubrir las 
necesidades del país.

Si la deducción de los pagos efectuados a partes relacionadas sujetas a 
regímenes fiscales preferentes fuese ilimitada, permitiría que los contribu­
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yentes trasladen las utilidades a otros países o territorios y con eso erosionen 
la base del impuesto en México, de manera que se dejaría de pagar im­
puesto sobre ingresos mediante una base tributaria con fines elusivos.

Esto es, si se permitiera deducir los conceptos referidos sin sujetarse a la 
veracidad y demostración razonable de la operación, daría lugar a que 
el contribuyente pagara un impuesto sobre la renta de forma irreal al deducir 
conceptos que no corresponden exactamente a su verdadera capaci­
dad contributiva.

1a./J. 59/2024 (11a.)

Amparo en revisión 483/2021. 16 de noviembre de 2022. Unanimidad de cuatro 
votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su dere­
cho para formular voto concurrente y de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ausente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secreta­
rios: Juan Jaime González Varas y Javier Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 59/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEGITIMACIÓN DE LAS PERSONAS MORALES OFICIALES EN EL JUICIO 
DE AMPARO EN ASUNTOS DEL ORDEN PENAL. DEPENDE DE LA ACREDI­
TACIÓN DEL DAÑO PATRIMONIAL QUE HAYAN SUFRIDO DIRECTAMENTE 
CON MOTIVO DE UN DELITO. 

Hechos: La Secretaría de Hacienda del Estado de Chihuahua promovió 
juicio de amparo indirecto para reclamar la decisión de un Juez de Control 
de no permitirle intervenir en una audiencia, bajo el argumento de que no 
tenía la calidad de parte procesal. Esa determinación tomó en consideración 
que, al resolver previamente un conflicto competencial, un Tribunal Cole­
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giado de Circuito había concluido que el ilícito era del orden federal, en 
atención a que los recursos objeto del injusto pertenecían a la Federación 
y no a la citada entidad federativa, por lo cual el carácter de víctima le corres­
pondía a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público Federal. El Juez de 
Distrito concedió el amparo para que la persona moral oficial quejosa tuviera 
oportunidad de exponer ante el Juez de Control responsable los argumentos 
por los cuales consideraba que era víctima del delito. Las personas impu­
tadas, en su condición de terceros interesados, interpusieron recursos de 
revisión en los que argumentaron que la acción de amparo era improcedente. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación atrajo el caso 
para analizar si en términos del artículo 7o. de la Ley de Amparo, la quejosa 
estaba legitimada para acudir al juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, tratándose del juicio de amparo en materia penal promovido 
por personas morales oficiales, la legitimación para acudir a esa vía depende 
de que se acredite el daño patrimonial que directamente hayan sufrido con 
motivo del delito, y no de que pudieran haber resentido otra clase de afec­
taciones o consecuencias.

Justificación: En términos del párrafo primero del artículo 7o. de la Ley de 
Amparo, las personas morales oficiales únicamente pueden acudir al juicio 
de amparo si el acto de autoridad combatido les causa un detrimento patri­
monial en una relación jurídica en la que se encuentren en un plano de 
igualdad frente a los particulares. La distinción que hizo el legislador respecto 
de la legitimación para promover el amparo por parte de particulares y los 
entes públicos encuentra plena justificación en el parámetro de control de 
regularidad constitucional aplicable, el cual se integra con las cláusulas 
fundamentales que originan y estructuran al juicio de amparo como una 
herramienta jurídica en favor de los particulares y no para que las personas 
morales oficiales defiendan sus atribuciones. Por eso, es válido sostener 
que cuando se analiza esta garantía jurisdiccional tratándose de los particu­
lares, ya sean personas físicas o personas morales privadas, su proceden­
cia se rige por principios tendentes a su máxima apertura y que, cuando lo 
promueven entes públicos, opera una premisa inversa, de ahí que no hay 
razón jurídica alguna para creer que en los asuntos del orden penal esa limi­
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tación sea inaplicable. Por tanto, la legitimación de las personas morales 
oficiales para promover amparo en materia penal no puede apoyarse en 
un concepto amplio de víctima, como en el artículo 4 de la Ley General de 
Víctimas que señala que tienen esa condición quienes sufren no sólo daños 
económicos con motivo de un delito, sino también quienes resienten otro 
tipo de afectaciones.

1a./J. 60/2024 (11a.)

Amparo en revisión 921/2019. 11 de octubre de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Váz­
quez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 60/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LEGITIMACIÓN DE LAS PERSONAS MORALES OFICIALES EN EL JUICIO 
DE AMPARO PARA COMBATIR ACTOS INTRAPROCESALES EN ASUN­
TOS DEL ORDEN PENAL. PARA DETERMINARLA ES NECESARIO ANA­
LIZAR SI DE LA RELACIÓN SUBYACENTE SE ADVIERTE QUE LA 
PARTICIPACIÓN QUE TUVIERON EN EL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN 
ES PARA PROTEGER SU PATRIMONIO Y NO PARA DEFENDER LAS FUN­
CIONES PÚBLICAS QUE LES HAN SIDO ENCOMENDADAS.

Hechos: La Secretaría de Hacienda del Estado de Chihuahua promovió 
juicio de amparo indirecto para reclamar la decisión de un Juez de Control de 
no permitirle intervenir en una audiencia, bajo el argumento de que no tenía la 
calidad de parte procesal. Esa determinación tomó en consideración que, 
al resolver previamente un conflicto competencial, un Tribunal Colegiado 
de Circuito había concluido que el ilícito era del orden federal, en atención 
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a que los recursos objeto del injusto pertenecían a la Federación y no a la 
citada entidad federativa, por lo cual el carácter de víctima le correspondía 
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público Federal. El Juez de Distrito 
concedió el amparo para que la persona moral oficial quejosa tuviera oportu­
nidad de exponer ante el Juez de Control responsable los argumentos por 
los cuales consideraba que era víctima del delito. Las personas imputadas, 
en su condición de terceros interesados, interpusieron recursos de revisión en 
los que argumentaron que la acción de amparo era improcedente. La Pri­
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación atrajo el caso para 
analizar si en términos del artículo 7o. de la Ley de Amparo, la quejosa 
estaba legitimada para acudir al juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las personas morales oficiales están legitimadas para acudir 
al juicio de amparo para impugnar actos intraprocesales en asuntos del 
orden penal, cuando se advierta que su participación en el procedimiento 
de origen es para proteger su patrimonio y no para defender las funcio­
nes públicas que le han sido encomendadas. Para determinarlo, el análisis 
no puede limitarse a las repercusiones inmediatas que esos actos intraproce­
sales ocasionan, sino que es necesario atender a sus posibles consecuen­
cias en el resultado final del juicio, en relación con la naturaleza jurídica de 
las afectaciones provocadas por los hechos imputados. Si la persona moral 
oficial resintió de manera directa un detrimento patrimonial con motivo del 
delito, tiene legitimación para acudir al amparo a defender ese interés 
patrimonial.

Justificación: Al resolver el amparo directo en revisión 2823/2012, esta Pri­
mera Sala concluyó que para acceder al juicio de amparo no basta acreditar 
la existencia de un procedimiento jurisdiccional donde las personas morales 
públicas sean parte, pues esa circunstancia únicamente demuestra que 
se encuentran en un plano de coordinación frente a los particulares. A fin de 
determinar si están o no legitimadas para acudir a esa vía es necesario, 
además, analizar la relación subyacente para verificar si está en juego o no 
la defensa de su patrimonio. Tratándose de actos intraprocesales en asuntos 
del orden penal, ese análisis no puede limitarse a las repercusiones inme­
diatas que esos actos ocasionan, sino que debe atenderse a sus posibles 
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consecuencias en el resultado final del juicio, a efecto de establecer si aqué­
llos están o no vinculados con una eventual afectación patrimonial. La prin­
cipal directriz en ese sentido es considerar la naturaleza del bien jurídico 
lesionado: si es de carácter patrimonial o económico, la persona moral ofi­
cial está legitimada para acudir como ofendida al juicio de amparo. Ahora 
bien, existen tipos penales que tutelan más de un bien jurídico y, en estos 
casos, se requerirá un análisis complementario a fin de dilucidar si además 
del bien jurídico primordial, hay alguno que pudiera ser de índole patrimo­
nial; de ser así, no hay duda de que en el proceso penal subyace una posi­
ble afectación económica. Sin embargo, no siempre hay coincidencia entre 
la persona ofendida (titular del bien o bienes jurídicos lesionados) y la que 
resiente la conducta típica (víctima). Ante esa posibilidad, la persona Juzga­
dora de amparo debe analizar si la persona moral oficial resintió o no un 
detrimento patrimonial con motivo del delito, aunque no sea titular del bien 
o bienes jurídicos protegidos y estos últimos no sean de naturaleza econó­
mica. Si la respuesta es afirmativa, tiene legitimación para acudir al amparo a 
defender ese interés patrimonial como víctima y no como ofendido. En todo 
caso, debe precisarse que las repercusiones sufridas deben entenderse 
en un sentido restringido, es decir, respecto de lo que ya integraba su régimen 
patrimonial, pues es inviable que acudan al juicio de amparo para constituir 
derechos reales.

1a./J. 61/2024 (11a.)

Amparo en revisión 921/2019. 11 de octubre de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Váz­
quez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 61/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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JUZGAR SIN ESTEREOTIPOS DE GÉNERO. LAS PERSONAS JUZGADO­
RAS DEBEN ABSTENERSE DE USAR FRASES O EXPRESIONES QUE 
ENTRAÑEN ESTEREOTIPOS, YA QUE ESTE PROCEDER TIENE EL POTEN­
CIAL DE MENOSCABAR EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

Hechos: El padre de una persona menor de edad solicitó la pérdida de la 
patria potestad porque la madre incumplió reiteradamente el régimen de 
convivencias que mantenía con su descendiente. Al dar contestación a la 
demanda, la madre expresó que se abstuvo de visitar a su hija porque tenía 
que interactuar con el padre de la niña, quien ejercía violencia familiar en 
su contra. El Juez familiar concluyó que la señora no podía alegar este tipo 
de violencia porque nunca estuvo casada ni fue concubina del padre de su 
hija, de modo que no encuadraba en alguno de los supuestos previstos 
en el artículo 323 Quáter del Código Civil de la Ciudad de México, por lo 
que, al no haber demostrado una causa justificada para incumplir con el régi­
men de convivencias, declaró la pérdida de la patria potestad. Esta decisión 
fue confirmada por la Sala de apelación, en cuyo estudio utilizó expresiones 
discriminatorias y estereotípicas al concluir que "el verdadero amor de una 
madre es más fuerte que el temor a cualquier situación que pudiera presen­
tarse". En contra de esta determinación, la madre presentó una demanda 
de amparo directo en la que reclamó la inconstitucionalidad del referido 
artículo por considerar que transgredía su derecho a la igualdad y no dis­
criminación, al impedirle alegar que su expareja ejercía este tipo de violencia 
en su contra. El Tribunal Colegiado negó el amparo, ya que a su parecer "no 
era creíble que la quejosa tuviera miedo de que su expareja ejerciera violen­
cia en su contra". Esa resolución fue impugnada por la quejosa a través 
de un recurso de revisión en el que planteó que el órgano colegiado no 
observó el deber de juzgar con perspectiva de género, ya que su resolu­
ción se basó en consideraciones subjetivas que la revictimizaron.

Criterio jurídico: El deber de juzgar con perspectiva de género implica, 
entre otras cuestiones, que las personas juzgadoras deben abstenerse de 
utilizar frases o expresiones fundadas en prejuicios o estereotipos de género 
y hacer un constante examen sobre las ideas preconcebidas que pueden 
encontrarse involucradas en la controversia, ya sea porque forman parte 
de una creencia individual, están presentes en los hechos del caso o están 
contempladas en las normas jurídicas.
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Justificación: La labor jurisdiccional y las decisiones judiciales que de ella 
emanan deben estar libres de expresiones discriminatorias basadas en 
estereotipos y prejuicios de género, ya que estas ideas tienen la capacidad de 
distorsionar las percepciones y dar lugar a resoluciones subjetivas basadas 
en creencias preconcebidas y mitos sobre cómo deberían ser o cómo debe­
rían comportarse las personas según su género, creando expectativas que, 
de no cumplirse, parecen merecer cierto reproche legal.

Esta situación puede comprometer la imparcialidad y la integridad del sis­
tema de justicia, lo que impacta en el derecho de todas las personas a acceder 
a la justicia en condiciones de igualdad y sin discriminación, especialmente, 
de las mujeres, niñas y personas de la diversidad sexo-genérica, pues son 
quienes históricamente han sufrido la discriminación y exclusión derivadas 
de la construcción cultural de la diferencia sexual.

En consecuencia, las personas juzgadoras deben abstenerse de utilizar en 
sus resoluciones cualquier frase o expresión fundada en algún estereotipo 
o prejuicio de género que pueda desestimar la situación de violencia que 
vive una mujer por parte de su expareja y padre de sus hijos o hijas, ya que los 
órganos jurisdiccionales tienen el deber de erradicar tanto las causas como 
las consecuencias de la violencia de género, evitando el uso de aquello 
que motiva la violencia o que se instituye como una forma de justificarla, y que 
termina por obstaculizar su derecho de acceder a la justicia en condiciones 
de igualdad.

1a./J. 62/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1350/2021. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada de la tesis: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 62/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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VIOLENCIA FAMILIAR. CORRESPONDE A LA PERSONA JUZGADORA 
ESTABLECER SI UNA DETERMINADA RELACIÓN ES O NO DE ÍNDOLE 
FAMILIAR Y, EN SU CASO, SI LAS PERSONAS QUE LA CONFORMAN 
PUEDEN SER VÍCTIMAS DE ESE TIPO DE VIOLENCIA. 

Hechos: E-l padre de una persona menor de edad solicitó la pérdida de la 
patria potestad porque la madre incumplió reiteradamente el régimen de 
convivencias que mantenía con su descendiente. Al dar contestación a la 
demanda, la madre expresó que se abstuvo de visitar a su hija porque tenía 
que interactuar con el padre de la niña, quien ejercía violencia familiar en su 
contra. El Juez familiar concluyó que la señora no podía alegar este tipo de 
violencia debido a que nunca estuvo casada ni fue concubina del padre 
de su hija, de modo que no encuadraba en alguno de los supuestos previs­
tos en el artículo 323 Quáter del Código Civil de la Ciudad de México, por 
lo que, al no haber demostrado una causa justificada para incumplir con el 
régimen de convivencias, declaró la pérdida de la patria potestad. Esta deci­
sión fue confirmada por el tribunal de apelación. En contra de esta determi­
nación, la madre presentó una demanda de amparo directo en la que reclamó 
la inconstitucionalidad del referido artículo por considerar que transgredía su 
derecho a la igualdad y no discriminación, al impedirle alegar que su expa­
reja ejercía este tipo de violencia en su contra. El Tribunal Colegiado negó 
el amparo porque consideró que la madre pudo alegar y acreditar que vivió 
otro tipo de violencia distinta a la familiar, pero no lo hizo. Esa resolución fue 
impugnada por la quejosa a través de un recurso de revisión en el que plan­
teó que dicho precepto acota injustificadamente los supuestos en los que 
puede configurarse la violencia familiar, al disponer que únicamente puede 
actualizarse entre personas unidas por matrimonio, concubinato o por un 
lazo de parentesco consanguíneo o civil, lo que la deja fuera de esa protec­
ción de manera injustificada.

Criterio jurídico: Partiendo de que la familia debe entenderse como una 
realidad social, es claro que la violencia ejercida en este ámbito puede pre­
sentarse en distintos tipos de relaciones en las que aunque las personas 
no sean propiamente familiares conforman un núcleo, como sucedería, por 
ejemplo, con las relaciones surgidas de las sociedades de convivencia o 
las relaciones de filiación por solidaridad, o bien, en aquellos casos en los 
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que una pareja decide tener un hijo en común, sin establecer concubinato 
o contraer matrimonio, pero deben mantener una relación continua para 
ponerse de acuerdo en los aspectos importantes para la crianza. Por ello, 
si una norma contempla un catálogo de los sujetos que pueden alegar ser 
víctimas de este tipo de violencia, esto deberá entenderse de carácter enun­
ciativo y no limitativo. Considerar lo contrario implicaría excluir de la protección 
jurídica a todas las formas y manifestaciones existentes de la familia, por lo 
que en todo caso será la persona juzgadora quien establezca si determinada 
relación puede considerarse de índole familiar y, por ende, si sus integran­
tes son susceptibles de sufrir este tipo de violencia.

Justificación: El artículo 323 Quáter del Código Civil de la Ciudad de México 
establece cuáles son aquellos actos u omisiones que constituyen violencia 
familiar y, en su último párrafo, brinda un catálogo de quiénes pueden consi­
derarse integrantes de una familia, definiendo a la persona que se encuentre 
unida a otra por una relación de matrimonio, concubinato o por un lazo de 
parentesco consanguíneo, en línea recta ascendente o descendente sin limi­
tación de grado, colateral o afín hasta el cuarto grado, así como de paren­
tesco civil.

Sin embargo, el reconocimiento y la protección jurídica de la familia enten­
dida como realidad social dinámica y diversa impone el deber de interpretar 
la porción normativa analizada en el sentido de que el catálogo previsto por la 
autoridad legislativa no es limitativo, sino meramente enunciativo. De lo con­
trario, se correría el riesgo de excluir a aquellas personas que, a pesar de vivir 
relaciones familiares similares a las contempladas en la norma, no se encuen­
tran dentro de los supuestos indicados.

Lo anterior sucede, como en el caso, cuando una pareja decide tener una 
hija, sin establecer un concubinato o ni contraer matrimonio, pero que, al igual 
que los concubinos o los cónyuges, mantienen una relación continua para 
ponerse de acuerdo en la crianza de sus hijos o hijas y para resolver lo rela­
tivo a los aspectos económicos, escolares o educativos.

De esta manera, en atención a que en las relaciones familiares los intereses 
en juego son de orden público e interés social, debe ser la propia persona 
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juzgadora quien resuelva si determinada relación puede considerarse de 
índole familiar y, por ende, si sus integrantes son susceptibles de sufrir este 
tipo de violencia.

1a./J. 63/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1350/2021. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada de la tesis: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 63/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NORMAS QUE ESTABLECEN LA MECÁNICA DE LOS IMPUESTOS. NO SON 
SUSCEPTIBLES DE SOMETERSE A UN ANÁLISIS DE RESPETO AL 
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, PUES NO ESTÁN INSER­
TAS EN EL ÁMBITO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 

Hechos: Mediante una reforma a la Ley del Impuesto al Valor Agregado que 
entró en vigor el primero de enero de dos mil veintidós, el legislador definió en 
su artículo 4o.-A qué debe entenderse por "actos o actividades no objeto del 
impuesto" y precisó que tales actividades no son susceptibles de acceder a 
la mecánica del acreditamiento del impuesto al valor agregado trasladado.

Después de presentar su declaración de impuestos con fundamento en la 
norma reformada, una empresa promovió un juicio de amparo indirecto en 
contra del decreto por el que se modificó la Ley del Impuesto al Valor Agre­
gado con motivo de su primer acto de aplicación, consistente en la decla­
ración mensual, con base en la que señaló demostrar que al calcular el 
acreditamiento del impuesto conforme al artículo 5o. de la ley en comento, 
debió incluir las actividades no objeto, lo que distorsionó el resultado obtenido.
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El Juzgado de Distrito del conocimiento sobreseyó en el asunto. La empresa 
acudió al recurso de revisión y un Tribunal Colegiado de Circuito revocó 
el sobreseimiento y remitió el caso a esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Criterio jurídico: Las normas en las que el legislador establece la mecánica 
de los impuestos, así como las modalidades para el acreditamiento del 
impuesto al valor agregado, no se insertan en el ámbito del derecho admi­
nistrativo sancionador. Este tipo de normas son emitidas en ejercicio de la 
potestad tributaria que se manifiesta en el poder del Estado para establecer 
las contribuciones, por lo que no se sujetan a un análisis de presunción de 
inocencia.

Justificación: La presunción de inocencia es un derecho fundamental, cuyo 
contenido debe modularse dependiendo del contexto en el que se aplique 
en tres vertientes: 1. Como regla probatoria. 2. Como regla de trato. 3. Como 
estándar probatorio o regla de juicio. Sin embargo, carece de aplicabili­
dad para analizar una norma fiscal que no guarda relación con el derecho 
sancionador.

Lo anterior es así porque a partir del principio de separación de poderes 
establecido en el artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y las facultades otorgadas al legislativo, es claro que cuenta 
con libertad configurativa del sistema tributario sustantivo y adjetivo acor­
de con los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, 
constitucional.

En tal sentido, el producto normativo es lo que se somete al análisis consti­
tucional y no las razones dadas en su proceso de creación para justificar el 
cambio normativo de las normas fiscales que establecen aspectos relacio­
nados con la mecánica de los impuestos y no la imposición de sanciones o 
penas y, por ende, no son susceptibles de análisis bajo el principio de 
presunción de inocencia.

1a./J. 67/2024 (11a.)



116

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Amparo en revisión 479/2023. Servicios Nacionales de Asistencia, S.A. de C.V. 
25 de octubre de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro 
González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 67/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECLASIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO. LA EFECTUADA POR EL 
MINISTERIO PÚBLICO EN LA AUDIENCIA DE ALEGATOS DE CLAUSURA, 
NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN, LEGALIDAD, 
SEGURIDAD JURÍDICA, NI LOS DERECHOS AL DEBIDO PROCESO, LA 
DEFENSA ADECUADA Y A LA IGUALDAD PROCESAL.

Hechos: Una persona fue condenada en primera instancia por la comisión 
del delito de lesiones agravadas. Inconformes con esa resolución, la per­
sona sentenciada y la víctima interpusieron sendos recursos de apelación 
en los que se ordenó la reposición parcial del procedimiento para que la 
persona juzgadora dejara sin efecto la audiencia en la que se recibieron 
los alegatos de clausura, la celebrara nuevamente y continuara con los actos 
subsecuentes.

En cumplimiento a esa resolución, se celebró nuevamente la audiencia de 
alegatos de clausura en donde el Ministerio Público reclasificó el delito 
de lesiones agravadas al de feminicidio en grado de tentativa y, posterior­
mente, el tribunal de enjuiciamiento dictó sentencia condenatoria por este 
último ilícito. En desacuerdo con ello, la persona sentenciada interpuso un 
recurso de apelación en el que se confirmó el fallo condenatorio.

Inconforme, el sentenciado promovió un juicio de amparo directo en el que 
reclamó la inconstitucionalidad del artículo 398 del Código Nacional de Proce­
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dimientos Penales, que prevé la figura de la reclasificación jurídica del delito 
efectuada por el Ministerio Público, pues consideró que vulnera los princi­
pios de contradicción, legalidad, seguridad jurídica y afecta los derechos a 
la defensa adecuada y a la igualdad procesal. El Tribunal Colegiado que 
conoció del juicio negó la protección constitucional, por lo que en contra de 
esa resolución, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión que corres­
ponde resolverlo a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: De acuerdo con el contenido del artículo 398 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, al emitir sus alegatos de clausura y 
sin variar los hechos, el Ministerio Público puede reclasificar el delito esta­
blecido en el auto de vinculación a proceso. Frente a ello, se otorgan suficien­
tes garantías a la persona imputada y su defensa para argumentar, ofrecer 
nuevas pruebas y preparar su intervención, pudiendo incluso pedir la sus­
pensión del debate para emprender su defensa frente a la nueva situación; lo 
cual salvaguarda el debido proceso, cumple con el principio de contradic­
ción, no genera incertidumbre jurídica, tampoco produce ventajas indebidas, 
ni deja en estado de indefensión a la parte acusada, por lo que dicho pre­
cepto no vulnera los principios de contradicción, de legalidad, seguridad 
jurídica, ni los derechos a la defensa adecuada y la igualdad procesal.

Justificación: Los derechos de legalidad y seguridad jurídica garantizan a 
toda persona gobernada el saber a qué atenerse respecto a toda regula­
ción y actuación de la autoridad y, en consecuencia, no encontrarse en un 
estado de indefensión. Por su parte, del principio de igualdad y no discrimi­
nación, en su vertiente de igualdad procesal, se desprende que las partes 
en una controversia tengan los mismos derechos e idénticas expectativas, 
posibilidades y cargas procesales.

Asimismo, el principio de contradicción en el proceso penal acusatorio pro­
clama que toda afirmación, petición o pretensión formulada por una de las 
partes en el proceso debe ponerse en conocimiento de la parte contraria para 
que pueda expresar su conformidad u oposición manifestando sus propias 
razones, negando así la posibilidad de que exista prueba oculta.

En ese sentido, el artículo 398 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les prevé momentos procesales específicos en los que, sin variar los hechos 
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examinados en el proceso, el Ministerio Público pueda reclasificar el delito 
en un procedimiento penal acusatorio y las condiciones para que proceda, 
lo que impone a la persona juzgadora la obligación de dar a la parte impu­
tada y a su defensa la oportunidad de expresarse, así como de informarles 
sobre su derecho a pedir la suspensión del debate para ofrecer nuevas 
pruebas o preparar su intervención, mediante la refutación correspondiente. 
Con lo anterior, se garantiza que la persona acusada conozca oportuna­
mente el cambio en la clasificación jurídica del ilícito a partir de los hechos 
atribuidos y pueda emprender su defensa, al tiempo en que exige el desa­
rrollo del debido proceso a partir del cumplimiento de sus formalidades.

Así, el referido precepto establece un procedimiento que debe ser observado 
y exige un deber de fundamentación y motivación, lo que no genera incerti­
dumbre jurídica a las partes. Además, no contiene disposiciones que produz­
can ventajas indebidas al Ministerio Público, ni colocan a la persona imputada 
en un estado de indefensión.

Por lo tanto, el referido precepto no vulnera los principios de contradicción, 
legalidad, seguridad jurídica, ni los derechos al debido proceso, la defensa 
adecuada y la igualdad procesal, establecidos en los artículos 1o., 14, 16 y 20 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a./J. 68/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2489/2023. 18 de octubre de 2023. Cinco votos de 
la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Nalleli Nava Miranda.

Tesis de jurisprudencia 68/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos pre­
vistos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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UTILIDAD FISCAL AJUSTADA. LA INTERPRETACIÓN DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA CONFORME A LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA PERMITE ENTENDER ESE CONCEP­
TO Y LA MECÁNICA DEL CÁLCULO QUE ES UTILIZADO PARA CONO­
CER EL LÍMITE DE LA DEDUCCIÓN DE LOS INTERESES APLICABLES. 

Hechos: Una empresa inmobiliaria contrató financiamiento por el que paga 
intereses. En su declaración anual, únicamente pudo deducir de manera 
parcial los intereses devengados ya que, a partir del año 2020, el artículo 28, 
fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que no son 
deducibles los intereses netos devengados en cantidad superior a veinte 
millones de pesos y que excedan 30 % de la utilidad fiscal ajustada.

Inconforme con lo anterior, la empresa promovió un juicio de amparo indirecto 
en el que argumentó la inseguridad jurídica que le genera el concepto de 
"utilidad fiscal ajustada", ya que para su cálculo se necesita conocer 
de manera previa la "utilidad fiscal" de la empresa, que a su vez involucra 
los montos deducibles por concepto de intereses.

El Juez de Distrito negó el amparo y la empresa interpuso un recurso de 
revisión que se remitió a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La interpretación del concepto "utilidad fiscal ajustada", 
establecido en el artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta es conforme con los principios de legalidad y seguridad jurídica reco­
nocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
comprende la base para determinar el límite de la deducción de los intere­
ses netos.

Justificación: El artículo 9, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
describe el concepto "utilidad fiscal" al que se le aplica la tasa correspon­
diente para calcular el impuesto sobre la renta por pagar. Esa utilidad fiscal 
se obtiene de considerar los ingresos acumulables, menos la participación de 
los trabajadores en las utilidades de las empresas (PTU) pagada en el ejer­
cicio, menos las deducciones autorizadas.
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Asimismo, el cuarto párrafo de la fracción XXXII del artículo 28 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta define al concepto de "utilidad fiscal ajustada" que 
consiste en la utilidad fiscal calculada conforme al artículo 9, fracción I, más 
los intereses devengados a cargo del contribuyente (intereses por pagar), 
más la deducción de activos fijos, cargos diferidos y erogaciones realizadas 
en periodos preoperativos. Tal concepto se determinará sin importar si se 
obtuvo ganancia o pérdida en el ejercicio.

Así, la utilidad fiscal ajustada se obtiene a partir de dos series de cálculo. 
La primera parte de los ingresos acumulables, a los que se resta la PTU 
pagada en el ejercicio, menos las deducciones autorizadas, por lo que a partir 
de tales restas se obtiene la utilidad fiscal. La segunda serie de cálculo apli­
cable parte de tomar lo obtenido en la primera serie que es la utilidad fiscal, 
a la que se suman los intereses devengados a cargo del contribuyente 
(intereses por pagar), más la deducción de activos fijos, cargos diferidos y 
erogaciones realizadas en periodos preoperativos, lo que generará la utili­
dad fiscal ajustada.

En ese sentido, la utilidad fiscal ajustada es un concepto que elimina el efecto 
de los intereses devengados en el cálculo de la utilidad fiscal, ya que en 
la determinación de dicha utilidad se desconoce el límite de la deducción 
de intereses devengados a cargo. Por ello, la utilidad fiscal ajustada será el 
importe sobre el cual se aplicará el factor del 30 % como límite de deduc­
ción para los intereses netos del ejercicio de acuerdo con el artículo 28, 
fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Por tanto, no existe incertidumbre respecto de dicho concepto de utilidad 
fiscal ajustada, ni se viola el principio de legalidad tributaria al no preverse 
en la norma una mayor explicación sobre su cálculo, toda vez que, de una 
correcta interpretación de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puede adver­
tirse cómo se obtiene tal utilidad fiscal ajustada para los efectos que en la 
misma legislación se prevén en la norma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el nueve de diciembre de dos mil diecinueve y vigente a partir 
de dos mil veinte.

1a./J. 69/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 455/2022. LMF Frisa Comercial, S.R.L. de C.V. 29 de marzo 
de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime 
González Varas y Javier Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 69/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPENSACIÓN PREVISTA EN LOS PÁRRAFOS SEXTO A DÉCIMO 
OCTAVO DEL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
LOS CONTRIBUYENTES SUJETOS A UNA REVISIÓN DE GABINETE O 
A UNA VISITA DOMICILIARIA NO SON COMPARABLES CON QUIENES 
NO SON OBJETO DE DICHAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, PARA 
EFECTOS DE UN ANÁLISIS DE IGUALDAD. 

Hechos: El doce de noviembre de dos mil veintiuno, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación un Decreto por virtud del cual se adicionaron diver­
sos párrafos al artículo 23 del Código Fiscal de la Federación, a fin de 
permitir que los contribuyentes sujetos a revisiones de gabinete o visitas 
domiciliarias puedan optar por corregir su situación fiscal a través de com­
pensar las cantidades que tengan derecho a recibir de las autoridades 
hacendarias por cualquier concepto en términos de lo dispuesto por el 
artículo 22 de ese mismo ordenamiento, contra las contribuciones omitidas 
y sus accesorios, bajo determinados requisitos. Una persona moral promo­
vió juicio de amparo indirecto en el cual reclamó el artículo 23 referido por 
considerar que vulneraba el derecho de igualdad, al no permitir la compen­
sación fiscal en los mismos términos a los contribuyentes que no están sujetos 
a las facultades de comprobación mencionadas. En primera instancia se 
sobreseyó en el juicio y, en revisión, el tribunal colegiado revocó dicho sobre­
seimiento, reservando jurisdicción a la Suprema Corte para conocer sobre la 
constitucionalidad del precepto reclamado.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que los contribuyentes sujetos a una revisión de gabinete 
o a una visita domiciliaria no son comparables con quienes no son objeto de 
dichas facultades de comprobación. De ahí que los párrafos sexto a décimo 
octavo del artículo 23 del Código Fiscal de la Federación no pueden ser 
objeto de un análisis de igualdad cuando se propone ese parámetro no 
idóneo de comparación.

Justificación: Este Tribunal Constitucional ha sido enfático en señalar que el 
análisis de igualdad ante la ley presupone que la parte quejosa brinde un 
punto de comparación idóneo, es decir, un parámetro que permita medir a 
las personas entre las cuales se afirma existe un trato desigual debido a que 
este derecho humano tiene carácter instrumental y siempre se predica res­
pecto de algo. En este sentido, los contribuyentes sujetos a una revisión de 
gabinete o a una visita domiciliaria no se encuentran en una misma situación 
jurídica frente a aquellas personas que no están siendo fiscalizadas. En efecto, 
mientras los primeros soportan un acto de molestia de la autoridad fiscal que 
implica un procedimiento que debe cumplir con las directrices de los artículos 
14 y 16 de la Constitución Federal, al estar de por medio sus papeles, pose­
siones e inclusive la inviolabilidad de sus domicilios; los segundos, es decir, 
quienes no están sujetos al ejercicio de esas facultades de comprobación, 
no resienten el despliegue de un acto de molestia ni se encuentran frente a un 
procedimiento fiscalizador que incida en su esfera de derechos. De este 
modo, resulta irrelevante el hecho de que hayan realizado un pago de lo 
indebido o tengan saldo a favor susceptible de compensar contra las contri­
buciones omitidas y sus accesorios, pues podrán solicitar dicha compensa­
ción conforme a las reglas aplicables a la situación que en ese momento las 
rige. Por tanto, resulta inoperante el argumento que tenga como base ese 
parámetro de comparación, al no resultar idóneo para desplegar un juicio 
de igualdad respecto de los párrafos sexto a décimo octavo del artículo 23 del 
Código Fiscal de la Federación, publicado el doce de noviembre de dos mil 
veintiuno en el Diario Oficial de la Federación.

1a./J. 75/2024 (11a.)

Amparo en revisión 736/2023. 7 de febrero de 2024. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
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tara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Tesis de jurisprudencia 75/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de abril de 2024 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA TERRITORIAL DE LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES EN 
UN JUICIO EN EL QUE UNA DE LAS PARTES ES UNA PERSONA MENOR 
DE EDAD. CUANDO SU APLICACIÓN IMPLIQUE UN MENOSCABO AL 
INTERÉS SUPERIOR DE LA INFANCIA, SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN 
A LAS REGLAS GENERALES SOBRE LA COMPETENCIA.

Hechos: Un señor de nacionalidad mexicana demandó ante los tribunales 
mexicanos el reconocimiento de paternidad de una niña de nacionalidad 
argentina quien, para ese entonces, vivía en México junto con su madre, 
ella también de nacionalidad argentina. La jueza en materia familiar admitió 
la demanda y solicitó a la madre que no se ausentara del país durante el 
juicio. La señora contestó la demanda y aceptó la paternidad de quien pro­
movió el juicio.

Posteriormente, la madre presentó un segundo escrito, por propio derecho 
y en representación de su hija, en el cual formuló reconvención en la que 
alegó violencia familiar por parte del progenitor y demandó la guarda y 
custodia, un régimen de convivencias, pensión alimenticia y el libre tránsito de 
la niña, así como medidas de protección. El juzgado desechó ese segundo 
escrito por extemporáneo.

Después, el progenitor informó al juzgado que la madre y la niña habían 
regresado a su país de origen. Por tal motivo, la jueza requirió a la madre 
para que designara un tutor especial para la niña con la finalidad de que 
sus intereses fueran debidamente representados, ya que para ese momento 
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la menor de edad ya vivía en Argentina. La madre designó una representa­
ción especial, quien contestó la demanda en su carácter de tutor especial 
de la niña y opuso la excepción de incompetencia por razón de territorio, 
bajo el argumento de que en ese momento la niña ya vivía con su madre en 
Argentina. La Jueza declaró improcedente la excepción al considerar que, 
al momento de promover el juicio, ambas partes vivían en México y la madre 
ejerció actos de representación. Además de que con la acción principal 
se protegía el derecho de la niña a conocer su nombre, identidad y nacio­
nalidad, así como asegurar los alimentos y convivencia con su progenitor.

Esa determinación fue impugnada y en la segunda instancia se declaró 
fundada la excepción interpuesta por el tutor especial. El tribunal de apela­
ción advirtió que, si bien la madre dio contestación a la demanda cuando 
vivían en México, debía considerarse que la niña no estuvo representada 
en el juicio hasta que se le designó un tutor especial, y hasta ese momento se 
fijaron las reglas de competencia. De tal manera que, si la niña ya vivía 
en Argentina, el conocimiento correspondía a los tribunales de aquel país, en 
atención al interés superior de la infancia. El padre de la menor de edad 
promovió un juicio de amparo directo en contra de la resolución de incompe­
tencia legal, pero le fue negada la protección constitucional, por lo que inter­
puso recurso de revisión.

Criterio jurídico: En todos los asuntos, incluidos aquellos en los que participen 
personas menores de edad, deben aplicarse las reglas genéricas de compe­
tencia. Sin embargo, es posible fijar un ámbito competencial distinto cuando, 
después de un análisis cuidadoso y pormenorizado de las circunstancias 
que rodean el caso concreto, la autoridad jurisdiccional determine que su 
aplicación implica una afectación a los derechos de la persona menor 
de edad, en atención al principio de interés superior de la infancia.

Justificación: El principio del interés superior de la infancia debe atenderse 
en todas las medidas y los asuntos relacionados con niñas, niños y adolescen­
tes. Sin embargo, es necesario apartarse del estereotipo construido en torno 
a este principio, en el sentido de que por el solo hecho de que haya personas 
menores de edad involucradas en una controversia jurisdiccional se puede 
soslayar toda regla, tanto sustantiva como adjetiva, de una manera dogmática.
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En ese sentido, el hecho de que en un procedimiento jurisdiccional esté 
involucrada una persona menor de edad no implica necesariamente que las 
reglas de competencia genéricas deban ceder a las particularidades que 
les son propias.

Por lo tanto, en estos casos, a pesar de la complejidad que representa el 
principio de interés superior de la infancia, al no poderse determinar reglas 
generales sobre los factores que deben ser tomados en cuenta, la autoridad 
jurisdiccional podrá valorar, conforme a cada situación particular, el impacto 
que como en el caso tiene el tipo de juicio promovido, la legítima representa­
ción de quien ejerce la custodia y su contestación a la demanda, el domicilio 
de la persona menor de edad al promoverse el juicio, y si produce alguna 
afectación o no el hecho de que se desarrolle el juicio en el lugar en donde 
fue instaurado, como sería una condición de desventaja por la situación eco­
nómica, estabilidad psicológica, emocional o física, se afecte el cuidado, o 
se ponga en riesgo la seguridad o integridad de la persona menor de edad, 
para establecerse la manera óptima en que deben protegerse sus intereses 
y derechos.

Así, en principio, por seguridad jurídica, las reglas de competencia para 
los tribunales que conozcan de un asunto en el que se vean involucrados los 
derechos de la infancia deben aplicarse en sus términos, pero éstas pueden 
modificarse con el objeto de atender al principio del interés superior de la 
infancia, siempre que dicho interés se encuentre evaluado, justificado y 
ponderado sobre el porqué de la necesidad de variación de estas reglas.

En suma, para determinar si la regla genérica de competencia deba inapli­
carse, es necesaria la evaluación que en cada caso y de forma particular 
se realice respecto del interés superior de la infancia, de acuerdo con las 
circunstancias y los elementos que rijan la situación de cada niña, niño o 
adolescente que se vea envuelto en un posible conflicto competencial para 
dirimir una controversia jurisdiccional.

1a./J. 76/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 7845/2018. 19 de enero de 2022. Mayoría de cuatro 
votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria encargada 
de la tesis: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 76/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de abril de 2024 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEFENSA ADECUADA. NO PUEDE ANALIZARSE COMO VIOLACIÓN PRO­
CESAL EN ASUNTOS QUE SE RIGEN POR EL PRINCIPIO DE ESTRICTO 
DERECHO.

Hechos: En un juicio oral mercantil sobre vencimiento anticipado de contrato 
de apertura de crédito simple, se condenó al demandado. Inconforme, pro­
movió juicio de amparo directo en el que adujo, entre otras cuestiones, que 
no tuvo una defensa adecuada porque sus autorizados no comparecieron 
a todas las audiencias. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
negó el amparo, para lo cual analizó el argumento de falta de defensa ade­
cuada como violación procesal y lo declaró inoperante al no haberse preci­
sado su trascendencia al resultado del fallo. Contra esta sentencia la parte 
quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que en asuntos que se rigen por el principio de estricto 
derecho como son los de materia mercantil, la vulneración al derecho a una 
adecuada defensa no puede analizarse como violación procesal, pues el 
mismo ha sido reconocido únicamente para las personas imputadas dentro 
de un procedimiento penal instaurado en su contra.

Justificación: La doctrina respecto al derecho a una adecuada defensa ha 
sido amplia y exhaustivamente desarrollada por esta Suprema Corte de Jus­
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ticia de la Nación, destacando la trascendental importancia del reconocimiento 
de este derecho para las personas sujetas a un procedimiento penal. En ese 
sentido, se ha establecido que para dotar de contenido normativo a la faceta 
material del derecho a la defensa adecuada, el órgano jurisdiccional durante 
el procedimiento penal se encuentra constreñido a vigilar que ese derecho 
no se torne ilusorio a través de una asistencia jurídica inadecuada. Sin em­
bargo, en los asuntos que forman parte del derecho privado, como lo son 
los civiles y mercantiles que se rigen por el principio dispositivo y son de litis 
cerrada, la intervención oficiosa del órgano jurisdiccional está restringida 
al análisis de cuestiones estrictamente relacionadas con la procedencia de la 
acción, de aquellas excepcionalmente consideradas indispensables por 
el legislador para que el actor obtenga sentencia favorable, o bien, a las 
relativas al ejercicio del control difuso de constitucionalidad; ello, en aras de 
contribuir a la imparcialidad que la persona juzgadora debe guardar en el 
procedimiento.

1a./J. 77/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 995/2023. Salvador Augusto Zepeda Vélez. 23 de 
agosto de 2023. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Minis­
tros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
taria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 77/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de abril de 2024 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REPRESENTANTE ESPECIAL DE LA PERSONA MENOR DE EDAD. 
SU DESIGNACIÓN DENTRO DE UN JUICIO NO INVALIDA LAS ACTUA­
CIONES REALIZADAS CON ANTERIORIDAD POR QUIEN EJERZA LA 
PATRIA POTESTAD, A MENOS DE QUE SEAN EVIDENTEMENTE CON­
TRARIAS A LOS INTERESES DEL NIÑO, NIÑA O ADOLESCENTE.
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Hechos: Un señor de nacionalidad mexicana demandó ante los tribunales 
mexicanos el reconocimiento de paternidad de una niña de nacionalidad 
argentina quien, para ese entonces, vivía en México junto con su madre, 
ella también de nacionalidad argentina. La jueza en materia familiar admitió 
la demanda y solicitó a la madre que no se ausentara del país durante el 
juicio. La señora contestó la demanda y aceptó la paternidad de quien pro­
movió el juicio.

Posteriormente, la madre presentó un segundo escrito, por propio derecho 
y en representación de su hija, en el cual formuló reconvención en la que 
alegó violencia familiar por parte del progenitor y demandó la guarda y cus­
todia, un régimen de convivencias, pensión alimenticia y el libre tránsito de 
la niña, así como medidas de protección. El juzgado desechó ese segundo 
escrito por extemporáneo.

Después, el progenitor informó al juzgado que la madre y la niña habían 
regresado a su país de origen. Por tal motivo, la jueza requirió a la madre 
para que designara un tutor especial para la niña con la finalidad de que 
sus intereses fueran debidamente representados, ya que para ese momento 
la menor de edad ya vivía en Argentina. La madre designó una representa­
ción especial, quien contestó la demanda en su carácter de tutor especial 
de la niña y opuso la excepción de incompetencia por razón de territorio, 
bajo el argumento de que en ese momento la niña ya vivía con su madre en 
Argentina. La Jueza declaró improcedente la excepción al considerar que, 
al momento de promover el juicio, ambas partes vivían en México y la madre 
ejerció actos de representación. Además de que con la acción principal 
se protegía el derecho de la niña a conocer su nombre, identidad y naciona­
lidad, así como asegurar los alimentos y convivencia con su progenitor.

Esa determinación fue impugnada y en la segunda instancia se declaró 
fundada la excepción interpuesta por el tutor especial. El tribunal de apela­
ción advirtió que, si bien la madre dio contestación a la demanda cuando 
vivían en México, debía considerarse que la niña no estuvo representada 
en el juicio hasta que se le designó un tutor especial, y hasta ese momento 
se fijaron las reglas de competencia. De tal manera que, si la niña ya vivía en 
Argentina, el conocimiento correspondía a los tribunales de aquel país, 
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en atención al interés superior de la infancia. El padre de la menor de edad 
promovió un juicio de amparo directo en contra de la resolución de incom­
petencia legal, pero le fue negada la protección constitucional, por lo que 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La designación de una persona representante especial en 
favor de un niño, niña o adolescente dentro de un juicio no sustituye ni anula 
los actos procesales efectuados previamente por quien ejerce la patria potes­
tad, ya que desde un inicio el niño, niña o adolescente contó con representa­
ción legal, salvo que dicha representación hubiese sido evidentemente 
contraria a los intereses de la infancia.

Justificación: La tutela especial exigida dentro de un procedimiento jurisdic­
cional en favor de una persona menor de edad surge ante la circunstancia 
de que sus representantes legales originarios (su madre y su padre o per­
sonas que ejerzan la patria potestad) tengan un conflicto de intereses o una 
imposibilidad para actuar en el juicio. Por lo tanto, esta tutela se erige como 
un mecanismo especial de protección para coadyuvar junto con la autoridad 
jurisdiccional e incluso con los representantes originarios con el objetivo de 
que se tutelen, en la mayor medida posible, los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes.

Al respecto, la representación especial es una medida particular de apoyo 
que tiene como finalidad proveer que la persona menor de edad tenga un 
adecuado proceso y salvaguardar la máxima protección de sus intereses, 
pero no sustituye ni limita la posibilidad de que quienes ejercen la represen­
tación originaria de la persona menor de edad, como son su madre y su 
padre, hagan valer los derechos de sus hijos.

Por lo tanto, la designación de una persona representante especial no 
anula los actos procesales previos efectuados en un juicio por quien ejerce 
la patria potestad en nombre de la persona menor de edad, salvo que fuesen 
evidentemente contrarios a los intereses del niño, niña o adolescente 
en cuestión.

1a./J. 78/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 7845/2018. 19 de enero de 2022. Mayoría de cuatro 
votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su dere­
cho para formular voto concurrente, de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria 
encargada de la tesis: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Tesis de jurisprudencia 78/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de diecisiete de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de abril de 2024 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCIONES DERIVADAS DE UN CONTRATO DE SEGURO. EL PLAZO DE 
PRESCRIPCIÓN ES DE CINCO AÑOS CUANDO LA BENEFICIARIA 
RECLAMA LA RESPONSABILIDAD POR DAÑOS A UN TERCERO QUE 
FALLECIÓ.

Hechos: Una aseguradora emitió una cobertura a favor de una carretera 
federal para responder por los daños que los usuarios provocaran a terceros 
mientras circularan por ahí. En ese contexto, el usuario de una carretera 
atropelló a una persona que falleció sobre la cinta asfáltica. Los familiares del 
fallecido demandaron a la aseguradora por el pago de una cantidad de dinero 
y la jueza mercantil emitió una sentencia en la que les dio la razón. Incon­
forme, la aseguradora promovió un amparo directo y el Tribunal Colegiado 
emitió una resolución en la que consideró que la acción prescribió porque la 
demanda se presentó fuera del plazo de dos años que establece el artículo 
81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala considera que el plazo de dos años que 
prevé el artículo 81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro es 
desproporcional frente al derecho de acceso a la justicia cuando la parte 
actora es la beneficiaria de un contrato de seguro contra la responsabilidad 
por daños a terceros, en donde ese tercero perdió la vida. Por lo tanto, al 
menos por equidad, en este tipo de casos debe aplicarse el plazo de cinco 
años que prevé la fracción I del mismo artículo.
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Justificación: El artículo 81, fracción II, de la Ley sobre el Contrato de Seguro 
establece un plazo de prescripción relativamente breve de dos años, con la 
finalidad de otorgar seguridad y certeza jurídica a la aseguradora que, a 
consecuencia de un siniestro, se ve obligada a responder por los daños 
que el asegurado ocasionó a un tercero, en el caso de los seguros contra 
la responsabilidad por daños. Sin embargo, tal plazo de prescripción sólo es 
proporcional cuando la afectación que la parte actora reclama a la asegu­
radora en un juicio mercantil se sustenta en derechos de naturaleza mera­
mente patrimonial. Esto no sucede cuando la afectación recae en derechos 
tan fundamentales como la vida, pues son de mayor entidad que aquellos que 
pretende proteger la prescripción de breve plazo. De esta manera, al menos 
por equidad, los órganos jurisdiccionales deben permitir que las personas 
que resienten una afectación a derechos tan fundamentales reciban un trato 
más benéfico. Por lo tanto, en este tipo de casos, deben atender el plazo de 
prescripción de cinco años previsto en la fracción I del mismo artículo, pues 
a pesar de que el legislador lo creó para los contratos de seguro de vida, 
existe un punto de coincidencia con los seguros contra la responsabilidad 
por daños: ambos pueden cubrir fallecimientos y entre sus objetivos está 
evitar el desamparo de la familia o dependientes del fallecido, ya sea el 
asegurado –seguro de vida– o el tercero –seguro de daños–.

1a./J. 80/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2128/2023. Axa Seguros, S.A. de C.V. 24 de enero 
de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Juan Jaime González Varas y Shelin Josué Rodríguez Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 80/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2024 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de mayo de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DELITO DE POSESIÓN ILÍCITA DE HIDROCARBUROS, PETROLÍFEROS 
O PETROQUÍMICOS. EL ARTÍCULO 9, FRACCIÓN II, INCISO D), DE LA 
LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS COME­
TIDOS EN MATERIA DE HIDROCARBUROS NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. 

Hechos: Se detuvo a tres personas porque no pudieron justificar la legal 
posesión de más de dos mil litros de gas L.P. Un Juez de Distrito Especiali­
zado en el Sistema Penal Acusatorio las sentenció por la comisión del delito 
de posesión ilícita de petrolífero del tipo gas L.P., sancionado en el artículo 
referido, el cual prevé que se castigará a quien resguarde, transporte, alma­
cene, distribuya, posea, suministre u oculte hidrocarburos, petrolíferos o 
petroquímicos, sin derecho y sin consentimiento de asignatarios, contratis­
tas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con 
arreglo a la ley. Esa determinación se confirmó en apelación. En su contra 
promovieron amparo directo en el que plantearon la inconstitucionalidad de 
dicho precepto, el cual se negó. Contra esa resolución interpusieron recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 9, fracción II, inciso d), de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos 
no viola el principio de exacta aplicación de la ley penal en su vertiente de 
taxatividad, ya que el elemento normativo "poseer" que establece como verbo 
rector del delito de posesión ilícita de hidrocarburos, petrolíferos o petroquí­
micos, no es ambiguo o impreciso.

Justificación: Esta Primera Sala ha señalado que el legislador debe elaborar 
disposiciones penales con expresiones o conceptos claros. Sin embargo, 
también ha reconocido que una norma no necesariamente es inconstitucional 
si no define cada vocablo o locución que utiliza, ya que ello tornaría imposi­
ble la función legislativa. En el derecho penal la posesión hace referencia, 
objetivamente, a una relación de dominio o control complementada, subjeti­
vamente, con una voluntad de poseer; de ahí que el poseedor puede ejercer 
un control real o potencial sobre el objeto. Por tanto, el componente subje­
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tivo básico de la posesión es la voluntariedad expresada por medio de una 
voluntad mínima de poseer y una voluntad máxima de dominar la cosa 
poseída. Esta Primera Sala, en el amparo directo en revisión 138/2002, señaló 
que el verbo "poseer" significa tener uno en su poder una cosa, contar con 
algo, disponer de ello; por su parte, el término "posesión" significa acto de 
poseer o tener una cosa. En ese orden de ideas, por "poseer" se entiende que 
una persona tiene en su poder una cosa, en el caso del delito que nos ocupa, 
hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos. No obstante, de los elementos 
subjetivos del tipo penal, se advierte que no basta que la persona posea o 
tenga en su poder alguno de ellos, sino que esa posesión debe ser sin 
derecho y sin el consentimiento de quien legalmente pueda otorgarlo. La Ley 
Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de 
Hidrocarburos, en su artículo 5, señala las formas en las que puede acredi­
tarse la legítima posesión de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos y 
activos, subrayando que dentro de tales hipótesis sobresalen los permisos 
o documentos que deben ser signados por los asignatarios, contratistas, 
permisionarios o distribuidores a los que hace alusión el artículo 9, fracción II, 
de dicha legislación. Asimismo, el artículo 4, fracciones VI, X y XXIV, de la 
Ley de Hidrocarburos precisa lo que debe entenderse por asignatarios, 
contratistas o permisionarios, en tanto que, en el diverso numeral 3, frac­
ción IV, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos 
en Materia de Hidrocarburos se establece quién es distribuidor. De dichas 
normas se tiene que para acreditar la "legítima posesión" de hidrocarburos, 
petrolíferos o petroquímicos, se requiere la presentación del original de la 
factura electrónica o comprobante fiscal digital, escritura pública o la inscrip­
ción en el registro público de los mismos, firmada ya sea por el asignatario, 
contratista, permisionario o distribuidor o, en su caso, la presentación de 
medios de prueba idóneos y suficientes. Bajo esos parámetros, para efectos 
del artículo 9, fracción II, inciso d), de la Ley Federal para Prevenir y San­
cionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, se entiende por 
"poseer" que una persona tenga en su poder y/o dominio y/o control hidro­
carburos, petrolíferos o petroquímicos, sin derecho y sin consentimiento de 
asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda 
disponer de ellos con arreglo a la ley.

1a./J. 84/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 6697/2022. José Narciso González Rosas y otros. 6 de 
septiembre de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zal­
dívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 84/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DELITO DE TRANSPORTACIÓN ILEGAL DE PASAJEROS O DE CARGA. 
EL ARTÍCULO 250 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA QUE LO PREVÉ, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LESIVIDAD 
Y MÍNIMA INTERVENCIÓN EN MATERIA PENAL.

Hechos: Una persona dedicada a la prestación del servicio público de trans­
porte promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó, entre otros artícu­
los, el 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California por estimarlo 
incompatible con los principios constitucionales de lesividad e intervención 
mínima en materia penal. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó en el 
juicio; inconforme la parte quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento levantó el sobreseimiento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el artículo 250 Ter del Código Penal para el Estado 
de Baja California, que prevé el delito de transportación ilegal de pasaje­
ros o de carga, vulnera los principios de lesividad e intervención mínima en 
materia penal.

Justificación: Dicha conclusión se alcanzó a la luz de los principios subya­
centes a un Estado liberal, democrático y constitucional como el mexicano, 
en relación con la doctrina del garantismo penal, que disponen que el punto 
de partida para la determinación de lo que es protegible por las normas 
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penales es la promoción, protección, respeto y garantía del derecho humano 
a la libertad individual. Bajo ese tenor, el criterio utilizado para discernir la 
legitimidad democrática de la decisión legislativa del Estado de Baja Cali­
fornia para tutelar penalmente la "prestación lícita del servicio público de 
transporte" consistió en identificar si este bien es de importancia social 
suficiente y si existe necesidad de su protección penal. Ahora bien, por lo 
que hace a la importancia social suficiente del bien jurídico tutelado por 
el artículo 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California, con­
sistente en la "prestación lícita del servicio público de transporte", esta Pri­
mera Sala considera que: a) carece de fundamento expreso en el contenido 
sustantivo del texto constitucional; b) no es un bien que, por sí mismo, per­
tenezca a la conciencia social de las personas que se encuentran bajo la 
jurisdicción de la entidad federativa en cuestión; y, c) es tan sólo un seña­
lamiento abstracto de lo disvaliosa que es, por sí misma, la prestación ilícita de 
dicho servicio. Por cuanto corresponde a la necesidad de la protección 
penal de la "prestación lícita del servicio público de transporte" existen otros 
medios previstos por el ordenamiento jurídico para su disuadir o evitar su 
prestación ilícita que no lesionan el derecho humano a la libertad individual 
de las personas, tales como las medidas de seguridad y las sanciones admi­
nistrativas previstas en los artículos 248 y 250 de la Ley de Movilidad Sus­
tentable y Transporte del Estado de Baja California.

1a./J. 85/2024 (11a.)

Amparo en revisión 644/2023. Frutería los Cuates, S.A. de C.V. 14 de febrero de 
2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaries: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 85/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DELITO DE TRANSPORTACIÓN ILEGAL DE PASAJEROS O DE CARGA. 
EL ARTÍCULO 250 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA QUE LO PREVÉ, VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIO­
NALIDAD EN MATERIA PENAL.

Hechos: Una persona dedicada a la prestación del servicio público de trans­
porte promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó, entre otros 
artículos, el 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California por 
estimarlo inconstitucional porque es desproporcionado en relación con la 
gravedad de la conducta cuya inhibición pretende, que es la prestación ilícita 
del servicio público de transporte. La persona Juzgadora de Distrito sobre­
seyó en el juicio; inconforme la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento levantó el sobreseimiento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el artículo 250 Ter del Código Penal para el Estado 
de Baja California es inconstitucional porque es desproporcionado en relación 
con la gravedad de la conducta cuya inhibición pretende, que es la pres­
tación ilícita del servicio público de transporte.

Justificación: Dicha conclusión se alcanzó a la luz de los presupuestos que 
deben identificarse para considerar que una norma penal es proporcionada 
en relación con la conducta cuya disuasión pretende, esto es, que no 
pueda ser sustituida eficazmente por una medida menos intervencionista 
del derecho humano a la libertad individual, para lo cual es menester que el 
legislador realice un estudio comparativo de la norma entre las ventajas y 
desventajas de su aplicación y que no resulte ser una norma más coactiva 
que liberadora, para lo que es indispensable que se coteje la norma penal 
con otras integrantes del sistema jurídico, como las administrativas y civiles, 
menos intervencionistas del derecho humano a la libertad personal. Sólo si 
existe un balance positivo entre ambos presupuestos de proporcionalidad 
podrá sustentarse que la norma en cuestión supone –empíricamente– una 
ganancia social perceptible y efectiva y, por lo tanto, determinarse que 
está orientada a proteger un bien legítimo. Ahora bien, con base en esos 
presupuestos de análisis, el tipo penal previsto en el artículo 250 Ter del 
Código Penal para el Estado de Baja California es una medida que puede 
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ser válida y eficazmente sustituida por otras normas civiles y administrativas 
que no restringen el derecho humano a la libertad personal, toda vez que: 
a) el legislador fue omiso en hacer un estudio comparativo de las ventajas y 
desventajas de la aplicación de la norma penal referida; y, b) tampoco analizó 
si con la pérdida de la libertad personal sería factible evitar o disuadir la 
prestación ilícita del servicio público de transporte por carecer de una auto­
rización estatal para su realización. De haber realizado el análisis de refe­
rencia, el legislador habría identificado que, en efecto, existen otros medios 
previstos por el ordenamiento jurídico para evitar o disuadir la prestación 
ilícita del servicio público de transporte que no lesionan el derecho humano a 
la libertad individual de las personas, tales como las medidas de seguridad 
y las sanciones administrativas previstas en los artículos 248 y 250 de la 
Ley de Movilidad Sustentable y Transporte del Estado de Baja California.

1a./J. 86/2024 (11a.)

Amparo en revisión 644/2023. Frutería los Cuates, S.A. de C.V. 14 de febrero de 
2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaries: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 86/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

BIEN JURÍDICO TUTELADO. PARA DETERMINARLO COMO MERECEDOR 
DE LA PROTECCIÓN POR LAS NORMAS PENALES, EL PODER LEGIS­
LATIVO DEBE JUSTIFICAR SU IMPORTANCIA SOCIAL SUFICIENTE Y LA 
NECESIDAD DE SU PROTECCIÓN PENAL.

Hechos: Una persona dedicada a la prestación del servicio público de 
transporte promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó, entre 
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otros artículos, el 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California 
por estimarlo incompatible con los principios de lesividad e intervención 
mínima, en relación con el de proporcionalidad en materia penal. La persona 
Juzgadora de Distrito sobreseyó en el juicio; inconforme la parte quejosa 
interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito del cono­
cimiento levantó el sobreseimiento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, para la imposición de un bien jurídico como merecedor de 
protección por las normas penales, es indispensable que los presupuestos 
relativos a su importancia social suficiente y necesidad de protección penal 
hayan pasado por un ejercicio auténtico de discusión y consenso en sede 
legislativa.

Justificación: La Primera Sala, en la jurisprudencia 1a./J. 114/2010 de rubro: 
"PENAS Y SISTEMA PARA SU APLICACIÓN. CORRESPONDE AL PODER 
LEGISLATIVO JUSTIFICAR EN TODOS LOS CASOS Y EN FORMA EXPRESA, 
LAS RAZONES DE SU ESTABLECIMIENTO EN LA LEY.", determinó que las 
autoridades legislativas están obligadas a justificar, en todos los casos y en 
forma expresa, las razones del establecimiento de las penas y el sistema 
de su aplicación cuando una persona despliega una conducta considerada 
como delito. Así, para la definición legislativa de un bien jurídico como tute­
lable por las normas penales, dentro de ese ejercicio de justificación se 
encuentra la obligación de los órganos legislativos de motivar la importancia 
social suficiente del bien en cuestión y la necesidad de su protección por las 
normas penales. Ahora bien, la autoridad legislativa correspondiente, para 
justificar la importancia social suficiente del bien jurídico en cuestión, debe 
realizar lo siguiente: a) identificar el fundamento constitucional sustantivo del 
bien cuya protección penal se pretenda; b) realizar un ejercicio reflexivo 
tendente a reconocer si se trata de un bien considerado socialmente como 
indiscutido, en la medida en que pertenece a una conciencia social deter­
minada y cuya vulneración implique una afectación directa sobre la indivi­
dualidad de las personas; y, c) identificar y graduar la afectación real que 
la conducta que se pretende disuadir ha provocado, provoca o puede llegar 
a provocar sobre el ejercicio efectivo de los derechos humanos. Por otro 
lado, la autoridad legislativa, para justificar la necesidad de proteger el bien 
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jurídico en cuestión por las normas penales, debe demostrar que son insu­
ficientes otros medios de defensa menos lesivos de los derechos humanos 
de las personas, particularmente, la libertad personal; para lo cual se debe 
considerar seriamente que la protección penal de un bien sólo es necesaria 
frente a formas de ataque que son especialmente peligrosas y efectivamente 
lesivas de un bien jurídico o que lo colocan suficientemente en peligro de 
ser lesionado; además de que la medida penal debe constituirse siem­
pre como la más ventajosa para la protección del bien jurídico en cues­
tión dentro de todas las alternativas posibles y existentes en el propio 
ordenamiento.

1a./J. 87/2024 (11a.)

Amparo en revisión 644/2023. Frutería los Cuates, S.A. de C.V. 14 de febrero de 
2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaries: 
Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 114/2010 citada, se publicó en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, 
enero de 2011, página 340, con número de registro digital: 163067.

Tesis de jurisprudencia 87/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTO ESPECIAL SOBRE CONTROVERSIA DE VIOLENCIA 
FAMILIAR. IMPONER COMO MEDIDAS DE RESTABLECIMIENTO Y RESTAU­
RACIÓN CUALQUIER MÉTODO DESTINADO A RESOLVER EXTRAJUDI­
CIALMENTE LA SITUACIÓN, TALES COMO LOS MÉTODOS ALTERNATIVOS 
DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS Y TERAPIAS PSICOLÓGICAS, ES 
CONTRARIO A LOS DERECHOS DE ACCESO A LA JUSTICIA Y A VIVIR 
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, ASÍ COMO EL DE DEBIDA DILIGENCIA. 
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Hechos: Una mujer por su propio derecho y en representación de su hija 
menor de edad promovió un procedimiento especial sobre controversia 
de violencia familiar en contra de su expareja en el que solicitó medidas de 
protección, al alegar que eran víctimas de violencia en sus vertientes física, 
psicológica y patrimonial. En primera instancia se consideró que no estaba pro­
bada la violencia familiar y se decretó, como medida para restablecer la 
paz y el orden familiar, que las partes debían acudir a terapia psicológica y, 
como medida de restauración de las relaciones familiares, que la actora y el 
demandado acudieran a sesiones de justicia restaurativa familiar; determi­
nación que fue confirmada en apelación. Contra la sentencia, la actora pro­
movió juicio de amparo directo en el que adujo que la autoridad responsable 
no cumplió con su obligación de juzgar con perspectiva de género, el 
amparo se negó. Inconforme, interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, dentro de un juicio en el que se alega violencia familiar, 
imponer a las partes acudir a cualquier método destinado a resolver extra­
judicialmente la situación, tales como los métodos alternativos de solución de 
controversias y terapias psicológicas, resulta contrario al derecho de acceso 
a la justicia y a vivir una vida libre de violencia, así como el de debida 
diligencia.

Justificación: Ante las desiguales condiciones de poder entre hombres y 
mujeres, cualquier método orientado a resolver extrajudicialmente casos de 
violencia contra las mujeres, únicamente las perjudica por encontrarse en 
una situación de desventaja y desigualdad frente al agresor o posible agre­
sor, obstaculizando su derecho de acceder a la justicia, en específico, a 
acceder y obtener una eventual sanción del agresor y reparación del daño, 
y a su derecho a vivir libre de violencia; así como resultan contrarias al deber 
de debida diligencia de los órganos jurisdiccionales en casos de violencia. 
Además de no llevar a ningún fin práctico, aumenta el riesgo físico y emocional 
de las mujeres, pues quienes organizan o supervisan dichos métodos podrían 
no estar familiarizados con los métodos de amenaza y control psicológicos 
que los maltratadores utilizan y, al obligar a la víctima a convivir con el posible 
agresor, puede dar lugar a nuevas violaciones de sus derechos. Por otro 
lado, dichas medidas parten de un estigma y presión social para mantener 
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unidas a las familias, así como de la actitud por parte de las autoridades de 
minimizar los actos de violencia familiar por considerarlo como un asunto 
privado, buscando además disuadir a la víctima de continuar con el proce­
dimiento mediante la reconciliación de la mujer con su agresor. Aunado a 
ello, la imposición de estas medidas resulta frontalmente contraria al deber 
de debida diligencia en casos de violencia, conforme al cual el órgano juris­
diccional debe prevenir la violencia y proteger a las personas que sufren sus 
consecuencias; por lo que, al dictar medidas de protección, deben buscar 
resguardar a las posibles víctimas de sufrir nuevas violencias y hacer efectivo 
su derecho a denunciar los actos que se han cometido en su contra. Por 
ello, si se imponen medidas que exponen y obligan a la víctima a convivir 
con su posible agresor, como lo es acudir a sesiones de justicia restaurativa 
que constituye un método alternativo de solución de controversias y a terapia 
psicológica en lugar de buscar protegerla de nuevas violencias, se propi­
cia que el posible agresor hostigue, amenace, intimide o dañe a la víctima, 
riesgo que se acrecenta si dichas medidas derivan de un procedimiento instau­
rado en su contra, lo que podría ocasionar venganza o actos de represalia.

1a./J. 88/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2622/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 88/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA TESTIMONIAL DE LA VÍCTIMA DE VIOLENCIA FAMILIAR. SU VA­
LORACIÓN DEBE SER CONFORME A LA PERSPECTIVA DE GÉNERO. 

Hechos: Una mujer por su propio derecho y en representación de su hija 
menor de edad promovió un procedimiento especial sobre controversia de 
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violencia familiar en contra de su expareja en el que solicitó medidas de protec­
ción, al alegar que eran víctimas de violencia en sus vertientes física, psicoló­
gica y patrimonial. En primera instancia se consideró que no estaba probada 
la violencia familiar y se decretó, como medida para restablecer la paz y el 
orden familiar, que las partes debían acudir a terapia psicológica y, como 
medida de restauración de las relaciones familiares, que la actora y el deman­
dado acudieran a sesiones de justicia restaurativa familiar; determinación 
que fue confirmada en apelación. Contra la sentencia, la actora promo­
vió juicio de amparo directo en el que adujo que la autoridad responsable no 
cumplió con su obligación de juzgar con perspectiva de género, el amparo se 
negó. Inconforme, interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que cuando una persona alegue que ha sido víctima de violencia 
familiar, por la naturaleza propia de los actos y su realización a vista de pocos, 
puede dificultarse su demostración con el solo testimonio de la víctima, por 
lo que las personas juzgadoras deben considerar esa realidad y valorar la 
prueba conforme a la perspectiva de género.

Justificación: Si bien es cierto que juzgar con perspectiva de género no sig­
nifica que deba resolverse siempre a favor de la posible víctima, también lo 
es que la persona juzgadora no puede dejar de observar la realidad a la que 
la mayoría de las víctimas de violencia familiar se enfrentan al momento de 
denunciar y acreditar dicha situación. Ello, tomando en consideración que los 
conflictos familiares suceden en el interior de las familias, esto es, en un 
ámbito privado y en la intimidad de la pareja. En ese sentido, a diferencia 
de otro tipo de conflictos en los que pueden ser apreciados públicamente 
y tienen acceso a múltiples medios de prueba, en el ámbito familiar dichos 
medios son limitados. Por lo que, en casos de violencia familiar, las personas 
juzgadoras deben, sin valorar el testimonio de la víctima como plena y única 
prueba, atender a lo dicho por la víctima sobre la violencia que aduce sufrió 
y, conforme a la perspectiva de género, además, ordenar recabar de oficio los 
medios probatorios suficientes que considere necesarios para visibilizar 
dicha situación. De igual manera, las personas juzgadoras deben evitar anali­
zar y resolver este tipo de casos basándose en estereotipos de género, los 
cuales no sólo afectan la aplicación e interpretación de normas, sino también 
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la credibilidad de declaraciones, argumentos y testimonios, deslegitimán­
dolos y cuestionando su credibilidad.

1a./J. 89/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2622/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 89/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

VIOLENCIA DE GÉNERO O FAMILIAR. LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCEN­
TES PUEDEN SER VÍCTIMAS, AUN CUANDO NO SE EJERZA DIRECTA­
MENTE CONTRA ELLOS. 

Hechos: Una mujer por su propio derecho y en representación de su hija 
menor de edad promovió un procedimiento especial sobre controversia de 
violencia familiar en contra de su expareja en el que solicitó medidas de pro­
tección, al alegar que eran víctimas de violencia en sus vertientes física, 
psicológica y patrimonial. En primera instancia se consideró que no estaba 
probada la violencia familiar y se decretó, como medida para restablecer 
la paz y el orden familiar, que las partes debían acudir a terapia psicológica 
y, como medida de restauración de las relaciones familiares, que la actora y 
el demandado acudieran a sesiones de justicia restaurativa familiar; deter­
minación que fue confirmada en apelación. Contra la sentencia, la actora 
promovió juicio de amparo directo en el que adujo que la autoridad respon­
sable no cumplió con su obligación de juzgar con perspectiva de género, 
el amparo se negó. Inconforme, interpuso revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que los niños, niñas y adolescentes pueden ser víctimas 
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de violencia de género o familiar, sin que sea necesario que se ejerza direc­
tamente en contra de ellos.

Justificación: Las acciones de las personas adultas que conviven en un 
mismo núcleo familiar tienen una influencia primordial en el crecimiento de 
los infantes. De ahí que, cuando se ejerce violencia de género en el hogar, las 
personas menores de edad sufren afectaciones en sus propias visiones 
sobre el género y demuestran normalización de la violencia o, bien, una 
indefensión aprendida; afectaciones que además de perjudicarlas en su 
desarrollo, constituyen un elemento central en la perpetuación de la violen­
cia de género como fenómeno social.

1a./J. 90/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2622/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 90/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CUSTODIA COMPARTIDA. DIRECTRICES NORMATIVAS PARA LA INDIVI­
DUALIZACIÓN DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de 
edad convinieron ejercer la custodia compartida sobre ellos tras la muerte 
de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solici­
tando la custodia exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora 
familiar determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos de 
forma compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia conce­
diendo la custodia exclusiva a los abuelos maternos. Inconformes con esto, 
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los abuelos paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les 
concedió la protección de la justicia federal para efecto de que la Sala 
responsable estableciera un régimen de custodia compartida. Contra esta re­
solución, los abuelos maternos interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que las personas juzgadoras, para asegurar el cumplimiento de 
la obligación alimentaria para niñas, niños y adolescentes en regímenes 
de guarda y custodia, deberán determinar tanto los recursos económicos 
necesarios para satisfacer las necesidades de los acreedores como las 
posibilidades económicas de cada uno de los deudores alimentarios y distri­
buirán la carga proporcionalmente entre cada uno de los deudores con base 
en la información obtenida.

Justificación: La Primera Sala reconoce que, para el cumplimiento de la 
obligación alimentaria hacia niñas, niños y adolescentes, se pueden gene­
rar incentivos indebidos para modificar el régimen de custodia por razones 
ajenas al bienestar de las personas menores de edad, especialmente cuando 
uno de los progenitores tiene mayores recursos económicos; enfoque que 
además de afectar el desarrollo integral de las personas menores de edad, 
contradice el principio del interés superior de la niñez y puede agravar 
desigualdades de género en los roles familiares. Por lo tanto, las personas 
juzgadoras tienen la responsabilidad de individualizar la obligación alimen­
taria adecuadamente, para lo cual deben considerar tanto los recursos 
económicos para cubrir las necesidades de los beneficiarios como las capa­
cidades económicas de los deudores alimentarios. Además, la distribución 
de esta carga debe respetar el principio de proporcionalidad y mantener la 
estabilidad en el nivel de vida de las personas menores de edad. En conse­
cuencia, la cuantificación de la obligación alimentaria debe basarse exclu­
sivamente en la capacidad económica y necesidades específicas de las 
partes. Aunque el tiempo efectivo de cuidado que cada progenitor realice 
sobre las personas menores de edad es un factor por considerar, no debe 
trasladarse automáticamente al cálculo de la obligación alimentaria, ya 
que los criterios aplicables a ambas figuras responden a principios diferen­
tes y deben evaluarse según las circunstancias particulares de cada caso. 
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A su vez, la aplicación de la perspectiva de género es esencial en estas 
controversias. Ante la posible desigualdad entre los recursos económicos 
de los progenitores, influida por roles de género tradicionales, el tribunal debe 
evitar la perpetuación o exacerbación de estereotipos de género en la dis­
tribución de la obligación alimentaria y en la determinación del régimen de 
cuidado. La cuantificación de la carga debe contemplar la equidad de género 
para evitar la probable desventaja económica de las mujeres debido a roles 
históricamente asignados. La aplicación de dicha directriz en el análisis 
debe hacerse sin que las personas juzgadoras se basen en roles de género 
preconcebidos, y no debe perderse de vista que el eje rector del estudio 
debe ser la estabilidad en el nivel de vida de las niñas, niños y adolescentes. 
Finalmente, al realizar la distribución de la obligación alimentaria, el tribunal 
debe considerar las manifestaciones y propuestas de las partes pues, aunque 
no sean vinculantes para dictar el fallo final, tiene la finalidad de establecer 
la modalidad de cumplimiento más práctica y adecuada para cada caso, 
diseñando un enfoque que se adapte mejor a las necesidades de los bene­
ficiarios y a las capacidades específicas de los deudores.

1a./J. 91/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 91/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIOS DE RESPONSABILIDAD PARENTAL. SU APLICACIÓN EN 
LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES DE GUARDA Y CUSTODIA. 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de edad 
convinieron ejercer la custodia compartida sobre ellos tras la muerte de sus 
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padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solicitando la 
custodia exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora familiar deter­
minó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos de forma compartida, 
pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia concediendo la custodia exclu­
siva a los abuelos maternos. Inconformes con esto, los abuelos paternos 
promovieron juicio de amparo directo en el que se les concedió la protección 
de la justicia federal para efecto de que la Sala responsable estableciera un 
régimen de custodia compartida. Contra esta resolución, los abuelos mater­
nos interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que del concepto de responsabilidad parental en el contexto 
procesal se desprenden deberes específicos para las autoridades jurisdic­
cionales al momento de delimitar la litis. En específico, éstas deben distinguir 
claramente los puntos de la controversia que atañen exclusivamente a los 
intereses de las personas adultas de aquellos relativos a los derechos e inte­
reses de las niñas, niños y adolescentes, a quienes en todo momento 
deberá reconocerse plenamente la calidad de partes en el juicio. Para ello, 
la autoridad jurisdiccional deberá implementar simultáneamente todos los 
mecanismos de protección especializados a su alcance.

Justificación: El principio del interés superior de la niñez guía la interpreta­
ción y aplicación de la ley, lo que se traduce en la obligación de realizar un 
examen detallado sobre la necesidad y proporcionalidad de las medidas 
adoptadas por los órganos judiciales durante la sustanciación de un proce­
dimiento donde se ve involucrada una persona menor de edad; por lo que, 
además de la figura de la suplencia de la queja, la cual debe aplicarse siem­
pre que se diluciden los intereses de este grupo, la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes prevé diversos mecanismos proce­
sales para garantizar la protección de dicho principio constitucional. En ese 
sentido, las instituciones de participación procesal, la suplencia de la queja 
y la representación procesal deben ser interpretadas y aplicadas de manera 
conjunta y coherente, lo que asegura que los tribunales familiares manten­
gan un enfoque constante en las niñas, niños y adolescentes, considerándo­
los sujetos autónomos de derecho y protagonistas en los procedimientos 
que afectan sus intereses. Así, es crucial superar la visión tradicional que 
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trata las disputas de custodia como parte de un conflicto entre los intereses 
de los padres, enfocándose en distinguir los aspectos puramente adultos de 
aquellos relacionados con la responsabilidad parental. Esta perspectiva 
se combina con la implementación de mecanismos procesales adecuados 
para asegurar el papel central de las niñas, niños y adolescentes en estos pro­
cedimientos y proteger sus derechos reconociendo su autonomía progre­
siva. Las autoridades jurisdiccionales deben adoptar una visión dinámica 
de la noción de "parte procesal", asegurando que las niñas, niños y adoles­
centes mantengan su papel central en los asuntos que los involucran y no 
se conviertan en meros objetos o fichas de negociación en los conflictos 
entre sus padres. En ninguna situación, la responsabilidad parental debe 
subordinarse a los intereses de sus titulares, ya que esto representaría un 
retroceso en la concepción tradicional de patria potestad, negando el reco­
nocimiento de las personas menores de edad como sujetos plenos de 
derechos y relegándolos a un papel secundario en juicios donde deberían 
ser protagonistas centrales. Para lo anterior, es obligación de las personas 
juzgadoras seguir los siguientes lineamientos en estos casos: a) Recono­
cimiento como partes autónomas, para ello se deben implementar todos los 
mecanismos procesales disponibles para garantizar la centralidad de las per­
sonas menores de edad, con una perspectiva de infancia; b) Separación 
de cuestiones, lo que significa que aunque puedan sustanciarse en el mismo 
procedimiento, el tribunal debe separar las controversias sobre responsa­
bilidad parental de otras evitando que los intereses de las personas menores 
de edad se vean subsumidos en el conflicto entre los titulares de la respon­
sabilidad parental; y c) Respeto al derecho de convivencia, que implica 
respetar el derecho de las personas menores de edad a convivir con sus 
progenitores reconociendo la presunción de idoneidad de los padres para 
el ejercicio de la responsabilidad parental, salvo que sea contrario a su interés 
superior. En casos de disputa sobre la custodia, la finalidad no es determinar 
"el mejor derecho", sino identificar quiénes son idóneos para el desempeño 
de la función considerando la modalidad óptima para el caso concreto.

1a./J. 92/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
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Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 92/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PROCEDIMIENTOS DE GUARDA Y CUSTODIA. PARA RESOLVERLOS CON­
FORME AL INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ, NO ES OBSTÁCULO 
QUE LA LEGISLACIÓN OMITA DETERMINADAS MODALIDADES.

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de 
edad convinieron ejercer la custodia compartida sobre ellos tras la muerte 
de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solici­
tando la custodia exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora 
familiar determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos de 
forma compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia conce­
diendo la custodia exclusiva a los abuelos maternos. Inconformes con esto, 
los abuelos paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les 
concedió la protección de la justicia federal para efecto de que la Sala 
responsable estableciera un régimen de custodia compartida. Contra esta re­
solución, los abuelos maternos interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, al momento de establecer el régimen de custodia, la autori­
dad jurisdiccional deberá atender exclusivamente al interés superior de la 
niñez en el caso concreto, sin que sea obstáculo que la legislación aplica­
ble no prevea de forma expresa todas las posibles modalidades de custo­
dia. Asimismo, deberá evitar la aplicación de cualquier presunción abstracta 
sobre la idoneidad o incompatibilidad de una modalidad determinada de 
custodia.

Justificación: El interés superior de la niñez es el eje rector para determinar 
cómo debe operar la institución de guarda y custodia, por ello no es dable 
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argumentar que determinado régimen de custodia, ya sea en su modalidad 
compartida o exclusiva, resulta prima facie incompatible con los derechos 
humanos, pues generaría una presunción absoluta en favor de determinado 
régimen, obligando a la persona juzgadora a resolver conforme a dicha pre­
sunción, liberándola del deber de ponderar las circunstancias específicas 
del caso y resolver conforme al interés superior de la niñez. Por tanto, las auto­
ridades jurisdiccionales velarán por la implementación de manera efectiva 
del concepto de responsabilidad parental como un cambio de paradigma 
que marca la transición desde un modelo de patria potestad centrado en los 
derechos de las personas adultas hacia un enfoque que prioriza el interés de 
las personas menores de edad. En consecuencia, los tribuales deberán 
incorporar las siguientes directrices para garantizar la plena satisfacción 
de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes en procedimientos 
relacionados con la responsabilidad parental, especialmente en lo referente 
a la custodia, las cuales se destacan de forma enunciativa. La implemen­
tación plena del modelo de responsabilidad parental requiere que los tribu­
nales se enfoquen en los derechos e intereses de las personas menores de 
edad, evitando que las disputas entre los progenitores afecten el deber 
de velar por el interés superior de la niñez. Esta obligación es indepen­
diente de la naturaleza del juicio o la instancia, exigiendo a los tribunales 
corregir desviaciones de estos principios de manera inmediata, sin impor­
tar cómo los progenitores planteen la disputa. Los tribunales deben utilizar 
todas las herramientas disponibles, incluyendo la participación directa de las 
personas menores de edad en los procedimientos, así como mecanismos de 
representación coadyuvante y en suplencia cuando sea necesario. El criterio 
determinante para la custodia debe ser el que garantice el máximo bienes­
tar de las personas menores de edad, sin recurrir a estereotipos relacionados 
con el género, edad, condición socioeconómica u otras circunstancias, elimi­
nando toda noción preconcebida sobre la idoneidad de un modelo de cus­
todia, asegurando que los tribunales evalúen las circunstancias específicas 
de cada caso. Además, debe resaltarse que la coparentalidad se concibe 
como un derecho de las personas menores de edad a convivir y ser cuidados 
por ambos progenitores, destacando la importancia de crear una estructura 
que fomente la participación continua y significativa de los padres en la 
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crianza, libre de estereotipos y considerando las capacidades individuales 
de cada responsable.

1a./J. 93/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 93/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESPONSABILIDAD PARENTAL. SU CONTENIDO Y ALCANCE. 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de 
edad convinieron ejercer la custodia compartida sobre ellos tras la muerte 
de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solici­
tando la custodia exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora familiar 
determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos de forma 
compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia concediendo la 
custodia exclusiva a los abuelos maternos. Inconformes con esto, los abuelos 
paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les concedió la 
protección de la justicia federal para efecto de que la Sala responsable esta­
bleciera un régimen de custodia compartida. Contra esta resolución, los 
abuelos maternos interpusieron recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la responsabilidad parental es una institución en beneficio 
de la niñez, por lo tanto, desempeña una función de interés social dentro de 
nuestro sistema jurídico y no debe leerse como un derecho subjetivo de los 
titulares.
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Justificación: La noción de "responsabilidad parental" es una institución que 
se distancia de la noción tradicional de "poder" o "potestad" de los padres 
sobre las niñas, niños y adolescentes. En ese sentido, la responsabilidad 
parental es la figura jurídica constituida en beneficio del bienestar de la 
niñez y su aplicación debe darse independientemente de la denominación 
específica prevista en las legislaciones locales. Por tanto, al cumplir con sus 
funciones, los progenitores no están ejerciendo un derecho en su favor con 
respecto a las personas menores de edad, sino que están desempeñando 
una función de interés social cuya titularidad les ha sido atribuida de manera 
preferente por el ordenamiento legal. Es por ello, que las relaciones entre 
padres e hijos deben ser analizadas, primordialmente, bajo el contexto de 
los derechos de las personas menores de edad, pues la esencia y finalidad 
fundamental de dichas relaciones radica en la protección, garantía y poten­
ciación de los intereses de estos últimos. Cualquier "derecho" o "prerrogativa" 
que las madres y los padres (o cualquier tercero a quien se le haya conce­
dido excepcionalmente esta función) puedan tener dentro del contexto de 
su ejercicio, no debe concebirse como un derecho oponible frente a sus 
hijas o hijos, sino como un privilegio o preferencia oponible frente a terce­
ros o al Estado. Dicho privilegio debe estar delimitado de forma precisa y 
coherente por dos principios, los cuales representan la base de la interpre­
tación y aplicación de cualquier disposición jurídica relacionada con los 
derechos de la infancia y adolescencia: 1) la primacía del interés superior de 
la niñez y 2) el reconocimiento de la autonomía progresiva de su voluntad.

1a./J. 94/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 94/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. SU DISPOSICIÓN TRANSITO­
RIA QUE DEROGA NORMAS RELACIONADAS CON LA APLICACIÓN DE 
BENEFICIOS PENITENCIARIOS, NO VULNERA EL DERECHO A LA 
REINSERCIÓN SOCIAL, A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, NI LOS 
PRINCIPIOS DE PROGRESIVIDAD Y DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY 
PENAL.

Hechos: En un procedimiento de ejecución penal, una persona sentenciada 
por la comisión del delito de secuestro solicitó el beneficio de la libertad 
preparatoria con base en una norma local que estaba vigente en la época 
en que inició ese procedimiento, la cual no contempla restricciones para 
acceder a ese beneficio penitenciario. Sin embargo, el juez de ejecución le 
negó su petición, pues determinó que conforme al artículo cuarto transitorio 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal, son aplicables al caso las disposi­
ciones de este ordenamiento, las cuales no permiten conceder ese beneficio 
cuando la persona que lo solicita es sentenciada por el delito de secuestro.

Inconforme con esa resolución, la persona solicitante promovió un juicio de 
amparo indirecto en el que impugnó la constitucionalidad de la referida 
disposición transitoria, pues consideró que es contraria a la reinserción social, 
vulnera el principio de no retroactividad, es discriminatoria y se trata de una 
disposición regresiva. En la sentencia de amparo se negó la protección 
constitucional y se reconoció la constitucionalidad del artículo transitorio 
reclamado. Por lo que la parte quejosa interpuso un recurso de revisión, 
que fue remitido por el Tribunal Colegiado a esta Suprema Corte para resol­
ver el problema de constitucionalidad planteado.

Criterio jurídico: El artículo cuarto transitorio de la Ley Nacional de Ejecu­
ción Penal tiene como propósito que los beneficios penitenciarios relativos 
a la remisión parcial de la pena, libertad preparatoria y sustitución de la 
pena, solicitados durante el procedimiento de ejecución, se rijan exclusiva­
mente por los lineamientos contenidos en la norma nacional, pero no impide 
el acceso a los tratamientos individualizados que incentiven la reinserción 
de las personas sentenciadas en la sociedad. Además, es una norma que no 
contiene disposiciones regresivas sobre el nivel de protección del derecho 
humano a la libertad personal. Aunado a lo anterior, dicho precepto transi­
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torio es compatible con el derecho a la igualdad porque no incluye distin­
ciones injustificadas en su aplicación ni vulnera el principio de retroactividad 
de la ley penal, pues admite la aplicación de la ley que resulte más favorable 
a las personas sentenciadas para acceder a algún beneficio penitenciario.

Justificación: El artículo cuarto transitorio de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal establece que, a partir de su entrada en vigor, se derogan las normas 
contenidas en el Código Penal Federal y en las leyes especiales de la fede­
ración relativas a la remisión parcial de la pena, la libertad preparatoria y la 
sustitución de la pena durante la ejecución. Adicionalmente, señala que 
las entidades federativas deberán adecuar su legislación para derogar las 
normas relacionadas con dichos beneficios preliberacionales en el ámbito 
de sus respectivas competencias.

Dicho precepto es compatible con el principio de reinserción social a que 
se refiere el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que su contenido no hace más que contribuir siste­
máticamente a la instauración de los objetivos vigentes del sistema peni­
tenciario y permite el acceso de las personas sentenciadas a los tratamientos 
individualizados que son proporcionados en los centros de reclusión para 
desempeñar actividades laborales, educativas, de salud y deportivas que 
se consideran resocializadoras, y con ello evitar que vuelvan a delinquir.

Además, es una norma que no contraviene el principio de progresividad 
que deriva del artículo 1o. de la Constitución, al no contener disposiciones 
restrictivas para las personas sentenciadas que se encuentran recluidas 
que signifiquen un retroceso en la protección al derecho humano a la liber­
tad personal.

La referida disposición transitoria no establece distinciones injustificadas 
a las personas a quienes son aplicables las normas locales previas a la 
vigencia de la Ley Nacional de Ejecución Penal, ni en torno a aquellas a 
quienes sí les resultan aplicables las reglas previstas en esta ley nacional.

Incluso, el artículo transitorio en estudio prevé con claridad el momento en 
el que a las personas sentenciadas les son aplicables las disposiciones de 
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las leyes anteriores a la vigencia de la Ley Nacional de Ejecución Penal y 
aquellas en quienes operan las reglas de esta última ley, pues dicho pre­
cepto debe leerse en relación con el artículo tercero transitorio del propio 
ordenamiento, cuyo contenido permite la aplicación de la ley que resulte 
más favorable, incluso retroactivamente, para acceder a algún beneficio 
penitenciario.

Por ello, la referida disposición transitoria no es contraria a los principios de 
progresividad, igualdad y no discriminación, de aplicación de la ley penal 
más favorable a las personas, ni vulnera la reinserción social, los cuales 
derivan de los artículos 1o., 14 y 18 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

1a./J. 95/2024 (11a.)

Amparo en revisión 66/2022. 8 de junio de 2022. Cinco votos de la Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho a formular voto 
concurrente, así como de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente, y la Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño 
Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 95/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SENTENCIAS CONDENATORIAS DE LOS ILÍCITOS EN LOS QUE PUEDEN 
IDENTIFICARSE SESGOS DE GÉNERO EN UN CONTEXTO DE VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER. SU ROL COMO PARTE DEL DERECHO A UNA RES­
PUESTA JUDICIAL EFECTIVA PARA LAS VÍCTIMAS DE LOS DELITOS. 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido en 
agravio de una mujer, quien al momento de su muerte tenía diecinueve años 
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y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por la indi­
vidualización de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima indirecta) 
promovió amparo directo en el que argumentó que ese órgano jurisdiccional 
no juzgó con perspectiva de género para poder reclasificar el delito a femini­
cidio. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo 
porque no advirtió una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestio­
nes de género, ameritara un método destinado a remediar un efecto discrimi­
natorio por razón del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución 
la quejosa interpuso el recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación reconoce que una sentencia condenatoria es, per se, una respuesta 
del Estado frente a un delito, por lo que debe reflejar su eficiencia al perse­
guirlos y sancionarlos, así como su capacidad de actuar ante el mismo y 
ante la víctima. La primera es una dimensión social, pues es la sociedad 
quien está interesada en que el Estado se encargue integralmente de los 
delitos, mientras que la segunda es una dimensión individual en la que se 
garantice a la víctima que el hecho no quedará impune y que será reparada 
como corresponda. De esa función dual, deriva la importancia de que los 
fallos condenatorios contengan una calificación jurídica adecuada y una 
pena proporcional al hecho denunciado; máxime en los casos en los que se 
identifiquen sesgos de género en un contexto general de violencia contra 
las mujeres.

Justificación: Es necesario que en las sentencias condenatorias se esta­
blezcan con claridad y eficiencia la gravedad de la conducta típica y anti­
jurídica frente al bien jurídico tutelado, su grado de afectación, la naturaleza 
dolosa o culposa de la conducta, los medios empleados, las circunstancias 
de tiempo, modo, lugar u ocasión del hecho, así como la forma de interven­
ción de la persona sentenciada. También, deberá establecerse el grado de 
culpabilidad según las circunstancias y características del hecho, la posi­
bilidad de evitar la conducta, los motivos que la impulsaron, así como los 
vínculos de parentesco, amistad o cualquier otro tipo de relación que se 
guarde con la víctima u ofendido, siempre que resulten relevantes para la 
individualización de la sanción. Ello, toda vez que el derecho de las víctimas 
u ofendidos a una tutela judicial efectiva no es el único de los derechos que 
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alcanza su punto más álgido a través de una sentencia penal condenatoria, 
otra de sus manifestaciones se encuentra en la satisfacción del derecho a 
la verdad y, eventualmente, a la reparación del daño. Lo anterior, es rele­
vante en los ilícitos en los que existen elementos que permiten identificar 
sesgos de género en un contexto general de violencia contra las mujeres, 
pues precisamente, una de las aristas para combatir este tipo de violencia 
es que los delitos no sólo se investiguen con perspectiva de género, sino 
también que se sancionen proporcional y congruentemente con el marco 
contextual en el que ocurren.

1a./J. 97/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis de jurisprudencia 97/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PERSPECTIVA DE INTERSECCIONALIDAD. EL ÓRGANO JURISDICCIO­
NAL DEBE ANALIZAR LOS MÚLTIPLES FACTORES DE VULNERABILIDAD 
DE LA VÍCTIMA CUANDO SE ALEGUE QUE LA MUERTE DE UNA MUJER 
FUE DE FORMA VIOLENTA. 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido 
en agravio de una mujer, quien al momento de su muerte tenía diecinueve 
años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por 
la individualización de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima 
indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese órgano 
jurisdiccional no cumplió con la obligación de juzgar con perspectiva de 
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género, lo que impidió reclasificar el delito a feminicidio. El Tribunal Cole­
giado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una 
situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, ame­
ritara un método destinado a remediar un efecto discriminatorio por razón 
del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa inter­
puso el recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la interseccionalidad es parte de las obligaciones 
jurisdiccionales en casos donde se alegue que la muerte de una mujer fue 
de forma violenta. Ello implica que deben tomarse en cuenta los elemen­
tos de vulnerabilidad del caso, sin que estas intersecciones puedan ser 
argumentos para desaplicar los estándares en materia de derechos huma­
nos y género.

Justificación: La perspectiva interseccional es la confluencia de múltiples 
factores de vulnerabilidad y riesgos de discriminación. Es una forma de ilus­
trar las diferentes manifestaciones y dimensiones en las que esos elementos 
afectan la experiencia de vida de ciertos grupos, en la que se incluyen 
todos los obstáculos para dar una respuesta integral a ellos, por lo que debe 
referirse en los casos donde se advierte que una de las partes tiene en su 
identidad algún elemento que propicia su vulnerabilidad. Por ejemplo, que 
sea un hombre con orígenes indígenas, una adolescente con discapacidad 
o en los casos relacionados con violencia de género. Es decir, si se identi­
ficó que una víctima formaba parte de cierto grupo etario, profesión, orien­
tación sexual, sexo, discapacidad, entre otros, la argumentación debe 
reconocer estos obstáculos. Cuando la interseccionalidad se convierte en un 
método de análisis, se tiene un acercamiento más crítico a las experiencias 
de los grupos que históricamente fueron invisibilizados y ayuda a erradicar 
los obstáculos para acceder a una justicia en un plano de equidad. La forma 
en que se complementa con la perspectiva de género en las decisiones 
judiciales inicia con el reconocimiento de esos factores para que haya un 
acceso integral a la justicia. En los casos donde se alega que la muerte de 
una mujer fue de forma violenta, el análisis de los puntos que intersecaron 
en ese grupo vulnerable es parte de las obligaciones de la autoridad, ya que 
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conforme a las obligaciones constitucionales y convencionales en la mate­
ria, tanto la visión de género como la interseccional, son obligatorias.

1a./J. 98/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis de jurisprudencia 98/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL USO DE LENGUAJE 
BASADO EN ESTEREOTIPOS Y PREJUICIOS POR PARTE DE LA AUTO­
RIDAD, AFECTA EL DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE 
DE VIOLENCIA. 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido 
en agravio de una mujer, quien al momento de su muerte tenía diecinueve 
años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por 
la individualización de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima 
indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese órgano 
jurisdiccional no cumplió con la obligación de juzgar con perspectiva de 
género, lo que impidió reclasificar el delito a feminicidio. El Tribunal Cole­
giado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una 
situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, ame­
ritara un método destinado a remediar un efecto discriminatorio por razón 
del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa inter­
puso el recurso de revisión.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el uso de lenguaje basado en estereotipos y prejuicios en 
los actos de autoridad afecta el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia, por lo que toda la labor y las actuaciones de los agentes estatales 
que intervienen en casos de violencia de género debe ser libre de cualquier 
discurso u acción que revictimice a las partes.

Justificación: En los asuntos Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco, 
Digna Ochoa y familiares, y González y otras ("Campo Algodonero"), todos 
en contra de México, se condenó el uso de frases, prejuicios personales y 
estereotipos por parte de las autoridades, porque estas conductas afectan 
la objetividad de los funcionarios estatales encargados de investigar dichas 
denuncias, influyendo en su percepción para determinar si ocurrió o no un 
hecho de violencia, en su evaluación de la credibilidad de los testigos y de 
la propia víctima. Muchos de estos comentarios contienen un tinte misógino 
o machista que afecta el derecho de las mujeres a una vida libre de violen­
cia. Más aún, en los casos en que su empleo por parte de los operadores 
jurídicos impide el desarrollo de investigaciones apropiadas y les niega, 
además, su derecho de acceso a la justicia. Por ejemplo, cuando se califica 
un delito como "pasional", se parte de un estereotipo que intenta romantizar 
y justificar la respuesta violenta que tienen los agresores contra las mujeres; 
asimismo, intenta desviar las demás líneas de investigación que podrían 
llevar a la verdad de lo acontecido. Este tipo de afirmaciones sólo respon­
sabilizan a las víctimas de sus asesinatos y las culpabilizan ante la sociedad. 
De ahí que el uso de este tipo de estereotipos y prejuicios son incompati­
bles con la obligación de juzgar con perspectiva de género.

1a./J. 99/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.
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Tesis de jurisprudencia 99/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DERECHO A LA VERDAD Y DERECHO A UNA RESPUESTA JUDICIAL 
EFECTIVA A FAVOR DE LAS VÍCTIMAS DEL DELITO. SU CUMPLIMIENTO 
A TRAVÉS DE UNA SENTENCIA CONDENATORIA. 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido 
en agravio de una mujer, quien al momento de su muerte tenía diecinueve 
años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por 
la individualización de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima 
indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese órgano 
jurisdiccional no cumplió con la obligación de juzgar con perspectiva de 
género, lo que impidió reclasificar el delito a feminicidio. El Tribunal Cole­
giado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una 
situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, ame­
ritara un método destinado a remediar un efecto discriminatorio por razón 
del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa inter­
puso el recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que para las víctimas u ofendidos de los delitos, el dictado de 
una sentencia condenatoria no sólo representa un presupuesto necesario 
para acceder a la reparación del daño, sino que también constituye, por sí 
misma, una forma de reparación vinculada con el derecho a la verdad, 
pues conlleva un reconocimiento de que una persona ha sufrido un ilícito, 
el correlativo fracaso del Estado en su deber de prevenir el delito, y que ha 
sido perseguido y sancionado conforme a las leyes penales aplicables.

Justificación: La obligación de juzgar con perspectiva de género e inter­
seccionalidad no se agota con la investigación eficaz de los hechos y el 
acceso a la justicia en las etapas procesales de los juicios penales porque 
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ello derivaría en una tutela judicial incompleta para las víctimas, lo que tor­
naría nugatorio ese derecho y otros derivados, como el derecho a la repara­
ción y el derecho a la verdad. La verdad es un reconocimiento del sufrimiento 
de las víctimas y no solamente una decisión de adecuación típica, que 
consiste en la entrega de un relato correspondiente con los hechos, suficien­
temente probado y surgido de una investigación exhaustiva y diligentemente 
conducida. La verdad no es cualquier versión. Las explicaciones para los 
hechos inconsistentes con la evidencia disponible o producto de una selec­
ción o interpretación arbitraria de la misma no satisfacen el derecho a 
la verdad. El derecho a una respuesta judicial efectiva se entiende como la 
determinación de los hechos en la vía penal, que constituye una explica­
ción suficiente y satisfactoria sobre los hechos victimizantes y, por ende, debe 
erigirse como una explicación congruente y respetuosa de los mismos. 
Para que una sentencia condenatoria cumpla con los estándares mencio­
nados, lo que de suyo implica la atención del mandato de fundamentación y 
motivación a que hace referencia el marco constitucional, es necesario que 
garantice la reivindicación del derecho vulnerado por el ilícito y la convic­
ción de que no habrá impunidad.

1a./J. 100/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar.

Tesis de jurisprudencia 100/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ARCHIVO TEMPORAL DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. EL AR­
TÍCULO 254 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
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QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA. 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se reclamó que el artículo 
254 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en el que se prevé que 
el Ministerio Público podrá determinar el archivo temporal de la investiga­
ción, vulnera el principio de presunción de inocencia. Ante el sobreseimiento 
del juicio, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y el Tribunal Cole­
giado del conocimiento revocó el sobreseimiento y remitió el asunto a este 
Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 254 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les, que prevé la facultad del Ministerio Público de archivar temporalmente 
la investigación, no vulnera el principio de presunción de inocencia.

Justificación: El referido artículo 254 no vulnera el principio de presunción 
de inocencia, en su vertiente de regla de trato procesal, ya que no prevé la 
equiparación entre el imputado y culpable ni supone la anticipación de 
la pena, sino que respeta el derecho de la persona imputada a ser tratada 
como inocente mientras no se declare su culpabilidad por virtud de una 
sentencia judicial. En efecto, el precepto faculta al Ministerio Público para que 
pueda archivar temporalmente aquellas investigaciones en fase inicial en 
las que no se encuentren antecedentes, datos suficientes o elementos de los 
que se puedan establecer líneas de investigación que permitan realizar 
diligencias tendentes a esclarecer los hechos que dieron origen a la investi­
gación, sin que al ejercer dicha facultad haga algún pronunciamiento respeto 
de la responsabilidad penal.

1a./J. 101/2024 (11a.)

Amparo en revisión 680/2022. Jhonny Alberto Chablé Prieto. 15 de marzo de 
2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.
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Tesis de jurisprudencia 101/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ARCHIVO TEMPORAL DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. EL AR­
TÍCULO 254 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
QUE LO PREVÉ, NO VULNERA LA PROHIBICIÓN DE ABSOLVER DE LA 
INSTANCIA. 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se reclamó que el artículo 
254 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en el que se prevé 
que el Ministerio Público podrá determinar el archivo temporal de la inves­
tigación, vulnera la prohibición de absolver de la instancia. Ante el sobre­
seimiento del juicio, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y el 
Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento y remitió 
el asunto a este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 254 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales, que prevé la facultad del Ministerio Público de archivar tempo­
ralmente la investigación, no vulnera la prohibición de absolver de la 
instancia.

Justificación: El artículo 23 constitucional proscribe la absolución de la ins­
tancia, lo cual se entiende como absolver temporalmente al reo en una causa 
criminal por ser insuficientes los elementos probatorios aportados por la 
parte acusadora durante el juicio para acreditar su culpabilidad. Esa deci­
sión deja abierto el proceso y posterga su resolución definitiva hasta que se 
encuentren nuevos y mejores medios de convicción sobre la responsabilidad 
del enjuiciado. Ahora bien, el artículo 254 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales prevé la facultad del Ministerio Público para archivar 
temporalmente la capeta de investigación que se encuentre en la fase ini­
cial cuando no se encuentren antecedentes, datos suficientes o elementos 
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de los que se puedan establecer líneas de investigación que permitan reali­
zar diligencias tendientes a esclarecer los hechos que dieron origen a la 
investigación. Por otra parte, de conformidad con el artículo 211, fracción 
I, inciso a), del Código Adjetivo, la investigación inicial comienza con la 
presentación de la denuncia, querella u otro requisito equivalente, y concluye 
cuando el imputado queda a disposición del Juez de Control para que se 
le formule imputación, esto es, previo al inicio del proceso penal. De ahí 
que la facultad de archivar temporalmente la carpeta de investigación sólo 
puede ejercerse previo al inicio del proceso penal, por lo que no se puede 
considerar que la fiscalía está absolviendo de la instancia y, por ende, no 
se vulnera la citada prohibición constitucional.

1a./J. 102/2024 (11a.)

Amparo en revisión 680/2022. Jhonny Alberto Chablé Prieto. 15 de marzo de 
2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis de jurisprudencia 102/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ARCHIVO TEMPORAL DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. EL AR­
TÍCULO 254 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se reclamó que el artículo 
254 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en el que se prevé 
que el Ministerio Público podrá determinar el archivo temporal de la inves­
tigación, vulnera el principio de seguridad jurídica. Ante el sobreseimiento 
del juicio, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y el Tribunal Cole­
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giado del conocimiento revocó el sobreseimiento y remitió el asunto a este 
Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 254 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les, que prevé la facultad del Ministerio Público de archivar temporalmente 
la investigación, no vulnera el principio de seguridad jurídica.

Justificación: El principio de seguridad jurídica, inmerso en el artículo 16 
constitucional, tutela que el gobernado jamás se encuentre en una situación 
de incertidumbre jurídica. Ahora bien, el precepto combatido debe anali­
zarse en forma conjunta con la prescripción, la cual conceptualmente cons­
tituye la adquisición o pérdida de un derecho o una acción por el simple 
transcurso del tiempo en las condiciones previstas por la ley, y que supone 
la inactividad del Ministerio Público con relación a su función de investigar 
y perseguir los delitos durante el tiempo que la ley señala como suficiente 
para su extinción. De este modo, la prescripción representa la condición 
objetiva necesaria para que se ejerza el poder punitivo del Estado, obliga­
toria para éste e irrenunciable para el inculpado, relativa a la investigación 
de la comisión de hechos delictivos y persecución de los autores. Por tanto, 
al contar con un plazo para el ejercicio de la acción penal, so pena de 
decretar su prescripción ante la inactividad de la autoridad ministerial en 
los casos que así lo establezca la ley, genera un estado de seguridad jurí­
dica para las partes del procedimiento penal. Luego, si bien es cierto que 
el artículo 254 del Código adjetivo faculta a la autoridad ministerial a archi­
var temporalmente la correspondiente carpeta de investigación, también lo 
es que la figura de la prescripción da certeza jurídica al gobernado. Además, 
la referida facultad no es arbitraria, pues la Representación Social debe de 
fundar y motivar correctamente su determinación, en virtud de que en tér­
minos del artículo 21 constitucional, le corresponde decidir cuándo contará 
con los elementos suficientes para tomar una decisión definitiva en torno al 
ejercicio de la acción penal.

1a./J. 103/2024 (11a.)

Amparo en revisión 680/2022. Jhonny Alberto Chablé Prieto. 15 de marzo de 
2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 
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Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Tesis de jurisprudencia 103/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, QUE FACULTA A LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA 
ECONÓMICA (COFECE) PARA REQUERIR INFORMES Y DOCUMENTOS, 
NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: Una persona moral y dos personas físicas fueron sancionadas por 
el Pleno de la Comisión Federal de Competencia Económica por la comisión 
de prácticas monopólicas absolutas. Inconformes, promovieron juicio de 
amparo indirecto en el que reclamaron la inconstitucionalidad del artículo 
73 de la Ley Federal de Competencia Económica por vulnerar los principios 
fundamentales de legalidad y seguridad jurídica al no prever un plazo dentro 
del cual la autoridad puede requerir de cualquier persona informes y documen­
tos que estime necesarios para realizar sus investigaciones. La persona 
Juzgadora de Distrito del conocimiento negó el amparo, al considerar que 
el precepto reclamado no viola los principios fundamentales señalados. 
Contra esta sentencia, la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 73 de la Ley Federal de Competencia Económica 
no vulnera el principio de seguridad jurídica al no disponer en la propia hipó­
tesis normativa, un límite en el tiempo para que la autoridad competente 
pueda requerir información y documentos a los particulares.

Justificación: El legislador al emitir la Ley Federal de Competencia Econó­
mica estableció la figura de la prescripción no sólo con relación al ejercicio 
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de las facultades de la autoridad para imponer una sanción, sino incluso, y de 
manera expresa, con las propias facultades de inicio de las investigaciones. 
Luego, debe entenderse que la facultad de la autoridad en materia de com­
petencia económica para formular requerimientos de información y documen­
tación está necesariamente vinculada con las propias investigaciones que 
puede realizar dicha autoridad. Así, debe entenderse que la Comisión 
Federal de Competencia Económica puede formular los requerimientos de 
información y documentación que estime necesarios para llevar a cabo 
sus investigaciones, siempre y cuando su facultad para investigar posibles 
conductas ilícitas no se encuentre prescrita y esté abierta una investigación 
cuyo periodo de duración no se encuentre excedido. Por tanto, el ordenamien­
to presenta suficiente claridad en los artículos 71, 73 y 137 para concluir 
que establecen un límite a la duración de las investigaciones, incluyendo 
los requerimientos que forman parte de éstas y un plazo de prescripción 
de las facultades de la Comisión Federal de Competencia Económica para 
iniciarlas; lo que brinda suficiente certeza a los particulares de la preven­
ción que deben guardar en cuanto al cuidado y resguardo de documentos 
y evidencias vinculadas con determinadas conductas que tengan la poten­
cialidad de ser sujetas de reproche.

1a./J. 104/2024 (11a.)

Amparo en revisión 565/2023. Impromed, S.A. de C.V. y otros. 7 de febrero de 
2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien 
formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade.

Tesis de jurisprudencia 104/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RESTRICCIÓN PARA LA CONCESIÓN DEL BENEFICIO DE LIBERTAD 
ANTICIPADA A LOS SENTENCIADOS POR EL DELITO DE DELINCUENCIA 
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ORGANIZADA. EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY NACIONAL DE EJECU­
CIÓN PENAL NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE REINSERCIÓN 
SOCIAL, IGUALDAD Y DIGNIDAD HUMANA.

Hechos: Una persona sentenciada por el delito de delincuencia organizada 
promovió amparo indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad del 
artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que establece que no 
gozarán de la libertad anticipada los sentenciados en materia de delincuen­
cia organizada, al aseverar que vulnera los derechos a la reinserción social, 
a la igualdad y la dignidad humana. Contra la sentencia que negó el amparo, 
interpuso recurso de revisión, el cual se remitió a este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal no viola 
los derechos a la reinserción social, a la igualdad y a la dignidad humana.

Justificación: La restricción para la concesión del beneficio de libertad anti­
cipada a las personas sentenciadas por el delito de delincuencia organizada 
no implica una violación a las medidas previstas en el artículo 18 de la 
Constitución Federal para lograr la reinserción social del sentenciado, pues 
otorgarla no es una obligación constitucional, sino que se trata de una facul­
tad para el legislador ordinario quien, por razones de política criminal, consideró 
que no en todos los casos debían concederse dichos beneficios. Tampoco 
vulnera el derecho a la igualdad, ya que esa negativa no constituye una dis­
criminación por exclusión que atente contra los derechos fundamentales, 
sino una distinción legislativa que se justifica razonablemente por la mayor 
relevancia de ese delito. Por último, se vulneraría el derecho a la dignidad 
humana, entre otros, cuando no se respetan las garantías constitucionales 
que rigen el proceso penal, pero la restricción para otorgar el beneficio de 
libertad anticipada no trasgrede el citado derecho, pues, acorde con el 
artículo 18 constitucional, el legislador puede configurar con libertad dentro 
de unos amplios márgenes.

1a./J. 105/2024 (11a.)

Amparo en revisión 464/2022. 10 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de 
la Ministra y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
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Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos 
Manuel Baráibar Tovar.

Tesis de jurisprudencia 105/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LIBERTAD ANTICIPADA. EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY NACIONAL DE 
EJECUCIÓN PENAL, AL PREVER QUE LOS SENTENCIADOS POR EL 
DELITO DE DELINCUENCIA ORGANIZADA NO GOZARÁN DE ESE BENE­
FICIO, NO VULNERA EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM, NI SE TRATA DE UNA 
PENA DE LAS PROHIBIDAS EN EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL.

Hechos: Una persona sentenciada por el delito de delincuencia organizada 
promovió amparo indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad del 
artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que establece que no 
gozarán de la libertad anticipada los sentenciados en materia de delincuen­
cia organizada, al aseverar que vulnera el principio non bis in idem y se 
trata de una de las penas prohibidas en términos del artículo 22 constitu­
cional. Contra la sentencia que negó el amparo, interpuso recurso de revisión, 
el cual se remitió a este Alto Tribunal.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que 
restringe la concesión del beneficio de la libertad anticipada a la persona 
sentenciada por el delito de delincuencia organizada, no vulnera el principio 
non bis in idem y no dispone una de las penas prohibidas por el artículo 22 
constitucional.

Justificación: El principio non bis in idem, reconocido en el artículo 23 cons­
titucional, prohíbe que el Estado juzgue dos veces a una persona con motivo 
de los mismos hechos delictivos. Dicho principio no se vulnera cuando se 
restringe a las personas sentenciadas por el delito de delincuencia organi­
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zada a acceder al beneficio de la libertad anticipada, ya que la persona 
Juzgadora de ejecución sólo verifica si pueden acceder a ese beneficio, lo 
cual no implica un juzgamiento de hechos delictivos o que se juzgue dos 
veces a la persona sentenciada por los mismos hechos delictivos como 
lo prohíbe el artículo 23 constitucional. Ahora bien, la libertad anticipada es 
un mecanismo para generar los resultados y fines previstos en el artículo 18, 
párrafo segundo, de la Constitución Federal, como son lograr la reinserción 
del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir. Por lo 
que dicho mecanismo no implica de manera alguna una pena, sino que se 
trata de un beneficio a favor de la persona sentenciada que se actualiza 
en la etapa de ejecución de la pena que le fue impuesta como consecuen­
cia del juzgamiento de una conducta delictiva; y de ahí que no se trata de 
alguna de las penas prohibidas por el artículo 22 constitucional.

1a./J. 106/2024 (11a.)

Amparo en revisión 464/2022. 10 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de 
la Ministra y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos 
Manuel Baráibar Tovar.

Tesis de jurisprudencia 106/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OBLIGACIÓN DE EXHIBIR PELÍCULAS EN SU VERSIÓN ORIGINAL Y SUB­
TITULADAS AL ESPAÑOL. EXCEPTUAR DE ESA OBLIGACIÓN A LAS 
CLASIFICADAS PARA EL PÚBLICO INFANTIL Y LOS DOCUMENTALES 
EDUCATIVOS, QUE PUEDEN SER DOBLADAS AL ESPAÑOL, ES INCONSTI­
TUCIONAL AL NO SUPERAR LAS GRADAS DE NECESIDAD Y PRO­
PORCIONALIDAD EN ESTRICTO SENTIDO (ARTÍCULO 8o. DE LA LEY 
FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA). 
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Hechos: Una persona moral que exhibe películas en salas cinematográficas 
reclamó en amparo indirecto la inconstitucionalidad del artículo 8o. de la 
Ley Federal de Cinematografía, que establece que las películas serán exhi­
bidas al público en su versión original y subtituladas al español en los tér­
minos que establezca el reglamento y que las clasificadas para público 
infantil y los documentales educativos podrán exhibirse dobladas, pero siem­
pre subtituladas en español, pues a su juicio el hecho de que no se permita 
exhibir películas dobladas al español que no sean las clasificadas para el 
público infantil y los documentales educativos, genera una restricción injus­
tificada a su libertad de comercio. La persona juzgadora sobreseyó, por lo 
que la quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Cir­
cuito reservó jurisdicción a este Alto Tribunal para resolver el problema de 
constitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 8o. de la Ley Federal de Cinematografía es inconsti­
tucional, pues si bien persigue un fin constitucionalmente válido, no supera 
las gradas de necesidad y proporcionalidad en sentido estricto.

Justificación: El precepto citado tiene por objeto respetar irrestrictamente la 
concepción y realización de obras cinematográficas, y constituye una 
medida idónea para conseguir el fin pretendido, pues exhibir películas al 
público en su versión original, excepto las clasificadas para el público 
infantil y los documentales educativos, busca respetar su originalidad y fina­
lidad. Sin embargo, no supera las gradas de necesidad y proporcionalidad 
en sentido estricto, pues existen medidas menos lesivas al derecho a la liber­
tad de comercio, como establecer un sistema de cuotas de exhibición de 
obras cinematográficas, mismo que se aplica en distintos países a nivel inter­
nacional para conciliar los distintos gustos y opciones lingüísticas; lo que 
habilitaría a la quejosa para acercarse comercialmente con el amplio sector 
de personas que no saben leer o que lo hacen en forma deficiente, o sim­
plemente al que no opta por ese tipo de presentación. El doblaje tiene como 
único objetivo traducir la expresión verbal efectuada en el idioma de origen, 
de ahí que su finalidad no es crear, sino reproducir la expresión gramatical que 
debe sujetarse a la idea expresada por su creador, ponderando además 
que no toda la población está alfabetizada ni tiene la visión suficiente para 
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leer sólo subtítulos. Tampoco supera el examen de proporcionalidad en sen­
tido estricto porque no logra conseguir con eficacia el respeto a la concep­
ción y realización de las películas, al tiempo que las limitaciones al derecho 
fundamental de libertad de comercio que asiste a la parte quejosa resultan 
intensas por la manera en que el precepto incide en el derecho de referencia.

1a./J. 108/2024 (11a.)

Amparo en revisión 652/2022. CINEMEX WTC, S.A. de C.V. y otras. 25 de octu­
bre de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto con­
currente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente al 
considerar que el artículo 8o. es constitucional a partir de una interpreta­
ción conforme, por lo que no comparte los alcances de esta tesis, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
tario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 108/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de mayo de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OBLIGACIÓN DE EXHIBIR PELÍCULAS EN SU VERSIÓN ORIGINAL Y 
SUBTITULADAS AL ESPAÑOL. NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LIBRE 
COMPETENCIA Y CONCURRENCIA NI EL DERECHO A LA LIBERTAD 
DE ELECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES (ARTÍCULO 8o. DE LA LEY 
FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA). 

Hechos: Una persona moral que exhibe películas en salas cinematográfi­
cas reclamó en amparo indirecto la inconstitucionalidad del artículo 8o. de la 
Ley Federal de Cinematografía, que establece que las películas serán exhibi­
das al público en su versión original y subtituladas al español y que las 
clasificadas para público infantil y los documentales educativos podrán 
exhibirse dobladas, pero siempre subtituladas en español. La empresa 
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consideró que la obligación de subtitular las películas, independientemente 
de su idioma original, implica una ventaja competitiva injustificada en favor de 
las televisoras y servicios de streaming –Over the Top (OTT)–, quienes no 
deben cumplir esa exigencia. La persona juzgadora sobreseyó, por lo que 
la quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito 
reservó jurisdicción a este Alto Tribunal para resolver el problema de constitu­
cionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 8o. de la Ley Federal de Cinematografía no viola 
los principios de libre competencia y concurrencia, así como tampoco el 
derecho a la libertad de elección de los consumidores ni establece una ven­
taja competitiva injustificada.

Justificación: La exhibición al público de películas se entiende como aquella 
que se realiza en salas cinematográficas, videosalas, transportes públicos 
o cualquier otro lugar abierto o cerrado, mientras que la transmisión o emisión 
se conceptualiza como la efectuada en sistema abierto, cerrado, directo, por 
hilo o sin hilo, electrónico o digital, a través de cualquier sistema o medio de 
comunicación conocido o por conocer, cuya regulación se rige por la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y sus respectivos reglamen­
tos. No puede considerarse actualizada la transgresión a los principios de 
libre competencia y concurrencia ni que se desplace a los agentes econó­
micos que participan en la exhibición de películas en salas cinematográficas 
con respecto a las televisoras y servicios OTT, pues además de las distin­
ciones técnicas y artísticas que conlleva cada formato, la mecánica de 
exhibición de los subtítulos implica distinciones que no permiten hacer su 
comparación, pues las películas exhibidas en cines utilizan una misma pro­
yección que debe ser captada y entendida por un público que se reúne 
en un recinto o lugar como salas cinematográficas, videosalas, transportes 
públicos o cualquier otro lugar abierto o cerrado en que pueda efectuarse; 
de manera que se trata de una experiencia compartida en la que el for­
mato de la obra será el mismo para todos los espectadores. En la televisión 
y servicios OTT, su propio formato de recepción permite personalizar ciertos 
aspectos de la transmisión, como incluir subtítulos, sin que ello implique 
que otros espectadores con acceso al mismo material en otra televisión o 
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equipo audiovisual vean la transmisión de esa misma manera. Las televisoras 
o los servicios OTT, si bien no cuentan con las mismas obligaciones deriva­
das del artículo aludido, en las normas que las regulan se les compele a 
realizar acciones en cuanto a la inclusión de los subtítulos en su actividad 
de transmisión y emisión para dar accesibilidad a personas con discapaci­
dad auditiva, por lo que no podría considerarse la existencia de una ventaja 
competitiva que desplace a la parte quejosa o de alguna vulneración a sus 
derechos de libertad de competencia y concurrencia.

1a./J. 109/2024 (11a.)

Amparo en revisión 652/2022. CINEMEX WTC, S.A. de C.V. y otras. 25 de octu­
bre de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente 
al considerar que el artículo 8o. es constitucional a partir de una interpre­
tación conforme, sin embargo, comparte los alcances de esta tesis, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ale­
jandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 109/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de mayo de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MEJORA REGULATORIA. EL CONGRESO DE LA UNIÓN NO ES SUJETO 
OBLIGADO PARA SOMETER SUS ACTOS FORMAL Y MATERIALMENTE 
LEGISLATIVOS A UN PROCEDIMIENTO DE ESTA NATURALEZA (AR­
TÍCULO 8o. DE LA LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA). 

Hechos: Una persona moral que exhibe películas en salas cinematográfi­
cas reclamó en amparo indirecto la inconstitucionalidad del artículo 8o. de 
la Ley Federal de Cinematografía, al considerar que no se cumplió el proce­
dimiento de mejora regulatoria previo a la aprobación del decreto legislativo 
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que lo reformó. La persona juzgadora sobreseyó, por lo que la quejosa inter­
puso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito reservó juris­
dicción a este Alto Tribunal para resolver el problema de constitucionalidad 
planteado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el Congreso de la Unión no es sujeto obligado para someter 
sus actos formal y materialmente legislativos a un procedimiento de mejora 
regulatoria, por lo que es innecesario que la reforma al artículo 8o. de la Ley 
Federal de Cinematografía se hubiera sometido a ese procedimiento.

Justificación: El Congreso de la Unión es un sujeto obligado en términos de la 
Ley General de Mejora Regulatoria tratándose, exclusivamente, del Capítulo 
VI denominado "De la Implementación de la Política de Mejora Regulatoria 
por los Poderes Legislativo y Judicial, los Organismos con Autonomía Consti­
tucional y los Organismos con Jurisdicción Contenciosa que no formen 
parte de los Poderes Judiciales", del Título Segundo denominado "Del Sis­
tema Nacional de Mejora Regulatoria", y no así para someter sus actos 
formal y materialmente legislativos ante un procedimiento de esa naturaleza. 
Sostener lo contrario soslayaría la autonomía de otros Poderes de la Unión, 
así como los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Federal que reglamen­
tan el procedimiento legislativo, pues éste no debe supeditarse en aras de 
que su producción normativa se someta ante procesos de mejora regula­
toria sustanciados por autoridades como la Comisión Nacional de Mejora 
Regulatoria (CONAMER).

1a./J. 110/2024 (11a.)

Amparo en revisión 652/2022. CINEMEX WTC, S.A. de C.V. y otras. 25 de octu­
bre de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente 
al considerar que el artículo 8o. es constitucional a partir de una interpre­
tación conforme, sin embargo, comparte los alcances de esta tesis, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ale­
jandro Castañón Ramírez.
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Tesis de jurisprudencia 110/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de mayo de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OBLIGACIÓN DE EXHIBIR PELÍCULAS EN SU VERSIÓN ORIGINAL Y 
SUBTITULADAS AL ESPAÑOL. NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRE­
SIVIDAD, EN SU VERTIENTE DE NO REGRESIVIDAD (ARTÍCULO 8o. DE 
LA LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA). 

Hechos: Una persona moral que exhibe películas en salas cinematográficas 
reclamó en amparo indirecto la inconstitucionalidad del artículo 8o. de la 
Ley Federal de Cinematografía, que establece que todas las películas –sin 
importar su clasificación– deben exhibirse subtituladas al español. Consideró 
que esa obligación es una medida regresiva a la protección de los derechos 
a la libertad de comercio, de libre competencia y concurrencia, así como a 
la igualdad. La persona juzgadora sobreseyó, por lo que la quejosa interpuso 
recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a 
este Alto Tribunal para resolver el problema de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el artículo 8o. de la Ley Federal de Cinematografía 
no viola el principio de progresividad de los derechos humanos, en su ver­
tiente de no regresividad.

Justificación: El precepto reclamado no contiene una medida regresiva, ya 
que establece la obligación de exhibir todas las películas subtituladas al espa­
ñol en aras de incluir a la población con discapacidad auditiva. Por el con­
trario, abona a optimizar el principio de progresividad de los derechos 
humanos de las personas con discapacidad auditiva y a cumplir las obliga­
ciones constitucionales y convencionales del Estado mexicano respecto de 
los derechos de las personas con discapacidad, particularmente, del derecho 
a la igualdad y de acceso a la cultura. Todas las autoridades del Estado 
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mexicano están obligadas a realizar diversas acciones tendientes a incluir 
a las personas que forman parte de dicho grupo social, inclusive, dicha 
obligación cobra relevancia para todas las personas –físicas o jurídicas– en 
atención a la eficacia horizontal de los derechos humanos.

1a./J. 111/2024 (11a.)

Amparo en revisión 652/2022. CINEMEX WTC, S.A. de C.V. y otras. 25 de octu­
bre de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente 
al considerar que el artículo 8o. es constitucional a partir de una interpre­
tación conforme, sin embargo, comparte los alcances de esta tesis, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ale­
jandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 111/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de mayo de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

LIQUIDACIÓN DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO EN LA ETAPA DE EJECU­
CIÓN. EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 156 DE LA LEY NACIONAL 
DE EJECUCIÓN PENAL ES ACORDE CON EL DERECHO AL DEBIDO 
PROCESO Y CON LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA E IMPAR­
CIALIDAD JUDICIAL. 

Hechos: Una persona penalmente responsable del delito de fraude agra­
vado fue condenada a resarcir los perjuicios ocasionados a los ofendidos, 
por lo que promovió juicio de amparo directo contra el artículo 156, primer 
párrafo, de la Ley Nacional de Ejecución Penal por considerarlo contrario al 
derecho al debido proceso, así como a los principios de seguridad jurídica 
e imparcialidad judicial. El Tribunal Colegiado de Circuito estimó infundado 
dicho concepto de violación y el quejoso interpuso recurso de revisión.
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Criterio jurídico: El primer párrafo del artículo 156 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, que posibilita que la cuantificación de la reparación del daño 
se realice en la etapa de ejecución de sentencias, es acorde con el derecho 
al debido proceso, así como a los principios de seguridad jurídica e impar­
cialidad judicial.

Justificación: De acuerdo con el artículo 20, apartado C, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la reparación del 
daño es un derecho de la víctima y constituye una consecuencia lógica de la 
sentencia condenatoria que acredita la responsabilidad de la persona 
imputada. En este caso, el artículo 156 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal prevé que el juez de ejecución puede determinar el monto de la repa­
ración una vez que la jueza o tribunal de enjuiciamiento se hayan pronun­
ciado sobre ella. Dicha determinación no constituye una sanción impuesta 
fuera de procedimiento. Al contrario, el referido artículo 156 pretende cumplir 
con los derechos constitucionales de la víctima, así como los de la persona 
imputada por el Poder Reformador de la Constitución a lo largo de varias 
reformas constitucionales que pretendieron otorgar mayor relevancia a uno de 
los fines últimos del procedimiento penal: que los daños causados por el 
delito se reparen. En delitos patrimoniales no puede establecerse, a priori, 
que su monto deba corresponder necesariamente al daño acreditado en la 
etapa de juicio, pues la indemnización no puede restringirse sin justificación. 
La reparación del daño no sólo comprende la compensación por el daño 
material integrado por daño emergente y lucro cesante, sino también la apli­
cación de otras formas de reparación, por ejemplo, por daño inmaterial, 
medidas de satisfacción o garantías de no repetición. De ahí que el primer 
párrafo del artículo 156 de la Ley Nacional de Ejecución Penal es acorde 
con el derecho al debido proceso y al principio de seguridad jurídica. Tam­
poco vulnera el principio de imparcialidad porque, en abstracto, no eviden­
cia que los Jueces de Ejecución tengan condición personal alguna que los 
motive a resolver en determinado sentido cuando se trate de la determina­
ción del monto de la reparación del daño. Al contrario, el hecho de que 
sea un juzgador distinto al de Enjuiciamiento quien resuelva sobre el monto 
de la reparación del daño garantiza la independencia y objetividad de la deci­
sión, así como que sea tomada por una persona especializada en el tema.

1a./J. 112/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 8969/2019. Guillermo Guerra Monje y/o Guillermo 
Guerra Monge. 27 de abril de 2022. Cinco votos de las Ministras y los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez de La Paz.

Tesis de jurisprudencia 112/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

MEDIDAS CAUTELARES. LA FACULTAD QUE ESTABLECE EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DEL ARTÍCULO 157 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES, PARA QUE LA PERSONA JUZGADORA DE CON­
TROL IMPONGA UNA DIVERSA DE LA SOLICITADA POR LAS PARTES, 
SIN PETICIÓN EXPRESA NI DEBATE PARA ELLO, SIEMPRE QUE NO SEA 
MÁS GRAVE, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN PRE­
VISTO EN EL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

Hechos: Luego de que se formuló imputación en contra de una persona, se 
abrió debate sobre las medidas cautelares y el Ministerio Público solicitó que 
se le impusiera la prisión preventiva justificada; la defensa del imputado 
consideró que la medida era excesiva, exagerada y desproporcionada, por 
lo que solicitó que se impusiera una diversa. Al respecto, la persona juzga­
dora de Control decretó como medidas cautelares, la presentación perió­
dica ante el Juzgado de Control, la exhibición de una garantía económica, 
la prohibición de salir del país sin autorización del órgano jurisdiccional y la 
prohibición de comunicarse con el querellante. En desacuerdo con esa y 
otras determinaciones, el imputado promovió amparo indirecto en el que 
reclamó la regularidad constitucionalidad del párrafo segundo del artículo 
157 del Código Nacional de Procedimientos Penales, bajo el argumento de 
que violaba el principio de contradicción previsto en el artículo 20 constitu­
cional por considerar que facultaba a la autoridad judicial a imponer una 
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medida cautelar distinta de la solicitada, sin petición expresa de las partes 
ni debate establecido para ello.

Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el párrafo segundo del artículo 157 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, que faculta a la persona juzgadora de Control 
para imponer una medida cautelar diversa de la solicitada por las partes, 
siempre que no sea más grave, no vulnera el principio de contradicción 
que se consagra en el artículo 20 de la Constitución Federal porque la per­
sona imputada, previo a que la autoridad judicial se pronuncie sobre la 
procedencia de una medida cautelar en su contra solicitada por el Ministerio 
Público, el ofendido o la víctima del delito, tiene garantizado su derecho a 
ser oído en defensa.

Justificación: De acuerdo con la doctrina constitucional desarrollada por 
esta Suprema Corte con relación al principio de contradicción que rige el 
proceso penal acusatorio y oral, implica, desde su vertiente de derecho de 
defensa, la exigencia de que todas las partes en el proceso dentro de cual­
quier etapa procedimental, incluso previas a la de juicio, sean oídos en 
cuanto a sus pretensiones y defensas; lo que los faculta para alegar, probar, 
refutar y controlar las pruebas del adversario, a efecto de formar convicción 
en el juzgador respecto de un punto determinado de hecho o de derecho 
sobre el que debe resolver. Así, la observancia de ese principio exige que 
toda afirmación, petición o pretensión formulada por una de las partes en el 
proceso debe ponerse en conocimiento de la contraria para que pueda 
expresar su conformidad u oposición, manifestando sus propias razones. Ejer­
cicio que se encuentra garantizado para las personas imputadas con relación 
a las medidas cautelares que se solicitan en su contra, pues del análisis 
sistemático de lo dispuesto en los artículos 154, 155, 156, 157, 158 y 307 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, se observa que el estudio 
sobre su procedencia requiere de la necesaria solicitud que haga a la auto­
ridad jurisdiccional el Ministerio Público o la víctima u ofendido del delito. Peti­
ción que se formula dentro de una audiencia, siempre con presencia de las 
partes procesales indispensables, por regla general, la identificada como 
audiencia inicial, pues es igualmente un requisito de procedencia que el 
Ministerio Público haya formulado la imputación, o bien, que la persona 
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juzgadora de Control haya decretado la vinculación a proceso en su contra. 
La citada Ley Adjetiva Nacional establece un catálogo cerrado de medidas 
cautelares, entre las cuales, la persona juzgadora de Control puede imponer 
una o varias de ellas, incluso diferente o diferentes de las solicitadas, siem­
pre y cuando no sea más grave; ello, según resulte necesario para garantizar 
la continuidad del proceso, al evitar que la persona imputada se sustraiga 
de la acción de la justicia, que se proteja la seguridad de la víctima, ofen­
dido o testigos, y se evite que el imputado entorpezca de cualquier modo 
el procedimiento; condicionado a la menor afectación a los derechos funda­
mentales del imputado, al obrar en su favor la presunción de su inocen­
cia. Lo que la persona juzgadora de Control determina, dentro de la propia 
audiencia, en función de los argumentos que sostengan las partes y, en su 
caso, sobre la base de los medios de pruebas que ofrezcan para robus­
tecerlos, luego de su debida discusión; ponderando en todo momento el 
criterio de mínima intervención, así como los principios de idoneidad y pro­
porcionalidad de las medidas. En ese orden de ideas, si bien es verdad 
que el párrafo segundo del artículo 157 del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales faculta a la autoridad judicial a imponer una medida cautelar 
distinta de la solicitada por las partes, sin petición expresa ni debate esta­
blecido para ello; también es cierto que por tratarse del momento decisorio 
sobre la procedencia de una medida cautelar solicitada, el ejercicio contra­
dictorio entre las partes procesales quedó previamente agotado. Y en aten­
ción a que las medidas cautelares tienen como fin instrumental el garantizar 
la continuidad del proceso, evitando para tales efectos que la persona 
imputada se sustraiga de la acción de la justicia o que entorpezca de cual­
quier modo el procedimiento, además de proteger la seguridad de la víctima, 
ofendido o testigos, con la menor afectación a los derechos fundamentales 
del imputado, a virtud del principio de presunción de inocencia que obra en su 
favor; deben calibrarse debidamente en atención a las circunstancias de 
cada caso concreto y en estricto cumplimiento a los principios de proporcio­
nalidad, mínima intervención, subsidiariedad y presunción de inocencia. Con­
secuentemente, una vez determinada la procedencia de la medida o 
medidas cautelares, la definición de la más benigna o benignas, pero a la 
vez, suficientemente adecuada o adecuadas para cumplir con esos lineamien­
tos, es una facultad que corresponde en exclusiva a la persona juzgadora de 
Control, como se desprende de lo dispuesto en los artículos 16, párrafo 
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décimo cuarto, y 19, párrafo segundo, ambos de la Constitución Federal. 
Es por esa razón que la norma impugnada lo faculta para acceder, incluso 
a medidas cautelares diversas de las que fueron solicitadas y objeto de 
debate por las partes procesales en la correspondiente audiencia. Máxime 
que por seguridad jurídica, esa posibilidad se condiciona a que resulten 
de menor gravedad que aquéllas. Así, aunque no se excluye la posibilidad de 
que medie una solicitud expresa al respecto, no es una condición necesa­
ria para que la persona juzgadora de Control proceda en ese sentido, y sin 
necesidad de abrir debate alguno al respecto. Pues en todo momento priva 
su calidad de garante de los derechos fundamentales de las partes proce­
sales, en este caso, de la persona imputada, así como de la regularidad del 
correspondiente procedimiento.

1a./J. 113/2024 (11a.)

Amparo en revisión 125/2022. David Dichi Abadi. 11 de enero de 2023. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausen­
te: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en su ausencia hizo suyo el asunto el Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario Héctor Vargas Becerra.

Tesis de jurisprudencia 113/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA DE REFERENCIA. REQUISITOS PARA QUE PUEDA CONSTI­
TUIR PRUEBA VÁLIDA.

Hechos: Dos personas condenadas por el delito de privación de la libertad 
en su modalidad de secuestro exprés agravado promovieron amparo contra 
la sentencia definitiva. Reclamaron que se les condenó con base en "testi­
monios de oídas", ya que las víctimas no comparecieron a la audiencia de 
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juicio y sus declaraciones se incorporaron mediante las testimoniales de los 
elementos aprehensores que refirieron haberlas entrevistado. El Tribunal Cole­
giado de Circuito negó el amparo, pues consideró que, dado que el sistema 
penal acusatorio se rige por un sistema de valoración de las pruebas libre 
y lógica, lo trascendente son las razones objetivas que se plasmen res­
pecto del valor probatorio que se les confiera. Los sentenciados recurrieron 
dicha determinación.

Criterio jurídico: Si bien, por regla general, la prueba de referencia es inad­
misible, esta prohibición admite excepciones cuando se cumplan algunos 
requisitos.

Justificación: Conforme a lo resuelto por la Primera Sala en los amparos 
directos en revisión 2929/2018, 1956/2019 y 2112/2019, la prohibición de 
valorar pruebas de referencia puede modularse, siempre y cuando la imposi­
bilidad de desahogar la testimonial en cuestión ante el Tribunal de Enjui­
ciamiento y someterla a contradictorio responda a causas insuperables, 
inevitables, eventuales, comprobables y ajenas a la voluntad del testigo y de 
las partes, como cuando el testigo no comparece a la audiencia de juicio 
porque ha fallecido o porque presenta un padecimiento (físico o mental) 
que le impide rendir su declaración. Para que puedan introducirse a juicio las 
declaraciones rendidas en etapas previas a la audiencia de juicio es indis­
pensable que se cumpla alguna de las condiciones siguientes: a) que el 
testigo haya sido sometido a contradictorio en una etapa previa a la audien­
cia de juicio oral; o b) que su declaración no constituya un elemento sine 
qua non para justificar la sentencia.

1a./J. 114/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 167/2023. 31 de enero de 2024. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos 
Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Santiago 
Mesta Orendain.
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Tesis de jurisprudencia 114/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TESTIMONIO DE OÍDAS. ES UNA FORMA ESPECÍFICA DE PRUEBA DE 
REFERENCIA POR LO QUE, POR REGLA GENERAL, NO ES SUSCEPTI­
BLE DE SER VALORADO EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA.

Hechos: Dos personas condenadas por el delito de privación de la libertad 
en su modalidad de secuestro exprés agravado promovieron amparo contra 
la sentencia definitiva. Reclamaron que se les condenó con base en "testi­
monios de oídas", ya que las víctimas no comparecieron a la audiencia de 
juicio y sus declaraciones se incorporaron mediante las testimoniales de los 
elementos aprehensores que refirieron haberlas entrevistado. El Tribunal Cole­
giado de Circuito negó el amparo, pues consideró que, dado que el sistema 
penal acusatorio se rige por un sistema de valoración de las pruebas libre 
y lógica, lo trascendente son las razones objetivas que se plasmen res­
pecto del valor probatorio que se les confiera. Los sentenciados recurrieron 
dicha determinación.

Criterio jurídico: El testimonio de oídas es una forma específica de prueba 
de referencia, por lo que, por regla general, no constituye prueba válida 
susceptible de ser valorada en el dictado de la sentencia, pues contraviene 
los principios de inmediación y contradicción.

Justificación: Por testimonio de oídas se entiende la declaración de un tes­
tigo que dice haber percibido una comunicación de un tercero, con la cual 
se pretende acreditar que lo comunicado por el tercero es cierto. El testimo­
nio de oídas es una forma específica de prueba de referencia, la cual se 
entiende como toda declaración (escrita, oral, corporal o de cualquier otra 
índole) realizada fuera de juicio oral, que se introduce a juicio oral con el 
propósito de demostrar la veracidad de su contenido. No es testimonio de 
oídas ni prueba de referencia la referencia al dicho de otra persona cuando 
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sólo pretende demostrarse la existencia de la comunicación, con indepen­
dencia de la veracidad de lo dicho. Por ejemplo, cuando se utiliza para impug­
nar la credibilidad de un testigo o porque la existencia de la comunicación 
constituye un elemento del tipo, o en cualquier otro contexto en el que la 
existencia de la declaración sea relevante para la demostración de los 
hechos materia de la acusación, siempre y cuando quien da cuenta de la 
comunicación tenga conocimiento directo de ésta. Un mismo testigo puede 
ser directo sobre algunas cuestiones (que dice conocer por haberlas perci­
bido con sus propios sentidos) y de oídas respecto de otras (que dice 
conocer porque alguien más se lo dijo). Por tal motivo, la distinción no siem­
pre puede establecerse con base en la persona que rinde el testimonio, 
sino de las manifestaciones que pretenda introducir y la forma en la que 
dice haber adquirido conocimiento de ellas. En el sistema penal adversa­
rial, los principios de inmediación y contradicción regulan el modo en que 
debe formarse e incorporarse la prueba a fin de garantizar que los hechos 
no se demuestren a cualquier costo y por cualquier medio, sino sólo a través 
de las pruebas obtenidas con pleno respeto a los derechos fundamen­
tales y principios que rigen al proceso penal. Conforme al párrafo primero 
y las fracciones II, III y IV del apartado A del artículo 20 constitucional, el 
testimonio de oídas no constituye prueba válida para soportar una sentencia 
penal, pues no se desahoga por el sujeto de prueba de manera oral, perso­
nal y directa ante el Tribunal de Enjuiciamiento ni es sometida al escrutinio 
de un ejercicio contradictorio.

1a./J. 115/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 167/2023. 31 de enero de 2024. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita 
Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: San­
tiago Mesta Orendain.

Tesis de jurisprudencia 115/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de cinco de junio de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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NULIDAD DEL MATRIMONIO. EL ARTÍCULO 336 DEL CÓDIGO CIVIL 
DEL ESTADO DE JALISCO, QUE EXCLUYE AL CÓNYUGE DE MALA 
FE DE LOS GANANCIALES DE LA SOCIEDAD CONYUGAL, TRANS­
GREDE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD Y A LA PROTECCIÓN DE LA 
FAMILIA.

Hechos: Una persona demandó la nulidad de su matrimonio y solicitó que 
el demandado no tuviera parte en los gananciales de la sociedad conyugal 
conforme al artículo 336 del Código Civil del Estado de Jalisco, el cual esta­
blece que si la disolución de la sociedad procede de la ilegitimidad del 
matrimonio, el cónyuge que hubiere actuado con mala fe no tendrá parte en 
los gananciales. La Sala de apelación declaró la pérdida del demandado 
de los gananciales adquiridos en la sociedad conyugal. Inconforme, el de­
mandado promovió juicio de amparo directo en el que reclamó la inconsti­
tucionalidad del artículo. El Tribunal Colegiado de Circuito determinó que, 
aunque se probó la mala fe del demandado, la sanción establecida en el 
artículo era inconstitucional por ser absoluta y excesiva. En contra de la reso­
lución, la actora interpuso recurso de revisión en el que alegó que la sanción 
no era inconstitucional y que, en todo caso, no podía dejarse sin sanción el 
actuar del cónyuge de mala fe.

Criterio jurídico: El artículo 336 del Código Civil del Estado de Jalisco, que 
excluye de todos los gananciales de la sociedad conyugal al cónyuge 
que actuó de mala fe, es inconstitucional, ya que transgrede los derechos 
de propiedad y a la protección de la familia.

Justificación: El artículo citado tiene una finalidad constitucionalmente válida 
y es idóneo para disuadir a las personas de engañar a otras respecto de la 
decisión fundamental y condiciones bajo las cuales se contrae matrimonio. 
Sin embargo, la medida no es necesaria para alcanzar el fin deseado y 
resulta desproporcional, al privar a una persona de todos los frutos que 
hubieran derivado de la vida en común. Incluso, dado el sistema de ganan­
ciales previsto en la legislación local, la exclusión podría repercutir en la 
posibilidad del demandado de llevar una subsistencia digna y autónoma 
con motivo de la declaración de nulidad del matrimonio. En ese sentido, el 
artículo referido es contrario a los artículos 17 de la Convención Americana 
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sobre Derechos Humanos y 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, a partir de los cuales debe evitarse que el matrimonio constituya 
una causa de empobrecimiento de las personas que lo integran. Ahora, la 
inconstitucionalidad del precepto no exime que, dado que la conducta del 
cónyuge que actuó de mala fe constituye un ilícito civil, la parte que actuó 
de buena fe reclame los daños y perjuicios que haya resentido a conse­
cuencia de su actuar.

1a./J. 116/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 4261/2022. 28 de junio de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Treviño Fernández.

Tesis de jurisprudencia 116/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de junio de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEFENSA ADECUADA. EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 279 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE EXCEP­
TÚA LA PRESENCIA DEL DEFENSOR EN EL RECONOCIMIENTO DE 
PERSONAS POR FOTOGRAFÍA, NO TRANSGREDE ESE DERECHO 
FUNDAMENTAL.

Hechos: En la integración de la carpeta de investigación, el Ministerio 
Público solicitó la elaboración de dictámenes periciales en materia de retrato 
hablado, a partir de las características físicas de los probables responsa­
bles que expusieron diversos testigos en sus entrevistas. Con base en ello, 
se requirió a una dependencia oficial que remitiera las fotografías del per­
sonal de su adscripción que coincidieran con los retratos elaborados; entre 
otras, se enviaron las fotografías de los probables responsables. Finalmente, 
se practicó diligencia de reconocimiento por fotografía.
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Criterio jurídico: La técnica de investigación de reconocimiento de per­
sonas por fotografía puede válidamente practicarse sin la presencia del 
defensor porque versa sobre personas que no se encuentran presentes, 
porque se desconoce su identidad o porque no se encuentran disponi­
bles para su identificación directa.

Justificación: Las fracciones II, IV, VI, VII y VIII del apartado B del artículo 20 
de la Constitución Federal, con relación a lo previsto en el artículo 8.2, inci­
sos c), d), e) y f), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 
14.3, incisos b), d) y e), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
precisan que entre otras prerrogativas fundamentales que asisten a toda 
persona –natural o jurídica– imputada en el proceso penal, se encuentra el 
derecho a contar con una defensa adecuada; el cual, de acuerdo con la juris­
prudencia de esta propia Sala, emerge plenamente a partir del momento en 
que en la indagatoria surge algún dato objetivo que efectivamente permite 
ubicar al indiciado como posible autor o partícipe de un hecho punible, y 
más aún, cuando éste participa directa y activamente en la conformación 
de la indagatoria, sea de manera voluntaria, o bien, por encontrarse a dispo­
sición del Ministerio Público, pero no por la sola existencia de una denuncia 
de hechos –notitia criminis– o el inicio de la carpeta de investigación. En tanto, 
el reconocimiento de personas por fotografía es una técnica de investiga­
ción reservada para aquellos casos en que la persona a reconocer "no se 
encuentre presente", sea porque se desconoce la identidad del probable 
responsable, o bien, porque no se encuentre disponible para su identifica­
ción directa. Bajo esas circunstancias, no se activa la tutela del derecho 
fundamental de defensa adecuada, al no tratarse de una diligencia que se 
realice con la participación directa y activa de una persona a la que se le atri­
buya el carácter de autor o partícipe de un hecho con apariencia de delito, 
o respecto de quien pese algún tipo de imputación específica; y, en conse­
cuencia, su realización sin la presencia del defensor, no transgrede el orden 
constitucional.

1a./J. 117/2024 (11a.)

Amparo en revisión 70/2022. Arturo Amílcar Ferrer Leal. 9 de noviembre de 
2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Her­
nández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto con­
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currente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
tario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis de jurisprudencia 117/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de doce de junio de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TORTURA. OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD JUDICIAL CUANDO EL 
QUEJOSO ALEGA QUE SU COIMPUTADO FUE TORTURADO PARA 
HACER IMPUTACIONES EN SU CONTRA.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo directo contra la senten­
cia penal definitiva dictada en su contra, en el que adujo que la declaración 
ministerial de su coinculpado debía ser excluida del material probatorio con el 
que fue juzgado, al haber sido obtenida mediante actos de tortura para 
incriminarle. El tribunal colegiado de circuito omitió pronunciarse al respecto 
y convalidó la decisión de la autoridad responsable de valorar esa prueba 
de cargo en su perjuicio. En contra de esa determinación, el quejoso inter­
puso recurso de revisión.

Criterio jurídico: Ante el alegato de tortura de un coimputado, la autoridad 
judicial que conoce del proceso penal deberá realizar un análisis oficioso de 
los elementos disponibles hasta la etapa procesal en que se actúa. Si la auto­
ridad cuenta con elementos suficientes para establecer la existencia de 
tortura del coimputado, deberá emprender un estudio escrupuloso de los 
elementos probatorios aportados por éste que deriven directa o indirecta­
mente de la tortura infligida, únicamente en cuanto sustenten la imputación 
hacia el quejoso, al tenor de los parámetros constitucionales fijados en las 
reglas de exclusión de la prueba ilícita. Por el contrario, si la autoridad judicial 
estima que la evidencia disponible para acreditar razonablemente dichos 
actos es insuficiente, deberá emprender la investigación correspondiente.
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Justificación: Al resolver el amparo directo en revisión 807/2020, esta 
Primera Sala determinó que las autoridades tienen el deber de investigar de 
manera seria, imparcial y efectiva las violaciones a derechos humanos, en par­
ticular, a no ser objeto de tortura. Por tanto, si la tortura repercute en el 
derecho a un debido proceso, ante una denuncia de posibles actos de esta 
naturaleza, la autoridad judicial adquiere la obligación de investigarla. Así, 
para verificar la existencia de la tortura del coimputado, corresponde a la 
autoridad judicial la obtención y el aseguramiento de toda prueba que 
pueda servir para acreditar los actos de tortura alegados.

1a./J. 118/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2926/2022. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, de los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la presente 
tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.

Tesis de jurisprudencia 118/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TORTURA DEL COIMPUTADO. LA PRUEBA OBTENIDA POR ESTA VÍA 
NO PUEDE SER VALORADA EN EL PROCESO PENAL DEL INCULPADO, 
PUES SU CONTENIDO NUNCA ES FIABLE NI TIENE VÍNCULO LÓGICO 
CON LA VERDAD MATERIAL.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo directo contra la senten­
cia penal definitiva dictada en su contra, en el que adujo que la declaración 
ministerial de su coinculpado debía ser excluida del material probatorio 
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con el que fue juzgado, al haber sido obtenida mediante actos de tortura 
para incriminarle. El tribunal colegiado de circuito omitió pronunciarse al res­
pecto y convalidó la decisión de la autoridad responsable de valorar 
esa prueba de cargo en su perjuicio. En contra de esa determinación, el 
quejoso interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: No debe validarse una prueba obtenida por vía de tortura 
simplemente porque no es posible asignarle crédito alguno a la información 
que pretende aportar, pues no es fiable ni tiene un vínculo lógico con la ver­
dad material. La tortura, además de constituir una violación per se a la 
dignidad humana, jamás puede tener utilidad; no es susceptible de produ­
cir información confiable porque, ante el dolor, las personas son capaces 
de crear ficciones propias o ajenas, con tal de que éste se dé por terminado 
lo antes posible. De esta manera, si la declaración del coimputado en la 
que realiza imputaciones directas respecto a la responsabilidad penal de 
la persona inculpada es obtenida mediante tortura, debe ser excluida como 
prueba de cargo.

Justificación: Al resolver el amparo directo en revisión 807/2020, esta Pri­
mera Sala determinó que la tortura del coimputado no sólo debe entenderse 
como la afectación a la integridad personal de quien la resintió directamente, 
sino que también puede constituir una violación grave de derechos humanos 
del imputado quejoso que no padeció los actos alegados, pues con base 
en ella se ingresa al proceso penal una prueba posiblemente afectada de 
ilicitud, lo que consumaría una violación a su derecho al debido proceso. 
Esta conclusión deriva de reconocer un escenario perfectamente plausible; 
a saber, que las pruebas obtenidas por medio de la tortura pueden, de 
hecho, afectar de forma incriminatoria tanto a quien es directamente tortu­
rado como a otras personas. Quienes ejecutan actos de tortura lo hacen con 
el objetivo de producir información incriminatoria susceptible de perjudicar 
a cualquier persona que se elija acusar, con independencia de cuál sea su 
estatus procesal. Así como una persona sujeta a tortura puede aceptar 
haber cometido hechos que en realidad no cometió con tal de evitar más 
sufrimiento, lo mismo ocurre cuando esa persona es presionada para incul­
par a alguien más. La vulnerabilidad frente al dolor puede llevar a cualquiera 
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a atribuir hechos a terceros sin fundamento alguno, sobre todo si este acto 
de reconocimiento se ofrece como un escape efectivo a ese tormento.

1a./J. 119/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2926/2022. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos 
de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.

Tesis de jurisprudencia 119/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TORTURA. CUANDO EL QUEJOSO ALEGA QUE SU COIMPUTADO 
FUE TORTURADO PARA HACER IMPUTACIONES EN SU CONTRA, SU 
ARGUMENTO DEBE ANALIZARSE CONSTITUCIONALMENTE CON BASE 
EN EL DERECHO HUMANO A SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS 
LÍCITAS, A LA LUZ DE LOS ESTÁNDARES DEL DEBIDO PROCESO.

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo directo contra la senten­
cia penal definitiva dictada en su contra, en el que adujo que la declaración 
ministerial de su coinculpado debía ser excluida del material probatorio 
con el que fue juzgado, al haber sido obtenida mediante actos de tortura 
para incriminarle. El tribunal colegiado de circuito omitió pronunciarse al 
respecto y convalidó la decisión de la autoridad responsable de valorar esa 
prueba de cargo en su perjuicio. En contra de esa determinación, el quejoso 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: Cuando una persona penalmente procesada alega que su 
coimputado fue torturado para obtener una declaración en su perjuicio, ese 
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planteamiento es susceptible de ser analizado bajo los estándares aplica­
bles en la materia. El derecho humano cuya violación se alega es el de ser 
juzgado a partir de pruebas obtenidas lícitamente y su exigencia es la que 
permite activar el juicio de amparo. De este modo, si la autoridad judicial 
advierte que existe ese posible impacto procesal perjudicial, ya sea porque 
el tema esté explícitamente planteado o, en suplencia de la queja, debe 
analizarlo a la luz de los estándares del debido proceso. La acreditación 
de la tortura implicaría la invalidez de la prueba obtenida ilícitamente.

Justificación: Al resolver el amparo directo en revisión 807/2020, esta Pri­
mera Sala determinó que, aunque los coimputados no son parte en la rela­
ción jurídico-procesal en el juicio de amparo, la información que aportan 
puede tener impacto en el proceso penal instaurado en contra del inculpado 
que promovió dicho juicio. Esto es, el maltrato bien puede afectar procesal­
mente a quien lo padece de manera directa, por ejemplo, cuando el incul­
pado admite haber participado en la comisión de un delito con tal de que 
cese su tormento, pero también puede generar consecuencias procesa­
les para quien no lo recibe personal y directamente. Esto ocurre, preci­
samente, cuando la acusación de un imputado pretende basarse en el 
material probatorio que la tortura de otro permitió producir. De esta manera, el 
planteamiento respecto a que la tortura de sus coimputados generó prue­
bas que lo incriminaron, debe ser analizado constitucionalmente al ser un 
alegato sobre el derecho humano a ser juzgado a partir de pruebas lícitas 
y tiene una estrecha relación con el derecho de defensa, el principio de pre­
sunción de inocencia y, en general, con el debido proceso.

1a./J. 120/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2926/2022. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos de 
la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, de los Ministros Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente 
en el que se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.
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Tesis de jurisprudencia 120/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. EL ARTÍCULO 22 BIS, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS 
DELITOS COMETIDOS EN MATERIA DE HIDROCARBUROS, AL OTOR­
GARLE LA FACULTAD DE IMPONER DIVERSAS MEDIDAS DE PREVEN­
CIÓN, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: La Comisión Reguladora de Energía, con motivo de una visita extra­
ordinaria, impuso a una persona permisionaria de expendio de petrolíferos 
en estaciones de servicio una medida preventiva consistente en la clausura 
temporal y parcial de sus instalaciones, así como la inmovilización de once 
módulos despachadores y la colocación de sellos sobre los mismos, ello con 
fundamento en el artículo 22 Bis, fracción I, de la Ley Federal para Prevenir 
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos. En contra 
de esa determinación, la persona moral promovió juicio de amparo indirecto; 
la persona Juzgadora de Distrito del conocimiento sobreseyó en el juicio y 
negó el amparo. Inconforme con esa resolución, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 22 Bis, fracción I, de la Ley Federal para Prevenir 
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, que prevé 
que la Comisión Reguladora de Energía puede imponer diversas medidas 
de prevención, no vulnera el principio de seguridad jurídica consagrado en 
los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Justificación: Primeramente, es necesario precisar que el artículo reclamado 
pertenece al ámbito del derecho administrativo sancionador y no al penal, 
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aun cuando esté contenido en una ley cuya denominación alude a normas 
penales. Ahora bien, la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 124/2018 (10a.), de rubro: 
"NORMAS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. PARA QUE LES RESULTEN 
APLICABLES LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN AL DERECHO PENAL, ES NECE­
SARIO QUE TENGAN LA CUALIDAD DE PERTENECER AL DERECHO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.", determinó que para que resulten apli­
cables las técnicas garantistas del Derecho Penal sobre preceptos de 
naturaleza administrativa, la norma debe necesariamente estar inmersa 
dentro de un procedimiento administrativo sancionador y, por ende, ha de 
reunir las dos condiciones o elementos necesarios: el formal y material. Así, 
el precepto reclamado satisface los dos elementos, en primer lugar, porque 
prevé la facultad de la Comisión Reguladora de Energía de sancionar a 
aquella persona que realice actividades en materia de hidrocarburos sin per­
miso para ello, o sin haber acreditado la adquisición de los hidrocarburos, 
petrolíferos o petroquímicos; y, en segundo, porque la imposición de las 
medidas de prevención que establece es una manifestación ineludible de 
la potestad represiva del Estado mexicano. Esta Primera Sala considera 
que el artículo impugnado es compatible con el principio de seguridad jurí­
dica, por lo siguiente: a) de acuerdo con el artículo 1o. de la Ley Federal del 
Procedimiento Administrativo, este cuerpo normativo es aplicable a todos los 
actos, procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Federal 
centralizada, destacándose que la Comisión Reguladora de Energía es uno 
de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética que perte­
necen a ésta; y, b) porque es innecesario que el artículo desarrolle pormeno­
rizadamente el procedimiento tanto de inspección como de imposición de 
medidas de prevención para su aplicación efectiva, puesto que ambas cues­
tiones están reguladas en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 
En ese sentido, la Ley referida dispone que, una vez iniciado el procedimiento 
administrativo sancionador, la autoridad competente, en este caso la Comi­
sión Reguladora de Energía, cuenta con un plazo máximo de tres meses 
para resolver de forma definitiva si se cometió o no alguna infracción a 
normas administrativas, las cuales pudieron haber sido advertidas o identi­
ficadas durante una visita de verificación (vid. artículos 17 y 82 de la Ley 
Federal del Procedimiento Administrativo).

1a./J. 123/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 649/2023. Superservicio Terecar, S.A. de C.V. 21 de febrero 
de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se separa de 
las consideraciones relacionadas con el plazo máximo para resolver. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 124/2018 (10a.) citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de noviembre de 2018 
a las 10:41 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 60, noviembre de 2018, Tomo II, página 897, con 
número de registro digital: 2018501.

Tesis de jurisprudencia 123/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2024 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. EL ARTÍCULO 22 BIS, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS 
DELITOS COMETIDOS EN MATERIA DE HIDROCARBUROS, AL OTOR­
GARLE LA FACULTAD DE IMPONER DIVERSAS MEDIDAS DE PREVEN­
CIÓN, NO INVADE LA FACULTAD EXCLUSIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO 
PARA FORMULAR E IMPULSAR LA ACUSACIÓN PENAL.

Hechos: La Comisión Reguladora de Energía, con motivo de una visita extra­
ordinaria, impuso a una persona permisionaria de expendio de petrolíferos 
en estaciones de servicio una medida preventiva consistente en la clausura 
temporal y parcial de sus instalaciones, así como la inmovilización de once 
módulos despachadores y la colocación de sellos sobre los mismos, ello 
con fundamento en el artículo 22 Bis, fracción I, de la Ley Federal para Pre­
venir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos. En contra 
de esa determinación, la persona moral promovió juicio de amparo indirecto; 
la persona Juzgadora de Distrito del conocimiento sobreseyó en el juicio y 
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negó el amparo. Inconforme con esa resolución, la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el artículo 22 Bis, fracción I, de la Ley Federal para Prevenir 
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, que prevé 
que la Comisión Reguladora de Energía puede imponer diversas medidas 
de prevención, es compatible con la facultad exclusiva del Ministerio Público 
para formular e impulsar la acusación penal, consagrada en el artículo 21 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: Para llegar a esa conclusión, se debe considerar que el verbo 
"advertir" a que se refiere el artículo reclamado no se relaciona con el 
verbo "investigar" contenido en el artículo 21 constitucional. Por tanto, si bien 
de una visita de inspección en materia de hidrocarburos puede derivar el 
inicio de un proceso penal, esto sólo es posible si dicha circunstancia se 
hace del conocimiento del Ministerio Público; pues de lo contrario, la medida 
de prevención se quedará únicamente en el ámbito del derecho administra­
tivo sancionador. Por tanto, para que pueda procederse en la vía penal, la 
Comisión Reguladora de Energía forzosamente debe acudir ante el Minis­
terio Público a denunciar los hechos probablemente constitutivos de un 
delito en materia de hidrocarburos, toda vez que la investigación corres­
pondiente es competencia constitucional exclusiva de la autoridad ministerial.

1a./J. 124/2024 (11a.)

Amparo en revisión 649/2023. Superservicio Terecar, S.A. de C.V. 21 de febrero 
de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 124/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil 
veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2024 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS. ES IMPROCEDENTE CUANDO UNO 
DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS CONTENDIENTES SUSTENTA SU 
RESOLUCIÓN EN UN PRECEDENTE OBLIGATORIO EMITIDO POR LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

Hechos: Los Magistrados de un Tribunal Colegiado de Circuito de la Región 
Centro-Sur denunciaron una posible contradicción entre el criterio que susten­
taron, con base en un precedente obligatorio emitido por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en contra del emitido por un 
diverso Tribunal Colegiado de Circuito de la Región Centro-Norte en el que 
sostuvo argumentos antagónicos propios.

Criterio jurídico: La contradicción de criterios es improcedente cuando se 
plantea entre el criterio sustentado por un Tribunal Colegiado con argumen­
tos propios en contra de la resolución de un diverso Tribunal Colegiado que 
retoma las consideraciones de un precedente obligatorio de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.

Justificación: El artículo 226 de la Ley de Amparo indica que el Pleno o las 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerán de aquellos 
casos en que deban dilucidarse los criterios contradictorios sustentados entre 
Plenos Regionales o entre Tribunales Colegiados de Circuito pertenecien­
tes a distintas Regiones, sin embargo, dicho artículo no contempla el supuesto 
en el que uno de los órganos contendientes sostiene su resolución en un 
precedente obligatorio emitido por alguna de las Salas del Alto Tribunal.

Aunado a lo anterior, los artículos 94, párrafo décimo segundo, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 223 de la Ley de Amparo 
establecen que las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las 
sentencias dictadas por las Salas de la Suprema Corte, por mayoría de cuatro 
votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la 
Federación y de las entidades federativas.

El sistema de creación de jurisprudencia por precedentes es aplicable a 
partir del primero de mayo de dos mil veintiuno, fecha en la que entró en 
vigor el Acuerdo General Número 1/2021 del Pleno de la Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación, por el que se determina el inicio de la Undécima Época 
del Semanario Judicial de la Federación.

Por lo tanto, si los argumentos sustentados por uno de los Tribunales Cole­
giados de Circuito –que contienden en una contradicción de criterios– se 
sostienen en las consideraciones de una resolución emitida por alguna de las 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (por mayoría de cuatro 
votos, a partir del primero de mayo de dos mil veintiuno), en contra de una 
diversa resolución que se considera antagónica, pero cuyos argumentos 
son propios de un Tribunal Colegiado de Circuito de distinta región, entonces 
la denuncia de contradicción de tesis debe declararse improcedente.

En ese sentido, si el criterio emitido por uno de los Tribunales Colegiados se 
sustentó en un precedente obligatorio de alguna de las Salas de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, entonces no es posible que contienda con el 
sustentado por un diverso Tribunal Colegiado de Circuito bajo argumentos 
propios, en virtud de que no se trata de órganos jurisdiccionales de la 
misma jerarquía.

1a./J. 127/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 369/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito. 13 de marzo de 2024. Cinco 
votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis Gonzá­
lez Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis y/o criterios contendientes:

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito (Región Cen­
tro-Sur), al resolver el amparo directo 3/2023.

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito (Región Cen­
tro-Norte) en el amparo directo 85/2022.

Tesis de jurisprudencia 127/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 85/2022, resuelto por el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, derivó 
la tesis aislada I.4o.P.12 P (11a.), de rubro: "PROCEDIMIENTO ABREVIADO. 
TRATÁNDOSE DE CONCURSO REAL DE DELITOS, EL JUEZ DE CONTROL 
CONSERVA SU FACULTAD CONSTITUCIONAL PARA IMPONER UNA 
PENA MENOR A LA PROPUESTA POR EL MINISTERIO PÚBLICO Y ACEP­
TADA POR EL IMPUTADO, DENTRO DE LOS LÍMITES LEGALES APLICA­
BLES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
24 de marzo de 2023 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 23, Tomo IV, marzo de 
2023, página 3951, con número de registro digital: 2026219.

El Acuerdo General Número 1/2021, de ocho de abril de dos mil veintiuno, del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se deter­
mina el inicio de la Undécima Época del Semanario Judicial de la Federa­
ción, y se establecen sus bases citado, aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 16 de abril de 2021 a las 10:20 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 85, Tomo III, abril de 2021, página 2375, con número de 
registro digital: 5571.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTRATOS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS CELEBRADOS CON CEN­
TROS DE READAPTACIÓN SOCIAL. SU NATURALEZA. 

Hechos: Una empresa privada firmó dos contratos civiles con un Centro 
Federal de Readaptación Social (CEFERESO) con el objeto de proporcionar 
diversos servicios dentro de las instalaciones del centro de readaptación, 
tales como mantenimiento, soporte técnico, reposición de equipo y mobilia­
rio, limpieza, fumigación, mantenimiento, lavandería, alimentos, entre otros. 
Posteriormente, el CEFERESO rescindió de manera unilateral los contratos por 
inconformidades en la prestación de los servicios.

En desacuerdo con esa decisión, la empresa promovió un juicio civil en el 
que demandó al CEFERESO el cumplimiento de los contratos en los términos 
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pactados y el pago de los daños y perjuicios que ocasionó con la rescisión. 
Posteriormente, el Juez emitió una sentencia en la que determinó que dicha 
rescisión unilateral había sido ilegal, por lo que los contratos debían consi­
derarse vigentes y ordenó su cumplimiento.

Esa decisión fue revocada en segunda instancia, pues el tribunal de alzada 
consideró que la empresa fue quien incumplió con sus obligaciones. Incon­
forme con esa resolución, la empresa promovió un juicio de amparo directo.

El Tribunal Colegiado reconoció que la rescisión unilateral sí había sido ilegal; 
sin embargo, por primera vez en la cadena procesal, se concluyó que no 
era posible ordenar el cumplimiento de los contratos de prestación de ser­
vicios en sus términos, pues a juicio del órgano colegiado esto equivaldría 
a reinstalar a la empresa en sus actividades relacionadas con la seguri­
dad pública. Por lo anterior, ordenó se otorgara una indemnización con 
fundamento en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Polí­
tica del país que prevé la prohibición de reinstalar a elementos de cuerpos 
de seguridad en su cargo, el cual consideró aplicable a la empresa por 
prestar los servicios por conducto de su personal en un centro federal de 
readaptación social.

Criterio jurídico: Los contratos de prestación de servicios que una empresa 
privada celebra con una institución de readaptación social no dejan de ser 
civiles ni se convierten en laborales o administrativos por el hecho de que 
su contraparte sea un organismo público de seguridad. En consecuencia, el 
análisis sobre su cumplimiento y la eventual cuantificación de daños y per­
juicios, en caso de ser procedente, debe hacerse exclusivamente conforme 
a las cláusulas de los contratos y la aplicación de la legislación civil, sin que 
sea posible aplicar por analogía el régimen constitucional propio de las auto­
ridades con tareas de seguridad.

Justificación: Los contratos de prestación de servicios se celebran al amparo 
de la libertad contractual de cada una de las partes a la luz de las leyes 
civiles vigentes al momento de su celebración, por lo que no pierden su 
naturaleza civil cuando participa una institución pública de seguridad; sobre 
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todo, cuando la prestación del servicio no está directamente vinculada con 
tareas de seguridad dentro del centro penitenciario.

Por lo tanto, cualquier conflicto de cumplimiento o no de obligaciones, debe 
resolverse conforme a la legislación civil, incluida la reparación de daños y 
perjuicios los cuales son consecuencia inmediata y directa de la falta de 
cumplimiento de una obligación.

En consecuencia, para determinar la indemnización de daños y perjuicios 
ocasionados por la rescisión unilateral de un contrato civil de prestación de 
servicios, debe acudirse a lo pactado en el contrato y a las leyes civiles apli­
cables, y no determinar su actualización y monto en términos del artículo 
123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política del país, pues esa 
interpretación no es acorde a la naturaleza del negocio en cuestión, aunado 
a que esa fracción normativa está reservada para los casos de cese o 
remoción de personal policial o de seguridad pública.

1a./J. 128/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1285/2022. Centro de Procesamiento y Servicios, S.A. 
de C.V. 22 de febrero de 2023. Cinco votos de la Ministra y de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera.

Tesis de jurisprudencia 128/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESINDEXACIÓN DEL SALARIO MÍNIMO. LA REFORMA CONSTITU­
CIONAL EN LA MATERIA NO ESTABLECE UNA REGLA ABSOLUTA DE 
SUSTITUCIÓN DEL SALARIO MÍNIMO POR LA UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN (UMA), SINO UNA REGLA DE JUICIO APLICABLE 
CASO POR CASO. 
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Hechos: Una persona falleció como resultado de un atropellamiento en una 
carretera. Sus familiares demandaron a la propietaria del vehículo y a diver­
sas aseguradoras una indemnización económica en términos del artículo 
1915 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable en la Ciudad de 
México. Se condenó a las demandadas al pago de una indemnización por el 
daño patrimonial y daño moral. En relación con el primero, la sala responsa­
ble interpretó que, aun cuando el artículo mencionado refiere al salario 
mínimo, debía atenderse a la UMA por mandato del artículo 123, apartado A, 
fracción VI, constitucional y los artículos tercero y cuarto transitorios de la 
reforma constitucional de veintisiete de enero de dos mil dieciséis. Esta inter­
pretación fue cuestionada en amparo y el tribunal colegiado de circuito 
resolvió que la cuantificación del daño debía ser con referencia al salario 
mínimo y no a la UMA. Inconforme, una de las aseguradoras condenadas 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: El artículo 123, apartado A, fracción VI, constitucional no 
contiene una prohibición absoluta de utilizar el salario mínimo como base 
de cuantificación. Más bien, contiene una regla permisiva, pues el salario 
mínimo sí puede ser utilizado como índice, unidad, base, medida o referen­
cia cuando es con fines acordes con su naturaleza. Se tiene una regla de 
juicio consistente en que una disposición normativa puede hacer uso del sala­
rio mínimo en lugar de la UMA cuando esto sea en atención a las propias 
finalidades y naturaleza del salario mínimo. Sólo el estudio de los casos 
concretos dirá si se cumplen las condiciones de aplicación de esta regla 
de juicio, por lo que no hay una respuesta a priori sobre qué está cubierto 
por la prohibición de utilizar el salario mínimo contenida en el artículo 123 
constitucional.

Justificación: La reforma constitucional de veintisiete de enero de dos mil 
dieciséis pretendió desindexar el salario mínimo y reemplazarlo por la UMA 
en las leyes federales y locales que lo utilicen como unidad de cuenta, índice, 
base, medida o referencia. Esta reforma se instrumentó con la prohibición 
de utilizar el salario mínimo para fines ajenos a su naturaleza (artículo 123, 
apartado A, fracción VI, constitucional) y con la orden de reemplazar toda 
referencia al salario mínimo por la UMA (artículos tercero y cuarto transitorios 
de la reforma constitucional). Ahora bien, en el proceso de reforma no se 
pretendía una regla categórica, pues las exposiciones de motivos destacan 
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que la desvinculación del salario mínimo sería "de factores ajenos a su natu­
raleza". Asimismo, en la discusión de la reforma se reiteró que el problema 
era el uso del salario mínimo en conceptos "ajenos al ámbito laboral que le 
da vida" y "para fines ajenos a su naturaleza laboral". Además, una interpre­
tación categórica de los artículos tercero y cuarto transitorios citados llevaría 
a resultados absurdos. Si no se lee implícitamente que la desindexación 
sólo es aplicable a ciertas leyes, la orden de suprimir las referencias al salario 
mínimo operaría también en la legislación laboral. En ese sentido, la prohibi­
ción de indexación y la correlativa obligación de modificación normativa 
no son absolutas. Lo que explica que los artículos transitorios estén redac­
tados en términos categóricos (sin distinguir cuándo no debe cambiarse la 
referencia al salario mínimo por la UMA) es que el artículo 123 constitucio­
nal no establece una regla general sujeta a excepciones, sino que delimita 
el alcance de la prohibición y hay ciertos ámbitos a los que simplemente 
no es aplicable. La referencia a los "fines ajenos a la naturaleza del salario 
mínimo" es una delimitación en el ámbito de aplicación de la norma, no una 
cláusula de excepción o exención. De este modo, los artículos transitorios 
no distinguen por la simple razón de que sólo son aplicables cuando la 
prohibición del artículo 123 constitucional también lo es; es decir, cuando 
el uso del salario mínimo no corresponde con los fines acordes a su natu­
raleza. Sólo así tiene sentido que el Constituyente no haya buscado una 
prohibición categórica y, al mismo tiempo, no haya matizado su lenguaje en 
el régimen transitorio.

1a./J. 129/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3858/2023. Silvia Fuentes Valeria y otros. 13 de 
marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Camilo Raziel Weichsel Zapata.

Tesis de jurisprudencia 129/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS PATRIMONIALES DERIVADOS DE LA 
MUERTE O INCAPACIDAD DE LAS PERSONAS. DEBE RECURRIRSE 
AL SALARIO MÍNIMO Y NO A LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN 
(UMA) COMO BASE DE CUANTIFICACIÓN DEL LUCRO CESANTE (LEGIS­
LACIÓN PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 

Hechos: Una persona falleció como resultado de un atropellamiento en una 
carretera. Sus familiares demandaron a la propietaria del vehículo y a diversas 
aseguradoras una indemnización económica en términos del artículo 1915 
del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable en la Ciudad de México. 
Se condenó a las demandadas al pago de una indemnización por el daño 
patrimonial y daño moral. En relación con el daño patrimonial, la sala respon­
sable interpretó que, aun cuando el artículo mencionado refiere al salario 
mínimo, debía atenderse a la UMA por mandato del artículo 123, apartado A, 
fracción VI, constitucional y los artículos tercero y cuarto transitorios de la 
reforma constitucional de veintisiete de enero de dos mil dieciséis. Esta inter­
pretación fue cuestionada en amparo y el tribunal colegiado de circuito 
resolvió que la cuantificación del daño debía ser con referencia al salario 
mínimo y no a la UMA. Inconforme, una de las aseguradoras condenadas 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: El artículo 1915, segundo párrafo, del Código Civil para el 
Distrito Federal, al referirse al concepto de salario mínimo, no vulnera lo dis­
puesto en los artículos 123, apartado A, fracción VI, de la Constitución, y 
tercero y cuarto transitorios de la reforma constitucional de veintisiete de 
enero de dos mil dieciséis, en materia de desindexación del salario mínimo. 
En cambio, su interpretación con referencia a la UMA en vez de al salario 
mínimo es lo que genera un problema de constitucionalidad.

Justificación: Una premisa del derecho de daños es que la reparación –el 
quantum indemnizatorio– debe calcularse a partir de la violación de derechos 
que da origen al procedimiento judicial. Así, las instituciones de la responsa­
bilidad civil deben ser aptas para atender el daño efectivamente causado. 
Lo que hace a una reparación "adecuada" o "apropiada" es que responda 
al fenómeno dañino; al menoscabo patrimonial o moral. El segundo párrafo 
del artículo 1915 citado prevé una regla para indemnizar los daños patrimo­
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niales derivados de un daño corporal reflejado en la muerte de la persona 
o en ciertas incapacidades. En específico, el daño que esta norma atiende 
es el lucro cesante generado por la incapacidad o muerte de una persona 
a partir de un hecho dañoso. Es decir, busca indemnizar por la incapacidad 
de generar ganancias lícitas que de otra forma se hubieran obtenido por la 
capacidad productiva de la persona dañada en su integridad física. Al res­
pecto, en los amparos directos en revisión 593/2015 y 798/2018, la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación especificó que la regla 
general para calcular la indemnización en los casos de daño corporal con­
siste en atender a los ingresos o ganancias lícitas que hubiere obtenido la 
víctima de no haber ocurrido el hecho ilícito dañoso (ingresos o ganancias 
que no vienen determinadas por el salario mínimo, sino por lo que de hecho 
la persona generaría). Sólo ante la imposibilidad de calcular estos ingresos 
y ganancias lícitas es que debe recurrirse al mecanismo de cuantificación 
establecido en el segundo párrafo del artículo 1915 citado. En este supuesto 
de excepción, utilizar la UMA como medida de cuantificación distorsionaría 
la pretensión reparadora de la norma, ya que la UMA no tiene relación alguna 
con la capacidad productiva de una persona. Por ello, recurrir a ese ins­
trumento para definir el quantum indemnizatorio provoca que la reparación 
no atienda al daño efectivamente causado. En cambio, dada la naturaleza 
laboral del salario mínimo, tiene sentido atender a éste como base de cuanti­
ficación, pues lo que se pretende compensar es una capacidad de trabajo 
perdida (un lucro cesante).

1a./J. 130/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3858/2023. Silvia Fuentes Valeria y otros. 13 de marzo 
de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfre­
do Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Camilo Raziel Weichsel Zapata.

Tesis de jurisprudencia 130/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE INVOLUCREN DE­
RECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. PARA AUTORIZARLO 
DEBE VERIFICARSE QUE LA RENUNCIA A LA ACCIÓN JUDICIAL NO 
VULNERA EL INTERÉS SUPERIOR DE LA INFANCIA. 

Hechos: Una persona contrató un seguro de gastos médicos mayores 
en favor de su hija menor de edad, quien nació con síndrome de Down 
(Trisomía 21). La compañía de seguros emitió la póliza respectiva con un 
"endoso de exclusiones" que exceptuaba de forma permanente al síndrome 
de Down, sus secuelas y complicaciones, así como a la cardiopatía congé­
nita y sus complicaciones. La madre de la niña promovió un juicio de amparo 
indirecto en contra de la compañía de seguros al considerar que el endoso 
de exclusiones era discriminatorio. La persona juzgadora determinó que 
la aseguradora tenía la calidad de autoridad para efectos del juicio de 
amparo y concedió la protección constitucional para que se suprimiera 
dicha cláusula.

Inconforme, la empresa aseguradora interpuso recurso de revisión, respecto 
del cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerció su facultad de 
atracción. Durante el trámite del recurso, los progenitores de la niña y la 
aseguradora llegaron a un acuerdo para eliminar las exclusiones del seguro 
y pactaron el pago de una indemnización por concepto de reparación del 
daño. Por tal motivo, la madre de la niña presentó un escrito ante el Juzgado 
de Distrito mediante el cual se desistió del juicio. El Juez de Distrito deter­
minó que el desistimiento era improcedente porque el caso involucraba los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. Posteriormente, las partes presen­
taron el desistimiento ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 
analizar sus efectos y los términos del acuerdo al que llegaron las partes en 
el juicio de origen.

Criterio jurídico: Cuando una persona solicite el desistimiento de un juicio 
de amparo en casos que involucran los derechos de niñas, niños y adoles­
centes, es procedente autorizarlo y decretar el sobreseimiento, siempre y 
cuando la persona juzgadora realice previamente un análisis reforzado de 
los alcances de la renuncia a la acción judicial y, en su caso, del acuerdo al 
que lleguen las partes en el juicio de origen, para garantizar el interés supe­
rior de la infancia.
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Justificación: De acuerdo con el artículo 107, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la voluntad para promover el juicio 
de amparo es un principio fundamental, por lo que siempre debe seguirse 
a instancia de la parte agraviada. Así, el desistimiento de la acción de am­
paro consiste en la declaración de voluntad de la persona agraviada de 
no proseguir con el juicio, el cual, debidamente ratificado, conlleva emitir 
una resolución con la que finaliza el juicio, sin necesidad de examinar los 
conceptos de violación.

No obstante, en casos donde se involucren los derechos de niñas, niños y 
adolescentes debe haber una valoración reforzada de los alcances del desis­
timiento del juicio de amparo, conforme al acuerdo al que lleguen las partes 
en el juicio de origen para salvaguardar el interés superior de la infancia.

En estos supuestos no pueden convalidarse de manera genérica y absoluta 
las consecuencias que genera el desistimiento de la acción, pues subsiste 
un interés especial, basado en la protección reforzada de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes. Lo anterior atiende a que el interés superior de 
la infancia se erige como una obligación de que en todos los asuntos, deci­
siones y políticas públicas en las que se involucre a la infancia, y de que 
tomen parte instituciones públicas o privadas, siempre se considere como 
principio rector para garantizar que las personas menores de edad tengan 
el disfrute y goce efectivo de todos sus derechos humanos.

1a./J. 131/2024 (11a.)

Amparo en revisión 744/2023. 14 de febrero de 2024. Cinco votos de los Minis­
tros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: 
Juan Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera.

Tesis de jurisprudencia 131/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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FONDO DE AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL. EL AR­
TÍCULO 132, FRACCIÓN I, DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS QUE 
SUPRIME LA GARANTÍA PRESUPUESTARIA DEL 0.014 % VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD EN RELACIÓN CON EL DERECHO 
HUMANO A UNA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. 

Hechos: Una persona moral, cuyo objeto social consiste en la promoción y 
defensa de los derechos humanos, promovió amparo indirecto contra el 
artículo referido, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el seis de noviembre de dos mil veinte, al considerar que 
viola el principio de progresividad, ya que esa reforma suprimió la garantía 
presupuestaria para la protección del derecho humano a una reparación 
integral del daño, pues el texto previo a la reforma garantizaba al Fondo de 
Ayuda, Asistencia y Reparación Integral cierta asignación en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación. El Juzgado de Distrito sobreseyó el juicio, por 
lo que la quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de 
Circuito reservó jurisdicción a este Alto Tribunal por subsistir el problema 
de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, 
reformado mediante el decreto mencionado, que suprime la garantía presu­
puestaria para la satisfacción de los derechos inherentes a la reparación 
integral del daño de las víctimas de hechos ilícitos, contiene una medida 
legislativa regresiva injustificada, violatoria del principio de progresividad 
de los derechos humanos, en relación con el derecho humano a una repa­
ración integral del daño.

Justificación: Si bien la reforma al indicado precepto tuvo como finalidad 
enfrentar la crisis sobre la salud pública y la economía nacional provocada 
por la pandemia derivada del virus SARS-CoV-2 (COVID-19), dicha acción 
extraordinaria fue declarada formalmente concluida por decreto publicado 
el nueve de mayo de dos mil veintitrés. Si bien tuvo por objeto implementar 
medidas estatales para promover la transparencia en el ejercicio de la admi­
nistración pública federal y evitar la discrecionalidad en el ejercicio y la 
aplicación de los recursos públicos, el Congreso de la Unión no la justificó 
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razonablemente frente a la falta de recursos económicos para hacer posible 
la efectividad del derecho humano a una reparación integral del daño. Tam­
poco realizó los esfuerzos necesarios para obtener los recursos faltantes, no 
aplicó el máximo de los disponibles para lograr esa efectividad, ni demostró 
que, en efecto, los recursos sacrificados en perjuicio de la garantía presu­
puestaria previamente establecida, consistente en el 0.014 % del gasto 
programable del Presupuesto de Egresos de la Federación del año inme­
diato anterior, fueron efectivamente destinados a la garantía del derecho 
humano a la salud pública y/o para la promoción de la transparencia en el 
ejercicio de la administración pública federal.

1a./J. 132/2024 (11a.)

Amparo en revisión 675/2022. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín 
Pro Juárez, A.C. 13 de marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto aclaratorio. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
taries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 132/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. LAS 
AUTORIDADES DEL ESTADO TIENEN LA OBLIGACIÓN DE JUSTIFICAR 
LA IMPLEMENTACIÓN DE UNA MEDIDA REGRESIVA SOBRE ALGUNA 
DE LAS GARANTÍAS PRESUPUESTARIAS QUE HAGAN EFECTIVO 
UN DERECHO HUMANO. 

Hechos: Una persona moral, cuyo objeto social consiste en la promoción y 
defensa de los derechos humanos, promovió amparo indirecto contra el 
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artículo 132, fracción I, de la Ley General de Víctimas, reformado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de noviem­
bre de dos mil veinte, al considerar que viola el principio de progresividad, 
ya que esa reforma suprimió la garantía presupuestaria para la protección 
del derecho humano a una reparación integral del daño, pues el texto previo 
a la reforma garantizaba al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral 
cierta asignación en el Presupuesto de Egresos de la Federación. El Juz­
gado de Distrito sobreseyó el juicio, por lo que la quejosa interpuso recurso 
de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a este Alto 
Tribunal por subsistir el problema de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que cuando una autoridad del Estado implemente una 
medida regresiva sobre las garantías presupuestarias que hagan efectivo 
un derecho humano, está obligada a justificar y demostrar la falta de recursos 
para garantizar su ejercicio efectivo. Por tanto, está obligada a lo siguiente: 
1) acreditar la falta de recursos; 2) demostrar que realizó, aunque sin 
éxito, todos los esfuerzos necesarios para obtener los recursos faltantes; 
y, 3) demostrar que aplicó el máximo de los recursos disponibles para su 
garantía, o que los recursos de los que disponía se aplicaron para garantizar 
otro derecho humano con una importancia mayor o de atención prioritaria.

Justificación: La Primera Sala, al resolver los amparos en revisión 750/2015, 
1374/2015, 100/2016 y 306/2016, estableció que las autoridades deben 
garantizar, proteger, promover y respetar, prioritariamente, la plena efectivi­
dad de todos los derechos humanos y, si no lo hacen o adoptan medidas 
regresivas, tienen el deber de justificar esas acciones y la carga probatoria 
de demostrarlo. Por ende, cuando aduzcan una falta de recursos deben pro­
bar no sólo que realizaron todos los esfuerzos posibles para usar el máximo 
de los disponibles, sino además demostrar que la ausencia de recursos se 
justifica porque se destinaron a garantizar otro derecho humano de similar 
importancia, y no cualquier objetivo social. Estas obligaciones derivan directa­
mente de la Constitución General y los tratados internacionales de los que 
el Estado mexicano es parte, porque los derechos humanos reconocidos en el 
sistema jurídico son normas que tutelan bienes individuales básicos de 
la máxima importancia moral, derivados de los principios de igualdad, auto­
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nomía y dignidad. En esa tesitura, el principio de progresividad impone a 
todas las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de sus competen­
cias, el deber de incrementar gradualmente el grado de promoción, respeto, 
protección y garantía de los derechos humanos, y también les prohíbe adoptar 
medidas regresivas que disminuyan el alcance y nivel de protección otor­
gados a los derechos humanos, salvo que exista una justificación constitucio­
nal plena para la medida regresiva que se demuestre fehacientemente.

1a./J. 133/2024 (11a.)

Amparo en revisión 675/2022. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín 
Pro Juárez, A.C. 13 de marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto aclaratorio. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
taries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana.

Tesis de jurisprudencia 133/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro. 

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa al amparo en revisión 
306/2016 citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo I, 
octubre de 2017, página 69, con número de registro digital 27385.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SERVICIOS DE SALUD EN CENTROS PENITENCIARIOS. EL QUE NO SEAN 
EXIGIBLES MEDIANTE UNA ACCIÓN COLECTIVA CIVIL NO VIOLA EL 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

Hechos: Un colectivo de mujeres privadas de libertad promovió una acción 
colectiva para demandar distintas prestaciones de salud por parte del centro 
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penitenciario donde se encontraban recluidas. El juzgado que conoció del 
asunto desechó la demanda porque no involucraba relaciones de consumo 
ni se trataba de un tema ambiental. El colectivo accionante interpuso recurso 
de apelación y el tribunal de segunda instancia confirmó la improceden­
cia de la acción. En desacuerdo, el colectivo accionante promovió juicio de 
amparo y reclamó que restringir el uso al sistema de acciones colectivas 
limitaba sus condiciones de acceso a la justicia. El Tribunal Colegiado de 
Circuito resolvió que el mecanismo idóneo para atender el reclamo de la 
parte quejosa se encontraba en la Ley Nacional de Ejecución Penal y, negó 
el amparo. En sus agravios, el colectivo argumentó que el sistema de accio­
nes colectivas sí debía estar abierto a las mujeres privadas de la libertad en 
relación con los servicios de salud; de lo contrario, se violaría su derecho 
de acceso a la justicia e implicaría un trato discriminatorio.

Criterio jurídico: La vía para exigir judicialmente los servicios de salud de un 
centro penitenciario es el sistema de peticiones administrativas y controver­
sias judiciales previsto en la Ley Nacional de Ejecución Penal, por lo que 
excluir a las acciones colectivas previstas en el Código Federal de Proce­
dimientos Civiles para esos efectos, no viola el derecho de acceso a la 
justicia.

Justificación: Concebir los servicios de salud proporcionados por un centro 
penitenciario como derechos derivados de una relación de consumo –a fin 
de activar el sistema de acciones colectivas– implicaría entender las interac­
ciones dentro de prisión en términos similares a la dinámica en que funciona 
un mercado. Adoptar esa perspectiva distorsionaría los fines y el funcio­
namiento que la Constitución le atribuye al sistema penitenciario. A diferen­
cia de las relaciones de consumo surgidas dentro de un mercado de bienes 
y servicios, la Constitución Federal no remite expresamente a un criterio de 
eficiencia para la organización y el gobierno de las prisiones. En cambio, 
apela al respeto de derechos fundamentales, al trabajo, a la educación, a la 
salud y al deporte para la articulación del sistema penitenciario. Por lo tanto, 
son dichas bases las que deben orientar la solución de controversias de 
ejecución penal. Además, no es posible concebir las controversias de ejecu­
ción penal como conflictos similares a los que ocurren en un mercado donde 
las partes buscan la maximización de sus preferencias o riquezas. El reclamo 
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sobre prestaciones de salud por parte de la población penitenciaria involu­
cra derechos exigibles a la autoridad, por lo que el cumplimiento de dichas 
prerrogativas no está sujeto a la negociación ni dependerá exclusivamente 
de un criterio de eficiencia en el uso de recursos. Ahora bien, el que las 
acciones colectivas se acoten a controversias derivadas de relaciones de 
consumo no viola el acceso a la justicia de la población penitenciaria, pues 
el sistema de peticiones administrativas y controversias judiciales previsto 
en la Ley Nacional de Ejecución Penal es una vía procesal que permite dilu­
cidar controversias relacionadas con su derecho a la salud de forma adecuada, 
efectiva y sensible a la situación en que se encuentra dicha población al 
momento de problematizar sus condiciones de internamiento.

1a./J. 134/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 825/2021. Martha Yuriria Rodríguez Estrada, repre­
sentante común de la colectividad de 271 (doscientas setenta y un) 
mujeres privadas de su libertad en el Centro Federal de Readaptación 
Social Femenil Número 16, en Coatlán del Río, Estado de Morelos. 30 de 
noviembre de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secreta­
ria: Jaqueline Sáenz Andujo.

Tesis de jurisprudencia 134/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SOLICITUD DE AMNISTÍA EN EL ÁMBITO FEDERAL. VÍAS PARA IMPUG­
NAR LA NEGATIVA POR PARTE DE LA COMISIÓN DE AMNISTÍA. 

Hechos: El defensor de una persona sentenciada por un delito presentó 
una solicitud de amnistía para extinguir las sanciones impuestas a su repre­
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sentado. Después de cuatro meses sin respuesta por parte de la Comisión de 
Amnistía, el defensor presentó la solicitud ante un juez de ejecución penal, 
quien la desechó al estimar que la negativa ficta de la Comisión debía 
impugnarse en la vía administrativa. El desechamiento fue confirmado en 
apelación, por lo que el solicitante promovió juicio de amparo indirecto 
en el que argumentó que las solicitudes de amnistía involucraban un pro­
blema de naturaleza penal que debía ser resuelto por jueces de ejecución 
penal. El tribunal unitario de circuito negó el amparo al considerar que las 
decisiones de la Comisión y los recursos en su contra son de naturaleza 
administrativa. El quejoso interpuso recurso de revisión y la Suprema Corte 
ejerció su facultad de atracción para conocer del asunto.

Criterio jurídico: Ante la falta de una regulación clara en la Ley de Amnistía, la 
decisión de acudir al juicio de amparo o a otro medio para impugnar la nega­
tiva ficta de la Comisión de Amnistía debe entenderse como optativa, siempre 
y cuando el medio de impugnación intentado sea una vía consistente con 
la naturaleza penal de la amnistía.

Justificación: En el amparo en revisión 317/2022, la Primera Sala resolvió que 
la amnistía es una institución de naturaleza penal. Asimismo, declaró inconsti­
tucional el artículo 3 de la Ley de Amnistía porque no precisa cuál es el 
medio de defensa para impugnar la negativa del beneficio de amnistía por 
parte de la Comisión de Amnistía. Ante la falta de una regulación clara res­
pecto a la vía para impugnar la negativa ficta, la parte solicitante puede 
optar por reclamarla en la vía ordinaria ante un juez de ejecución penal, o 
bien, en amparo. Dada la imprecisión de la ley, la decisión de acudir al juicio 
de amparo o a otro medio de impugnación que resulte idóneo es opcional 
y no puede acarrear mayores cargas procesales (como sería promover un 
nuevo medio de defensa o corregir la vía inicialmente intentada). Atribuir 
consecuencias negativas a la estrategia adoptada por el solicitante sólo 
retardaría la solución del procedimiento de amnistía, que fue creado para 
subsanar la falta de una justicia pronta, completa y expedita que enfrentan 
grupos en situación de vulnerabilidad. Cuando la persona interesada opte 
por el juicio de amparo, no será necesario agotar el principio de definitivi­
dad. Conforme al artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, no existe la 
obligación de agotar los recursos o medios de defensa, cuando éstos se 
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encuentren previstos en un reglamento sin que la ley aplicable contemple 
su existencia. Aun cuando pueda considerarse que el sistema de contro­
versias previsto en la Ley Nacional de Ejecución Penal es un mecanismo de 
impugnación procedente, de ello no se sigue que se trate de un recurso 
expresamente previsto en la ley. Por lo tanto, no puede concluirse que exista 
la obligación de agotar esta vía de impugnación, previo a acudir al juicio de 
amparo.

1a./J. 135/2024 (11a.)

Amparo en revisión 174/2022. Francisco Ornelas Durán. 15 de marzo de 2023. 
Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline 
Sáenz Andujo.

Tesis de jurisprudencia 135/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Nota: La sentencia relativa al amparo en revisión 317/2022 citado, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de 
junio de 2023 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo IV, junio de 2023, página 
3574, con número de registro digital: 31551.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2024 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS ENTRE UN PLENO DE CIRCUITO Y 
UN TRIBUNAL COLEGIADO DE DIFERENTE CIRCUITO, PERO DE LA 
MISMA REGIÓN. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ES 
COMPETENTE PARA RESOLVERLA. 

Hechos: Los integrantes de un Tribunal Colegiado de Circuito denunciaron 
ante un Pleno de la Región Centro-Sur la posible contradicción entre su cri­
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terio y el sustentado por un extinto Pleno de un diverso Circuito, pero de la 
misma Región.

La Presidenta del Pleno Regional determinó que dicho órgano jurisdiccional 
era legalmente incompetente, pues consideró que correspondía conocer 
del asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente 
para conocer de la denuncia de contradicción de criterios entre los susten­
tados por un Pleno de Circuito y un Tribunal Colegiado de Circuito, siempre 
que pertenezcan a diferentes Circuitos, sin importar que estén adscritos a 
la misma Región.

Justificación: Del artículo segundo transitorio del Instrumento Normativo 
aprobado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el diez 
de abril de dos mil veintitrés, por el que se modifica el rubro y se adiciona un 
punto Cuarto del Acuerdo General Número 1/2023 del Tribunal Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los 
asuntos que conservará para su resolución, y el envío de los de su compe­
tencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, se 
advierte un supuesto competencial específico conforme al cual este alto 
tribunal determinó conservar su competencia legal para conocer de aquellas 
contradicciones de criterios que se susciten entre un Pleno de Circuito y un 
Tribunal Colegiado, siempre que se trate de distintos Circuitos.

En aplicación de ese supuesto competencial, corresponde al Pleno o a las 
Salas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación conocer de las denun­
cias de contradicción de criterios entre los sustentados por un Pleno de Cir­
cuito y un Tribunal Colegiado de diferente Circuito, aun cuando ambos 
órganos pertenezcan a una misma Región.

1a./J. 136/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 257/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el extinto Pleno en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
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Civil del Segundo Circuito. 6 de marzo de 2024. Cinco votos de los Minis­
tros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez y Jorge Isaac Martínez Alcántar.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 304/2022, en el que determinó 
que si bien es cierto que en materia familiar opera la suplencia de la queja 
deficiente tanto para el acreedor alimentario como para el deudor, lo ante­
rior no implica analizar la procedencia de un recurso, como es el caso de 
proporcionar el trámite al medio de impugnación correcto cuando una 
de las partes interponga algún medio de defensa que no sea el procedente 
legalmente, ya que ello sería actuar al margen de la ley procesal, decla­
rándose procedente lo improcedente, lo que significaría modificar el régi­
men establecido por la propia codificación respecto de la procedencia 
del recurso respectivo.

El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
25/2018, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.C. J/88 C (10a.), 
de rubro: "SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LAS PARTES EN SUS 
PLANTEAMIENTOS DE DERECHO EN MATERIA FAMILIAR. EL ARTÍCULO 
941 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, AHORA CIUDAD DE MÉXICO, PERMITE AL JUZGADOR DAR 
CURSO AL MEDIO DE IMPUGNACIÓN IDÓNEO, SIEMPRE QUE CUMPLA 
CON LOS DEMÁS REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD QUE NO FUERAN 
SUBSANABLES POR DICHA INSTITUCIÓN.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 2019, página 2366, con número de 
registro digital: 2019567, y

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver 
la queja 34/2014, la cual dio origen a la tesis aislada II.1o.C.9 C (10a.), de 
rubro: "CAMBIO DE VÍA EN LOS RECURSOS DEL JUICIO DE AMPARO 
EN MATERIA CIVIL. SUPUESTOS EN LOS QUE PROCEDE.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de junio de 2014 a las 
9:37 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, Tomo II, junio de 2014, página 1613, con número de 
registro digital: 2006690.
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Nota: El Instrumento Normativo aprobado por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación el diez de abril de dos mil veintitrés, por el que se 
modifica el rubro y se adiciona un punto cuarto y, en consecuencia, 
se recorre la numeración; y se modifican los puntos segundo, tercero, quinto 
(antes cuarto), noveno (antes octavo), décimo (antes noveno), décimo 
primero (antes décimo), décimo segundo (antes décimo primero), déci­
mo tercero (antes décimo segundo), décimo cuarto (antes décimo ter­
cero), y décimo quinto (antes décimo cuarto), del Acuerdo General Número 
1/2023, de veintiséis de enero de dos mil veintitrés, del Tribunal Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación 
de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de 
los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados 
de Circuito, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 24, Tomo III, 
abril de 2023, página 2685, con número de registro digital: 5855.

Tesis de jurisprudencia 136/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COSA JUZGADA MATERIAL O REFLEJA. NO SE ACTUALIZA EN UN JUI­
CIO DE PÉRDIDA DE PATRIA POTESTAD CUANDO PREVIAMENTE SE 
DICTÓ SENTENCIA ABSOLUTORIA EN UN PROCESO PENAL DERIVADO 
DE LOS MISMOS HECHOS.

Hechos: Una señora demandó la pérdida de patria potestad de su entonces 
cónyuge respecto de su hija. Relató que el demandado había cometido vio­
lencia familiar y que había abusado sexualmente de la niña. Simultáneamente, 
la señora presentó una denuncia penal en contra del señor por el abuso 
sexual alegado. Después de un juicio de amparo, la sala familiar revocó 
la sentencia de primera instancia en la que se había condenado al deman­
dado a la pérdida de la patria potestad. Inconforme, la señora promovió 
juicio de amparo directo en el que argumentó que no se había ponderado el 
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grave peligro en el que se situaba a la niña al convivir con su progenitor. 
El tribunal colegiado de circuito negó el amparo, entre otras razones, porque el 
punto de controversia sobre el abuso sexual constituía cosa juzgada refleja 
debido a que en la vía penal se había absuelto al demandado por los mismos 
hechos. Inconforme, la quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: En un juicio de pérdida de patria potestad no se actualiza la 
cosa juzgada material o refleja cuando previamente se dictó sentencia abso­
lutoria en un proceso penal respecto de los mismos hechos.

Justificación: El objeto del proceso penal resuelto no es conexo con el trami­
tado en la controversia familiar, ya que, si bien ambos procedimientos están 
vinculados en cierta medida, pues se alegan los mismos hechos, no tienen 
una relación sustancial de interdependencia que pueda dar lugar a fallos 
contradictorios. Esto deriva de que, en primer lugar, el proceso penal y el civil 
tienen objetos diferentes. Mientras que el objeto del proceso penal con­
siste en analizar la culpabilidad de la persona acusada en torno a un hecho 
o conducta concreta con el fin de determinar su responsabilidad y tutelar 
determinados bienes jurídicos, en el proceso civil, la privación de la patria 
potestad se justifica por el incumplimiento grave de los deberes inheren­
tes a la misma y está orientada a la protección de niñas, niños y adolescentes. 
En segundo lugar, el estándar probatorio aplicable en cada caso también 
es diferente. En el proceso penal, la carga de la prueba corresponde al 
Ministerio Público y debe acreditarse la responsabilidad de la persona acu­
sada más allá de toda duda razonable. En cambio, en el proceso para ven­
tilar la pérdida de patria potestad debe aplicarse la suplencia de la queja 
deficiente y la valoración de pruebas a partir del principio de interés supe­
rior de la infancia con un estándar de prueba diferenciado. Por lo tanto, 
dado que el propósito del proceso civil no es determinar la plena responsa­
bilidad penal, sino garantizar el derecho de la niñez a ser protegida en sus 
derechos, no se actualiza la cosa juzgada material o refleja en el proceso 
civil ante lo previamente dictado en una sentencia de un proceso penal 
derivado de los mismos hechos.

1a./J. 137/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 4900/2019. 17 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro 
votos de la Ministra y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Disidente: Ministro 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto particular. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Treviño 
Fernández.

Tesis de jurisprudencia 137/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DECLARACIONES O INFORMES DE TESTIGOS FALLECIDOS ANTES DE 
LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL. EL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL PREVER SU 
INCORPORACIÓN MEDIANTE LECTURA, NO VULNERA LOS PRINCI­
PIOS DE CONTRADICCIÓN, INMEDIACIÓN E IGUALDAD PROCESAL. 

Hechos: Una persona fue procesada por diversos delitos y en la audiencia 
de juicio oral se incorporaron, por lectura, conforme a lo previsto en el 
primer supuesto contenido en la fracción I del artículo 386 del Código Nacio­
nal de Procedimientos Penales, los registros de investigación llevados a 
cabo por un policía federal que había fallecido de manera previa a la cele­
bración de ésta, lo que el imputado consideró inconstitucional por contravenir 
los principios rectores del sistema procesal penal de contradicción, de inme­
diación y de igualdad procesal, como lo aseveró en el juicio de amparo directo 
que promovió en contra de la resolución de apelación. El Tribunal Colegiado 
de Circuito del conocimiento negó el amparo; inconforme con la sentencia, 
la parte quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el artículo 386, fracción I, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, que permite incorporar a juicio oral, previa lectura 
o reproducción, los registros en que consten anteriores declaraciones o 
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informes de testigos fallecidos antes de la celebración de esta etapa, con­
tiene una excepción válida que no vulnera los principios rectores del sistema 
procesal penal de contradicción, inmediación e igualdad procesal, porque 
parte de una imposibilidad material insuperable para que la persona falle­
cida pueda presentarse a la audiencia de juicio oral.

Justificación: El precepto legal cuestionado contiene una excepción válida 
al principio de inmediación, de tal modo que la incorporación mediante 
lectura de los registros que contengan las declaraciones previas o informes 
rendidos por el testigo fallecido en etapas previas constituye la única posi­
bilidad de allegarle a la persona Juzgadora o al Tribunal de enjuiciamiento 
esa información, la cual podrá ser refutada o constatada por las partes en 
igualdad de condiciones. Por su parte, tratándose de una prueba de cargo, 
la validez de esa incorporación exige que se haya respetado el derecho 
de defensa de la persona acusada, lo que implica la necesidad de cubrir 
alguna de las siguientes condiciones: a) que la defensa haya contado con 
la oportunidad de interrogar o contrainterrogar al testigo de cargo en algún 
momento de las etapas previas a la audiencia de juicio oral, como sucede 
en los casos en que el testigo comparece en su calidad de medio de prueba 
durante el plazo constitucional, previo a decidir si se vincula o no a la per­
sona imputada a proceso; o bien, b) que la declaración incorporada mediante 
lectura no constituya el principal elemento de prueba para justificar la sen­
tencia de condena. Además, la incorporación respectiva deberá hacerse a 
través del testigo de acreditación correspondiente para que esa persona 
explique quién, dónde y cómo se obtuvo el material que se pretende incor­
porar, pero sobre todo para saber si la declaración de que se trata es la 
misma que se practicó en etapas previas, lo cual permitirá a la contraparte 
controlar y debatir sobre su autenticidad o fiabilidad. Estas exigencias 
tienen como propósito encontrar un punto de equilibrio entre los objetivos que 
persigue el proceso: por un lado, esclarecer el hecho considerado como 
delito, procurar que la persona culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen y, por otro, proteger a la persona inocente 
y observar las exigencias del derecho a la defensa adecuada y del principio 
de igualdad procesal.

1a./J. 138/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 20/2023. Eduardo Iván Santos Cruz. 5 de julio de 
2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 138/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DECLARACIONES O INFORMES DE TESTIGOS FALLECIDOS LEÍDOS 
EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL. SE INCORPORAN POR RAZONES 
DISTINTAS A LAS QUE DAN LUGAR A LA POSIBILIDAD DE DESAHOGAR 
MEDIOS DE PRUEBA DE FORMA ANTICIPADA (ARTÍCULOS 386, FRAC­
CIÓN I, Y 304, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIEN­
TOS PENALES). 

Hechos: En una audiencia de juicio oral se incorporaron, por lectura, los 
registros de investigación realizados por un agente de la policía que falleció 
antes de la celebración de dicha audiencia. El imputado promovió amparo 
directo en el que adujo que esa incorporación era inconstitucional, toda vez 
que la fracción I del artículo 386 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales que lo permite, viola los principios de inmediación, contradicción e 
igualdad procesal. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo al estimar 
que el precepto referido no viola dichos principios, pues su racionalidad 
radica en el fallecimiento de quien debía rendir testimonio. En su contra se 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el fallecimiento de un testigo antes de que se celebre la 
audiencia de juicio oral constituye razón suficiente para justificar la excep­
ción prevista en el precepto referido, sin embargo, debe diferenciarse del 
supuesto de la fracción II del artículo 304 de ese ordenamiento, que permite 
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desahogar un medio de prueba de forma anticipada por la existencia de un 
motivo razonable que hiciere temer la muerte del testigo.

Justificación: Lo que explica la necesidad de que un testimonio se desahogue 
de forma anticipada es que se advierta como probable el fallecimiento del 
testigo antes de la celebración de la audiencia de juicio oral. Esa probabili­
dad debe apoyarse en datos objetivos que la hagan razonable. Si la persona 
fallece ya habrá declarado ante un Juez en un contradictorio. Por el contra­
rio, en la incorporación mediante lectura de declaraciones o informes de 
personas fallecidas antes de la audiencia de juicio oral se parte de que no 
había indicios que hicieran suponer la necesidad del desahogo anticipado 
de la prueba.

1a./J. 139/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 20/2023. Eduardo Iván Santos Cruz. 5 de julio de 
2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Tesis de jurisprudencia 139/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DEMORA EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA EN UN PROCEDIMIENTO 
PENAL ACUSATORIO. NO SE VULNERA EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN 
CUANDO OCURRE CON MOTIVO DE LA INTERPOSICIÓN DE MEDIOS 
DE IMPUGNACIÓN, COMO PARTE DEL EJERCICIO DE LA DEFENSA. 

Hechos: Una persona fue sentenciada por el delito de abuso de confianza. 
En el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado se ordenó la reposi­
ción parcial de la audiencia de juicio ante la reclasificación jurídica del delito 
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efectuada por el Ministerio Público. La persona imputada promovió un juicio 
de amparo indirecto, el cual se sobreseyó. Posteriormente, se dio cum­
plimiento a la reposición del procedimiento y se dictó una nueva sentencia 
condenatoria.

Dicha sentencia fue revocada en apelación y, en su lugar, el tribunal de 
alzada emitió un fallo absolutorio. En contra de esa resolución, la parte ofen­
dida promovió un juicio de amparo directo en el que el Tribunal Colegiado 
de Circuito lo concedió para el efecto de que se ordenara la reposición 
total de la audiencia de juicio, en virtud de que había pasado más de un 
año entre la resolución de alzada que ordenó la reposición parcial de la 
audiencia de juicio y el dictado de la nueva sentencia. Inconforme con 
lo anterior, la persona absuelta interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La demora en el dictado de una sentencia de primera ins­
tancia en el procedimiento penal acusatorio se justifica cuando el retraso se 
debe a la interposición de medios de impugnación como parte del ejerci­
cio de la defensa, por lo que dicha circunstancia no vulnera el principio de 
inmediación ni trae como consecuencia la reposición de la totalidad de la 
audiencia de juicio ante un tribunal diverso.

Justificación: Cuando la demora en el dictado de una sentencia de primera 
instancia se debe a la presentación de un recurso judicial presentado por la 
persona imputada como parte del ejercicio de su defensa no puede consi­
derarse prima facie una violación al principio de inmediación que conlleve 
a la reposición total de la audiencia de juicio. Si bien la dinámica del proceso 
acusatorio exige que la sentencia sea emitida en el menor tiempo posible, 
esto no amerita sacrificar los recursos legales o constitucionales que la defensa 
considere necesarios para elaborar su estrategia en el caso.

Lo anterior, toda vez que el artículo 20, apartado B, fracción VII, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos indica que la defensa de 
la persona imputada tiene la potestad constitucional de alargar el proceso 
en la medida necesaria, según su estrategia, para respetar el mandato del 
ejercicio de su defensa adecuada.
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El estudio de la demora en el dictado de una sentencia en el procedimiento 
penal no puede analizarse de forma aislada al contexto del asunto, por lo 
cual no es posible determinar que el principio de inmediación ha sido vulne­
rado con el simple transcurso del tiempo, sin considerar la existencia de 
recursos judiciales hechos valer durante el proceso. Lo contrario provocaría 
inhibir o desincentivar a los sujetos procesales para hacer valer los medios 
ordinarios o extraordinarios de defensa que consideren pertinentes, lo que 
vulnera el derecho de impugnación y el acceso a un recurso judicial efectivo.

De esta manera, otorgar mayor peso al principio de inmediación que al dere­
cho a la defensa de la persona enjuiciada implicaría que en todos los casos 
en los que la sentencia emitida en un procedimiento penal acusatorio se 
retrase debido a la interposición de recursos judiciales se deba ordenar 
la reposición del procedimiento, lo que traería como consecuencia un re­
traso en la impartición de justicia e, incluso, poner en tela de juicio las reglas 
del juicio de amparo, pues un tribunal de enjuiciamiento no podría ponde­
rar el principio de inmediación para dictar sentencia si de por medio existe 
la suspensión decretada en el juicio de amparo que impide su continuación.

Por tanto, es justificada la demora en el dictado de una sentencia en la audien­
cia de juicio cuando se produce con motivo de la interposición de recursos 
judiciales como parte del ejercicio de la defensa de la persona imputada.

1a./J. 140/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 7508/2023. Javier Arredondo Gutiérrez. 29 de mayo 
de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto con­
currente, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis de jurisprudencia 140/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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INFRACCIONES Y SANCIONES EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL. LAS 
PREVISTAS EN LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y 
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y EN LA LEY GENERAL PARA LA PRE­
VENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS EN MATERIA 
AMBIENTAL, RESPETAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VER­
TIENTE DE TAXATIVIDAD. 

Hechos: Con motivo de un procedimiento de inspección a una empresa 
dedicada a la fabricación y explotación de cal hidratada, grava y hormigón, 
la autoridad ambiental le impuso medidas correctivas para que regularizara 
sus operaciones. Ante el incumplimiento de lo dictado por la autoridad, ésta 
le impuso una multa, revocó parcialmente su licencia de funcionamiento y 
ordenó la clausura total temporal hasta en tanto cumpliera con las medidas 
correctivas para regularizar sus operaciones.

La empresa promovió un juicio de amparo indirecto en el que planteó que le 
causaba inseguridad jurídica el contenido de los artículos 171 de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y 112 de la 
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, que prevén 
como conductas sancionables las violaciones a sus preceptos, reglamentos 
y a las disposiciones que de ellas emanen, así como el catálogo de sanciones 
aplicables. La empresa alegó que las normas carecían de la precisión sufi­
ciente para conocer las conductas sancionables y las sanciones aplicables.

El Juzgado de Distrito negó el amparo, ante lo cual, la empresa interpuso 
un recurso de revisión que un Tribunal Colegiado remitió a esta Suprema 
Corte para resolver el problema de constitucionalidad.

Criterio jurídico: Las normas contenidas en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente y en la Ley General para la Prevención 
y Gestión Integral de los Residuos, que señalan las sanciones aplicables a 
las violaciones a sus preceptos y reglamentos, así como a las disposiciones 
que de ellas emanen, respetan el principio de legalidad en su vertiente de 
taxatividad modulado a la materia administrativa, pues permiten a sus des­
tinatarios saber cuáles son las conductas sancionables y la razón por la 
cual establecen los parámetros para que la autoridad aplique las sanciones 
correspondientes.
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Justificación: El principio de legalidad en su vertiente de exacta aplicación 
de la ley o taxatividad en materia penal es aplicable, de manera modulada, 
al derecho administrativo sancionador. A diferencia de la materia penal, en la 
que se exige un estándar alto de precisión de las conductas sancionables 
y sus consecuencias, en la materia administrativa el parámetro aplicable 
es laxo, sin llegar al extremo de permitir tipos sancionables en blanco.

En ese sentido, los artículos 171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente, y 112 de la Ley General para la Prevención y 
Gestión Integral de los Residuos, que prevén como conductas sanciona­
bles las violaciones a sus preceptos y reglamentos, así como a las disposi­
ciones que de ellas emanen, examinados frente al principio de legalidad 
en su vertiente de taxatividad, modulado para la materia administrativa, se 
advierte que mediante la remisión que realizan a las propias leyes y a sus 
normas es posible conocer a los destinatarios, las obligaciones que deben 
acatar y las sanciones que les son atribuibles como consecuencia punitiva 
de su desacato.

Además, los artículos en cuestión no propician la arbitrariedad en la actua­
ción de la autoridad, ya que la propia legislación prevé las sanciones que 
pueden imponerse con base en parámetros y elementos objetivos que guían 
su actuación al disponer la valoración de los hechos y circunstancias de 
cada caso.

De igual forma, señalan los supuestos en que procede imponer como san­
ciones: la clausura temporal o definitiva, parcial o total; la suspensión, revo­
cación o cancelación de concesiones, permisos, licencias o autorizaciones 
o las multas fijadas entre el mínimo y el máximo previstos.

Adicionalmente, establecen como criterios para fijar la gravedad de la infrac­
ción, las condiciones económicas de la persona infractora, el carácter 
intencional o negligente de la acción u omisión constitutiva de la infracción 
y el beneficio obtenido, así como los casos de reincidencia y el de atenuante 
de la conducta sancionada.
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Por lo anterior, el contenido de las normas referidas no vulnera el principio 
de legalidad en su vertiente de taxatividad de las sanciones aplicables de 
manera modulada a la materia administrativa.

1a./J. 141/2024 (11a.)

Amparo en revisión 656/2023. Cales y Morteros del Grijalva, S.A. de C.V. 10 de 
enero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez.

Tesis de jurisprudencia 141/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RETENCIÓN DE BIENES EN MATERIA MERCANTIL. PARA OTORGAR­
LA COMO MEDIDA CAUTELAR NO LE APLICAN LAS CONDICIONES 
DE LA "APARIENCIA DEL BUEN DERECHO" Y EL "PELIGRO EN LA DE­
MORA", LAS CUALES CORRESPONDEN A LA SUSPENSIÓN EN MATE­
RIA DE AMPARO. 

Hechos: En un juicio oral mercantil una empresa demandó la nulidad de un 
contrato de compraventa y solicitó como medida cautelar la retención de 
cuentas bancarias de la parte demandada. El juez negó la retención, 
pues consideró que la solicitante no demostró la existencia de un "crédito 
líquido y exigible" en términos del artículo 1175, fracción I, del Código de 
Comercio.

Inconforme, la empresa promovió un juicio de amparo indirecto en el que 
reclamó la inconstitucionalidad de ese precepto por exigir tal demostra­
ción del crédito en lugar de la "apariencia del buen derecho" y el "peligro en 
la demora". El juez de distrito sobreseyó en el amparo.
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En desacuerdo, la empresa interpuso un recurso de revisión. El Tribunal 
Colegiado del conocimiento emitió una sentencia en la que levantó el sobre­
seimiento y reservó jurisdicción para que esta Suprema Corte asumiera su 
competencia originaria y resolviera sobre la cuestión de constitucionalidad 
del artículo reclamado.

Criterio jurídico: Para el otorgamiento de la medida cautelar de retención de 
bienes en materia mercantil no resultan aplicables los criterios de la apa­
riencia del buen derecho y el peligro en la demora que son exclusivos de la 
materia de amparo, por lo que para ello es suficiente que se acredite la exis­
tencia de un crédito líquido y exigible, tal como lo dispone el artículo 1175, 
fracción I, del Código de Comercio.

Justificación: La retención de bienes, como toda medida cautelar, no surge 
en lo abstracto, sino que se materializa dentro de un proceso conforme a sus 
reglas. Por ello, para el otorgamiento de esa medida en materia mercan­
til, es necesario satisfacer los requisitos del artículo 1175, fracción I, del 
Código de Comercio, que obliga al solicitante a demostrar la existencia 
de un crédito "líquido y exigible".

Tales requisitos se relacionan con la verosimilitud del derecho invocado, 
pero no se trata de condiciones equivalentes ni intercambiables por otras 
figuras jurídicas como la "apariencia del buen derecho" y el "peligro en la 
demora", los cuales constituyen requisitos que deben ser examinados para 
conceder la suspensión en el juicio de amparo. Esto se debe a las claras 
diferencias que existen entre ambos juicios y a la finalidad de esas medi­
das cautelares en cada caso.

De esta manera, si la suspensión en el juicio de amparo y la retención de 
bienes en los juicios mercantiles obedecen a procedimientos de naturaleza 
distinta y esas medidas precautorias tienen finalidades diferentes, entonces 
el artículo mencionado no es inconstitucional por establecer como condi­
ciones que la parte solicitante pruebe la existencia de un crédito "líquido y 
exigible", en lugar de "la apariencia del buen derecho" y "el peligro en la 
demora".

1a./J. 142/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 136/2023. Servicios Funerarios GG, S.A. de C.V. 14 de junio 
de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Shelin 
Josué Rodríguez Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 142/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TOPES MÁXIMOS PARA LA CUANTIFICACIÓN DEL DAÑO MORAL. SON 
INCONSTITUCIONALES POR VULNERAR EL DERECHO DE LAS VÍCTI­
MAS A LA REPARACIÓN INTEGRAL.

Hechos: Una persona fue sentenciada en primera instancia por el delito de 
feminicidio, por lo que se le condenó, entre otras sanciones, al pago de la 
reparación del daño moral, la cual fue reducida en apelación de acuerdo 
con el tope máximo previsto en el artículo 1995 del Código Civil para el 
Estado de Puebla, en su texto vigente hasta el 29 de diciembre de 2017, 
aplicado de manera supletoria en el proceso penal.

La madre y el padre de la víctima promovieron un juicio de amparo directo 
en el que plantearon la inconstitucionalidad de dicho precepto al considerar 
que limitaba injustificadamente su derecho a una reparación integral del 
daño. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo y omitió pronunciarse 
sobre la inconstitucionalidad planteada. En desacuerdo, la parte quejosa 
interpuso un recurso de revisión, cuyo conocimiento correspondió a la Pri­
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: El artículo 1995 del Código Civil para el Estado de Puebla, 
en su texto vigente hasta el 29 de diciembre de 2017, al establecer un tope 
máximo de mil días de salario mínimo general para la cuantificación de la 
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indemnización por daño moral, es inconstitucional por vulnerar el derecho 
de las víctimas a la reparación integral del daño, pues impide que durante 
el proceso penal las personas juzgadoras emitan una decisión justa para 
cuantificar este concepto con base en criterios de razonabilidad y aten­
diendo a las particularidades del caso específico.

Justificación: A partir de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, de 10 de junio de 2011, se reconoció la 
reparación de las violaciones a derechos humanos como un verdadero 
derecho de las víctimas que comprende medidas de restitución, satisfac­
ción, no repetición e indemnización; lo cual ha sido conceptualizado como 
el derecho a la reparación integral del daño.

En materia penal, la reparación del daño tiene como finalidad devolver a la 
víctima a la situación anterior a la comisión del delito, por lo que para cumplir 
con su objeto debe reunir ciertas características como ser oportuna, plena, 
integral, efectiva, justa y proporcional.

Una justa indemnización no sólo está encaminada a restaurar un equilibrio 
patrimonial perdido, sino que debe ser suficiente para que la persona afec­
tada pueda atender sus necesidades y llevar una vida digna.

Por lo tanto, el derecho a la reparación integral del daño es incompatible con 
la existencia de topes, tarifas o montos máximos y mínimos que impidan 
que su cuantificación atienda a las características específicas de cada caso 
a fin de que sea justa.

1a./J. 143/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 711/2023. 8 de mayo de 2024. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Impedido: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Juan Pablo Alemán 
Izaguirre.
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Tesis de jurisprudencia 143/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal en sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTOS DERIVADOS DE LAS REGLAS DE CONVIVENCIA DE UN CONDO­
MINIO. LA COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS RECURSOS DERIVA­
DOS DE UN JUICIO DE AMPARO SE SURTE A FAVOR DE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS EN MATERIA CIVIL. 

Hechos: Una persona perteneciente a una asociación de vecinos de un ré­
gimen de propiedad en condominio promovió un juicio de amparo en el que 
reclamó la decisión de la asamblea de prohibir el arrendamiento de casas 
en la modalidad de hospedaje mediante plataformas digitales; asimismo, 
los actos de ejecución y molestia derivados, como restringir el acceso a los 
inquilinos o huéspedes.

La demanda fue desechada por un Juez de Distrito con competencia mixta 
(administrativa, civil y de trabajo) por considerar que los actos reclamados 
no eran atribuibles a autoridades para efectos del juicio de amparo.

Inconforme, la persona quejosa interpuso un recurso de queja. El recurso 
se turnó a un Tribunal Colegiado en Materia Civil. El órgano jurisdiccional 
consideró que al encontrarse frente a un desechamiento de una demanda 
de amparo no podía examinar la naturaleza de los actos reclamados y auto­
ridades responsables, por lo que declinó la competencia en favor de un 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, que tendría competencia resi­
dual para resolver el recurso.

El Tribunal Colegiado en Materia Administrativa al que se remitió el recurso no 
aceptó la competencia declinada. El órgano jurisdiccional consideró que el 
desechamiento de la demanda de amparo no era un obstáculo para exami­
nar la naturaleza del acto reclamado, al cual calificó como de materia civil, 
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y por ende, que correspondería conocer del asunto a un Tribunal Colegiado 
en esa materia. En consecuencia, rechazó la competencia declinada y remi­
tió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver el 
conflicto competencial.

Criterio jurídico: La competencia para resolver los recursos derivados de un 
juicio de amparo en los que se reclaman actos de una asociación de veci­
nos de un régimen de propiedad en condominio, le corresponde a un Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil, porque su naturaleza es afín con la regulación 
de la propiedad en régimen de condominio. Por tanto, al tribunal de esa 
materia le corresponde conocer del recurso de queja en contra del dese­
chamiento de la demanda de amparo respectiva.

Justificación: Son de naturaleza civil los actos relacionados con las reglas de 
convivencia en un condominio, como el acuerdo tomado en una asamblea 
de vecinos en el sentido de prohibir en un fraccionamiento, el arrendamiento de 
casas mediante la modalidad de hospedaje por medio de plataformas digi­
tales, así como los actos de molestia derivados de esa decisión, como lo es, 
restringir el acceso de los inquilinos o huéspedes.

En la jurisprudencia P./J. 13/2020 (10a.), el Tribunal Pleno de esta Suprema 
Corte estableció que la competencia para conocer de un recurso de queja 
hecho valer en contra del auto de desechamiento de la demanda dictado 
por un Juez de Distrito con competencia mixta, por considerar que la seña­
lada responsable no es autoridad para efectos del juicio de amparo, corres­
ponde al Tribunal Colegiado de Circuito especializado en la materia en la 
que incide el acto reclamado y, en su caso, en atención a la naturaleza de 
las autoridades consideradas como responsables.

Por tanto, corresponde a un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Civil, 
conocer del recurso de queja interpuesto en contra del desechamiento de 
una demanda de amparo indirecto en la que se reclaman actos a una asam­
blea de vecinos, a su presidente, a su tesorero y a su administrador, así 
como a la empresa de seguridad que controla el acceso al fraccionamiento, 
pues aun cuando no resulten en autoridades para efectos del juicio de 
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amparo, dichos actos están relacionados con las reglas de convivencia en 
un condominio que tienen naturaleza civil.

1a./J. 144/2024 (11a.)

Conflicto competencial 255/2022. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, 
ambos del Tercer Circuito. 11 de enero de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Javier 
Alexandro González Rodríguez.

Nota: La jurisprudencia P./J. 13/2020 (10a.) citada, se publicó en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 27 de noviembre de 2020 a las 
10:38 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 80, noviembre de 2020, Tomo I, página 5, con número de 
registro digital 2022430.

Tesis de jurisprudencia 144/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada extraordinaria de doce de septiembre de 
dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ADJUDICACIÓN DE BIEN INMUEBLE POR REMATE JUDICIAL. ES INCONS­
TITUCIONAL EXIGIR LA ESCRITURA PÚBLICA COMO REQUISITO PARA 
QUE SE ENTREGUE SU POSESIÓN POR VIOLAR EL DERECHO DE 
PROPIEDAD (LEGISLACIÓN CIVIL FEDERAL). 

Hechos: Un organismo descentralizado de la Administración Pública Fede­
ral obtuvo una sentencia favorable en un juicio ejecutivo mercantil en el que 
reclamó el pago de un crédito. En etapa de ejecución de sentencia el Juez 
adjudicó en favor de dicho organismo un bien inmueble embargado a su 
contraparte.
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Una vez que el remate quedó firme, el organismo descentralizado solicitó al 
Juez que emitiera la orden de lanzamiento y la entrega de la posesión mate­
rial y jurídica del inmueble. El Juez negó esa solicitud, pues en términos del 
artículo 496 del Código Federal de Procedimientos Civiles, antes de entregar 
la posesión del inmueble al nuevo propietario, se debe formalizar la escri­
tura pública.

Como la Sala de apelación confirmó tal decisión, el organismo descentrali­
zado que había obtenido la adjudicación presentó una demanda de amparo 
indirecto reclamando la inconstitucionalidad del artículo señalado. La parte 
quejosa argumentó que la propiedad se surte con la adjudicación, de ma­
nera que la transmisión de los bienes debe realizarse desde el momento 
en que el tribunal adjudica el bien embargado, y que no es razonable limitar 
la posesión de dicho bien, del que ya se posee la propiedad, a un requisito 
formal.

La Jueza de Distrito que conoció del juicio de amparo negó la protección 
en contra del artículo impugnado porque sólo establece una restricción tem­
poral para obtener la posesión del bien adjudicado hasta en tanto se obtenga 
la escritura correspondiente, sin que ello signifique acto privativo de la pro­
piedad, pues es una garantía de seguridad jurídica a favor del adjudicatario 
que lo protege de cualquier riesgo. Siendo así, el organismo descentrali­
zado quejoso recurrió tal determinación que fue enviada por el Tribunal Cole­
giado del conocimiento a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 
resolver el problema de constitucionalidad planteado.

Criterio jurídico: Es inconstitucional que la posesión de un bien inmueble 
que ha sido adjudicado mediante remate judicial sea condicionada a que se 
formalice dicho acto en escritura pública porque ello transgrede el derecho 
de propiedad. La finalidad de la escrituración es dar publicidad al acto jurí­
dico relacionado con la propiedad adquirida por remate para que surta 
efectos frente a terceros, pero la propiedad y el derecho de su posesión y 
disfrute no nacen de la escritura, sino del propio acto jurídico que, además, 
ya fue sancionado por un juez.

Justificación: El artículo 496 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
establece que se debe otorgar la escritura pública antes de que el tribunal 



238

Suprema Corte de Justicia de la Nación

entregue la posesión de un inmueble al nuevo propietario. Sin embargo, esa 
medida no supera un test de proporcionalidad porque incide excesivamente 
en el derecho humano a la propiedad.

Es verdad que la norma señalada persigue una finalidad constitucional­
mente válida, consistente en brindar certeza y seguridad jurídica respecto de 
la existencia y los alcances del acto traslativo de la propiedad denominado 
adjudicación por remate judicial.

También se trata de una medida idónea porque el hecho de condicionar la 
toma de la posesión de los bienes rematados judicialmente a que previa­
mente se formalice el acto de adjudicación mediante el otorgamiento de la 
escritura, contribuye en un grado razonable a dotar de certeza y seguridad 
jurídica al acto traslativo de dominio.

Sin embargo, la medida legislativa no es necesaria, dado que existen otros 
mecanismos igualmente idóneos para lograr los fines constitucionales perse­
guidos y que intervienen con menor intensidad en el derecho de propiedad 
afectado, como es la aprobación del remate y la consecuente adjudicación.

Tales actuaciones constituyen, por sí mismas, el acto por el cual se transmite 
la propiedad del bien en favor del adjudicatario, con lo que se da seguridad 
jurídica del acto traslativo de dominio. En cambio, la escrituración sólo tiene 
como finalidad dar publicidad de dicho acto a fin de que surta efectos frente 
a terceros, pero no constituye el cambio de propiedad en sí mismo, por lo 
que no hay razón suficiente para exigir ese requisito de manera previa a 
la entrega de la posesión.

1a./J. 145/2024 (11a.)

Amparo en revisión 340/2019. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecua­
rio, Rural, Forestal y Pesquero. 22 de febrero de 2023. Cinco votos de la 
Ministra y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis Gon­
zález Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González 
Varas, Mariana Aguilar Aguilar y Ricardo Martínez Herrera.
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Tesis de jurisprudencia 145/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada extraordinaria de doce de septiembre de 
dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

USO ILEGAL DE UN BIEN PERTENECIENTE A LA NACIÓN. EL DELITO 
PREVISTO EN LA LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES ES CONS­
TITUCIONAL. 

Hechos: Derivado del establecimiento de un asentamiento humano irregular 
en un parque nacional, se inició un procedimiento penal en el que se libró 
una orden de aprehensión en contra de distintas personas por la comisión 
del delito de uso ilegal de un bien perteneciente a la Nación. Inconformes, 
algunas de las personas inculpadas promovieron distintos juicios de amparo 
indirecto en los que reclamaron esa orden de aprehensión, así como los 
artículos 149 y 150 de la Ley General de Bienes Nacionales que regulan y 
sancionan el delito, pues consideran que contiene términos ambiguos y que 
para integrar el delito se requiere acudir a disposiciones reglamentarias y 
no a leyes.

El Juez de Distrito del conocimiento acumuló los juicios y determinó sobre­
seer en el juicio respecto de algunas autoridades y negó el amparo respecto 
de la orden de aprehensión y el reclamo de constitucionalidad de los refe­
ridos preceptos. Inconformes con ello, dos de los quejosos interpusieron un 
recurso de revisión.

Criterio jurídico: Los preceptos de la Ley General de Bienes Nacionales, 
que regulan el delito de uso ilegal de un bien perteneciente a la Nación, 
describen conducta con elementos suficientemente claros que permiten a 
sus destinatarios comprender lo que es materia de prohibición, aunado a que 
para su configuración, sobre lo que debe entenderse como "un bien perte­
neciente a la Nación", remite al mismo ordenamiento que es una ley formal 
y material, por lo que dichos preceptos no vulneran los principios de taxati­
vidad ni de reserva de ley en materia penal.
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Justificación: El delito de uso ilegal de un bien perteneciente a la Nación, 
previsto en el artículo 150 y sancionado en el diverso 149 de la Ley General 
de Bienes Nacionales, no contiene conceptos ambiguos, pues el tipo penal se 
rige por el verbo "usar", el cual permite comprender sus alcances sin mayo­
res interpretaciones, ya que se entiende como hacer servir una cosa para 
algo, en este caso, de un bien perteneciente a la Nación.

En el mismo sentido, la norma establece como condición para considerar 
ilegal esa conducta que la realice el sujeto activo sin contar con una conce­
sión, permiso, autorización o contrato con autoridad competente.

Además, los referidos preceptos pertenecen a la Ley General de Bienes 
Nacionales y buscan prohibir y sancionar las conductas que afecten las 
disposiciones de ese ordenamiento, por lo que para entender lo que es "un 
bien perteneciente a la Nación", basta con acudir a los artículos 3 y 7 de ese 
ordenamiento, que es una ley formal y material, para identificar los bienes 
que son propiedad de la Nación y que son tutelados por el tipo penal.

Es por ello que las normas impugnadas describen con suficiente precisión 
la conducta delictiva y permiten comprender a sus destinatarios lo que es 
objeto de prohibición, aunado a que para su integración remite a las dispo­
siciones de la propia ley general, por lo que no vulneran los principios de 
legalidad en su vertiente de taxatividad, y de reserva de ley en materia 
penal, que derivan respectivamente de los artículos 14 y 73, fracción XXI, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

1a./J. 146/2024 (11a.)

Amparo en revisión 367/2023. Jorge de Jesús Hernández González. 14 de 
febrero de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secre­
tario: Saúl Armando Patiño Lara.
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Tesis de jurisprudencia 146/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada extraordinaria de doce de septiembre de 
dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACCIÓN DE COMPENSACIÓN ECONÓMICA. LA EXIGENCIA DE QUE SE 
DETALLEN PORMENORIZADAMENTE LOS HECHOS QUE SUSTENTAN 
LA DEMANDA VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

Hechos: Después de la disolución de su vínculo matrimonial, la excónyuge 
planteó un incidente de compensación económica en el que reclamó a su 
exesposo el cincuenta por ciento de los bienes adquiridos durante el matri­
monio por haberse dedicado preponderantemente a las labores domésticas 
y de cuidado. En primera instancia se condenó al demandado al pago del 
treinta por ciento de los bienes. Inconformes, ambas partes interpusieron 
recurso de apelación. La Sala modificó la resolución y condenó al deman­
dado al pago del cincuenta por ciento de los bienes adquiridos durante la 
vigencia del matrimonio.

En desacuerdo, el demandado promovió un juicio de amparo directo, el 
cual le fue concedido por el Tribunal Colegiado de Circuito, bajo el argumento 
de que la acción era improcedente porque la actora no narró detalladamente 
los hechos que sustentaban su demanda, pues no precisó en qué consistían 
dichas actividades, cuánto tiempo les dedicó o cómo realizó la administra­
ción, dirección y atención del hogar. Inconforme con la sentencia, la parte 
actora interpuso un recurso de revisión.

Criterio jurídico: La exigencia de que se detallen pormenorizadamente los 
hechos que sustentan la acción de compensación económica, es decir, 
que se precisen de forma exhaustiva las especificidades, duración y grado 
de dedicación a las tareas de administración, dirección y atención del hogar 
o cuidado de la familia, implica para la parte actora una carga despropor­
cionada que vulnera los derechos a la tutela judicial efectiva y al acceso a 
la justicia en condiciones de igualdad.
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En estos casos, basta con que la persona solicitante señale que se dedicó 
exclusiva o preponderantemente a las labores del hogar y que acompañe 
a su escrito de demanda las pruebas que considere pertinentes para acre­
ditar dicha circunstancia, para que las autoridades jurisdiccionales estén 
obligadas a analizar integralmente el escrito de demanda en relación con 
las pruebas aportadas y aquellas allegadas para mejor proveer, así como 
el contexto de las partes involucradas a fin de resolver sobre la proceden­
cia de la acción, pues de lo contrario se invisibilizaría el trabajo doméstico 
realizado y se atentaría contra la finalidad misma de la compensación.

Justificación: La compensación económica consiste en la asignación de un 
porcentaje hasta por el cincuenta por ciento de los bienes adquiridos durante 
el matrimonio celebrado bajo el régimen de separación de bienes o en el 
concubinato a favor del cónyuge o concubino que, en aras del funcionamien­
to del vínculo, asumió determinadas cargas domésticas y familiares en mayor 
medida que el otro, sin recibir remuneración económica a cambio y que, 
por ello, al disolverse el vínculo queda en desventaja patrimonial. Su propó­
sito es reconocer el trabajo del hogar y el cuidado de los hijos e hijas y de 
otros integrantes de la familia, bajo la premisa de que tiene el mismo valor 
que aquel que se realiza en el mercado laboral convencional, por lo que se 
considera como una aportación económica al matrimonio o concubinato.

Así, cuando se reclame una compensación económica, las autoridades juris­
diccionales deben tomar en cuenta que, al tratarse de una controversia de 
índole familiar, el principio dispositivo se ve matizado, pues las disposiciones 
que rigen esta materia son de orden público.

Por lo tanto, para la consecución de la protección familiar y de los derechos 
involucrados en sus controversias, las personas operadoras jurídicas tienen 
facultades especiales como la oficiosidad, entendida como la facultad de 
actuar sin que sea solicitada su intervención, o la posibilidad de suplir la 
deficiencia de la queja de forma amplia. Asimismo, una de las característi­
cas del proceso familiar es la ausencia de excesivas formalidades, en tanto 
que no se requiere algún requisito especial para acudir ante la persona 
juzgadora cuando se ejerza alguna acción.
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Bajo este supuesto, bastaría que las partes expongan los hechos que, a su 
juicio, describan la situación que padecen o les afecta y que la persona juz­
gadora tenga una obligación oficiosa para identificar si el contexto de un 
conflicto familiar da cuenta de afectaciones a los derechos humanos de las 
personas, particularmente por razones de género o de minoría de edad, así 
como reconocer los derechos afectados o advertir necesidades de protec­
ción que deban ser cubiertas o las pretensiones que no fueron debidamente 
formuladas.

Por ende, cuando se solicite una compensación económica, la narración 
minuciosa y pormenorizada de cada uno de los hechos constitutivos de su 
acción (en donde se detallen los tiempos de dedicación, las actividades 
realizadas, el grado de dedicación o los costos de oportunidad generados) no 
es un requisito exigible para probar la dedicación preponderante a las labo­
res del hogar de la persona solicitante. En estos casos resulta suficiente con 
advertir la esencia de la petición de la parte actora en donde indique que 
desempeñó el rol de cuidado o que realizó las labores domésticas durante 
el matrimonio para proceder al estudio de su petición, a partir de las pruebas 
aportadas por la parte solicitante y de aquellas de las que se allegue la 
persona juzgadora para mejor proveer.

1a./J. 147/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2564/2022. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos 
de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez y Karina Castillo Flores.

Tesis de jurisprudencia 147/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.



244

Suprema Corte de Justicia de la Nación

COMPENSACIÓN ECONÓMICA POR DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO 
O DEL CONCUBINATO. TIENE DERECHO A RECLAMARLA QUIEN SE 
HAYA DEDICADO PREPONDERANTEMENTE A LAS LABORES DEL HOGAR 
Y AL CUIDADO FAMILIAR, CON INDEPENDENCIA DE SU GÉNERO.

Hechos: En un juicio familiar un hombre solicitó a su exconcubina el pago 
de una pensión alimenticia compensatoria y de una compensación econó­
mica por el trabajo que desempeñó en la casa y en el cuidado de sus hijos 
durante la relación. En primera y en segunda instancias se negó la solici­
tud con el argumento de que la parte demandante no demostró que carecía 
de recursos económicos para satisfacer sus necesidades básicas ni que 
el desempeño de dichas actividades fuera su principal ocupación durante el 
concubinato.

Inconforme, la parte demandante promovió un juicio de amparo directo 
en el que argumentó que el artículo 342-A del Código Civil para el Estado 
de Guanajuato era discriminatorio, pues impedía que el hombre accediera 
a una compensación económica bajo el estereotipo de género de que única­
mente podía ser proveedor económico y no alguien que también podía dedi­
carse a las labores del hogar y de crianza. El Tribunal Colegiado de Circuito 
negó el amparo y sostuvo que el artículo no era discriminatorio por razón de 
género porque ambos concubinos podían solicitar una compensación econó­
mica. El señor combatió esta decisión en un recurso de revisión que corres­
pondió conocer a esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

Criterio jurídico: El artículo 342-A del Código Civil para el Estado de Guana­
juato es constitucional al establecer que cualquier cónyuge podrá demandar 
al otro una compensación de hasta el cincuenta por ciento del valor de los 
bienes que se adquirieron durante el matrimonio, siempre que se hayan 
casado bajo el régimen de separación de bienes y que la parte demandante 
se haya dedicado preponderantemente al hogar o al cuidado de la familia, 
pues no excluye a los hombres de solicitar una compensación cuando asu­
man las cargas de trabajo del hogar y cuidado de la familia en mayor 
medida.
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Justificación: Ante el reconocimiento del papel que juega el lenguaje en la 
garantía del derecho a la igualdad de género y en la erradicación de estereo­
tipos, el lenguaje neutro empleado en el artículo citado en la frase "cual­
quier cónyuge podrá demandar al otro" permite concluir que tanto el hombre 
como la mujer pueden acceder en condiciones de igualdad a una compen­
sación económica.

Además, esta elección lingüística evita la reproducción de estereotipos sobre 
las labores tradicionalmente asociadas a cada género dentro del hogar y 
reconoce que las dinámicas familiares están cambiando hacia una partici­
pación equitativa de sus integrantes, por lo que el reparto de las funciones 
es diverso y varía ampliamente en función de los acuerdos y de las circuns­
tancias particulares de cada núcleo.

El precepto mencionado reconoce el derecho a solicitar una compensación 
económica a cualquiera de los cónyuges o concubinos, sin asumir a partir 
de estereotipos de género que la mujer desempeñó las labores del hogar y 
la crianza –legitimándola como la única apta para solicitarla– y que el hombre 
fue el único proveedor económico durante la relación y, por ende, el único 
obligado a pagarla.

El otorgamiento de esta compensación no depende del género de quien la 
solicita, sino de que se demuestre que quien asumió las cargas del hogar 
y del cuidado durante el matrimonio o concubinato quedó en desventaja 
económica y patrimonial al término de la relación por no haberse podido 
dedicar a un trabajo remunerado de la misma manera que lo hizo su pareja.

1a./J. 148/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 4316/2023. 17 de abril de 2024. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez, Iris 
del Carmen Cruz de Jesús e Itzel de Paz Ocaña.
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Tesis de jurisprudencia 148/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil 
veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. METODOLOGÍA DE ANÁLISIS EN SU 
VERTIENTE DE PROHIBICIÓN DE REGRESIVIDAD PARA ACTOS LEGIS­
LATIVOS. 

Hechos: Una persona moral dedicada a la producción cinematográfica pro­
movió juicio de amparo indirecto contra el decreto de seis de noviembre de 
dos mil veinte por el que se derogaron los artículos 33 a 38 de la Ley Federal 
de Cinematografía y se extinguió el Fondo de Inversión y Estímulos al Cine 
(FIDECINE). La solicitante de amparo expresó que el acto reclamado impli­
caba una violación al principio de no regresividad de los derechos humanos, 
a la libertad de expresión y a la participación cultural, al eliminar las garantías 
que ya se habían asegurado a nivel legislativo. El Juzgado de Distrito deter­
minó negar el amparo solicitado en cuanto a ese alegato. La quejosa interpuso 
un recurso de revisión que se remitió a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para el pronunciamiento de constitucionalidad.

Criterio jurídico: Evaluar una posible violación de la prohibición de regresi­
vidad requiere que la persona juzgadora realice un ejercicio interpretativo 
cuidadoso de los contenidos normativos para poder determinar si las autori­
dades incurrieron en una regresión injustificada del nivel de protección 
jurídica que garantizaba el ejercicio de un derecho humano. Para realizar 
este ejercicio es necesario: i) analizar el nivel de protección sustantiva que ya 
se le había otorgado a un derecho humano porque éste constituye el mínimo de 
protección estatal; ii) señalar cuál es el cambio realizado a través del nuevo 
acto de autoridad y sus efectos sobre el nivel de protección anterior del 
derecho humano; iii) determinar si este cambio implica un menoscabo o 
perjuicio injustificado y sustantivo del derecho humano en cuestión; iv) de 
ser así, lo procedente es asegurar el nivel de protección mínima que ya se 
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hubiera alcanzado, a través de la declaración de inconstitucionalidad de los 
actos que lo transgredan.

Asimismo, cabe señalar que no todo cambio normativo implica una violación 
al principio de progresividad, pues no todos los cambios implican una regre­
sión en el goce y ejercicio de un derecho humano; y en caso de que exista 
una regresión sustantiva en el nivel de protección a estos derechos, excepcio­
nalmente, puede encontrar justificación en que las autoridades demuestren 
haber realizado todos los esfuerzos posibles para satisfacer este derecho.

Justificación: El principio de progresividad de los derechos humanos está 
reconocido en el artículo 1o. constitucional como uno de los principios funda­
mentales para la interpretación y aplicación de los derechos humanos, que 
significa que el Estado está obligado a procurar con todos los medios posi­
bles la satisfacción de estos derechos, así como al establecimiento de un 
nuevo piso mínimo de protección cada vez que se logra un avance en esta 
tarea. Este nivel de protección delimita de manera negativa la capacidad de 
actuación estatal a través del establecimiento de una prohibición de regresi­
vidad, que se entiende como el deber de las autoridades de abstenerse de 
emitir actos legislativos que limiten el alcance que ya se le reconocía a un 
derecho humano o de atribuirle algún sentido que desconozca la extensión 
y el nivel de tutela admitido previamente.

En conclusión, una vez que un nivel de protección en el ejercicio de un 
derecho humano se ha incorporado en el ordenamiento con un alcance deter­
minado, es obligación de todas las autoridades promover, respetar, prote­
ger y garantizar este contenido; lo que en el caso de las personas juzgadoras 
se da a través de los efectos de sus sentencias.

1a./J. 150/2024 (11a.)

Amparo en revisión 594/2022. Enda Films, Sociedad Anónima de Capital Variable. 
13 de marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien se reservó su derecho a formular voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien se reservó 
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su derecho a formular voto concurrente en el que se separa de las consi­
deraciones de la presente tesis y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Fernando Sosa Pas­
trana y Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 150/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de octubre de dos mil 
veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2024 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. ES POTESTATIVA LA 
APERTURA DEL DIVERSO INCIDENTE PREVISTO EN EL CUARTO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 193 DE LA LEY DE AMPARO, SI CON ELLO SE 
CAUSARA UNA DILACIÓN INNECESARIA. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del Tri­
bunal de Conciliación y Arbitraje ante la falta de ejecución de un laudo. 
El amparo fue concedido, en cuyo efecto sólo se precisó la obligación de 
señalar fecha y hora de reinstalación, aun cuando el laudo, la litis constitucio­
nal propuesta, las consideraciones de la sentencia y la normativa de la mate­
ria comprendían el pago de prestaciones. Algunos de los requerimientos de 
ejecución se extendían a dicha retribución de prestaciones, otros no. La per­
sona quejosa solicitó la apertura del incidente de inejecución de sentencia, 
mismo que resultó fundado y ordenó remitir los autos al Tribunal Colegiado, 
quien también lo consideró fundado y lo envió a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para la sanción respectiva.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que, si se advierte que la apertura del incidente previsto en el cuarto 
párrafo del artículo 193 de la Ley de Amparo, causaría una dilación innece­
saria al procedimiento, en la propia resolución del incidente de inejecución 
de sentencia se puede precisar, definir o concretar la forma y términos del 
cumplimiento de la ejecutoria sin la necesidad de tramitar aquella incidencia.



249

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

Justificación: Si bien el párrafo cuarto del artículo 193 de la Ley de Amparo 
establece que en el supuesto de que, en la etapa de ejecución de sentencia, 
fuera necesario precisar, definir o concretar la forma o términos del cum­
plimiento de la ejecutoria, cualquiera de los órganos competentes podrá 
ordenar de oficio o a petición de parte la apertura de un incidente para tal 
efecto, ello se advierte como una facultad potestativa de los órganos compe­
tentes que puede asumirse al resolver el incidente de inejecución de senten­
cia. Es así que, la decisión de no dar trámite al incidente en comento, se 
justifica si ello evita una dilación innecesaria al procedimiento de ejecución 
y hace posible el derecho a una adecuada impartición de justicia, esto, 
desde luego, sin eludir la clarificación de los términos del cumplimiento.

1a./J. 154/2024 (11a.)

Incidente de inejecución de sentencia 90/2022. Sandra Juárez Partida. 31 de 
mayo de 2023. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 154/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2024 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. PARA RESOLVERLO ES 
PROCEDENTE PRECISAR, DEFINIR O CONCRETAR LA FORMA Y TÉR­
MINOS DEL CUMPLIMIENTO, SI SE ADVIERTEN ERRORES O IMPRECI­
SIONES, INCLUSO, TRATÁNDOSE DE LOS EFECTOS DE LA SENTENCIA. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje ante la falta de ejecución de un laudo. 
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El amparo fue concedido, en cuyo efecto sólo se precisó la obligación de 
señalar fecha y hora de reinstalación, aun cuando el laudo, la litis constitu­
cional propuesta, las consideraciones de la sentencia y la normativa de la 
materia comprendían el pago de prestaciones. Algunos de los requerimien­
tos de ejecución se extendían a dicha retribución de prestaciones, otros no. 
La persona quejosa solicitó la apertura del incidente de inejecución de sen­
tencia, mismo que resultó fundado y ordenó remitir los autos al Tribunal 
Colegiado, quien también lo consideró fundado y lo envió a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para la sanción respectiva.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que, atendiendo a los alcances del derecho de acceso a la justicia 
y tutela judicial efectiva, si se advierten errores e imprecisiones en los reque­
rimientos o en los efectos de la sentencia, que generen incertidumbre en el 
cumplimiento, para emitir resolución en el incidente de inejecución, cualquiera 
de los órganos jurisdiccionales competentes (Juzgado de Distrito, Tribunal 
Colegiado o Suprema Corte de Justicia de la Nación), debe precisar, definir 
o concretar la forma y términos del cumplimiento de la sentencia.

Justificación: Esta facultad de disipar las ambigüedades en el cumplimiento 
tiene origen en el párrafo cuarto del artículo 193 de la Ley de Amparo, en 
donde se prevé esa posibilidad (de oficio o a petición de parte), si en la 
etapa de ejecución de sentencia es necesario precisar, definir o concretar 
la forma o términos del cumplimiento de la ejecutoria. De ahí que, si al resol­
verse el incidente de inejecución, se advierte que el cumplimiento se ha 
requerido de forma inadecuada e incompleta o que los efectos de la sen­
tencia son equívocos y ello impide definir si el fallo está cumplido o no, 
deben corregirse esos errores e imprecisiones.

1a./J. 155/2024 (11a.)

Incidente de inejecución de sentencia 90/2022. Sandra Juárez Partida. 31 de 
mayo de 2023. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.
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Tesis de jurisprudencia 155/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2024 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCUMPLIMIENTO DE SENTENCIA DE AMPARO. ELEMENTOS PARA 
TENER POR ACREDITADA LA CONDUCTA. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje ante la falta de ejecución de un laudo. 
El amparo fue concedido. En el procedimiento de ejecución de sentencia se 
vinculó al cumplimiento a autoridades de un Ayuntamiento, posteriormente, 
la persona quejosa solicitó la apertura del incidente de inejecución. El Juez 
de Distrito determinó el incumplimiento que atribuyó al "Ayuntamiento" de 
forma genérica; por ello, ordenó remitir los autos al Tribunal Colegiado, quien 
declaró fundado el incidente en los mismos términos y determinó su envío 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para la sanción respectiva.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que, si bien el procedimiento derivado del incumplimiento de una 
sentencia de amparo es autónomo e independiente de cualquier otro, no 
debe considerarse totalmente ajeno a los elementos aplicables al derecho 
administrativo sancionador.

Justificación: Al resolver el incidente de inejecución de sentencia, el Juzgado 
de Distrito y el Tribunal Colegiado deben trazar la posible actualización de 
los elementos del derecho administrativo sancionador (cargo, tipo de con­
ducta incurrida en la función, hechos probados, sanciones, etc.) para califi­
car las conductas que acusan el incumplimiento de la sentencia de amparo 
y no hacerlo de manera indefinida o incierta. Sólo de esta forma, una con­
secuencia jurídica como es la separación y consignación contenidas en el 
artículo 107, fracción XVI, constitucional, encontrará sustento en suficiencia 
objetiva, atendiendo el ámbito de competencia y atribuciones de la autoridad 
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de que se trate; que tal conducta se advierta en contravención al cum­
plimiento de la ejecutoria de amparo, así como la responsabilidad del sujeto, 
lo que debe ser apreciado en términos de la normativa aplicable, incluso del 
caudal probatorio.

1a./J. 156/2024 (11a.)

Incidente de inejecución de sentencia 90/2022. Sandra Juárez Partida. 31 de 
mayo de 2023. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 156/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2024 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA FUNDADO. DEL RESUL­
TADO DE LA VALORACIÓN PROBATORIA, DEBEN DELIMITARSE LOS 
ACTOS U OMISIONES EFECTUADOS POR LAS AUTORIDADES EN EL 
ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES Y NORMATIVA APLICABLE E IDENTI­
FICARSE LOS PERIODOS DE FUNCIONES DE CADA PERSONA FÍSICA 
ACTUANTE. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del 
Tribunal de Conciliación y Arbitraje ante la falta de ejecución de un laudo. 
El amparo fue concedido para la reinstalación del empleo y el pago de pres­
taciones. En el procedimiento de ejecución de sentencia se vinculó al cum­
plimiento a autoridades de un Ayuntamiento, posteriormente, la persona 
quejosa solicitó la apertura del incidente de inejecución. El Juez de Distrito 
determinó el incumplimiento que atribuyó al "Ayuntamiento" de forma gené­
rica; por ello, ordenó remitir los autos al Tribunal Colegiado, quien declaró 
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fundado el incidente en los mismos términos y determinó su envío a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación para la sanción respectiva.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resolvió que para atribuir una acción u omisión a una autoridad que conlleve 
el cumplimiento de la ejecutoria (responsable o vinculada), el Juzgado de 
Distrito y el Tribunal Colegiado deberán corroborar normativamente las atri­
buciones legales de cada autoridad en cuestión, verificar que en el ámbito de 
sus funciones lo condenado en la ejecutoria de amparo pueda traducirse 
en una conducta exigible, además de verificar el periodo de funciones de cada 
persona física para identificar si fue dicha persona la obligada a actuar en 
acatamiento. Esto deberá corroborarse con los medios de convicción nece­
sarios para ese efecto.

Justificación: En la resolución de un incidente de inejecución de sentencia 
no resulta válido afirmar en modo abstracto que una persona servidora 
pública es responsable del cumplimiento o que no lo es. Para ello, debe reali­
zarse un análisis previo de sus conductas en su contexto jurídico y material, 
lo cual debe construirse desde el primer requerimiento de ejecución como 
sustento objetivo de la procedencia de las sanciones de separación y consig­
nación contenidas en el artículo 107, fracción XVI, constitucional. Consecuen­
temente, la persona juzgadora de amparo deberá requerir el cumplimiento 
del fallo protector con la precisión necesaria en cuanto a las autoridades 
competentes para acatarlo y respecto de los actos que les corresponde 
realizar, ya que si el debido acatamiento de la sentencia concesoria está 
sujeto a que diversas autoridades desplieguen, en el ámbito de sus atribu­
ciones, diferentes actuaciones cuya emisión jurídicamente constituya una 
condición indispensable para el dictado de los demás, será necesario que 
en el requerimiento se vincule e identifique a cada una de las autoridades 
competentes (y personas físicas que ocupen el cargo) a emitir los actos que 
jurídicamente están obligadas.

1a./J. 157/2024 (11a.)

Incidente de inejecución de sentencia 90/2022. Sandra Juárez Partida. 31 de 
mayo de 2023. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
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Gutiérrez Ortiz Mena y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo.

Tesis de jurisprudencia 157/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2024 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. LA LEY GENERAL DE 
VÍCTIMAS ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE PARA INDIVIDUALIZAR 
LOS CONCEPTOS DE DAÑO FORMAL Y MATERIAL. 

Hechos: Una víctima indirecta del delito de homicidio doloso por responsa­
bilidad médica y técnica promovió juicio de amparo directo en contra de la 
sentencia condenatoria. En la demanda de amparo argumentó, entre otras 
cuestiones, que para individualizar la pena por concepto de reparación del 
daño, particularmente los montos económicos correspondientes al daño 
moral y material, los órganos jurisdiccionales están obligados a aplicar las 
reglas previstas para esos efectos en la Ley General de Víctimas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que las autoridades jurisdiccionales penales, a fin de 
individualizar el monto económico correspondiente al daño moral y material 
complementarios de la pena por reparación del daño, están obligadas a apli­
car supletoriamente las disposiciones de la Ley General de Víctimas, así como 
los criterios judiciales que sobre esta norma se han emitido para brindarle 
significado constitucional, siempre y cuando con ello no se contravengan 
las reglas y principios aplicables en materia penal.

Justificación: Tanto la legislación penal como la aplicable en materia de los 
derechos cuya titularidad corresponde a las víctimas directas e indirectas de 
un delito (Ley General de Víctimas) reconocen una serie de garantías que 
aseguran la efectividad del derecho humano a una reparación integral del 
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daño. Por tanto, se trata de legislaciones que más allá de excluirse deben 
complementarse y ser interpretadas sistemáticamente para su aplicación 
jurídica apropiada. Máxime porque la reparación del daño constituye la teleo­
logía de las normas penales desde la perspectiva del bloque de derechos 
humanos que se reconocen a las víctimas de un delito. Lo cual garantiza el 
orden, la seguridad y la igualdad formal que se predica sobre el ordenamiento 
jurídico mexicano.

1a./J. 158/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2709/2023. 7 de febrero de 2024. Cinco votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. Ponente: Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 158/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de treinta de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2024 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RELACIONES POLIAMOROSAS. SI BIEN LOS ARTÍCULOS 294 Y 297 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE PUEBLA GENERAN UNA DIS­
TINCIÓN DE TRATO EN RELACIÓN CON EL MATRIMONIO Y EL CONCU­
BINATO, SON CONSTITUCIONALES. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto para cuestionar 
la constitucionalidad de los artículos referidos que definen al matrimonio y al 
concubinato como la unión entre dos personas, pues excluyen las relacio­
nes poliamorosas. El Juzgado de Distrito concedió el amparo al estimar que 
resultan discriminatorios. La autoridad responsable interpuso recurso de revi­
sión y el Tribunal Colegiado de Circuito solicitó a la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación que reasumiera su competencia originaria.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que los artículos 294 y 297 del Código Civil para el Estado de 
Puebla son constitucionales, pues si bien generan una distinción de tra­
tamiento legal respecto a las relaciones poliamorosas, no está basada en 
una categoría sospechosa.

Justificación: Las resoluciones de este Alto Tribunal en distintos precedentes 
respecto al matrimonio y al concubinato entre personas del mismo sexo no 
son aplicables al poliamor, pues las relaciones poliamorosas no se encuen­
tran en situaciones equiparables a las relaciones monogámicas al tener dife­
rencias sustanciales de operatividad.

El concepto de poliamor tiene una operatividad distinta y más compleja, en la 
medida en que implica la gestión de vínculos no monogámicos, donde es 
necesario ponderar y gestionar las relaciones entre un grupo de personas 
equitativa y adecuadamente entre todos sus integrantes.

La aplicación de las reglas del matrimonio y el concubinato que establecen 
presunciones y obligaciones específicas no sería apta para lograr la plena 
operatividad de las relaciones poliamorosas, pues lejos de generar un 
beneficio jurídico, afectaría la propia naturaleza del poliamor, ya que se limi­
taría a los supuestos establecidos en la referida regulación monogámica.

Lo anterior no implica que sólo las relaciones reconocidas legalmente a 
través del matrimonio o el concubinato se encuentren protegidas constitucio­
nalmente. Toda persona tiene derecho a constituir una familia, la cual puede 
derivar de cualquier relación social que impere en el momento, sin que esto 
implique el desconocimiento como familia y su protección.

1a./J. 159/2024 (11a.)

Amparo en revisión 695/2023. 3 de abril de 2024. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concu­
rrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebo­
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lledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebo­
lledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 159/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de trece de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de noviem­
bre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. LOS ARTÍCULOS 191 Y 194 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES SON ACORDES 
CON LOS PRINCIPIOS GENERALES APLICABLES A LOS MECANISMOS 
ALTERNATIVOS PARA LA SOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL, ASÍ 
COMO CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA Y A LA REPARACIÓN DEL DAÑO. 

Hechos: Una persona fue vinculada a proceso penal por los delitos de lesio­
nes y daño en las cosas culposo. Más adelante, solicitó la suspensión con­
dicional del proceso. El Juez de Control del conocimiento negó la solicitud 
con fundamento en los artículos 191 y 194 del Código Nacional de Proce­
dimientos Penales, al estimar que el plan de reparación propuesto para su 
procedencia era insuficiente para cubrir el daño ocasionado a la víctima. 
Esa determinación se confirmó en segunda instancia. Inconforme, la persona 
imputada promovió juicio de amparo indirecto y el Juez de Distrito negó la 
protección constitucional, ya que reconoció que los mencionados precep­
tos eran acordes con el derecho fundamental a la reparación del daño y de 
la presunción de inocencia. La parte quejosa interpuso recurso de revisión 
y el Tribunal Colegiado del conocimiento reservó jurisdicción a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: Las porciones normativas "... un plan detallado sobre el pago 
de la reparación del daño ..." y "... un plan de reparación del daño causado 
por el delito ...", que respectivamente, establecen los artículos 191 y 194 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, las cuales regulan la figura de la 
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suspensión condicional del proceso, son compatibles con los principios 
generales aplicables a los mecanismos alternos de solución de controversias 
en materia penal, así como con los derechos fundamentales a la presun­
ción de inocencia y a la reparación integral del daño, consagrados en los 
artículos 17, párrafo quinto y 20, apartado B, fracción I, y apartado C, frac­
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Justificación: La suspensión condicional del proceso es un mecanismo de 
solución del conflicto penal cuyo objeto es que el daño ocasionado por el 
hecho ilícito se repare, prescindiendo de una declaración formal de respon­
sabilidad penal. Asimismo, supone la celebración previa de negociaciones 
entre quien ostente el carácter de víctima y la persona imputada para alcan­
zar acuerdos compensatorios que solucionen el conflicto penal, tratando 
sus consecuencias e implicaciones hacia el futuro. Por tanto, requiere del 
consentimiento libre y voluntario de quien sea víctima y de la persona que 
aceptó la existencia del hecho ilícito. Además, es una figura que evita que la 
persona imputada resienta los efectos negativos de una justicia exclusiva­
mente retributiva e implica la intervención directa del Estado, al ser el que 
establece el marco legal aplicable para su substanciación, define qué casos 
pueden ser encausados por este mecanismo y vela por su cabal cumplimien­
to. Así, los artículos 191 y 194 del Código Nacional de Procedimientos Pena­
les, que condicionan la suspensión del proceso a un plan de reparación del 
daño causado por el delito, son compatibles con el estándar de protec­
ción del derecho humano a una reparación del daño en materia penal; y son 
acordes con el principio de presunción de inocencia, aun cuando la persona 
imputada que se somete a las pautas de la suspensión condicional del pro­
ceso asume que se cometió un hecho que la ley señala como delito, porque 
una vez cumplido el plan de reparación del daño el beneficio inmediato es 
el sobreseimiento del proceso.

1a./J. 161/2024 (11a.)

Amparo en revisión 270/2024. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Minis­
tros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.
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Tesis de jurisprudencia 161/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de trece de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de noviem­
bre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TEORÍA DEL CASO PROPUESTA EN LA FORMULACIÓN DE LA IMPU­
TACIÓN Y CLASIFICACIÓN JURÍDICA PRELIMINAR DEL HECHO CONSI­
DERADO COMO DELITO. LA VÍCTIMA TIENE DERECHO A IMPUGNARLAS 
EN EL RECURSO DE APELACIÓN QUE INTERPONGA CONTRA EL AUTO 
DE VINCULACIÓN A PROCESO. 

Hechos: La víctima indirecta del delito promovió amparo indirecto contra el 
auto de vinculación a proceso dictado al imputado. Reclamó la descripción 
del hecho considerado como delito y su clasificación jurídica preliminar 
propuesta por la Fiscalía en la formulación de la imputación. El Juzgado de 
Distrito negó el amparo y sostuvo que si bien la víctima tiene derecho a ser 
tratada con respeto, dignidad y sin discriminación, el Ministerio Público tam­
bién tiene derecho a sostener su posición y el deber de investigar objetiva­
mente para esclarecer los hechos, por lo que no es obligatorio que apoye 
la hipótesis de la víctima si sus hallazgos lo llevan a determinar una teoría 
del caso diversa.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la víctima tiene derecho a impugnar la teoría del 
caso propuesta en la formulación de la imputación y la clasificación jurídica 
preliminar del hecho considerado como delito, en el recurso de apelación 
que interponga contra el auto de vinculación a proceso, siempre que se haya 
garantizado su derecho de intervención y se hubiere inconformado con 
dicho planteamiento en la audiencia inicial.

Justificación: Con la reforma constitucional de junio de dos mil ocho relativa 
a la implementación del sistema penal acusatorio y oral, se adoptaron consi­
deraciones jurídicas novedosas en torno al respeto, protección y garantía de 
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la esfera fundamental de las víctimas. La dogmática jurídica penal ha identi­
ficado ciertos derechos humanos cuyas garantías les asisten particularmente 
a estas personas, los cuales se sistematizan a la luz de los principios gene­
rales de acceso: 1) a la verdad; 2) a la justicia, y 3) a la reparación integral 
del daño. El artículo 20, apartado C, de la Constitución Federal les reconoce 
expresamente un derecho específico de intervención en el proceso penal 
que se manifiesta con el derecho a: 1) recibir asesoría jurídica en torno al pro­
ceso penal; 2) coadyuvar con el Ministerio Público en el ejercicio de sus 
atribuciones constitucionales, de tal forma que se les deben recibir todos los 
datos o elementos de prueba con que cuenten; 3) que se verifiquen las dili­
gencias correspondientes al ofrecimiento y desahogo de los datos de prue­
ba referidos previamente; 4) participar en el proceso penal; 5) interponer los 
recursos idóneos y efectivos, conforme a los requisitos establecidos previa­
mente por la legislación aplicable; 6) solicitar las medidas cautelares y/o las 
providencias necesarias para su protección, así como para la restitución 
de sus derechos; y 7) impugnar ante una autoridad judicial las omisiones del 
Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las resolucio­
nes de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del 
procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño. Formulada 
la imputación se presenta el momento procesal oportuno para que la víctima 
manifieste expresamente si está o no de acuerdo con la teoría del caso 
propuesta por el Ministerio Público al formular la imputación y, por vía de 
consecuencia, pronunciarse abiertamente también en torno a si lo está con 
la clasificación jurídica preliminar sugerida sobre los hechos ilícitos susten­
tados. El Juez de Control, al formularse la imputación con base en una teoría 
del caso delimitada previamente por el Ministerio Público, debe garantizar 
también la intervención de la víctima con el propósito de que manifieste 
públicamente su postura en torno a ese cuadro fáctico, es decir, debe sus­
tentar y relacionar su teoría del caso (con sus precisiones, matices, modifica­
ciones, etcétera) con los datos de prueba que consten en la carpeta de 
investigación. De esto deberá obrar un registro fidedigno en el expediente 
de la causa penal en que se actúe, pues constituye el presupuesto procesal 
necesario para que pueda ser objeto de impugnación con motivo del recurso 
de apelación que se interponga para recurrir, en su oportunidad, el auto de 
vinculación a proceso.

1a./J. 166/2024 (11a.)



261

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

Amparo en revisión 707/2023. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Horacio Vite Torres.

Tesis de jurisprudencia 166/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TERCEROS PERJUDICADOS DE LA SIMULACIÓN. LOS SOLICITANTES 
DE ALIMENTOS Y/O COMPENSACIÓN ECONÓMICA PUEDEN TENER 
ESE CARÁCTER, INCLUSO SI EL ACTO SUPUESTAMENTE SIMULADO 
SE LLEVÓ A CABO ANTES DEL JUICIO FAMILIAR. 

Hechos: Una señora demandó de su cónyuge la disolución del vínculo matri­
monial, el pago de una compensación económica y una pensión alimenticia 
para ella y sus hijos. Posteriormente, la señora demandó la nulidad de la 
compraventa de un inmueble celebrada entre el cónyuge (como vendedor) 
y su padre (como comprador) antes de que la actora iniciara el juicio fami­
liar. El juzgado civil declaró la nulidad de la compraventa, pues estimó que 
era simulada en perjuicio de los derechos alimentarios y de compensación 
económica. En apelación, la sala revocó la sentencia, al considerar que la 
señora y sus hijos carecían de legitimación para exigir la nulidad del acto 
jurídico. Inconforme, la actora promovió juicio de amparo directo. El tribunal 
colegiado negó el amparo, al estimar que ni los niños ni la cónyuge tenían 
la calidad de "terceros perjudicados" de la simulación. La quejosa interpuso 
recurso de revisión en el que reclamó que dicha interpretación vulnera el 
principio de igualdad y no discriminación y la obligación estatal de prevenir 
la violencia de género.

Criterio jurídico: Las personas que soliciten alimentos y/o una compensa­
ción económica, que en otro juicio reclamen la nulidad por simulación de un 
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acto jurídico, tienen el carácter de terceros perjudicados de la simulación. 
Si el acto supuestamente simulado se realizó antes del juicio familiar, también 
pueden tener ese carácter, siempre que la supuesta simulación hubiere 
ocurrido en el contexto de un divorcio, ruptura o separación familiar.

Justificación: La simulación de un acto jurídico consiste en la declaración 
de una voluntad no real, emitida consciente y consentidamente entre las par­
tes para producir, con fines de engaño, la apariencia de un negocio jurídico 
que no existe o que es distinto del que realmente se ha llevado a cabo. Dicha 
declaración de la voluntad no real puede constituir violencia familiar de tipo 
patrimonial cuando se realiza con el fin de ocultar bienes del patrimonio para 
evitar la cuantificación o el pago de obligaciones familiares.

Por lo tanto, el concepto "terceros perjudicados" previsto en el artículo 1675 
del Código Civil para el Estado de Guanajuato debe interpretarse a partir del 
mandato constitucional de prevenir y erradicar la violencia de género e intra­
familiar. Así, cuando se inicia un juicio de alimentos o de compensación, los 
hijos o hijas y la ex pareja, respectivamente, tienen un interés en proteger que 
la contraparte no oculte los bienes de su patrimonio y en evidenciar cuando 
ello ha ocurrido. Ello, pues tales bienes podrían impactar en la cuantificación 
y eventual cumplimiento de esas obligaciones. En ese sentido, los solicitan­
tes de las prestaciones familiares tienen el carácter de terceros perjudicados 
en el juicio de nulidad por simulación.

Ahora, incluso si se reclama la simulación de un acto celebrado antes del 
juicio familiar, los actores podrán tener el carácter de terceros perjudicados 
si la supuesta simulación ocurrió en el contexto de un divorcio, ruptura o 
separación familiar. Tal contexto es lo que podría indicar que dicho acto se 
realizó para evitar o reducir obligaciones alimentarias, o para excluir el bien 
objeto del acto jurídico de la compensación económica.

Esta interpretación busca prevenir que la parte demandada abuse de la 
legislación civil y simule actos jurídicos para evitar o reducir obligaciones 
previsibles en materia familiar, pues entiende que sus familiares no podrán 
corregir esta simulación más tarde.

1a./J. 167/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 1049/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Sofía del Carmen Treviño Fernández.

Tesis de jurisprudencia 167/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO. EL ACCESO A LOS MECA­
NISMOS JURISDICCIONALES Y A LAS MEDIDAS DE REPARACIÓN INTE­
GRAL NO DEBE CONDICIONARSE. 

Hechos: Una familia víctima de desplazamiento forzado interno promovió 
amparo indirecto para reclamar de la Comisión Ejecutiva de Atención a 
Víctimas la omisión de dictar de oficio las medidas de reparación integral, 
especialmente la relativa a la compensación, así como la inconstitucionali­
dad del artículo 144, párrafo primero, de la Ley General de Víctimas que prevé 
la presentación de un escrito de solicitud para acceder a los recursos relati­
vos, por violar su derecho a la reparación integral. El Juez de Distrito sobreseyó 
en el juicio por inexistencia del acto reclamado, al no haberse presentado el 
referido escrito. Contra esa determinación la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
reconoce que es a través del derecho de acceso a la justicia que puede 
lograrse una solución duradera al fenómeno de desplazamiento forzado 
interno, ya que son los mecanismos jurisdiccionales y de reparación los que 
proporcionan los medios necesarios para que las personas desplazadas 
puedan recuperar la situación que guardaban antes del hecho que las obligó 
a dejar su lugar de residencia habitual, por lo que el acceso a dichos meca­
nismos no debe condicionarse.
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Justificación: El derecho de acceso a la justicia no sólo se manifiesta ante 
órganos jurisdiccionales, sino también ante instancias administrativas encar­
gadas de atender y materializar derechos humanos, como los de las víctimas 
de violaciones a derechos humanos. El reconocimiento de que el Estado falló 
en su deber de promover, respetar, proteger y garantizar tales prerrogativas, 
obliga a las autoridades a procurar que la operatividad de los procedimien­
tos administrativos diseñados con el fin de resarcir los derechos de las 
víctimas sea asequible para evitar una eventual revictimización o la conti­
nuidad de la situación que los vulnera. Máxime cuando la debida atención de 
estas instancias administrativas se constituye como el único medio a través 
del cual puede accederse a la reparación integral del daño que corresponde 
a personas víctimas de violación a derechos humanos.

1a./J. 168/2024 (11a.)

Amparo en revisión 795/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 168/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS 
HUMANOS. ES CONSTITUCIONAL EL ARTÍCULO 144, PÁRRAFO PRIME­
RO, DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS, QUE ESTABLECE LA CARGA 
PROCESAL DE PRESENTAR EL ESCRITO DE SOLICITUD PARA ACCE­
DER A LOS RECURSOS DE COMPENSACIÓN. 

Hechos: Una familia víctima de desplazamiento forzado interno promovió 
amparo indirecto para reclamar de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc­
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timas la omisión de dictar de oficio las medidas de reparación integral, espe­
cialmente la relativa a la compensación, así como la inconstitucionalidad 
del artículo 144, párrafo primero, de la Ley General de Víctimas que prevé la 
presentación de un escrito de solicitud para acceder a los recursos relativos, 
por violar su derecho a la reparación integral. El Juez de Distrito sobreseyó 
en el juicio por inexistencia del acto reclamado, al no haberse presentado el 
referido escrito. Contra esa determinación la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es constitucional el artículo 144, párrafo primero, de la Ley 
General de Víctimas.

Justificación: Exigir la presentación de este tipo de escritos representa un 
parámetro objetivo que permite la transparencia de los procedimientos y 
evita actividades discrecionales por parte de las autoridades en las que se 
deje a su arbitrio los casos en los que puede cuantificarse la compensa­
ción de oficio y los que tienen que llevarse a petición de parte.

Su presentación no constituye una carga desproporcionada porque es crite­
rio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que establecer requisitos no 
pugna con los derechos públicos subjetivos de las personas, máxime cuando 
existe una justificación para su instauración. La Ley General de Víctimas prevé 
la posibilidad de que éstas accedan a la asesoría jurídica federal para coad­
yuvar en el acceso a los citados mecanismos y lograr la reparación integral.

Sin embargo, las autoridades no deben soslayar su obligación respecto a 
las víctimas para lograr el acceso efectivo a las medidas de reparación. Por 
ello, ante la existencia de causa de pedir, tal requisito no debe interpretarse 
de manera rígida ni llevarse al extremo de exigir formalismos rigurosos, 
pues ello tornaría nugatorios los derechos de acceso a la justicia y a la repa­
ración integral.

1a./J. 169/2024 (11a.)
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Amparo en revisión 795/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 169/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO. LA REPARACIÓN INTEGRAL DEBE 
ATENDERSE CONFORME A LA ESPECIAL SITUACIÓN DE CADA UNA 
DE LAS PERSONAS AFECTADAS, SOBRE TODO SI SE TRATA DE GRU­
POS VULNERABLES. 

Hechos: Una familia víctima de desplazamiento forzado interno promovió 
amparo indirecto para reclamar de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víc­
timas la omisión de dictar de oficio las medidas de reparación integral, espe­
cialmente la relativa a la compensación, así como la inconstitucionalidad 
del artículo 144, párrafo primero, de la Ley General de Víctimas que prevé la 
presentación de un escrito de solicitud para acceder a los recursos relati­
vos, por violar su derecho a la reparación integral. El Juez de Distrito sobreseyó 
en el juicio por inexistencia del acto reclamado, al no haberse presentado el 
referido escrito. Contra esa determinación la parte quejosa interpuso recurso 
de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
reconoce que el desplazamiento forzado interno es un fenómeno social 
complejo que impacta de forma multilateral a quienes lo padecen y que las 
afectaciones que causa ponen a las víctimas en una especial condición de 
vulnerabilidad e indefensión que debe atenderse conforme a la especial situa­
ción de cada una de ellas, sobre todo si se trata de grupos vulnerables.
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Justificación: El artículo 22, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos reconoce y protege el derecho a no ser desplazado. 
El fenómeno del desplazamiento forzado interno incide en los derechos a la 
seguridad personal, a la propiedad, a un nivel de vida adecuado, al trabajo, 
a la vivienda o alojamiento, a la salud, a la educación y al acceso a la justicia, 
entre otros, por lo que constituye una violación a derechos humanos. Existen 
diversos documentos, como los Principios de los Desplazamientos Internos y 
los informes periódicos que presenta la Relatoría Especial sobre los derechos 
humanos de los dezplazados de la Organización de las Naciones Unidas, 
que permiten dirigir el actuar de las autoridades en relación con las obliga­
ciones derivadas de la protección de las víctimas de desplazamiento forzado 
interno que se manifiestan en al menos tres etapas distintas: 1) antes del 
traslado (preventivo); 2) durante el traslado; y 3) después del traslado, lo que 
implica el reasentamiento o retorno al lugar de origen. Los derechos de las 
personas afectadas por esta situación, en especial, mujeres, niñas, niños y 
adolescentes, jóvenes y personas de la tercera edad deben ser atendidos de 
manera reforzada conforme a sus casos particulares, a través de medidas 
de carácter positivo para revertir los efectos de su condición de debilidad, 
vulnerabilidad e indefensión.

1a./J. 170/2024 (11a.)

Amparo en revisión 795/2023. 8 de mayo de 2024. Cinco votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 170/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1253, FRAC­
CIÓN I, DEL CÓDIGO DE COMERCIO VULNERA LOS DERECHOS A LA 
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TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y AL DEBIDO PROCESO DE LA PARTE 
OFERENTE, AL REQUERIR EL DOMICILIO DEL PERITO EN EL ESCRITO 
DE OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA. 

Hechos: Una persona demandó el pago de diversas prestaciones, resultan­
tes de un pagaré. Para controvertir la autenticidad de la firma del título, la parte 
demandada ofreció la prueba pericial en grafoscopía. El juzgado mercan­
til desechó de plano la prueba por no haberse señalado el domicilio del 
perito, de conformidad con el artículo 1253, fracción I, del Código de Comer­
cio. Posteriormente, el juzgado emitió sentencia en la que condenó al deman­
dado al pago de las prestaciones reclamadas. Mediante juicio de amparo 
directo, el demandado reclamó la inconstitucionalidad del artículo 1253, frac­
ción I, citado. El tribunal colegiado negó el amparo por estimar inoperantes 
los conceptos de violación. El quejoso interpuso recurso de revisión en el que 
combatió la inoperancia decretada y reiteró su reclamo sobre la inconstitu­
cionalidad de la norma.

Criterio jurídico: El artículo 1253, fracción I, del Código de Comercio vulnera 
los derechos a la tutela judicial efectiva y al debido proceso de la parte ofe­
rente, al requerir el domicilio del perito en el escrito de ofrecimiento de la 
prueba pericial en el juicio mercantil.

Justificación: Si bien las legislaturas tienen libertad configurativa para esta­
blecer el procedimiento y los requisitos para la tramitación y admisión de 
las pruebas periciales, estos requisitos deben ser de idoneidad, utilidad y 
trascendencia para su finalidad, sobre todo cuando la omisión de cumplir 
con alguno de los requisitos conllevará el desechamiento de plano de la 
prueba. Esto es necesario para garantizar el derecho al debido proceso y 
a la tutela judicial efectiva de la parte oferente.

Ahora, del Libro Quinto, Título Primero, Capítulo XV, del Código de Comercio 
relativo a la prueba pericial, no se advierte que el domicilio del perito sea 
un requisito necesario para tramitar o llevar a cabo alguna actuación proce­
sal que verse sobre la admisión, preparación o desahogo de la prueba. 
Conforme a las fracciones III, IV y VII del artículo 1253 del Código de Comer­
cio, son las partes quienes tienen la carga de que sus peritos presenten el 
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escrito de aceptación y protesta del cargo y el posterior dictamen respectivo, 
e, incluso, las partes tienen la carga de presentar a los peritos cuantas 
veces sea necesario al juzgado. Asimismo, conforme a los artículos 1254 y 
1256, las vistas y notificaciones relacionadas con los peritos propuestos se 
realizarán a las partes.

En ese sentido, en atención al principio dispositivo que rige en el juicio mer­
cantil, la porción normativa "y domicilio" de la fracción I del artículo 1253 se 
configura como un formalismo procedimental en la etapa judicial del proceso 
que obstaculiza injustificadamente la defensa de las posturas de las partes 
mediante la prueba pericial. Lo anterior, pues no se advierte la necesidad de 
que la persona juzgadora conozca el domicilio del perito desde el escrito 
de ofrecimiento de la prueba pericial para preparar o desahogar la prueba de 
forma satisfactoria.

1a./J. 171/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 6418/2022. Marco Antonio Dávila Orduña. 30 de 
agosto de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda 
Diez De Sollano.

Tesis de jurisprudencia 171/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INTERÉS FISCAL. EL ARTÍCULO 141, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO FIS­
CAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE LOS CONTRIBUYENTES 
PODRÁN GARANTIZARLO CON TÍTULOS VALOR SÓLO EN CASO DE 
QUE SE DEMUESTRE IMPOSIBILIDAD DE GARANTIZAR LA TOTALI­
DAD DEL CRÉDITO MEDIANTE LAS OTRAS FORMAS PREVISTAS EN 
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EL MISMO NUMERAL, RESPETA EL PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD 
LEGISLATIVA. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra del 
artículo 141, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación vigente en dos 
mil veintidós, el cual establece que los contribuyentes podrán garantizar el 
interés fiscal con títulos valor o cartera de crédito sólo en caso de que se 
demuestre imposibilidad de garantizar la totalidad del crédito mediante las 
otras formas previstas en el mismo precepto. Al respecto, argumentó que el 
numeral impugnado no satisface las exigencias del principio de razonabili­
dad porque el legislador, sin expresar alguna justificación en el dispositivo 
o en la exposición de motivos, estableció restricciones para garantizar el inte­
rés fiscal a través de títulos valor. El Juez de Distrito que conoció del asunto 
sobreseyó en el juicio. Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión y el Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento 
decretado y reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 141, fracción VI, del Código Fiscal de la Federa­
ción es acorde al principio de razonabilidad legislativa porque la medida 
implementada tiene un fin constitucionalmente válido, es idónea para alcan­
zar la finalidad buscada por el legislador y no afecta desproporcionalmente 
otros bienes constitucionales.

Justificación: De la literalidad de la disposición mencionada, de su proceso 
legislativo, así como de una interpretación en conjunto con las normas que 
rigen el procedimiento administrativo de ejecución, es posible colegir que la 
intención del legislador fue otorgar a los contribuyentes otra manera de cum­
plir con su obligación de garantizar el interés fiscal a través de títulos valor; 
pero consideró necesario que fuera una medida excepcional por las cargas 
y complejidades que supondría para el Estado obtener el monto de lo adeu­
dado por medio de la garantía referida. En ese sentido, dicho dispositivo tiene 
una finalidad constitucionalmente válida sustentada en el artículo 31, frac­
ción IV, de la Constitución General, del que se desprende que el sistema 
tributario tiene como objetivo recaudar los ingresos que el Estado requiere 
para satisfacer las necesidades básicas de la comunidad, de manera que 
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éste resulte justo, equitativo y proporcional con el propósito de procurar el 
crecimiento económico y la más adecuada distribución del ingreso y la riqueza 
para el desarrollo óptimo de los derechos tutelados por la Constitución. Asi­
mismo, existe una racional correspondencia entre la medida decretada y las 
finalidades trazadas, pues al establecer que para poder garantizar el inte­
rés fiscal a través de títulos valor es necesario que los contribuyentes demues­
tren la imposibilidad de garantizar la totalidad del crédito mediante los otros 
supuestos previstos en el numeral, es claro que se tendrá que privilegiar el 
uso de otras formas o medios de garantía que el legislador consideró de 
mayor asequibilidad para obtener el monto del crédito adeudado, mismo 
que, en su oportunidad, será utilizado por el Estado para satisfacer necesi­
dades de carácter público. Finalmente, la medida no es desproporcionada 
en afectación a otros bienes constitucionales, pues con ésta no se limita 
derecho alguno, por el contrario, se otorga al contribuyente otra forma de 
cumplir con su obligación de garantizar el interés fiscal.

1a./J. 172/2024 (11a.)

Amparo en revisión 846/2023. 3 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda 
Montesinos Solano.

Tesis de jurisprudencia 172/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis
DE JURISPRUDENCIA  

POR CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS
(ANTES CONTRADICCIÓN DE TESIS)

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL EN EL SISTEMA PROCESAL 
MIXTO. EL PLAZO PARA QUE OPERE TRATÁNDOSE DE DELITOS PERSE­
GUIBLES A INSTANCIA DE PARTE, SE INTERRUMPE CON LA PRESEN­
TACIÓN DE LA QUERELLA ESCRITA DEBIDAMENTE RATIFICADA POR 
LA VÍCTIMA O PARTE OFENDIDA LEGITIMADA (INTERPRETACIÓN DE 
LOS ARTÍCULOS 118 Y 119 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES ABROGADO).

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito, al analizar la eficacia legal 
de la ratificación de la querella escrita prevista en los artículos 118 y 119 del 
Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, para el efecto de inte­
rrumpir el plazo de la prescripción de la acción penal en delitos que exigen 
ese requisito de procedibilidad, llegaron a conclusiones contrarias. Mientras 
que uno determinó que la sola presentación de la querella ante el Ministerio 
Público interrumpe el término de prescripción, el otro concluyó que dicha 
interrupción se origina hasta que se ratifica la querella.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que, en el sistema de justicia penal mixto, solamente la querella 
escrita debidamente ratificada por la víctima o parte ofendida legitimada, 
en términos de los artículos 118 y 119 del Código Federal de Procedimientos 
Penales abrogado, interrumpe el término de la prescripción penal cuando 
el delito exige ese requisito de procedibilidad.

Justificación: La prescripción de la acción penal es la autolimitación que se 
impone el Estado para perseguir las conductas que pueden constituir delitos 
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debido a la inactividad procesal dentro de un tiempo determinado por la 
ley. Ahora bien, los artículos 118 y 119 del Código Federal de Procedimientos 
Penales abrogado regulan una serie de requisitos y reglas para la presen­
tación de la querella escrita, entre ellos, que debe ratificarse por la víctima 
u ofendido legitimado, pues resulta trascendental que, previo al inicio de las 
investigaciones, el Ministerio Público verifique la legitimación del querellante, 
la cual no puede deducirse automáticamente desde la presentación del es­
crito de querella. Considerar lo contrario implicaría asumir el riesgo de que 
cualquier persona presentara dicho instrumento, inclusive cuando no estu­
viere legitimada, con lo que se afectarían el proceso penal y la certeza jurídica 
de la probable persona responsable.

1a./J. 20/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 47/2023. Entre los sustentados por el Tribunal Cole­
giado del Trigésimo Primer Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito. 6 de diciembre de 2023. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras y los Ministros Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 498/2017, en el que determinó que los efectos de una 
querella escrita se surten a partir de que el querellante ratifica su escrito 
ante el Ministerio Público y que desde de ese momento se interrumpe el 
plazo para la prescripción de un delito que se persigue a instancia de parte. 
Para ello, interpretó los artículos 118 y 119 del Código Federal de Proce­
dimientos Penales abrogado, de los cuales advirtió que la ratificación es 
un presupuesto indispensable para verificar la legitimación del querellante, 
la autenticidad de los documentos que se anexan, entre otras cuestiones; y

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 260/2011, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.6o.P.17 P (10a.), de rubro: "PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO 
DE UNA PERSONA MORAL OFENDIDA PARA FORMULAR QUERELLA. 
SI ÉSTA FUE PRESENTADA POR ESCRITO POR SU APODERADO ANTES 
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DE QUE FENECIERA EL PLAZO DE UN AÑO ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 107 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL PARA FORMULARLA Y 
LA RATIFICA CON POSTERIORIDAD A DICHO PLAZO, NO OPERA DICHA 
FIGURA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 3, página 1944, con 
número de registro digital: 2001714.

Tesis de jurisprudencia 20/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de enero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de febrero de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de febrero de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE APELACIÓN. EN EL PROCESO PENAL ORAL EL TRIBUNAL 
DE ALZADA PUEDE RESOLVERLO DE PLANO CUANDO NO SE HAYA 
CELEBRADO LA AUDIENCIA DE ACLARACIÓN DE ALEGATOS, DE MA­
NERA ORAL EN LA PROPIA AUDIENCIA O POR ESCRITO DENTRO DE 
LOS TRES DÍAS SIGUIENTES A SU CELEBRACIÓN (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 478 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes realizaron 
un análisis interpretativo que los llevó a conclusiones distintas al examinar 
si en el proceso penal oral el recurso de apelación puede resolverse única­
mente en forma escrita o si necesariamente debe hacerse en forma oral 
dentro de una audiencia.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, de la interpretación gramatical y sistemática del artículo 
478 del Código Nacional de Procedimientos Penales, deriva que en el pro­
ceso penal oral la sentencia que resuelva el recurso de apelación puede 
dictarse: i) de plano, cuando las partes no solicitaron la celebración de la 
audiencia de aclaración de alegatos ni el Tribunal de Apelación la considere 
necesaria; ii) de manera oral en la propia audiencia de aclaración de alegatos; 
o iii) por escrito dentro de los tres días siguientes a la celebración de ésta.
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Justificación: La forma en que el Tribunal de Apelación deba dictar la senten­
cia que resuelva el recurso de apelación está supeditada a la celebración 
de la audiencia de aclaración de alegatos prevista en el artículo 476 del orde­
namiento procesal penal. Esto es así, ya que es en ésta donde las partes 
pueden expresar lo que a su derecho convenga para aclarar o alegar respec­
to a los agravios que hicieron valer por escrito. Incluso, la o las personas 
integrantes del órgano de Alzada podrán pedir aclarar algún punto del que 
se tenga duda sobre los agravios, finalizando con el dictado de la senten­
cia de manera oral en la misma audiencia cuando el órgano jurisdiccional 
considere tener los elementos necesarios para resolver, o por escrito, dentro 
de los tres días siguientes a la celebración de ésta. De modo que, a contra­
rio sensu, de no solicitarse la celebración de la citada audiencia, el Tribunal 
de Apelación podrá dictar la sentencia respectiva sin sustanciación alguna. 
Por lo que, desde un enfoque teleológico, el artículo 478 en comento prevé 
una hipótesis que permite al Tribunal de Alzada dictar la sentencia que 
resuelva el recurso de apelación de plano sin una tramitación especial y 
de inmediato, tomando en consideración los argumentos hechos valer en los 
agravios del escrito del recurso de apelación y su respectiva contestación. 
Además, atendiendo al contexto en que se desenvuelve la norma, es evi­
dente que la tramitación de plano es un supuesto más, es decir, atendiendo a 
cada caso concreto, las partes o la autoridad de apelación, motu proprio, 
podrán plantear la necesidad de que se aclare algo respecto a los agravios 
que por vía escrita plantean contra la sentencia de primera instancia, lo que 
provocaría que, de igual forma, la resolución deba emitirse de manera oral 
en la misma audiencia o, de necesitarse mayor reflexión, por escrito dentro de 
los tres días siguientes a su celebración.

1a./J. 21/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 259/2022. Entre los sustentados por el Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Décimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito. 6 de diciembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio 
Vite Torres.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 311/2021, en el que al realizar una interpre­
tación teleológica del artículo 478 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales dedujo que la sentencia que resuelve un recurso de apelación 
puede dictarse de plano, es decir, sin sustanciación alguna, ya sea oral­
mente en audiencia o por escrito, pues el legislador otorgó al Tribunal de 
Alzada la potestad de resolver de esas dos maneras dicho medio ordinario 
de impugnación, al incluir la disyuntiva "o" que convierte en una alternativa 
la posibilidad de dictar el fallo de una forma u otra;

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 354/2016 y 370/2017, así 
como los amparos directos 238/2017, 11/2018 y 38/2018, los cuales dieron 
origen a la tesis jurisprudencial II.2o.P. J/12 (10a.), de título y subtítulo: 
"APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. EL ARTÍCULO 476 
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO FACULTA 
A LAS PARTES NI AL TRIBUNAL DE ALZADA PARA QUE DECIDAN SI SE 
CELEBRA O NO UNA AUDIENCIA EN LA QUE SE RESUELVA DICHO 
RECURSO, PUES EL DICTADO DE LA SENTENCIA RESPECTIVA DEBE REA­
LIZARSE EN FORMA ORAL Y EN LA AUDIENCIA CORRESPONDIENTE 
(INTERPRETACIÓN ARMÓNICA DE DICHO PRECEPTO, CON LOS DIVER­
SOS 4, 52, 58 A 63, 67, 477 Y 478 DEL PROPIO CÓDIGO).", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de octubre de 
2018 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 59, octubre de 2018, Tomo III, página 2004, con 
número de registro digital: 2018037; y

El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver los amparos en revisión 203/2021, 206/2021, 4/2022, 
22/2022 y 23/2022, los cuales dieron origen a la tesis jurisprudencial 
III.2o.P. J/1 P (11a.), de rubro: "RECURSO DE APELACIÓN EN EL PRO­
CESO PENAL ACUSATORIO. CUANDO EL DICTADO DE LA SENTENCIA 
QUE LO RESUELVE NO SE EFECTÚA EN LA FORMA PREVISTA POR EL 
ARTÍCULO 478 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENA­
LES, ESTO ES, ORALMENTE EN AUDIENCIA, SINO SÓLO POR ESCRITO, 
CON LA JUSTIFICACIÓN DE QUE LAS PARTES NO SOLICITARON 
LA AUDIENCIA DE ACLARACIÓN DE AGRAVIOS ESTABLECIDA EN EL 
DIVERSO 476 DEL PROPIO CÓDIGO, NI EL TRIBUNAL DE ALZADA 
LA ESTIMÓ NECESARIA, ELLO ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A LAS 
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LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN.", publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes1 de julio de 
2022 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Undécima Época, Libro 15, julio de 2022, Tomo V, página 4372, con 
número de registro digital: 2024927.

Tesis de jurisprudencia 21/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de enero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ACTOS DICTADOS EN JUICIO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. SU FALTA 
DE IMPUGNACIÓN EN AMPARO INDIRECTO NO GENERA LA PRECLU­
SIÓN DEL DERECHO A COMBATIRLOS EN AMPARO DIRECTO. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito emitieron pronunciamientos 
contradictorios al analizar si precluye el derecho de la parte quejosa para 
plantear conceptos de violación en amparo directo, dirigidos a combatir los 
efectos de un acto dictado dentro de un juicio cuya ejecución se consideraría 
de imposible reparación en un primer momento, pero que eventualmente 
trasciende al resultado del fallo. Mientras uno estimó que la falta de impug­
nación en amparo indirecto actualizaba la preclusión del derecho a formular 
planteamientos en su contra a través del amparo directo, el otro consideró 
lo contrario.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
concluye que la omisión de impugnar en la vía indirecta un acto susceptible 
de ser caracterizado como de imposible reparación no genera la preclu­
sión del derecho a combatirlo después en amparo directo, pues en esta vía 
es posible evaluar si genera efectos que trascienden a la sentencia de fondo 
y que dejan sin defensas a la parte quejosa.

Justificación: El desarrollo jurisprudencial alcanzado por el Tribunal Pleno y 
por esta Primera Sala indica que es técnicamente posible afirmar la exis­
tencia de actos dictados en juicio susceptibles de desplegar efectos tanto 



279

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

en derechos sustantivos de manera irreparable, como en derechos neta­
mente procesales que trascienden al resultado del fallo. Así, es viable que 
un acto intraprocesal, considerado de imposible reparación en un primer 
momento, después despliegue sus efectos de manera que trasciendan a la 
sentencia de fondo, pues en esta materia no aplica una taxonomía formal y 
absoluta de actos. Dependiendo de las circunstancias en las que esos actos 
reclamados son aplicados en perjuicio de los particulares, sus efectos pueden, 
en un primer momento, actualizar la categoría de "ejecución irreparable" –ser 
impugnables en amparo indirecto– y, posteriormente, tener trascendencia 
en el resultado del fallo definitivo. Cuando esto ocurre, la parte quejosa puede 
hacer valer conceptos de violación dirigidos a combatir la manera en que 
ese acto intraprocesal ha trascendido al fallo definitivo y, por supuesto, esos 
argumentos pueden ser materia de análisis en el juicio de amparo directo. 
La tarea interpretativa que distingue cuándo procede una y otra vía, en función 
de cada caso particular, siempre debe orientarse por las exigencias deriva­
das del derecho humano de acceso a la pronta y efectiva administración de 
justicia, que supone el acceso a un recurso judicial efectivo. Así, compro­
meterse con una taxonomía formal y absoluta –o negar categóricamente 
que los actos materia de impugnación pueden, técnicamente, presentar un 
carácter dual– resultaría en detrimento de la aspiración constitucionalmente 
requerida de maximizar el acceso a la justicia. Consecuentemente, es nece­
sario evitar la tentación de construir una taxonomía formal de actos que 
resulte en la clasificación de categorías mutuamente excluyentes. Suponer 
lo contrario negaría injustificadamente la complejidad propia de la gran plura­
lidad de actos intraprocesales que suceden en la realidad. Así, si en un 
caso concreto el juzgador de amparo advierte la existencia de actos que sí 
logran una afectación material en derechos sustantivos, pero que no adquie­
ren trascendencia procesal en la sentencia de fondo, ello debe ser el resul­
tado de un análisis pormenorizado sobre los efectos de ese acto en cada 
asunto en particular. Es decir, tal conclusión no podría alcanzarse de manera 
apriorística, asumiendo que opera de manera absoluta y automática en todos 
los casos. En suma, reconocer la posible dualidad de los actos dictados en 
juicio (y de sus condiciones de impugnación) permite concluir que la falta 
de promoción del juicio de amparo indirecto contra un acto intraprocesal 
violatorio de derechos sustantivos –y de imposible reparación– no implica 
la preclusión del derecho de la parte quejosa para hacer valer, vía amparo 
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directo, violaciones derivadas de ese acto que trascienden a la sentencia 
definitiva. La interpretación literal del artículo 107, fracción III, inciso a), de 
la Constitución permite confirmar esta conclusión, pues sólo exige que los 
actos en juicio materia de impugnación en amparo directo afecten las defen­
sas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo, pero no requiere que la 
autoridad judicial de amparo detecte que ese acto, además, no haya gene­
rado una afectación material en un derecho sustantivo, de manera paralela 
e independiente a su efecto procesal. Agregar un supuesto no explícita­
mente previsto como condición de procedencia del juicio de amparo directo 
implicaría acoger una interpretación restrictiva de una norma constitucio­
nal que, por el contrario, está llamada a ponerse al servicio del acceso a la 
justicia.

1a./J. 22/2024 (11a.)

Contradicción de tesis 121/2021. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito. 6 de diciembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf, y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal Urueta.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 319/2020, en el que determinó que eran 
inoperantes los conceptos de violación propuestos por la parte quejosa 
dirigidos a combatir un acto intraprocesal (pensión alimenticia provisio­
nal), ya que, al tratarse de un acto cuya ejecución es de imposible repara­
ción y que viola derechos sustantivos, debió impugnarlo en amparo indirecto 
en términos de la jurisprudencia 1a./J. 85/2009, de rubro: "ALIMENTOS 
PROVISIONALES. LA RESOLUCIÓN QUE LOS DECRETA Y FIJA SU 
MONTO CONSTITUYE UN ACTO CUYA EJECUCIÓN ES DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN.", lo que evidencia que precluyó el derecho de la parte 
quejosa para defenderse mediante el juicio constitucional, en tanto no 
puede quedar a elección del justiciable si promueven amparo indirecto 
o directo sobre el mismo acto, lo que permitiría que hiciera valer la incon­
formidad en dos ocasiones; y
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El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 74/2012, el cual dio origen a las tesis 
aisladas I.3o.C.12 K (10a.), de rubro: "ACCESO AL JUICIO DE AMPARO 
CONFORME AL NUEVO ORDEN CONSTITUCIONAL." y I.3o.C.13 K (10a.), 
de rubro: "ACTOS DENTRO DE JUICIO. CUANDO AFECTAN UN DERECHO 
HUMANO PUEDEN SER COMBATIDOS EN AMPARO INDIRECTO O EN EL 
DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA. INAPLI­
CACIÓN DE LA DOCTRINA DE LA PRECLUSIÓN PROCESAL.", publica­
das en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XII, septiembre de 2012, Tomo 3, páginas 1496 y 1498, con 
números de registros digitales: 2001552 y 2001555, respectivamente; 
I.3o.C.44 C (10a.), de rubro: "IMPROCEDENCIA DE LA VÍA. NO ES FAC­
TIBLE DECRETARLA CUANDO EL LITIGIO INVOLUCRA EL EJERCICIO 
DE ACCIONES DE DISTINTA NATURALEZA, NO PUEDE DIVIDIRSE LA 
CONTINENCIA DE LA CAUSA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, octubre de 2012, 
Tomo 4, página 2580, con número de registro digital: 2001929; I.3o.C.14 K 
(10a.), de rubro: "COSA JUZGADA. LA RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA 
QUE LA DESESTIMA PUEDE SER COMBATIDA EN AMPARO INDIRECTO 
O EN EL DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA." 
y I.3o.C.11 K (10a.), de rubro "REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATE­
RIA DE AMPARO. INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA EMITIDA 
CON ANTERIORIDAD A LA MISMA (ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO 
DEL DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011).", publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, noviembre 
de 2012, Tomo 3, páginas 1852 y 1931, con números de registro digital: 
2002134 y 2002189, respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 22/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2024 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de mayo de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE TERRITORIO. LA PERSONA JUZGA­
DORA NO DEBE PLANTEARLA AL RECIBIR UNA DEMANDA, YA QUE 
PREVIAMENTE DEBE DAR OPORTUNIDAD A LA PARTE DEMANDADA 
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DE PRORROGAR TÁCITAMENTE SU COMPETENCIA, LO QUE OCURRE SI 
AL PRESENTAR LA CONTESTACIÓN NO OPONE LA EXCEPCIÓN DE 
INCOMPETENCIA. 

Hechos: Un Pleno de Circuito y un Tribunal Colegiado de Circuito emitieron 
criterios discordantes al analizar si los órganos jurisdiccionales pueden 
dejar de conocer de una demanda cuando se consideran incompetentes, 
aun en los casos donde las personas pueden elegir la competencia por 
razón de territorio (competencia prorrogable). Mientras que uno determinó 
que la persona juzgadora tiene facultad para negarse a conocer de un asunto 
por considerarse legalmente incompetente, aun en los casos citados; el 
otro determinó que la persona juzgadora no debe declarar su incompeten­
cia legal por razón de territorio en el primer auto que dicte, sino que debe dar 
oportunidad a la parte demandada de aceptar tácitamente la competencia 
de ese juzgado o tribunal o, en su caso, que plantee la excepción de incompe­
tencia si no desea aceptar la competencia prorrogada.

Criterio jurídico: Las personas juzgadoras, al emitir la primera actuación en 
un asunto, deben abstenerse de plantear su incompetencia legal por razón de 
territorio cuando opera la aceptación tácita de las partes a su jurisdicción 
en los casos donde las partes pueden elegir al órgano jurisdiccional por 
virtud de la competencia prorrogada.

Justificación: De conformidad con lo previsto en los artículos 1094 del 
Código de Comercio y 23 del Código Federal de Procedimientos Civiles, se 
advierte que la competencia territorial puede ser prorrogable por mutuo con­
sentimiento de las partes y, además, existe la posibilidad de sumisión tácita 
de la parte promovente cuando presenta su demanda ante determinado 
órgano jurisdiccional, así como de la parte demandada al contestar la demanda 
sin hacer valer la excepción de incompetencia.

La presentación de una demanda en la que la parte actora se somete tácita­
mente a la jurisdicción de determinado órgano jurisdiccional, en los casos 
donde se puede prorrogar la competencia territorial, implica la renuncia a 
cualquier otra competencia, la que puede ser coincidente con la intención 
de la parte demandada de someterse tácitamente a la competencia de ese 
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juzgado o tribunal. En ese supuesto, el órgano jurisdiccional deberá dar trá­
mite a la demanda para que se otorgue la oportunidad a la parte demandada 
de someterse tácitamente a esa jurisdicción, en los supuestos de competen­
cia prorrogada o, en su caso, que haga valer las excepciones de incompe­
tencia. De lo contrario, si desde el primer acuerdo que emita, el órgano 
jurisdiccional resolviera no conocer del juicio que la parte actora ha decidido 
promover en su jurisdicción, eliminaría la figura de la sumisión tácita en contra­
vención al derecho de acceso a la justicia de las personas.

1a./J. 30/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 437/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Pleno en Materia 
Civil del Primer Circuito. 17 de mayo de 2023. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: 
Juan Jaime González Varas, Ricardo Martínez Herrera y José Luis Medel 
García.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 255/2022, en el que sostuvo que la persona 
juzgadora no puede desechar la demanda ante una supuesta incompe­
tencia territorial, ya que aún puede haber sumisión tácita. Por lo tanto, 
debe admitir la demanda para dar la oportunidad al demandado de 
someterse también tácitamente a esa jurisdicción, ya sea al contestar la 
demanda, al presentar una reconvención o al no hacer valer oportuna­
mente las excepciones de incompetencia o desistirse de ellas; y

El sustentado por el Pleno de Circuito en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver la contradicción de tesis 5/2015, la cual dio origen a la tesis juris­
prudencial PC.I.C. J/18 C (10a.), de título y subtítulo: "INCOMPETENCIA. 
LA FACULTAD DEL JUEZ PARA INHIBIRSE DE CONOCER DE UNA 
DEMANDA EN EL PRIMER AUTO QUE DICTE AL RESPECTO, POR CON­
SIDERARSE INCOMPETENTE, NO ESTÁ RESTRINGIDA NI ADMITE COMO 
EXCEPCIÓN LOS SUPUESTOS DE COMPETENCIA PRORROGABLE 
POR SUMISIÓN TÁCITA DE LAS PARTES.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 13 de noviembre de 2015 a las 
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10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 24, noviembre de 2015, Tomo II, página 2036, con número 
de registro digital: 2010433.

Tesis de jurisprudencia 30/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2024 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE EL PROMOVIDO POR 
UNA PERSONA TERCERA EXTRAÑA A JUICIO EN SU CARÁCTER DE 
COPROPIETARIA CONTRA LA ADJUDICACIÓN DE UN INMUEBLE EN 
EL PROCEDIMIENTO DE REMATE EN EL QUE NO SE LE RESPETÓ EL 
DERECHO DEL TANTO, SIN QUE PREVIAMENTE DEBA AGOTAR LA 
ACCIÓN DE RETRACTO.

Hechos: Un Pleno de Circuito y un Tribunal Colegiado de Circuito sostuvieron 
criterios distintos al determinar si era o no procedente el juicio de amparo 
indirecto promovido por una persona tercera extraña a juicio (copropieta­
ria) cuando se ha consumado la venta de un bien en el que no se le respetó 
su derecho del tanto, o bien, si esa circunstancia únicamente es reclamable a 
través de la acción de retracto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que no es obligatorio agotar la acción de retracto previa­
mente a acudir al juicio constitucional para combatir la determinación de 
adjudicación de un inmueble dentro del procedimiento de remate, al no 
haberse notificado previamente a la persona condueña la posibilidad de ejer­
cer su derecho del tanto.

Justificación: El Código Civil Federal admite la posibilidad de que concurra 
el derecho de propiedad sobre una misma cosa o derecho en favor de varias 
personas (copropiedad), surgiendo como consecuencia el derecho del 
tanto, el cual consiste fundamentalmente en que los condueños tienen la 
posibilidad de enajenar, ceder o hipotecar la parte alícuota que les corresponda; 
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sin embargo, dicha enajenación estará limitada a favor de los copropietarios 
pues tienen un derecho de preferencia respecto de terceros para la adqui­
sición del bien o del derecho. Una persona condueña podrá hacer valer el 
derecho del tanto cuando se le notifique por parte de su copropietaria 
la venta que tiene acordada con tercero ajeno y, una vez transcurrido el 
término para que haga uso de esa prerrogativa, en caso de que no la ejerza, 
la perderá. Sin embargo, ante la falta de notificación del deseo de transmitir la 
parte correspondiente a un tercero y la nula posibilidad de que los copro­
pietarios puedan ejercer el derecho de preferencia, corresponde la acción 
de retracto. Ahora bien, procede el juicio de amparo indirecto promovido 
contra la falta de llamamiento para ejercer el derecho del tanto respecto de 
un inmueble que se adjudicó a un tercero ajeno a los copropietarios, por 
determinación judicial en un procedimiento de remate dentro de un juicio 
mercantil, cuando la persona afectada es tercera extraña al juicio, ya que 
se vulnera su derecho de propiedad, de seguridad jurídica y de defensa 
desde el momento en el que no le fue notificada la venta del inmueble para 
que pudiera acudir a defender los derechos que le correspondían a su parte 
alícuota y estar en aptitud de poder tener preferencia sobre el bien enaje­
nado. Esto es así, pues si se considera que en el juicio de amparo se busca 
esencialmente la reparación de un derecho humano por la norma, acto u 
omisión de una autoridad, es dable suponer que se deja a salvo el ejercicio 
de la acción de retracto, que tiene como finalidad combatir la venta del bien 
por no haberse observado alguna de las limitantes previstas en la ley apli­
cable. Por lo tanto, si la parte quejosa conserva la acción de retracto para 
hacer valer su derecho del tanto, no debe obligársele a agotar dicho medio 
ordinario, en virtud de que no es factible asimilar un recurso ordinario (acción 
de retracto) a un medio de control de constitucionalidad como lo es el juicio de 
amparo, pues su naturaleza, objeto y fin son distintos.

1a./J. 35/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 422/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Mate­
ria Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Segundo Circuito. 31 de enero de 2024. Cinco votos de las Ministras 
y los Ministros Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga 
Chan Temblador.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 20/2015, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial PC.III.C. 
J/21 C (10a.), de rubro: "DERECHO DEL TANTO. EL HECHO DE QUE EN 
EL PROCEDIMIENTO DE REMATE SE HUBIESE CONSUMADO LA VENTA 
JUDICIAL SIN RESPETARSE AQUÉL Y EL COPROPIETARIO TERCERO 
EXTRAÑO TENGA A SU ALCANCE LA ACCIÓN DE RETRACTO PARA 
RECLAMARLO, NO IMPIDE QUE PUEDA CONCEDERSE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL SOLICITADA.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
32, Tomo II, julio de 2016, página 1062, con número de registro digital: 
2012117; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 230/2022, en el que determinó que 
el derecho de copropiedad era tutelable en el juicio de amparo indirecto 
hasta antes de que se hubiera rematado el bien perteneciente a esa 
sociedad porque, cuando ya existió la adjudicación, el postor o el adjudi­
catario adquirió un derecho real de propiedad sobre el inmueble rematado 
que es de igual calidad al derecho real de propiedad del cónyuge que no 
aparece en la inscripción, y por ello, no podía oponerse al derecho de 
propiedad adquirido de buena fe por el postor o adjudicatario mediante 
la tramitación y culminación del procedimiento de remate de adjudica­
ción en un juicio ejecutivo mercantil.

Tesis de jurisprudencia 35/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 230/2022, resuelto por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, derivó 
la tesis aislada II.1o.C.6 C (11a.), de rubro: "DERECHO DEL TANTO. NO ES 
TUTELABLE MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO A QUIEN SE OSTENTA 
COMO COPROPIETARIO TERCERO EXTRAÑO CON MOTIVO DE LA 
SOCIEDAD CONYUGAL, EN LA VENTA JUDICIAL O ADJUDICACIÓN POR 
REMATE DE UN INMUEBLE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de 
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junio de 2023 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VII, junio de 2023, 
página 6751, con número de registro digital: 2026629.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de abril de 2024 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de abril de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA EN CONTRA DEL DESECHAMIENTO DEL INCI­
DENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS POR LA SUSPENSIÓN CONCEDIDA 
EN UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO. LA DECLINACIÓN DE COMPETEN­
CIA PARA TRAMITARLO COMO AMPARO INDIRECTO, NO LO DEJA SIN 
MATERIA [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 85/2012 (10a.)]. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sustentaron criterios contra­
dictorios al determinar la posibilidad de analizar, en un recurso de queja, el 
desechamiento de un incidente de daños y perjuicios causados durante 
la vigencia de la suspensión decretada en un amparo directo por una auto­
ridad responsable, en su calidad de auxiliar, cuando el Tribunal Colegiado 
declara su incompetencia en favor de un Juez de Distrito por ser materia de 
amparo indirecto. Mientras que uno consideró que extendiendo la interpre­
tación de la jurisprudencia 1a./J. 85/2012 (10a.), de rubro: "QUEJA PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DE AMPARO. DEBE 
DECLARARSE SIN MATERIA CUANDO EL AMPARO DEL QUE DERIVA DICHO 
RECURSO SE REMITE POR INCOMPETENCIA A UN JUZGADO DE DISTRITO 
A PARTIR DE QUE EL JUEZ INICIA SU TRÁMITE.", el recurso debe quedar sin 
materia; el otro resolvió que ello no es aplicable, pues el objeto del incidente 
es cuantificar los daños y perjuicios durante el tiempo que surtió efectos la 
suspensión decretada por la autoridad responsable, en su calidad de auxiliar, 
antes de declararse la incompetencia.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no debe declararse sin materia el recurso de queja contra 
el desechamiento de un incidente de daños y perjuicios causados durante la 
vigencia de la suspensión decretada en un amparo directo por la autoridad 
responsable, cuando un Tribunal Colegiado de Circuito declara su incom­
petencia en favor de un Juez de Distrito por considerar que es materia de 
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amparo indirecto, pues su objeto no es revisar la suspensión de la autori­
dad responsable, sino la procedencia de los daños y perjuicios causados 
durante su vigencia antes de la redistribución de competencias.

Justificación: Si bien la jurisprudencia 1a./J. 85/2012 (10a.) establece que 
cuando un Tribunal Colegiado de Circuito se declara incompetente para 
conocer de un juicio de amparo en favor de Juez de Distrito, el recurso de 
queja relacionado con la suspensión dictada por la autoridad responsable 
en calidad de auxiliar de la Justicia Federal debe declararse sin materia, 
esta consecuencia no debe extenderse al incidente de daños y perjuicios y 
al recurso de queja interpuesto en contra de su desechamiento, pues su 
objeto no es analizar la medida cautelar, sino las razones que llevaron a 
declarar improcedente la solicitud por los daños y perjuicios causados 
durante la vigencia de la suspensión. En este caso, independientemente de 
que la autoridad responsable haya perdido su condición de auxiliar o incluso 
haya revocado la garantía otorgada previamente, son circunstancias que no 
deben ser impedimento para reconocer la posibilidad de reparar los perjui­
cios sufridos. Quien de manera injusta se vio privado de ejercer un derecho 
que ya le ha sido reconocido mediante una sentencia definitiva, debe tener 
la oportunidad de restaurar sus derechos afectados. No obstante, la manera 
de tramitar y resolver el incidente de daños y perjuicios dependerá de las 
circunstancias que se presenten en el procedimiento. Por ejemplo, si el 
Juez de Distrito desecha o tiene por no interpuesta la demanda de amparo, y 
la autoridad responsable cesa en su condición de auxiliar sobre la suspen­
sión, no habrá impedimento para que la autoridad responsable admita y 
resuelva lo relacionado con los daños y perjuicios. Sin embargo, si el Juez 
de Distrito admite la demanda y provee sobre la suspensión, aun cuando 
por virtud de lo anterior se presente incidente de daños y perjuicios ante la 
responsable, éste será improcedente, pues el artículo 156 de la Ley de 
Amparo exige una resolución que ponga fin al juicio y demuestre que el 
juicio de amparo no resultó favorable para quien solicitó la suspensión. Estas 
condiciones se generarán hasta que se resuelva el amparo indirecto, lo que 
podrá ser solicitado y analizado por el juzgador de amparo, con independen­
cia de los montos de las garantías otorgadas, pues la materia del incidente de 
daños y perjuicios es resarcir la afectación por la suspensión que se mate­
rializó, abarcando también las repercusiones originadas desde el momento 
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inicial de la presentación de la demanda, brindando así un panorama com­
pleto de las consecuencias adversas generadas.

1a./J. 56/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 239/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 14 de febrero de 
2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver la queja 189/2020, en la que estimó que el recurso había que­
dado sin materia, pues derivado de la presentación errónea de la vía, la 
autoridad perdió la calidad de auxiliar en el juicio de amparo, quedando 
insubsistente el pronunciamiento en torno a la suspensión, para conser­
var únicamente el de responsable ante el Juez de Distrito. Estimó aplica­
ble por identidad de razón la jurisprudencia 1a./J. 85/2012 (10a.), emitida 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: "QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VIII, DE LA 
LEY DE AMPARO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA CUANDO EL AM­
PARO DEL QUE DERIVA DICHO RECURSO SE REMITE POR INCOMPE­
TENCIA A UN JUZGADO DE DISTRITO A PARTIR DE QUE EL JUEZ 
INICIA SU TRÁMITE.". Indicó que en esa jurisprudencia se determinó que 
cuando se presenta una demanda de amparo directo y la autoridad 
responsable concede la suspensión del acto reclamado, pero posterior­
mente el Tribunal Colegiado declina competencia en favor de un Juez de 
Distrito, el recurso de queja en contra de la resolución de la autoridad res­
ponsable que concedió la suspensión del acto reclamado debía decla­
rarse sin materia por ser a dicho Juez de Distrito, a quien correspondía 
pronunciase. Razón que advirtió similar porque en este caso pretendía con­
trovertir el desechamiento de un incidente de daños y perjuicios por la 
suspensión del acto reclamado emitida por una autoridad que carecía de 
competencia; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver la queja 71/2023, en la que consideró fundado el 
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recurso, señalando que la circunstancia de que el Tribunal Colegiado se 
haya declarado incompetente no tornaba en automático improcedente 
el incidente de daños y perjuicios, ya que la suspensión de los actos recla­
mados había surtido efectos hasta la fecha en que el Juez de Distrito 
aceptó competencia y proveyó sobre la suspensión. Si bien a partir de la 
declaratoria de incompetencia cesaron las facultades de la autoridad 
responsable como órgano auxiliar en el trámite del juicio de amparo, ello 
se tradujo en que ya no podía continuar actuando en esa calidad, sino sólo 
como autoridad responsable en la vía indirecta; sin embargo, en términos 
del artículo 190, en relación con el diverso 156, ambos de la Ley de Am­
paro, era posible dar continuidad dentro de la tramitación del incidente 
de daños y perjuicios a tales facultades de la autoridad auxiliar en razón de 
los daños y perjuicios que pudieran haberse producido en el periodo en 
que surtió efectos la suspensión. En relación con la jurisprudencia 1a./J. 
85/2012 (10a.), indicó que ese criterio no era aplicable toda vez que se 
interpretaba el artículo 95, fracción VIII, de la abrogada Ley de Amparo, 
que contenía una redacción distinta al artículo 97, fracción II, incisos b) y 
c), del mismo ordenamiento legal vigente, en donde se amplió la proce­
dencia del recurso de queja a todo el trámite del incidente de suspen­
sión dentro del que debía tenerse al incidente de daños y perjuicios por 
la suspensión de los actos reclamados concedida.

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 85/2012 (10a.) citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XIII, octubre de 2012, Tomo 2, página 1105, con número de registro digital: 
2002024.

Tesis de jurisprudencia 56/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2024 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CESIÓN DE DERECHOS LITIGIOSOS EN EJECUCIÓN DE SENTENCIA. 
PARA IMPUGNAR EN AMPARO INDIRECTO LA DECISIÓN QUE LA 
APRUEBA, ES NECESARIO ESPERAR AL DICTADO DE LA ÚLTIMA RESO­
LUCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN.

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar si procede el juicio de amparo indirecto en contra 



291

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

de la decisión que aprueba una cesión de derechos litigiosos en ejecución de 
sentencia. Mientras que uno estimó que es improcedente porque no se afec­
tan derechos sustantivos y, por tanto, es necesario esperar hasta la última 
resolución en el procedimiento de ejecución para promoverlo; el otro sostuvo 
que sí se afectan esos derechos, lo que hace procedente el juicio.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la decisión que aprueba una cesión de derechos litigiosos 
en la etapa de ejecución de una sentencia no tiene carácter autónomo ni 
constituye un acto de imposible reparación, por lo que el ejecutado debe 
esperar al dictado de la última resolución en el procedimiento de ejecución 
para impugnarla en amparo indirecto.

Justificación: El artículo 107, fracción IV, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo señala, como regla general, que en los actos de ejecución de sen­
tencias procede el juicio de amparo indirecto únicamente contra la última 
resolución del procedimiento, a fin de impedir que el juicio sea utilizado 
para retardar o entorpecer la ejecución de una sentencia definitiva. No obs­
tante, existen excepciones, pues el juicio de amparo también será procedente 
contra actuaciones intermedias en el procedimiento de ejecución que afec­
ten de manera directa derechos sustantivos ajenos a la cosa juzgada en el 
juicio natural, sin que en estos casos se exima al quejoso de agotar los 
medios ordinarios procedentes, pues la irreparabilidad no es una excep­
ción al principio de definitividad. La cesión de derechos es un acto jurídico 
mediante el cual el acreedor (cedente) transfiere a otra persona (cesiona­
rio) los derechos, créditos y obligaciones que tiene contra su deudor. Esta 
transmisión no altera el objeto de lo sentenciado, sino que sólo sustituye al 
acreedor original por el cesionario, manteniendo la misma relación de dere­
cho, por lo que dicho acto está relacionado con la ejecución de la sentencia 
y no tiene un carácter autónomo. Además, los actos relacionados con esta 
cesión no cumplen con el criterio de imposible reparación, y como la cesión se 
realiza para llevar a cabo actos tendientes a la ejecución de la sentencia, 
cualquier perjuicio derivado de esta cesión puede abordarse y corregirse 
dentro del mismo proceso de ejecución.

1a./J. 57/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 272/2023. Entre los sustentados por el Pleno en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Séptimo Circuito. 21 de febrero de 2024. Cinco votos de los Minis­
tros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secreta­
rio: Alejandro Castañón Ramírez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contra­
dicción de tesis 20/2017, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
PC.I.C. J/65 K (10a.), de rubro: "CESIÓN DE DERECHOS LITIGIOSOS. 
ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CUANDO SE 
IMPUGNA EN FORMA AUTÓNOMA LA RESOLUCIÓN QUE LA RECO­
NOCE EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA, AL NO AFECTAR 
DERECHOS SUSTANTIVOS.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 9 de marzo de 2018 a las 10:12 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
52, marzo de 2018, Tomo II, página 1691, con número de registro digital: 
2016357; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 39/2023, en la que consideró procedente el 
juicio de amparo indirecto en contra de la resolución que reconoce la 
cesión de derechos por parte del acreedor (ejecutante) a un tercero en 
la etapa de ejecución de sentencia, dado que la cesión de derechos liti­
giosos en la etapa de ejecución de sentencia consiste en una resolución 
que tiene autonomía propia y destacada, entendiéndose por tales actos 
los que se dictan de manera previa y son necesarios para preparar la 
ejecución, o bien, que impiden dicha ejecución en perjuicio del ejecutante. 
No puede considerarse una simple resolución emitida en dicha fase, pues 
el proveído en cuestión no tiene como finalidad directa e inmediata ejecu­
tar la sentencia pronunciada en el procedimiento de origen, sino sola­
mente establecer la legalidad o ilegalidad del punto jurídico a dilucidar; es 
decir, si fue correcto o no que haya declarado improcedente el incidente 
que validó la cesión de derechos litigiosos de que se trata y, por ende, se 
considera como una excepción a la regla general para la procedencia 
del juicio de amparo indirecto. Aunado a que la eventual falta de legitima­
ción de quien recibirá el pago –con motivo de la cesión de derechos liti­
giosos– pudiera llegar a afectar derechos sustantivos, pues lo cierto es 



293

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

que posteriormente podría accionar quien sí se encuentre legitimado 
para ello.

Tesis de jurisprudencia 57/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de mayo de 2024 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. IMPIDE ANALIZAR SI LOS INTERESES 
RECLAMADOS EN LA DEMANDA MERCANTIL PUEDEN SER USURARIOS. 

Hechos: Tres Tribunales Colegiados sostuvieron conclusiones diversas sobre 
la posibilidad de analizar lo relativo a la usura en el incidente de cuantifica­
ción de costas en un juicio que concluyó por caducidad de la instancia. Los 
casos derivaron de juicios mercantiles en los que la parte actora demandó 
el pago de determinadas cantidades más los intereses moratorios. Los proce­
dimientos concluyeron anticipadamente por inactividad procesal, esto es, sin 
llegar a sentencia de fondo. En estos casos, el Código de Comercio esta­
blece que las costas generadas en el juicio serán a cargo del actor, por lo 
que dicha parte actora fue condenada a pagar costas, las cuales se calculan 
tomando en cuenta las prestaciones principales y los intereses. Sin embargo, 
las personas juzgadoras advirtieron que los intereses reclamados en la 
demanda podrían ser usurarios, por lo que debían decidir si era posible 
reducir la tasa de interés al momento de calcular las costas, ya que dichos 
intereses son un factor que determina el valor del asunto y la consecuente 
condena en costas. Para un Tribunal Colegiado era posible que la autoridad 
jurisdiccional analizara, de oficio, lo usurero de los intereses pactados en el 
documento base de la acción al calcular las costas, independientemente 
de que el juicio hubiese concluido por caducidad. Los otros dos Tribunales 
consideraron que era improcedente examinar ese aspecto, ya que no hubo 
una sentencia de fondo.

Criterio jurídico: Cuando concluye un juicio mercantil por actualizarse la 
figura de la caducidad, las cosas deben volver al estado que tenían antes 
de presentarse la demanda, por lo que la autoridad judicial no puede ana­
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lizar si existió usura en la cuantificación de las costas, pues más allá de que 
eso constituye parte del estudio de fondo del asunto, una declaración en ese 
sentido generaría una especie de cosa juzgada refleja que impediría con­
cretar los efectos de la caducidad.

Justificación: Esta Primera Sala ha determinado que, ante un acuerdo noto­
riamente excesivo y usurario derivado de un préstamo, la autoridad judicial 
debe proceder de oficio para inhibir esa condición usuraria y reducir pruden­
cialmente la tasa de interés a fin de que no resulte excesiva. Sin embargo, el 
estudio respectivo encuentra su límite en instituciones como la cosa juzgada 
y la caducidad de la instancia, aun cuando el porcentaje de interés pactado 
en el documento base de la acción pudiera impactar al cuantificar las costas 
de un proceso judicial.

En ese sentido, en el incidente de liquidación de costas de un juicio que 
concluyó por inactividad procesal, no es válido que la persona juzgadora 
emprenda el estudio de una posible actualización de usura en los intereses 
estipulados. La razón es que una vez que caduca el juicio, ya no es posible 
analizar ninguna cuestión relativa al fondo del asunto. Considerar lo contrario 
implicaría abrir una etapa procesal para juzgar sobre una de las pretensiones 
exigidas en la demanda, consistente en el pago de intereses.

Sobre ese aspecto, conforme al artículo 1076 del Código de Comercio, 
cuando un juicio mercantil concluye anticipadamente por caducidad, las 
cosas regresan al estado que tenían antes de la presentación de la demanda 
y la parte acreedora podrá promover el juicio nuevamente, ya que se extin­
gue esa instancia, pero no la acción o el derecho de volver a reclamar el cum­
plimiento de una obligación. De esa manera, un eventual estudio en el 
incidente de costas, sobre lo usurario de los intereses, podría generar una 
especie de cosa juzgada refleja si el acreedor decidiera volver a iniciar el 
juicio en contra de la persona demandada. Lo anterior impediría que las 
cosas regresaran al estado que tenían antes de la promoción del juicio, 
pues ya se habría decidido lo relativo a lo usurario de los intereses.

Aunado a lo anterior, es el propio actor quien, al presentar la demanda, 
exige determinada tasa de interés, lo que con posterioridad será determi­
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nante para establecer el valor del negocio. Por lo que no es válido que el 
actor obtenga un beneficio al reducirse la tasa de interés que él mismo 
demandó. En ese sentido, son las prestaciones principales y accesorias las 
que condicionan al demandado para plantear sus excepciones y defensas y, 
desde que le notifican el juicio, sabe a qué se enfrenta en un juicio cuya 
cuantía está determinada en la propia demanda, aunque con posterioridad 
dicho procedimiento caduque por la inactividad de las partes.

1a./J. 64/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 86/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 23 de agosto de 
2023. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Ministro Alfredo Gutié­
rrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 216/2022, en 
el que consideró que al cuantificar las costas de un juicio que concluyó 
por caducidad de la instancia, los órganos jurisdiccionales tienen la facul­
tad de analizar oficiosamente si las tasas de interés pactadas resultan 
usuarias, pues esto impacta en las costas;

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 202/2017, en el que determinó que 
no es procedente el análisis de la figura de la usura cuando se cuantifi­
can las costas de un juicio que concluyó por caducidad de la instancia, 
pues el tema de usura está condicionado por la cosa juzgada; y

El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 141/2019, en el que aseveró que no era 
procedente el análisis de la figura de la usura cuando se cuantifican las 
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costas de un juicio que concluyó por caducidad de la instancia, pues el 
tema de usura está condicionado por la cosa juzgada.

Tesis de jurisprudencia 64/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE INVESTIGAR TORTURA. ES COM­
PETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO QUE SE PRO­
MUEVA EN SU CONTRA, EL JUEZ DE DISTRITO CON JURISDICCIÓN 
EN EL LUGAR EN DONDE RADICA LA AUTORIDAD A LA QUE SE LE 
ATRIBUYE LA OMISIÓN. 

Hechos: Un tribunal colegiado y un Pleno de Circuito conocieron de distintos 
casos en los que se promovieron amparos en contra de la omisión del minis­
terio público de investigar actos de tortura; sin embargo, las demandas se 
presentaron en un lugar diverso a aquel en el que radicaba la autoridad 
omisa, por lo que surgieron sendos conflictos competenciales.

Por otra parte, el tribunal colegiado consideró que el acto es omisivo y sin 
efectos positivos, por lo que el órgano jurisdiccional competente debía ser 
el del lugar en el que se presente la demanda; en cambio, el Pleno de Cir­
cuito sostuvo que el acto es omisivo, pero con efectos positivos, por lo que 
el órgano de amparo competente debía ser el del lugar en donde se tramita la 
denuncia de tortura.

Criterio jurídico: La omisión del ministerio público de integrar una investiga­
ción por actos de tortura constituye un acto omisivo que conlleva efectos 
positivos, por lo que el juez o jueza de distrito competente para conocer del 
juicio de amparo promovido contra dicha omisión es quien tiene jurisdicción 
sobre el lugar en el que radica la autoridad responsable, pues es ahí en 
donde se lleva a cabo la omisión de investigar.

Justificación: Los actos que se reclaman en el juicio de amparo se clasifi­
can en positivos, negativos y omisiones o abstenciones. Los actos omisivos o 
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abstenciones son aquellos en los que las autoridades incumplen con un 
deber de hacer, ya sea de fuente legal o constitucional. Los actos positi­
vos implican un hacer voluntario y efectivo de la autoridad responsable. Los 
actos negativos consisten en que la autoridad expresamente se niega a 
realizar lo solicitado por el gobernado. Precisado lo anterior, los actos omi­
sivos con efectos positivos son considerados como las omisiones que 
generan un efecto material, el cual seguirá ejecutándose hasta en tanto la 
autoridad cumpla con su deber de hacer.

De conformidad con el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos es obligación del Estado iniciar, sin dilación y con la debida 
diligencia, una investigación seria, imparcial y efectiva ante hechos posi­
blemente ilícitos, lo que corresponde, de manera exclusiva, al ministerio 
público. De manera específica, el legislador promulgó la Ley General para 
Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes y estableció en su artículo 35 que la investiga­
ción y persecución de este tipo de delitos se llevará a cabo por fiscalías 
especializadas que cuentan con obligaciones específicas de actuación.

Por ello, frente a una denuncia de actos de tortura, el ministerio público 
tiene la obligación de investigar a través de actos específicos establecidos 
en la norma. No cumplir con lo anterior tiene naturaleza jurídica de omisión, 
pues implica no acatar la obligación determinada por la ley de investigar 
los delitos de tortura cuando son hechos de su conocimiento. Esta omisión 
tiene efectos positivos debido a que el no hacer del ministerio público 
conlleva como efecto material la transgresión del derecho de acceso a la 
justicia de manera pronta y expedita de las víctimas de ese delito, lo que no 
cesará hasta que se lleve a cabo la investigación en los términos constitu­
cionales y legales previstos.

Por esa razón, cuando se reclama en un juicio de amparo indirecto esa 
omisión del ministerio público, corresponde conocer de la demanda de 
amparo al juzgado de distrito que radica en el lugar en donde se encuen­
tre la autoridad responsable, pues en términos del artículo 37 de la Ley de 
Amparo, es en donde se está ejecutando la omisión de investigar el delito 
de tortura.

1a./J. 65/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 315/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito y el Pleno en Materia Penal del 
Séptimo Circuito. 10 de enero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Edwin Antony 
Pazol Rodríguez y Ramón Eduardo López Saldaña.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 23/2023, en el que consideró que la omi­
sión de integrar la averiguación por actos de tortura no tiene efectos 
positivos, por lo que el artículo 37 de la Ley de Amparo debe aplicarse de 
manera literal en el sentido de que el Juez competente para resolver los 
amparos en contra de actos carentes de ejecución material es aquel en 
cuya jurisdicción se presente la demanda; y

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver la 
contradicción de criterios 1/2022, la cual dio origen a la tesis de jurispru­
dencia PC.VII.P. J/4 P (11a.), de rubro: "COMPETENCIA PARA CONO­
CER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. EN CONTRA DE LA OMISIÓN 
DE INVESTIGAR ACTOS DE TORTURA, TRATOS O PENAS CRUELES, 
INHUMANOS Y DEGRADANTES Y DELITOS VINCULADOS; Y DE ESTA­
BLECER Y COORDINAR EL REGISTRO NACIONAL DEL DELITO DE 
TORTURA, DEBE FINCARSE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE 
EJERCE JURISDICCIÓN SOBRE LAS FISCALÍAS ESPECIALIZADAS EN 
LA INVESTIGACIÓN DE ESOS HECHOS, EN LA CIUDAD DE MÉXICO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de 
marzo de 2023 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 23, marzo de 2023, Tomo IV, 
página 2922, con número de registro digital: 2026195.

Tesis de jurisprudencia 65/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO DE QUEJA CONTRA EL DESECHAMIENTO DE PLANO DE LA 
DEMANDA DE AMPARO. SI DURANTE SU TRÁMITE LA PARTE QUEJOSA 



299

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

SE DESISTE DEL JUICIO, EL TRIBUNAL COLEGIADO SÓLO DEBE RE­
FLEJAR ESE DESISTIMIENTO Y DECLARAR SIN MATERIA EL RECURSO 
EN CUESTIÓN. 

Hechos: Los tribunales contendientes sostuvieron criterios diferentes en 
cuanto a la forma en que se debe resolver un recurso de queja interpues­
to contra el desechamiento de plano de una demanda de amparo indirecto, 
cuando, durante el trámite de dicho medio de impugnación, la parte quejosa 
se desiste del juicio constitucional.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, si durante el trámite de un recurso de queja interpuesto 
contra el desechamiento de plano de una demanda de amparo, la parte 
quejosa se desiste debidamente del juicio constitucional, el tribunal colegiado 
sólo debe reflejar dos aspectos en su resolución, a saber, tener por desis­
tido al quejoso de su demanda y declarar sin materia el recurso en cuestión.

Justificación: Si para promover el juicio de amparo se brinda una relevancia 
fundamental a la voluntad del quejoso para iniciarlo, entonces resulta lógico 
que esa misma voluntad sea respetada cuando se manifiesta en el sentido 
de no continuar con el juicio, inclusive si ello ocurre en una fase impugnativa, 
como lo es cuando se interpone un recurso de queja contra el desechamiento 
de plano de una demanda de amparo que inicialmente se tenía intención de 
hacer valer. Sin que ello dé lugar a que el tribunal colegiado sobresea el 
juicio con motivo del desistimiento, pues en estos escenarios no tiene efecto 
útil sobreseer un juicio constitucional en el que, de origen, la demanda no 
fue admitida por haberse advertido una causa notoria y manifiesta de impro­
cedencia. De este modo, el recurso de queja debe quedar sin materia porque 
ya no subsiste el interés perseguido con su interposición, consistente en 
revocar o modificar el auto de desechamiento; máxime que este último será 
sustituido procesalmente por la resolución del propio tribunal colegiado en 
la que tenga por desistida a la parte quejosa de su acción de amparo.

1a./J. 66/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 299/2023. Entre los sustentados por el Décimo 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir­
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cuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Octavo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Admi­
nistrativa del Noveno Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, el Tribunal Cole­
giado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, el 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, el Tri­
bunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, el Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Segundo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito. 28 de febrero de 2024. Cinco votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, al resolver la queja 305/2022, el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la queja 21/2022, el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver la queja 291/2022, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al resolver la queja 
78/2022, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa 
del Noveno Circuito, al resolver la queja 343/2022, el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al 
resolver la queja 36/2023, el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Admi­
nistrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver la queja 21/2022, el Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver 
la queja 307/2022, el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al 
resolver la queja 333/2022 y el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo 
Circuito, al resolver la queja 223/2017, consideraron que el desistimiento 
de la demanda de amparo, debidamente ratificado, actualiza la hipóte­
sis de sobreseimiento prevista en el artículo 63, fracción I, de la Ley de 
Amparo, independientemente de la etapa en la que se encuentre el juicio 
(desde su inicio hasta antes de que cause ejecutoria la sentencia que se 
dicte). Luego, si el sobreseimiento del juicio por desistimiento hace que 
el acuerdo recurrido deje de existir, entonces debe declararse sin materia el 
recurso de queja, al desaparecer el motivo que lo generó; y
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El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver la queja 146/2022, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver la queja 126/2023 
y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resol­
ver la queja 175/2022, en los que determinaron que una vez que se ha 
ratificado el desistimiento respecto de la demanda de amparo, procede 
confirmar el acuerdo recurrido, toda vez que con el desistimiento desaparece 
la esencia del principio de instancia de parte agraviada, lo cual conlleva al 
desechamiento de la demanda de amparo. Sin embargo, ello ocurre por 
un motivo diverso al determinado por el juez de distrito, esto es, dado que 
desapareció la voluntad del quejoso para continuar con el juicio. Al res­
pecto, si bien el artículo 63, fracción I, de la Ley de Amparo prevé el 
sobreseimiento del juicio por desistimiento del quejoso, lo cierto es que 
los motivos de sobreseimiento no podrían actualizarse sino hasta que sea 
admitida la demanda. En efecto, toda causa de improcedencia fun­
dada, advertida de oficio o a propuesta de alguna de las partes, implica 
el desechamiento de la demanda (antes de que sea admitida) o el 
sobreseimiento del juicio (si ya fue admitida). De modo tal que, la ausencia 
de voluntad del quejoso también puede constituir una causa de impro­
cedencia, por lo que técnicamente debe ser una de éstas la que se 
actualice, pues la demanda de amparo no se ha admitido. Por tanto, al 
existir un impedimento técnico para sobreseer en el juicio de amparo 
lo procedente es, aunque por motivos distintos a los expuestos por el 
juez, confirmar el desechamiento de la demanda de amparo, por no existir 
voluntad de la parte quejosa para continuar con el juicio, actualizando la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, de la ley 
reglamentaria, en relación con los diversos 5, fracción I y 6 del mismo 
ordenamiento. Finalmente, carece de técnica jurídica que se declare sin 
materia el recurso de queja, pues no puede entenderse que con el 
desistimiento de la demanda de amparo deja de existir la materia del re­
curso, ya que es justamente en dicho medio de impugnación en donde 
se está analizando el desistimiento y, con ello, se lleva a confirmar el 
acuerdo de desechamiento, pues la finalidad del desistimiento es la ausen­
cia de voluntad de seguir con el asunto en lo principal.

Tesis de jurisprudencia 66/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de tres de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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ORDEN DE EMBARGO EMITIDA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SEN­
TENCIA. PROCEDE EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

Hechos: Tres Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron conclusiones 
discrepantes al analizar la procedencia del amparo indirecto promovido 
contra la orden de embargo dictada en la etapa de ejecución de resolucio­
nes judiciales. Un Tribunal consideró que el juicio de amparo es procedente 
ya que ese acto puede afectar derechos sustantivos ajenos a la cosa juzgada, 
por lo que el escrutinio judicial debe ser inmediato sin esperar al dictado de 
la última resolución en esa etapa procesal. Los otros tribunales determinaron 
que es improcedente porque no afecta derechos sustantivos ajenos a la cosa 
juzgada, pues el embargo forma parte de la efectividad de las sentencias.

Criterio jurídico: El juicio de amparo indirecto es procedente en contra de la 
orden de embargo emitida en la etapa de ejecución de sentencia porque se 
trata de un acto que vulnera los derechos sustantivos de la persona conde­
nada en un juicio y sus efectos son de imposible reparación.

Justificación: De la interpretación del artículo 107, fracción IV, de la Ley de 
Amparo se desprende que las violaciones cometidas durante el proceso 
de ejecución de sentencia, que son impugnables hasta la última resolu­
ción de esa etapa, son las de carácter adjetivo o procesal que pueden ser 
subsanadas con posterioridad. No obstante, cuando las violaciones ocu­
rridas en ese periodo afectan derechos sustantivos y producen efectos de 
imposible reparación, las personas tienen a su alcance el juicio de amparo 
indirecto.

En ese sentido, la orden de ejecución de un embargo es un acto impugna­
ble a través del juicio de amparo indirecto porque el perjuicio que puede 
generar no es de carácter procesal, ni es susceptible de reparación, aun con 
la obtención de una sentencia favorable que cancele el embargo, porque no 
podría restituirse a la persona quejosa del tiempo en el que no pudo dispo­
ner del bien mientras estuvo embargado. Esto, porque en algunos casos, 
con esa medida podría afectarse, incluso, el derecho al trabajo, a la vivienda 
o la familia, si los bienes afectados estuviesen destinados para tal fin.
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Esta postura no desconoce que la ejecución de las sentencias forma parte 
del derecho a la tutela judicial, en la vertiente de efectividad de las resolu­
ciones judiciales. Sin embargo, el hecho de que la parte acreedora tenga 
derecho a la ejecución de una resolución en su favor no significa dejar 
sin defensa a la persona en contra de la cual se ejecuta dicha sentencia, 
pues la forma en la que se hace efectiva esta resolución no forma parte de 
la cosa juzgada decretada en el proceso de origen.

1a./J. 70/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 429/2022. Entre los sustentados por el Décimo Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el entonces 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo, 
actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 19 de 
abril de 2023. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidentes: Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González 
Varas y Ricardo Martínez Herrera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver la queja 276/2021, en la que consideró que la orden 
de embargo dictada en la etapa de ejecución de una sentencia sí puede 
afectar derechos sustantivos ajenos a la cosa juzgada, ya que los posi­
bles bienes embargados no formaron parte del juicio respectivo y, por 
ende, el escrutinio judicial debe ser inmediato, sin necesidad de esperar 
al dictado de la última resolución en esa etapa;

El sustentado por el entonces Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver la queja 68/2014, en la que 
consideró que la orden de embargo emitida en la etapa de ejecución de 
sentencia no afecta derechos sustantivos ajenos a la cosa juzgada, 
ya que dicha orden sólo forma parte de la efectividad de las resolucio­
nes. En consecuencia, el amparo indirecto es improcedente y la persona 



304

Suprema Corte de Justicia de la Nación

afectada debe esperar al dictado de la última resolución en esa fase del 
proceso; y

El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, 
al resolver la queja 117/2021, en la que determinó que la orden de embargo 
dictada en la etapa de ejecución de sentencia no afecta derechos sustan­
tivos ajenos a la cosa juzgada, ya que sólo forma parte de la efectividad 
de las resoluciones. En consecuencia, el amparo indirecto es improcedente 
y la persona afectada debe esperar al dictado de la última resolución en 
esa fase del proceso.

Tesis de jurisprudencia 70/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

TERCERO EXTRAÑO EN JUICIO DE PRESCRIPCIÓN POSITIVA. POSEE 
INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO INDIRECTO SI SE OSTENTA COMO 
LEGÍTIMO PROPIETARIO PARA RECLAMAR LA FALTA DE EMPLAZAMIEN­
TO A DICHO JUICIO CIVIL. 

Hechos: Dos Juzgados de Distrito conocieron de juicios de amparo en los 
que las partes quejosas ostentaron la legítima propiedad de bienes inmuebles 
y reclamaron su falta de llamamiento a los juicios de prescripción positiva 
en los que se disputaba la posesión de dichos bienes. Ambos juzgados 
determinaron que carecían de interés jurídico para acudir al amparo. Las 
partes interpusieron recurso de revisión y los respectivos Tribunales Cole­
giados de Circuito llegaron a conclusiones distintas al resolverlos, pues uno 
de ellos concluyó que la parte quejosa sí tiene interés jurídico para promover 
juicio de amparo en contra de la falta de emplazamiento porque el propósito 
del juicio de prescripción positiva es declarar en favor de alguien la propie­
dad del bien. Mientras que el otro tribunal colegiado determinó que el tercero 
extraño carece de interés jurídico porque la sentencia emitida en dicho juicio 
no contiene un mandato de ejecución sobre sus bienes, ni declara la nuli­
dad del título con el que se ostenta con dicha calidad.
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Criterio jurídico: La persona que se ostenta como legítima propietaria de un 
bien inmueble sí tiene interés jurídico para reclamar en el juicio de amparo 
indirecto, como tercero extraño al juicio, la falta de emplazamiento en el 
juicio civil de prescripción positiva que pretende dilucidar la propiedad de 
dicho bien.

Justificación: La finalidad de los juicios de prescripción positiva es adquirir 
el derecho real de propiedad respecto de un bien inmueble, mediante la 
posesión pacífica, continua, pública y en concepto de dueño por el tiempo 
que establezca la normativa aplicable. La sentencia emitida en estos juicios 
civiles se traduce en un título inscribible en el Registro Público de Propie­
dad, que comprueba la titularidad del derecho de propiedad del inmueble, 
el cual puede ser oponible a terceros.

Por otro lado, el artículo 5o., fracción III, de la Ley de Amparo detalla que 
las personas extrañas al procedimiento que tengan un interés contrario al del 
quejoso tienen el carácter de tercero interesado para efectos del juicio 
de amparo.

En atención a lo anterior, los juicios de prescripción positiva generan impor­
tantes molestias a quien resulte ser el legítimo propietario del inmueble. Esta 
situación es suficiente para afirmar que se debe reconocer el interés jurídico 
en el juicio de amparo indirecto a quien se ostenta como propietario (y lo 
acredite con un documento fehaciente), y no fue llamado al juicio de pres­
cripción positiva, para que esté en posibilidades de plantear una afectación 
a sus derechos humanos de audiencia y defensa previstos en el artículo 14 
constitucional.

Considerar lo contrario, esto es, que la persona que se ostenta como legítima 
propietaria del inmueble no cuenta con interés para reclamar en el juicio de 
amparo indirecto la omisión de comparecer al juicio de prescripción positiva, 
generaría mayor inseguridad jurídica sobre el bien inmueble en disputa, 
pues pasará más tiempo sin que se tenga certeza sobre el verdadero 
propietario.

1a./J. 71/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 284/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Séptimo Circuito. 15 de noviembre de 2023. Unanimi­
dad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Eduardo 
Román González y Helena Catalina Rodríguez Ruan.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 90/2023, en el que determinó que los ter­
ceros extraños sí tienen interés jurídico para promover amparo en el que 
se reclame la falta de emplazamiento en un juicio de prescripción positiva, 
porque esta acción tiene por objeto que se declare la procedencia de la 
misma y, por ende, que a quien la ejercita se le reconozca el carácter de 
propietario. Aun cuando la sentencia del juicio de prescripción tiene efec­
tos declarativos porque no constituye un mandato de ejecución ni nulifica 
el título de propiedad que ostenta la tercera extraña a juicio (y que pro­
mueve el amparo), lo cierto es que dicho juicio tiene el propósito de decla­
rar en favor del actor la preexistencia de la propiedad del bien, por lo que 
la quejosa tiene derecho a ser oída; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 63/2021, el cual dio origen a la 
tesis aislada VII.2o.C.2 K (11a.), de título y subtítulo: "INTERÉS JURÍDICO 
EN EL JUICIO DE AMPARO. CARECE DE ÉSTE EL TERCERO EXTRAÑO 
CONTRA LA SENTENCIA QUE DECLARA LA PRESCRIPCIÓN POSITIVA 
DE UN INMUEBLE, PORQUE NO CONTIENE MANDATO DE EJECUCIÓN 
SOBRE SUS BIENES, NI DECLARA LA NULIDAD DEL TÍTULO CON EL 
QUE SE OSTENTA CON DICHA CALIDAD.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 22 de octubre de 2021 a las 10:32 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 6, octubre de 2021, Tomo IV, página 3797, con número de 
registro digital: 2023700.

Tesis de jurisprudencia 71/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO. 
PUEDE PROMOVERSE SIMULTÁNEAMENTE AL JUICIO DE AMPARO, PUES 
NO GENERA LA IMPROCEDENCIA DE ESTE JUICIO, EN VIRTUD DE QUE 
SU ESTUDIO NO INCIDE EN LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO.

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito llegaron a conclusiones 
diversas al analizar la improcedencia del juicio de amparo cuando la per­
sona quejosa promovió, paralelamente, un incidente de nulidad contra la 
notificación del acto reclamado. Uno de los tribunales sostuvo que la inter­
posición del incidente produce la improcedencia del juicio porque, de resul­
tar fundado, deberá practicarse nuevamente la notificación y la persona 
interesada podrá impugnar el acto a través del juicio de amparo. El otro tri­
bunal determinó que no se actualiza la causal de improcedencia pues el 
incidente de nulidad únicamente puede dejar sin efectos la notificación, pero 
no el acto reclamado en sí mismo. Además, si se declara improcedente el 
juicio de amparo y el incidente de nulidad resulta infundado, ello traerá como 
consecuencia que se deje sin defensa a la persona promovente.

Criterio jurídico: No se actualiza la improcedencia del juicio de amparo rela­
tiva a que se esté tramitando un recurso que pueda modificar, revocar o 
nulificar el acto reclamado, cuando una persona promueve un juicio de 
amparo y, simultáneamente, hace valer un incidente de nulidad en contra 
de la notificación del acto reclamado, pues este medio de defensa no tiene 
por objeto incidir en la constitucionalidad del acto, sino que sólo cuestiona 
la legalidad de su notificación.

Justificación: La actualización de una causa de improcedencia en el juicio 
de amparo requiere de una simple subsunción, sin que la persona juzgadora 
pueda acudir a una aplicación análoga o demasiado amplia para que justi­
fique la improcedencia del juicio, a tal grado que se limite el derecho de 
acceso a la justicia de las personas. Es decir, en estos casos la interpreta­
ción es restrictiva. En cambio, para justificar la procedencia del juicio de 
amparo es admisible una interpretación abierta o flexible, en atención al prin­
cipio pro acción.

El artículo 61, fracción XIX, de la Ley de Amparo establece que el juicio de 
amparo es improcedente si se está tramitando ante los tribunales ordinarios 
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algún recurso o medio de defensa legal que pueda tener por efecto modifi­
car, revocar o nulificar el acto reclamado. No obstante, esta causal no se 
actualiza cuando la persona quejosa promueve el juicio de amparo y, parale­
lamente, plantea un incidente de nulidad en contra de la notificación de dicho 
acto, pues el incidente no tiene el alcance de modificar, revocar o nulificar 
el acto que se reclama. En este escenario, el incidente únicamente dejaría 
insubsistente la notificación para que vuelva a ser practicada conforme a la 
ley aplicable, pero el acto reclamado queda intacto.

En consecuencia, la persona juzgadora debe verificar si el medio de defensa 
interpuesto en realidad tiene los alcances de un recurso efectivo en contra 
del acto que se combate, ya que es incorrecto hacer extensiva una causa de 
improcedencia a supuestos no aplicables, a través de interpretaciones 
análogas o similares, para declarar la improcedencia del amparo.

1a./J. 72/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 186/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Minis­
tros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: 
Juan Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, al resolver la 
reclamación 8/91, la cual dio origen a la tesis aislada de rubro: "IMPRO­
CEDENCIA DEL AMPARO, POR LA INTERPOSICIÓN DE UN INCIDENTE 
DE NULIDAD CONTRA LA NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 
VIII, julio de 1991, página 170, con número de registro digital: 222273; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 75/2022, en el que sostuvo que no se 
actualiza la causa de improcedencia, pues el incidente de nulidad tiene 
como consecuencia dejar sin efectos únicamente la notificación, pero no 
el acto reclamado en sí mismo, por lo cual dicho acto no sería modificado, 
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revocado o nulificado. Este Tribunal agregó que el criterio del Primer Tri­
bunal Colegiado del Segundo Circuito se sustenta en una suposición, 
pues de no resultar procedente la nulidad de la notificación, traería como 
consecuencia dejar sin defensa a la parte quejosa. Es decir, en caso 
de que el incidente de nulidad se declare infundado, la notificación 
impugnada quedará firme y los posibles medios de defensa ya serían 
extemporáneos.

Tesis de jurisprudencia 72/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. LA RESOLUCIÓN 
QUE LO DETERMINA NO AFECTA IRREPARABLEMENTE EL DERECHO 
DE DEFENSA DE LA PERSONA IMPUTADA, POR LO QUE NO PROCEDE 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito de distintas regiones sostu­
vieron criterios contradictorios al analizar si procede el juicio de amparo 
indirecto en contra de la resolución del juez de control que declara infundado 
o improcedente el recurso de revocación interpuesto por la persona impu­
tada en contra del auto que declara cerrada la investigación complementaria.

Para un Tribunal Colegiado es improcedente el juicio de amparo indirecto, 
en virtud de que no es un acto de imposible reparación. Mientras que para el 
otro Tribunal Colegiado dicho acto reclamado es de imposible reparación 
porque afecta el derecho sustantivo a la defensa adecuada en relación con 
el derecho a ofrecer y desahogar pruebas en la etapa de investigación, por lo 
que sí es procedente el juicio de amparo indirecto.

Criterio jurídico: Es improcedente el juicio de amparo indirecto promovido 
en contra de la resolución del Juez de Control que declara infundado o improce­
dente el recurso de revocación interpuesto por una persona imputada en 
contra de la resolución que declara cerrada la investigación complementaria. 
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Esto, porque tal determinación no afecta de manera irreparable el derecho 
de defensa de la parte imputada, pues en la subsecuente audiencia inter­
media podrá ofrecer pruebas para acreditar su hipótesis del caso, con lo 
que cualquier afectación al respecto quedará reparada en esta última 
etapa, la cual es previa a la audiencia de juicio.

Justificación: Del parámetro derivado del artículo 107, fracción V, de la Ley de 
Amparo, se desprende que el juicio de amparo indirecto procede en contra 
de actos de imposible reparación, esto es, aquellos que afecten material­
mente derechos sustantivos.

La resolución del Juez de Control que declara infundado o improcedente el 
recurso de revocación interpuesto por la persona imputada en contra de 
la determinación que declara el cierre de la investigación complementaria, 
aun cuando impida continuar aportando datos de prueba, es un acto de 
índole adjetiva –intraprocesal– que únicamente da acceso a la etapa inter­
media, misma que tiene como objeto que las partes desplieguen una estra­
tegia probatoria con miras a lograr el convencimiento de la persona juzgadora 
para que emita un fallo en favor de quien mejor pueda solventar su preten­
sión, desde luego, reconociendo las cargas probatorias que corresponden al 
Ministerio Público.

Es precisamente en la audiencia intermedia que la persona imputada podrá 
ofrecer las pruebas que considere, las cuales serán desahogadas ante el 
tribunal de enjuiciamiento frente a la acusación del Ministerio Público, lo que 
significa que la afectación que produce el cierre de la investigación com­
plementaria al impedir recolectar pruebas es reparable en esta etapa previa 
al juicio; por lo cual, el cierre de la investigación complementaria no afecta de 
manera irreparable el derecho de defensa.

En consecuencia, cuando se reclama en amparo indirecto la resolución 
que deja firme el cierre de la investigación complementaria, se actualiza la 
causa de improcedencia prevista por el artículo 61, fracción XXIII, en relación 
con el numeral 107, fracción V, ambos de la Ley de Amparo, al tratarse de 
un acto que no es de imposible reparación.

1a./J. 73/2024 (11a.)
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Contradicción de tesis 196/2021. Entre los sustentados por el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 28 de 
febrero de 2024. Mayoría de tres votos del Ministro y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño 
Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Cir­
cuito, al resolver la queja 34/2021, en la que sostuvo que cuando el que­
joso, en su calidad de imputado, pretende combatir a través del juicio de 
amparo indirecto la resolución dictada en el recurso de revocación en la 
que se confirmó la negativa de prórroga del plazo de investigación com­
plementaria, dicho acto excepcionalmente constituye un acto de imposible 
reparación porque tiene relación con el derecho fundamental de defensa 
adecuada al afectar la preparación de medios de prueba; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra­
tiva del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 28/2018, la cual dio 
origen a la tesis aislada XVII.1o.P.A.63 P (10a.), de título y subtítulo: "RESO­
LUCIÓN QUE DESECHA POR IMPROCEDENTE EL RECURSO DE RE­
VOCACIÓN INTERPUESTO CONTRA EL ACUERDO QUE DECLARA EL 
CIERRE DE LA INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. AL TRATARSE 
DE UN ACTO INTRAPROCESAL QUE NO VIOLA DERECHOS SUSTANTI­
VOS, EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de julio 
de 2018 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 56, julio de 2018, Tomo II, página 1596, 
con número de registro digital: 2017381.

Tesis de jurisprudencia 73/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de abril de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.



312

Suprema Corte de Justicia de la Nación

RECURSO DE APELACIÓN PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 1183 Y 1345, 
FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. PROCEDE EN CONTRA DE 
LA RESOLUCIÓN QUE RECAE A LAS PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS, 
INDISTINTAMENTE DE QUE SE HAYAN OTORGADO O NO, POR LO 
QUE DEBE AGOTARSE EN FORMA PREVIA A LA PROMOCIÓN DEL JUI­
CIO DE AMPARO. 

Hechos: Los tribunales contendientes discreparon en torno a si procede o 
no el recurso de apelación previsto en el artículo 1183, en relación con el 
1345, fracción IV, ambos del Código de Comercio, cuando se reclama una 
resolución que recae a las providencias precautorias, distinta de aquella 
que las concede, para efectos de cumplir con el principio de definitividad 
en el juicio de amparo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que sí procede el recurso de apelación a que se refieren los 
artículos 1183 y 1345, fracción IV, del Código de Comercio en contra de la 
resolución que recae a las providencias precautorias, indistintamente de que 
se hayan otorgado o no; por lo cual debe agotarse dicho medio de defensa de 
manera previa a promover el juicio de amparo, a fin de respetar el principio 
de definitividad.

Justificación: De la lectura relacionada de los artículos 1183 y 1345, fracción 
IV, del Código de Comercio se sigue que el recurso de apelación procede 
no sólo contra las resoluciones en que se decreta una providencia precau­
toria, sino también contra la resolución que, en sentido amplio, "recaiga" a 
esas medidas cautelares. Ello se corrobora por lo dispuesto de manera 
expresa en el primer párrafo del artículo 1345 de referencia, conforme al cual 
las apelaciones que deben ser tramitadas de manera inmediata no se redu­
cen a las expresamente indicadas en la ley (como es el caso de lo dispuesto 
en el artículo 1183 del Código de Comercio), sino que amplía la posibilidad 
de impugnación al señalar que "además de los casos determinados expresa­
mente en la ley ... se tramitarán de inmediato las apelaciones que se inter­
pongan", entre otros supuestos, contra "la resolución que recaiga a las 
providencias precautorias ...". Esto es, la fracción IV del artículo 1345 no 
distingue entre si una resolución concedió o no la medida cautelar respec­
tiva, máxime que la única limitante que impone es que el interés del nego­
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cio admita dicho recurso, lo cual se circunscribe a la cuantía prevista por el 
diverso artículo 1339 del Código de Comercio. Por tanto, previo a la promo­
ción del juicio de amparo contra ese tipo de resoluciones se debe agotar el 
recurso de apelación, a fin de respetar el principio de definitividad.

1a./J. 74/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 365/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 
13 de marzo de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel 
Rocha Mercado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 186/2022, 
en el que consideró que las resoluciones que decreten una providencia 
precautoria, así como cualquier resolución que recaiga en éstas, son 
impugnables mediante el recurso de apelación, de conformidad con los 
artículos 1183 y 1345, fracción IV, del Código de Comercio. De ahí que 
previo a promover el amparo debe agotarse ese medio de impugnación; y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver la queja 317/2023, en el que determinó que, en términos del 
artículo 1183 del Código de Comercio, el recurso de apelación procede 
únicamente cuando se otorgan las providencias precautorias; sin que 
obste lo dispuesto por el artículo 1345, fracción IV, del mismo código, 
pues este precepto no establece la procedencia de algún recurso, sino 
que sólo prevé algunos supuestos en los cuales la apelación se tramitará de 
forma inmediata. Por tanto, si no se concedieron las medidas precautorias, 
es innecesario interponer el recurso previamente al juicio constitucional.

Tesis de jurisprudencia 74/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de diez de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2024 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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EMPLAZAMIENTO AL JUICIO DE DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. 
LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO POR SU ILEGALIDAD TIENE 
COMO CONSECUENCIA DEJAR SIN EFECTOS LA SENTENCIA DE 
DIVORCIO.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito llegaron a conclusiones diver­
sas sobre los efectos de la concesión del amparo ante la falta o la nulidad 
del emplazamiento en un juicio de divorcio. Mientras que uno de los tribu­
nales consideró que debía dejarse insubsistente el emplazamiento ilegal y 
todo lo actuado con posterioridad, incluyendo la sentencia; el otro estimó 
que debía dejarse intocada la resolución de divorcio para que la reposición 
del procedimiento únicamente versara sobre las consecuencias inherentes 
a la disolución del vínculo matrimonial.

Criterio jurídico: La falta o nulidad del emplazamiento en un juicio de divor­
cio sin expresión de causa conlleva la reposición del procedimiento desde 
la actuación ilegal. Esto incluye dejar sin efectos tanto la sentencia de divor­
cio como la orden al Registro Civil de levantar el acta correspondiente o de 
realizar una anotación marginal en el acta de matrimonio.

Justificación: El emplazamiento a juicio es una actuación de orden público 
y su falta o ilegalidad constituye la violación de carácter procesal más grave 
en contra de la parte demandada. Dejar subsistente la sentencia, a pesar 
de la ilegalidad del emplazamiento, afecta el derecho a la seguridad jurí­
dica de la persona demandada, aun cuando en su momento ésta no hubiera 
podido oponerse al divorcio. Esto es así, porque la modificación del estado 
civil de las personas tiene efectos patrimoniales y extrapatrimoniales que 
no sólo se dirimen en un juicio de divorcio. Además, mientras que los códigos 
civiles sí prevén reglas que protegen a las personas en estados familiares 
posteriores que hubieran actuado de buena fe, no existen normas para resol­
ver los problemas que pudieran surgir si se deja subsistente la sentencia. 
Por tanto, el derecho al libre desarrollo de la personalidad no tiene el alcance 
de validar una sentencia de divorcio dictada sin el conocimiento de una de 
las partes, ya que este derecho tiene como límites la protección del orden 
público y la afectación de derechos e intereses de terceras personas.

1a./J. 79/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 208/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado del Décimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito. 28 de febrero de 2024. Cinco votos de los Ministros y 
las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía 
del Carmen Treviño Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 84/2022, el cual dio origen a la tesis aislada X.2o.2 C 
(11a.), de rubro: "EMPLAZAMIENTO AL JUICIO DE DIVORCIO INCAU­
SADO. SU OMISIÓN NO TIENE EL ALCANCE DE DEJAR INSUBSISTENTE 
LA DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO MATRIMONIAL DECRETADA.", publicada 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 26, junio de 2023, Tomo VII, página 6785, con número de registro 
digital: 2026563; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 259/2021, en el que determinó que el efecto 
de la concesión del amparo en contra del emplazamiento realizado por 
medio de edictos en un juicio de divorcio sin expresión de causa tiene el 
alcance de dejar insubsistente la disolución del vínculo matrimonial previa­
mente decretada cuando éste sea ilegal, ya que el emplazamiento por 
edictos debe considerarse una vía de notificación excepcional o de último 
recurso para informar respecto de un juicio.

Tesis de jurisprudencia 79/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ESTABILIDAD EN EL CARGO DE PERSONAS JUZGADORAS CON NOM­
BRAMIENTO PROVISIONAL. ESTÁ SUJETA A QUE CONCLUYA EL 
PERIODO PARA EL CUAL FUERON DESIGNADAS O QUE SE NOMBRE 
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CON CARÁCTER DEFINITIVO A SU REEMPLAZANTE CON MOTIVO DE 
UN CONCURSO DE OPOSICIÓN O DE MÉRITOS.

Hechos: Los tribunales colegiados contendientes discreparon sobre el alcance 
de la garantía de estabilidad tratándose de personas juzgadoras de primera 
instancia con nombramientos provisionales. Uno de ellos resolvió que esa 
garantía protege a los juzgadores provisionales hasta el momento en que 
concluye un concurso abierto de oposición, sin que sea necesario designar 
al vencedor que ocupará la plaza en forma definitiva. En contraste, el otro 
tribunal consideró que la garantía de estabilidad rige hasta que se nombra 
con carácter definitivo a un juzgador reemplazante como resultado de un con­
curso de oposición.

Criterio jurídico: La garantía de estabilidad en el cargo de las personas 
juzgadoras de primera instancia con nombramientos de carácter provisional 
rige hasta que concluye el periodo para el que fueron designadas o hasta 
en tanto se nombre en forma definitiva a su reemplazante, como resultado 
de un concurso de oposición o de méritos según disponga la legislación de 
que se trate.

Justificación: Las garantías judiciales tienden a salvaguardar la impartición 
de justicia y la independencia de quienes ejercen esa función primordial en el 
Estado mexicano. Una de esas garantías es la estabilidad en el ejercicio 
del cargo de las personas impartidoras de justicia, mismas que siempre que 
observen un buen desempeño judicial y no incurran en alguna causa de 
responsabilidad, tendrán garantizado que no sean removidas de sus funcio­
nes en forma arbitraria o injustificada. Sin embargo, tratándose de personas 
juzgadoras de primera instancia con nombramientos de carácter provisio­
nal, su estabilidad está sujeta a una condición resolutoria, a saber, que llegue 
a su fecha de término el nombramiento por el que fueron designadas o, 
bien, que sea designado un juzgador reemplazante en forma definitiva como 
resultado de un concurso de oposición o de méritos según disponga la legis­
lación de que se trate. Dicho criterio es compatible con la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos derivada de los casos Apitz 
Barbera y otros vs. Venezuela, así como Reverón Trujillo vs. Venezuela, en los 
cuales señaló que la provisionalidad no debe extenderse indefinidamente 
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en el tiempo y debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el cum­
plimiento de un plazo predeterminado o la celebración y conclusión de un 
concurso de oposición y antecedentes que nombre al reemplazante del juez 
provisorio con carácter permanente.

1a./J. 81/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 218/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito. 6 de 
marzo de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros y la Ministra Loretta 
Ortiz Ahlf, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disi­
dentes: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien votó en contra por con­
siderar inexistente la contradicción de criterios y Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secre­
tario: Víctor Manuel Rocha Mercado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 838/2022, 
en el que determinó que la conclusión del nombramiento provisional de 
una persona juzgadora de primera instancia puede decretarse válida­
mente después de haber concluido un concurso abierto de oposición 
para ocupar la plaza respectiva, pues la designación temporal está supe­
ditada a la condición resolutoria de que se celebre un concurso de opo­
sición; y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 121/2015, el cual dio origen a la tesis aislada 
XVIII.5o.1 CS (10a.), de título y subtítulo: "JUECES DE PRIMERA INSTAN­
CIA DEL ESTADO DE MORELOS DESIGNADOS TEMPORAL E INTERINA­
MENTE. PARÁMETROS PARA SU REMOCIÓN, CONFORME AL PRINCIPIO 
DE INDEPENDENCIA JUDICIAL.", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
27, febrero de 2016, Tomo III, página 2087, con número de registro digital: 
2011072.
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Tesis de jurisprudencia 81/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de abril de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NOTARIOS PÚBLICOS. NO TIENEN CARÁCTER DE AUTORIDADES RES­
PONSABLES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE 
LES RECLAME LA OMISIÓN DE ENTREGAR UNA ESCRITURA PÚBLICA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios contradictorios al determinar si los notarios públicos deben o no 
ser considerados como autoridades responsables para efectos del juicio 
de amparo cuando no entregan una escritura pública a los particulares que 
los contrataron. Uno de los órganos colegiados resolvió que se actualizaba la 
causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación 
con los artículos 1o. y 5o., fracción II, de la Ley de Amparo; mientras que el otro 
determinó que la mencionada causal de improcedencia no se actualizaba.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que los notarios públicos no deben ser considerados como auto­
ridades responsables para efectos del juicio de amparo cuando omiten 
entregar una escritura pública a los particulares que los contrataron.

Justificación: La elaboración de una escritura pública en la que queda plas­
mada la voluntad de las partes no tiene el alcance de ser un acto de auto­
ridad responsable para efectos del juicio de amparo, ya que únicamente da 
forma y trámite a los actos, hechos o negocios celebrados por las partes 
de manera voluntaria. La autorización del notario público con su sello y 
firma, así como la omisión de entregar el instrumento notarial respectivo no 
podría equipararse a un acto de autoridad, ya que con tales actos el nota­
rio no crea, modifica o extingue situaciones jurídicas a favor o en detrimento 
de un particular. Por lo que, si el notario autorizó la escritura y la consecuencia 
jurídica era inscribirla y entregar al comprador el testimonio correspondiente, 
pero no lo hace, incurre en una posible falta susceptible de ser sancionada 
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por las autoridades competentes conforme a la legislación de la materia o, 
en su defecto, en una omisión que puede ser exigible judicialmente por las 
vías civil, penal o administrativa, según corresponda, pero no reclamarse 
en juicio de amparo, ya que no podría considerarse como un acto de auto­
ridad en los términos que indica el artículo 5o., fracción II, de la Ley de 
Amparo.

1a./J. 82/2024 (11a.)

Contradicción de tesis 24/2021. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 20 de marzo de 
2024. Mayoría de tres votos de los Ministros y la Ministra Loretta Ortiz 
Ahlf, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disi­
dente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secre­
tario: Jesús Rojas Ibáñez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 86/2020, en el que consideró que 
se actualizaba la causal de improcedencia prevista en la fracción XXIII 
del artículo 61, relacionado con la fracción II del artículo 5o., ambos de la 
Ley de Amparo, relativa a que el fedatario público no tiene el carácter de 
autoridad para efectos del juicio de amparo, ya que la tramitación de una 
escritura protocolizada ante un notario público, como es la inscripción y 
los avisos preventivos en el Registro Público de la Propiedad, así como la 
entrega del testimonio correspondiente, no implica la realización de actos 
equivalentes a los de una autoridad para efectos del juicio de amparo. 
Lo anterior, señaló, ya que se trata de actos administrativos para dar 
seguimiento a la formalidad del instrumento notarial ante terceros, razón 
por la cual no impone disposiciones normativas ni modifica alguna situa­
ción jurídica de manera unilateral ni afecta la esfera legal de las partes, 
pues es el acto, hecho o negocio jurídico protocolizado el que, en sí 
mismo, crea, modifica o extingue situaciones jurídicas y el que, en su caso, 
podría causar perjuicio a las partes que intervienen; y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 166/2018, el cual dio origen a la 
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tesis aislada II.2o.C.9 K (10a.), de título y subtítulo: "NOTARIO PÚBLICO. 
ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO 
OMITE ENTREGAR LA ESCRITURA CORRESPONDIENTE A LA PARTE 
INTERESADA DEBIDAMENTE INSCRITA EN EL INSTITUTO DE LA FUN­
CIÓN REGISTRAL."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 65, abril de 2019, 
Tomo III, página 2078, con número de registro digital: 2019636.

Tesis de jurisprudencia 82/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de ocho de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

SENTENCIAS CONCESORIAS EN AMPARO DIRECTO. NO RESULTA UNA 
EXIGENCIA QUE SE INSERTE EN SU PARTE CONSIDERATIVA Y EN EL 
RESOLUTIVO RELATIVO, UN APARTADO EN EL QUE SE ESPECIFIQUEN 
LOS PLAZOS, REQUERIMIENTOS Y APERCIBIMIENTOS PARA ASEGU­
RAR SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO 74, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE 
AMPARO).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron 
criterios contradictorios al analizar si en la parte considerativa de las sen­
tencias concesorias de amparo, así como en sus puntos resolutivos, debe 
insertarse un apartado en el cual se fijen los plazos, requerimientos y aperci­
bimientos en que la autoridad responsable debe acatar las medidas nece­
sarias para asegurar el cumplimiento del fallo. Mientras que uno incluyó un 
considerando relativo a las "Medidas para asegurar el estricto cumplimiento 
de la ejecutoria" y un punto resolutivo en el que requirió a las autoridades 
responsables para que cumplieran con la sentencia en los plazos señala­
dos; los otros implícitamente decidieron no adicionar alguna consideración 
o apartado relativo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no es una exigencia que en las sentencias concesorias de 
amparo, particularmente en su parte considerativa y resolutiva, se fije el plazo 
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con que cuenta la autoridad para acatar dicho fallo y los apercibimientos 
y/o señalamientos de las consecuencias legales ante su incumplimiento, 
ya que el requisito contenido en la fracción V del artículo 74 de la Ley de 
Amparo, se satisface cuando se establecen con claridad los efectos en que 
se traduce dicha concesión.

Justificación: De la interpretación de los artículos 74 y 77 de la Ley de 
Amparo, se advierte que el órgano jurisdiccional debe precisar los efectos 
en los que se traduce la concesión del amparo, así como los supuestos en 
los que las autoridades responsables deben actuar –atendiendo a la natu­
raleza positiva o negativa del acto o cuando éste implique una omisión–, a fin 
de restituir a la persona quejosa en el pleno goce de sus derechos y resta­
blecer las cosas al estado que guardaban antes de la violación, lo cual 
constituye el parámetro que deben seguir las autoridades para acatar el 
fallo protector. Sin embargo, no es una exigencia que en dichas sentencias 
se inserte un apartado en el que se especifiquen los plazos, requerimientos 
y apercibimientos en que las autoridades responsables deben acatar el fallo 
para asegurar su cumplimiento, ni que ello se refleje en un punto resolutivo, 
pues esas medidas corresponden a la etapa de ejecución del juicio de 
amparo, la cual inicia una vez que la sentencia causa ejecutoria y se ordena 
su notificación en términos de los artículos 192 y 193 de la ley de la materia. 
Por lo que es hasta ese momento cuando se deberá formular cualquier 
requerimiento a las autoridades vinculadas para cumplir con el fallo, otorgán­
doles un determinado plazo para ello y apercibiéndolas para el caso de no 
hacerlo sin causa justificada, se harán acreedoras a la imposición de multas 
o, en su caso, a la remisión del expediente a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para seguir el trámite de inejecución, el cual puede culminar 
con la separación de su puesto y su consignación.

1a./J. 83/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 195/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, el Segundo Tribu­
nal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, el 
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Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, el Tri­
bunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito. 10 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto 
Circuito, al resolver los amparos directos 507/2022, 543/2022, 213/2022 y 
631/2022, en los que consideró que en los casos en que se concede la 
protección constitucional en un juicio de amparo, se debe insertar en 
la parte considerativa de la sentencia de amparo un apartado en el cual 
fijaron los plazos, requerimientos y apercibimientos en que la autoridad 
responsable debía acatar las medidas necesarias para asegurar el cum­
plimiento del fallo, cuya circunstancia fue reflejada –en algunos casos– 
en un punto resolutivo; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo directo 1146/2021 y el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el amparo 
directo 974/2021, en los que no obstante haber determinado conceder el 
amparo solicitado para los efectos señalados en las ejecutorias respecti­
vas, no insertaron en la parte considerativa de su sentencia un apartado 
en el cual hubieran fijado los plazos, requerimientos y apercibimientos en 
que la autoridad responsable debía acatar las medidas necesarias para 
asegurar el cumplimiento del fallo, ni así tampoco dicha circunstancia fue 
reflejada en un punto resolutivo en particular.

Tesis de jurisprudencia 83/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2024 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

COMPENSACIÓN DE COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. LA EXPRESIÓN 
"EXCEPCIONES O DEFENSAS QUE TIENDAN A VARIAR LA SITUA­
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CIÓN JURÍDICA QUE PRIVABA ENTRE LAS PARTES ANTES DE LA 
PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA", DEL ARTÍCULO 1076, FRACCIÓN 
VIII, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, DEBE ENTENDERSE COMO LAS QUE 
COMBATEN EL FONDO O TIENEN POR OBJETO DESTRUIR, DILATAR O 
LIBERARSE DE LA ACCIÓN DE LA ACTORA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron 
criterios contradictorios respecto a lo que debe entenderse con la expre­
sión "excepciones o defensas que tiendan a variar la situación jurídica que 
privaba entre las partes antes de la presentación de la demanda", contenida 
en el artículo referido, para determinar si procede la compensación en costas 
cuando se decretó la caducidad de la instancia. Mientras que uno consi­
deró que, para que opere la compensación, la porción en comento debe 
entenderse destinada a las excepciones o defensas relacionadas con el 
fondo del asunto y directamente vinculadas con el derecho sustantivo base 
de la acción; el otro afirmó que, acorde con el principio de acceso a la justi­
cia, tal porción se refiere a las excepciones o defensas destinadas a modificar 
el estado jurídico y afectar algún derecho o cumplimiento de obligación entre 
las partes.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la compensación de costas también opera frente a 
"excepciones o defensas que tiendan a variar la situación jurídica que pri­
vaba entre las partes antes de la presentación de la demanda", las cuales 
no deben entenderse sólo como las que se encaminen a controvertir el fondo 
del juicio, sino también las que tienen por objeto destruir, dilatar o liberarse de 
la acción de la actora.

Justificación: Afirmar que la compensación en costas sólo es posible cuando 
la demandada hubiere reconvenido u opuesto las excepciones de compen­
sación o nulidad, y excluir cualquier otra posibilidad, viola el principio de 
igualdad y de equilibrio procesal entre las partes. La imposición de costas 
en un procedimiento mercantil debe realizarse con base en un sistema mixto 
que permita a la persona juzgadora analizar elementos objetivos y subjetivos 
en la conducta de las partes y, con ello, evitar la dilación del procedimiento. 
Limitar el sentido de la última parte de la fracción VIII del artículo 1076 del 
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Código de Comercio sólo a excepciones o defensas encaminadas a contro­
vertir el fondo del juicio, impediría que la persona juzgadora cumpla con el 
propósito de la norma, en tanto que se permitiría el desarrollo de prácti­
cas viciosas encaminadas a la dilación injustificada del procedimiento, 
lo que transgrede el derecho de acceso a la justicia pronta y expedita de la 
contraparte.

1a./J. 96/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 103/2023. Entre los sustentados por el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Cir­
cuito. 17 de abril de 2024. Mayoría de tres votos del Ministro y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá y Ana Margarita 
Ríos Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Gregorio Delfino Castillo Porras.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 507/2014, el cual dio origen a la 
tesis aislada I.11o.C.68 C (10a.), de título y subtítulo: "COSTAS EN MATERIA 
MERCANTIL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘EXCEPCIONES O DEFEN­
SAS QUE TIENDAN A VARIAR LA SITUACIÓN JURÍDICA QUE PRIVABA 
ENTRE LAS PARTES ANTES DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA’, 
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1076, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación el 
viernes 6 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, febrero de 2015, 
Tomo III, página 2667, con número de registro digital: 2008386; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 109/2022, 
en el que afirmó que una excepción que ataca el fondo de la acción no es 
una defensa que esté destinada a variar la situación jurídica que privaba 
entre las partes, como sí lo son las excepciones o defensas destinadas a 
modificar el estado jurídico y afectar algún derecho o cumplimiento de 
obligación entre las partes, las cuales hacen procedente la compensación 



325

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

en costas. Interpretación que, a su juicio, resultaba acorde con el principio 
de acceso a la justicia.

Tesis de jurisprudencia 96/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO DIRECTO PENAL. EL MINISTERIO PÚBLICO, COMO ÓRGANO 
ACUSADOR, NO TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO COMO 
PARTE QUEJOSA.

Hechos: Los tribunales contendientes llegaron a conclusiones opuestas 
sobre si el ministerio público se encuentra legitimado para promover el jui­
cio de amparo directo en carácter de quejosa, respecto de la resolución 
que declaró infundado el recurso de revocación hecho valer en contra de 
la determinación que desechó por extemporáneo el recurso de apelación 
interpuesto en contra de la sentencia que absolvió al acusado.

Criterio jurídico: El ministerio público, como órgano acusador, no es titular ni 
representante de un derecho público subjetivo susceptible de ser afec­
tado en el proceso penal, pues en todo momento mantiene la calidad de 
órgano encargado de la persecución del delito y la acusación; por tanto, 
no tiene legitimación para promover el juicio de amparo ni aun en el caso de 
determinaciones jurisdiccionales adversas a su pretensión punitiva –como es 
la resolución que declara infundado el recurso de revocación hecho valer 
en contra de la inadmisión del recurso de apelación interpuesto contra la 
sentencia que absolvió al acusado–. Lo contrario, implicaría desnaturalizar 
el juicio constitucional y contrariar su propósito como medio de protección 
y defensa de los derechos fundamentales de las personas frente a actos de 
autoridad. Así, en dicho caso, procede el sobreseimiento en el juicio, con 
fundamento en el artículo 63, fracción V, de la Ley de Amparo, al actualizarse 
la causal de improcedencia prevista por la fracción XXIII del artículo 61, en 
relación con los diversos 5o., fracción I, y 7o. del mismo ordenamiento.
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Justificación: El ministerio público, como órgano acusador, ostenta el poder 
punitivo estatal, calidad que mantiene durante todo el proceso penal, en 
cumplimiento a las funciones encomendadas por el artículo 21 de la Consti­
tución. Aunque luego de la investigación del delito llegue a ser parte en el 
proceso penal en sede judicial, lo cierto es que mantiene siempre la función 
pública de órgano encargado de la acusación, a grado tal que ésta no puede 
ser rebasada por el tribunal penal. Bajo esta condición, el ministerio público 
no es titular ni representa los derechos humanos vinculados con el delito. 
Incluso, el ministerio público se constituye como autoridad para efectos del 
juicio de amparo cuando en éste se reclaman actos u omisiones que le son 
reclamables por las personas justiciables. Así, si bien los entes públicos 
podrían aducir legitimación para instar al juicio de amparo, esto sólo puede 
ser en los acotados supuestos que prevé el artículo 7o., párrafo primero, de la 
Ley de Amparo. Este precepto sólo permite que los entes públicos ejer­
zan excepcionalmente la acción constitucional en los casos en los que se 
encuentren en un plano de igualdad frente a los particulares y acrediten 
que el acto de autoridad combatido les genera o podría generar una afec­
tación de índole estrictamente patrimonial en los asuntos del orden penal. 
De este modo, el órgano acusador no puede instar el juicio de amparo 
aduciendo violaciones de derechos que no le corresponden. Por tanto, en el 
caso en que el ministerio público es el órgano acusador dentro del proceso 
penal, no tiene legitimación para instar al juicio de amparo, pues actúa 
siempre como representante del ius puniendi, no como titular ni represen­
tante de los derechos relacionados con el delito que persigue.

1a./J. 107/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 441/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tri­
bunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 
Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Cir­
cuito. 10 de abril de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa 
del Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 247/2021, en el 
que determinó que el Ministerio Público no cuenta con legitimación para 
promover el juicio de amparo, puesto que carece de interés tanto legítimo 
como jurídico. Estableció que conforme al párrafo cuarto de la fracción I 
del artículo 5o. de la Ley de Amparo, tratándose de resoluciones jurisdic­
cionales, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que 
se afecte de manera personal y directa, es decir, contar con interés jurídico. 
Asimismo, el segundo párrafo de dicho artículo establece que la autori­
dad pública no puede invocar interés legítimo. Precisó que el Ministerio 
Público, como autoridad encargada de investigar los delitos y ejercitar la 
acción penal ante los tribunales, no puede considerarse que sea titular 
de un derecho público subjetivo ni que pueda ostentar una afectación real 
y actual a su esfera jurídica de manera directa. Así, determinó que se 
actualizaba la causal de improcedencia prevista en la fracción XXIII del 
artículo 61, en relación con los diversos 5o., fracción I, y 7o., todos de la 
Ley de Amparo, por lo que decretó el sobreseimiento en el juicio; y

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 62/2020, el cual dio origen a la tesis 
aislada I.9o.P.300 P (10a.), de rubro: "AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO 
ADSCRITO A LA DIRECCIÓN DE PROCESOS EN SALAS PENALES DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. TIENE 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER AMPARO DIRECTO CUANDO EL 
ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA RESOLUCIÓN QUE DECLARÓ 
INFUNDADO EL RECURSO DE REVOCACIÓN HECHO VALER EN 
CONTRA DE LA DETERMINACIÓN QUE TUVO POR NO ADMITIDO EL 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA 
QUE ABSUELVE AL ACUSADO, POR EXTEMPORÁNEO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de marzo de 2021 a 
las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 84, marzo de 2021, Tomo IV, página 2713, con 
número de registro digital: 2022761.

Tesis de jurisprudencia 107/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de mayo de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2024, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE JUICIOS DE AMPARO INDIRECTO 
RELACIONADOS CON LA MATERIA CONCURSAL PROMOVIDOS A PAR­
TIR DEL SIETE DE MARZO DE DOS MIL VEINTIDÓS. CORRESPONDE A 
LOS JUZGADOS DE DISTRITO ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE CON­
CURSOS MERCANTILES. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron 
criterios contradictorios al analizar qué órgano jurisdiccional es competente 
para conocer de la demanda de amparo indirecto presentada a partir de 
que los Juzgados de Distrito en Materia de Concursos Mercantiles iniciaron 
funciones –siete de marzo de dos mil veintidós–, en la que se reclamó una 
resolución emitida en un concurso mercantil iniciado antes del dieciséis de 
noviembre de dos mil veinte. Uno concluyó que el Juzgado de Distrito en 
Materia de Concursos Mercantiles, con residencia en la Ciudad de México y 
jurisdicción en toda la República mexicana, es competente por haber cesado 
la competencia de los Juzgados de Distrito mixtos, semiespecializados y 
especializados en Materia Civil o Mercantil del país para tal efecto; el otro 
sostuvo que la competencia recaía en un Juzgado de Distrito con compe­
tencia mixta, pues consideró que el juicio de amparo deriva de un concurso 
mercantil que se ingresó antes de que los Juzgados de Distritos especiali­
zados en materia concursal iniciaran funciones.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que corresponde a los Juzgados de Distrito en Materia de Concur­
sos Mercantiles conocer de los juicios de amparo indirecto relacionados 
con la materia concursal que se promuevan a partir del siete de marzo de 
dos mil veintidós, sin que sea relevante el momento en el que se ingresó 
el concurso mercantil del cual deriva la resolución impugnada.

Justificación: De los artículos 2, 3 y 6 del Acuerdo General 4/2022 del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal se desprende que los Juzgados Primero 
y Segundo de Distrito en Materia de Concursos Mercantiles iniciaron fun­
ciones el siete de marzo de dos mil veintidós con la finalidad de conocer 
todas las controversias en materia concursal a que se refieren el artículo 59, 
fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Ley 
de Concursos Mercantiles, así como de los juicios de amparo indirecto rela­
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cionados con algún procedimiento concursal; por lo que a partir de esa fecha 
se les remitirán los nuevos asuntos relacionados con esa materia. Ahora bien, 
la regla de competencia temporal contenida en el artículo 8 del acuerdo 
general referido sólo tuvo como propósito regular las cargas de trabajo y 
ampliar las facultades de los órganos jurisdiccionales especializados para 
hacerse cargo de los asuntos que antes del inicio de sus funciones se encon­
traran pendientes de resolución, sin que dicha regla sea aplicable a los 
juicios de amparo indirecto promovidos después del siete de marzo de dos mil 
veintidós, pues de conformidad con el precepto quinto transitorio del orde­
namiento indicado a partir de esa fecha cesó la competencia de los Juzgados 
de Distrito mixtos, semiespecializados y especializados para conocer de 
nuevos asuntos vinculados con la materia concursal.

1a./J. 121/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 66/2024. Entre los sustentados por el Décimo Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado 
de México. 19 de junio de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Carlos Adrián López Sánchez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 301/2023, en el que determinó, 
en esencia, que ante el panorama descrito corresponde a los juzgados de 
distrito en materia de concursos mercantiles conocer tanto de los juicios 
de amparo indirecto relacionados con esa materia que se encontraban en 
trámite antes del inicio de funciones de los órganos especializados y el 
procedimiento del cual deriven haya iniciado a partir del dieciséis de noviem­
bre de dos mil veinte, así como de todos los que, sin distinción, se promue­
van a partir del siete de marzo de dos mil veintidós; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 6/2023, en el que sostuvo, medularmente, que los 
juzgados de distrito especializados en materia concursal sólo conocerán 
de juicios de amparo indirecto en que se reclamen actos derivados de un 
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concurso mercantil iniciado antes del dieciséis de noviembre de dos mil 
veinte, con independencia de que la demanda de amparo se presente 
después del inicio de funciones de los órganos jurisdiccionales especia­
lizados; por tanto, concluyó que si el acto reclamado derivó de un pro­
cedimiento concursal iniciado el treinta de diciembre de dos mil doce, el 
conocimiento del juicio de amparo respectivo corresponde al Juzgado 
Noveno de Distrito en el Estado de México, con residencia en Nezahual­
cóyotl.

Nota: El Acuerdo General 4/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la creación, denominación e inicio de funciones de los Juzgados 
Primero y Segundo de Distrito en Materia de Concursos Mercantiles, así 
como su competencia, jurisdicción territorial, domicilio, reglas de turno, 
sistema de recepción y distribución de asuntos; a la oficina de correspon­
dencia común que les prestará servicio; y que reforma el similar 3/2013, 
relativo a la determinación del número y límites territoriales de los Circuitos 
Judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la juris­
dicción territorial y especialización por materia de los Tribunales de Circuito 
y de los Juzgados de Distrito citado, aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 04 de marzo de 2022 a las 10:07 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 11, Tomo V, marzo de 2022, página 3640, con número de 
registro digital: 5653.

Tesis de jurisprudencia 121/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de agosto de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

DENUNCIA DE CONTRADICCIÓN DE CRITERIOS REMITIDA POR RAZÓN 
COMPETENCIAL. LOS PLENOS REGIONALES PUEDEN DECLARARLA 
IMPROCEDENTE POR FALTA DE LEGITIMACIÓN SI EL DENUNCIANTE 
NO FUE PARTE EN ALGUNO DE LOS ASUNTOS RECIBIDOS. 

Hechos: Dos Plenos Regionales discreparon en torno a si, cuando reciben 
una denuncia de contradicción de criterios remitida por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la cual el denunciante no fue parte en alguno de los 
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asuntos recibidos, pueden declarar improcedente el diferendo por falta de 
legitimación o deben avalar dicho presupuesto procesal atendiendo a los 
asuntos de los que originalmente provenía.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que, si un Pleno Regional recibe una denuncia de contradic­
ción de criterios remitida por este Alto Tribunal por razón competencial en la 
que el denunciante no fue parte en alguno de los asuntos recibidos, válida­
mente puede declarar improcedente el diferendo respectivo por falta de 
legitimación.

Justificación: De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Federal 
y 227, fracción III, de la Ley de Amparo se sigue que la legitimación confe­
rida a las partes para denunciar contradicciones de criterios suscitadas entre 
Tribunales Colegiados de Circuito de la misma región se encuentra condi­
cionada a que hayan figurado con ese carácter en los asuntos que motiven 
el diferendo respectivo. De ahí que, si alguna de las partes del juicio de 
amparo denuncia una contradicción de criterios, el órgano competente 
para su resolución debe verificar si el denunciante de que se trata efectiva­
mente figuró como parte procesal cuando menos en uno de los asuntos que 
integran la contradicción respectiva. En este sentido, el envío de una denun­
cia a los Plenos Regionales por parte de esta Suprema Corte, por una cues­
tión competencial, no prejuzga sobre la actualización o no de la legitimación 
del denunciante en las contradicciones de criterios que serán sujetas a su 
conocimiento, sino que ese presupuesto procesal les corresponde verifi­
carlo a dichos Plenos atendiendo a los casos que efectivamente les fueron 
remitidos. Asumir un criterio opuesto vaciaría de contenido el mandato consti­
tucional y legal de que, tratándose de denuncias formuladas por las partes 
del juicio de amparo, estas últimas deben haber tenido ese carácter en los 
asuntos que motivan la contradicción, es decir, se habilitaría a los órga­
nos resolutores para que se pronuncien sobre diferendos de criterios en los 
cuales la parte denunciante ni siquiera participó en alguno de los asun­
tos sometidos a su conocimiento.

1a./J. 122/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 67/2024. Entre los sustentados por el Pleno Regional 
en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en 
la Ciudad de México y el Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo 
de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México. 19 de 
junio de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha 
Mercado.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región 
Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México, al resolver la contra­
dicción de criterios 154/2023 en la que examinó criterios emanados de 
asuntos en los cuales el denunciante no fue parte. Sin embargo, consideró 
acreditada su legitimación porque la denuncia derivó de una totalidad 
de asuntos, en dos de los cuales sí fue quejoso y, por ende, debía sub­
sistir su legitimación, independientemente de que la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación hubiera dividido la denuncia 
primigenia y remitido sólo una parte a ese órgano judicial. Además, indicó 
que dicha determinación privilegiaba los derechos de acceso a la justicia 
y a la seguridad jurídica; y

El sustentado por el Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región 
Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, al desechar la 
contradicción de criterios 87/2023 por estimar que el denunciante carecía 
de legitimación para formularla, toda vez que no era parte procesal en 
aquellos asuntos que recibió del Alto Tribunal.

Tesis de jurisprudencia 122/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de siete de agosto de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

OMISIÓN EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA DE AMPARO INDIRECTO. 
PROCEDE EL RECURSO DE QUEJA CUANDO HAN TRANSCURRIDO 
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MÁS DE NOVENTA DÍAS DESDE QUE EL EXPEDIENTE SE ENCUENTRA 
EN ESTADO DE RESOLUCIÓN. 

Hechos: Dos Juzgados de Distrito omitieron dictar sentencia en la audiencia 
constitucional de juicios de amparo indirecto. Las partes quejosas interpusie­
ron recursos de queja en contra de esta dilación y los Tribunales Colegiados 
emitieron criterios discordantes en relación con la procedencia del recurso.

En el primer caso transcurrieron seis meses desde que el Juzgado de Dis­
trito celebró la audiencia constitucional y la interposición del recurso de queja. 
El Tribunal Colegiado desechó el recurso porque dentro de los supuestos 
de procedencia de la queja no se prevé de manera expresa el relativo a las 
omisiones o dilaciones en que pudiera incurrir un órgano jurisdiccional en 
el trámite de amparo y, en particular, en la omisión de dictar sentencia.

En el segundo asunto transcurrieron ocho días entre la celebración de la 
audiencia constitucional y la interposición del recurso de queja. El Tribunal 
Colegiado declaró sin materia el recurso porque, con posterioridad a que el 
quejoso interpuso el recurso de queja, el Juzgado de Distrito dictó senten­
cia, por lo que la omisión alegada se había superado. Sin embargo, en sus 
consideraciones sostuvo que, contra el acto omisivo consistente en la falta 
del Juzgado de Distrito de emitir sentencia en la audiencia constitucional, sí 
resultaba procedente el recurso de queja.

Criterio jurídico: Es procedente el recurso de queja, previsto en el artículo 97, 
fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, en contra de la omisión de dictar 
sentencia en el juicio de amparo indirecto, cuando ha transcurrido el plazo 
razonable de noventa días contado desde la fecha en que estuvo debida­
mente integrado el expediente y en estado de resolución.

Justificación: La Ley de Amparo no prevé un plazo para emitir sentencia 
dentro de un juicio de amparo indirecto cuando no se dicta el mismo día en 
que se celebró la audiencia constitucional. A diferencia del amparo indirecto, 
el artículo 183 de la señalada ley sí establece un plazo de noventa días 
para el dictado de la sentencia de amparo directo.
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Este plazo de noventa días representa una referencia razonable para deter­
minar en qué momento se actualiza una omisión de dictar sentencia tanto 
para el amparo directo como el indirecto. Considerar lo contrario, esto es, 
que los Juzgados de Distrito no cuentan con un plazo para dictar las sen­
tencias en los amparos indirectos, generaría una vulneración al derecho 
humano a la protección judicial efectiva previsto en el artículo 25 de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 17 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En atención a lo anterior, procede el recurso de queja previsto en el artículo 
97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, cuando se impugna una dila­
ción de los Juzgados de Distrito de emitir sentencia en el juicio de amparo 
indirecto y han transcurrido noventa días de esa omisión.

Ahora, si al recibir el recurso el Tribunal Colegiado advierte que no ha trans­
currido este plazo, podrá desechar de plano la queja al no existir todavía la 
omisión atribuida al órgano jurisdiccional de amparo. De igual forma, deberá 
analizar caso por caso si el retraso en el dictado de la resolución está justi­
ficado o no.

1a./J. 125/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 102/2023. Entre los sustentados por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 10 de abril de 2024. Cinco votos 
de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien reservó su derecho 
para formular voto aclaratorio, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan 
Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver la queja 2/2023, en la que consideró que el recurso de queja 
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era improcedente contra la omisión de la persona juzgadora de Distrito 
de dictar sentencia en audiencia constitucional dentro de un juicio de 
amparo indirecto, porque la omisión referida no tiene el carácter de reso­
lución, por lo que no puede examinarse a la luz de la trascendencia y 
gravedad de un perjuicio no reparable, ya que con el pronunciamiento de 
éste se subsana la omisión; y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver la queja 30/2020, en la que determinó que el recurso 
de queja era procedente contra la omisión de la persona juzgadora de 
Distrito de dictar sentencia en audiencia constitucional dentro de un juicio 
de amparo indirecto, por lo que el juicio de amparo es la vía idónea para 
garantizar el respeto al derecho de acceso a la jurisdicción, por ello el 
inciso e), fracción II, del artículo 97 la Ley de Amparo no debe interpretarse 
en el sentido restrictivo literal respecto de su procedencia sólo contra 
determinaciones, sino también respecto de las omisiones que guarden la 
misma cualidad de irreparabilidad.

Tesis de jurisprudencia 125/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2024 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

RECURSO CONTRA EL CUMPLIMIENTO O EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 
DE AMPARO. PROCEDE EL REENCAUZAMIENTO DE LA VÍA COMO RE­
CURSO DE INCONFORMIDAD, CON INDEPENDENCIA DE LA DENOMI­
NACIÓN QUE LE OTORGUEN QUIENES LO PROMUEVAN. 

Hechos: El artículo 80 de la Ley de Amparo se encuentra en el Título Primero 
denominado "Reglas Generales" y señala que en este juicio sólo se admitirán 
los recursos de revisión, queja y reclamación, y tratándose del cumplimiento 
de sentencia, el de inconformidad. Por su parte, el artículo 213 de la señalada 
ley está en el Título Tercero relativo al "Cumplimiento y Ejecución" e indica 
que en el recurso e incidentes a que se refiere este título, el órgano jurisdic­
cional de amparo deberá suplir la deficiencia de la vía y de los argumentos 
hechos valer por el promovente.
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Los hechos que derivaron en la presente contradicción tienen su origen 
en dos recursos de queja que interpusieron personas en contra del indebido 
cumplimiento a sentencias de amparos indirectos que obtuvieron a su favor. 
Los respectivos Tribunales Colegiados llegaron a conclusiones distintas al 
resolverlos.

El primer Tribunal Colegiado resolvió que el recurso de queja no procede 
contra las resoluciones que declaran infundada la denuncia de repetición 
del acto reclamado, pues el medio idóneo es el recurso de inconformidad. 
Sin embargo, en atención a la suplencia de la vía prevista en el artículo 213 
de la Ley de Amparo, procedía reencauzar el recurso y darle el trámite de 
inconformidad.

El segundo Tribunal Colegiado determinó que el recurso de queja no procede 
contra la resolución que declaró cumplida una sentencia de amparo. El re­
curso de inconformidad era el correcto, pero a su parecer no se encontraba 
facultado para reencauzar la vía porque el recurso de queja no se encon­
traba previsto en el Título Tercero de la Ley de Amparo denominado "Cum­
plimiento y ejecución". En consecuencia, no resultaba aplicable el artículo 
213 de la Ley de Amparo.

Criterio jurídico: Cuando se interpone un medio de impugnación distinto al 
recurso de inconformidad en la etapa de cumplimiento de una sentencia 
de amparo y se advierte que la verdadera intención de la parte recurrente es 
cuestionar la ejecución o el cumplimiento de la sentencia, los órganos jurisdic­
cionales deben reencauzar la vía y tramitarlo como recurso de inconformidad.

Justificación: El artículo 201 de la Ley de Amparo señala que el recurso de 
inconformidad procede contra la resolución que: a) tenga por cumplida la 
sentencia de amparo; b) declare que existe imposibilidad para cumplirla u 
ordena el archivo definitivo del asunto; c) declare sin materia o infundada la 
denuncia de repetición del acto reclamado; y d) declare infundada o impro­
cedente la denuncia por incumplimiento de la declaratoria general de incons­
titucionalidad.

En atención a lo anterior, si una persona promueve otro medio de impugnación 
cuando claramente su intención es impugnar cualquiera de las resoluciones 
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contempladas en el artículo 201, se debe suplir la deficiencia de la vía y 
reencauzarla al recurso de inconformidad en términos del artículo 213 de la 
Ley de Amparo. Ello, porque lo relevante para otorgar el trámite correcto no 
es la denominación del recurso, sino que se advierta con claridad la resolu­
ción que se impugna y la intención de la parte recurrente de inconformarse 
con tal determinación.

1a./J. 126/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 240/2023. Entre los sustentados por el Quinto Tribu­
nal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Décimo 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
5 de junio de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta 
Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Ricardo 
Martínez Herrera.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 215/2023, en la que sostuvo que no se encon­
traba legalmente facultado para reencauzar la vía de un recurso de queja, 
dado que no se actualiza el supuesto establecido en el artículo 213 de la 
Ley de Amparo, ya que el reencauzamiento sólo procede tratándose del 
recurso y los incidentes previstos en su Título Tercero denominado "Cum­
plimiento y Ejecución", en el cual no se ubica el recurso de queja; y

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, al resolver la queja 241/2015, la cual dio origen a la 
tesis aislada I.16o.A.8 K (10a.), de título y subtítulo: "SUPLENCIA DE LA DEFI­
CIENCIA DE LA VÍA EN EL AMPARO. SI EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
ADVIERTE QUE EL RECURRENTE EQUIVOCÓ EL MEDIO DE DEFENSA 
PARA INCONFORMARSE CONTRA UNA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL 
PROCEDIMIENTO DE CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA PROTEC­
TORA Y DEL ESCRITO RESPECTIVO PUEDE DESENTRAÑARSE SU 
VERDADERA INTENCIÓN, EN ATENCIÓN A AQUEL PRINCIPIO, DEBE 
REGULARIZARSE EL TRÁMITE PARA ENCAUSARLO AL RECURSO PRO­
CEDENTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
11 de diciembre de 2015 a las 11:15 horas y en la Gaceta del Semanario 



338

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, diciembre de 2015, 
Tomo II, página 1312, con número de registro digital: 2010719.

Tesis de jurisprudencia 126/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2024 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

REMATE EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA VIGENCIA DEL AVA­
LÚO DE LOS BIENES EMBARGADOS PUEDE DETERMINARSE CON­
FORME LO DISPUESTO EN LA LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL LOCAL 
APLICADA SUPLETORIAMENTE AL CÓDIGO DE COMERCIO (LEGISLA­
CIÓN PROCESAL CIVIL DE LOS ESTADOS DE PUEBLA Y BAJA CALI­
FORNIA).

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito analizaron juicios ejecutivos 
mercantiles en los que, con circunstancias similares, llegaron a conclusiones 
opuestas sobre la supletoriedad de la legislación procesal civil al Código 
de Comercio, respecto de la vigencia del avalúo de los bienes embargados 
en el procedimiento de remate.

Uno de los Tribunales Colegiados consideró que no era aplicable supleto­
riamente al Código de Comercio lo dispuesto en el artículo 484, fracción V, 
del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano de 
Puebla, que establece que el avalúo para ser considerado en el remate deberá 
tener una antigüedad máxima de un año, porque ello implicaba adicionar un 
requisito a lo regulado en la señalada legislación mercantil. El otro Tribunal 
Colegiado estimó que el artículo 469, fracción VI, del Código de Proce­
dimientos Civiles para el Estado de Baja California, que dispone que la 
vigencia del valor que se obtenga por los avalúos será de seis meses, resul­
taba aplicable supletoriamente al Código de Comercio porque esta legisla­
ción no establecía vigencia para el indicado avalúo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que, para el remate de los bienes embargados en juicios 
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ejecutivos mercantiles, resulta aplicable supletoriamente al Código de Comer­
cio el plazo de vigencia que respecto de los avalúos establece la legislación 
procesal civil de la entidad federativa de que se trate, toda vez que el Código 
Federal de Procedimientos Civiles no establece una temporalidad de vigen­
cia para los indicados avalúos. Así, resulta aplicable supletoriamente al 
Código de Comercio, según el caso, lo previsto en el artículo 484, fracción V, 
del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano de 
Puebla, que establece que el avalúo para ser considerado en el remate 
deberá tener una antigüedad máxima de un año; así como lo dispuesto en 
el artículo 469, fracción VI, del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Baja California, que dispone que la vigencia del valor que se 
obtenga por los avalúos será de seis meses.

Justificación: El objeto del juicio ejecutivo mercantil es hacer efectivo un 
derecho que ya se encuentra consignado en un título, por lo que son proce­
dimientos sumarios en los que esencialmente presentado el título para su 
cobro judicial se embargan bienes al demandado a fin de que si la acción 
se decreta fundada se proceda al remate y se pague al acreedor el adeudo 
consignado.

En ese contexto, la vigencia del avalúo de los bienes tiene un papel primor­
dial porque el hecho de que el remate se lleve a cabo conforme a un precio 
actualizado garantiza derechos tanto del ejecutante como del ejecutado, 
pues al primero interesa que los bienes sean suficientes para garantizar el 
pago de su crédito y al segundo que su propiedad embargada resulte 
idónea para liberarse de la deuda con el producto de la venta.

Por tanto, al ser omiso el Código de Comercio en cuanto a establecer una 
vigencia idónea y eficaz del avalúo, para los casos en que por circunstancias 
extraordinarias no se logre cumplir con la celeridad que normativamente 
caracteriza al juicio ejecutivo mercantil, resulta procedente la aplicación 
supletoria de la legislación procesal civil local en la que se precise un tér­
mino prudente para considerar actual el avalúo y que el remate se lleve a cabo 
conforme a un valor real del bien de su objeto; ello, al tratarse de una dispo­
sición que armoniza con las bases esenciales del sistema legal que suple.

1a./J. 149/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 376/2023. Entre los sustentados por el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Cole­
giado del Décimo Quinto Circuito. 28 de agosto de 2024. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcán­
tara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 164/2023, en el que consideró que la ley 
procesal de la Entidad Federativa correspondiente, en particular el artículo 
484, fracción V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre 
y Soberano de Puebla, no era aplicable supletoriamente al Código de 
Comercio, a efecto de establecer que en el procedimiento de remate 
el avalúo de los bienes inmuebles tenía la vigencia máxima de un año; y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 246/2009, en el que consideró que en los 
juicios ejecutivos mercantiles, a efecto de establecer la vigencia del avalúo 
de los bienes presentado en el procedimiento de remate, sí era aplicable 
supletoriamente al Código de Comercio lo dispuesto en la ley procesal 
Estatal, esto es, el artículo 469, fracción VI, del Código de Procedimientos 
Civiles para el Estado de Baja California, conforme al cual la vigencia del 
valor que se obtuviera del avalúo era de seis meses.

Tesis de jurisprudencia 149/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 246/2009, resuelto por 
el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, derivó la tesis 
aislada XV.1o.66 C, de rubro: "AVALÚOS DE INMUEBLES EN JUICIOS 
EJECUTIVOS MERCANTILES. PARA ESTABLECER EL PLAZO DE SU 
VIGENCIA DEBE APLICARSE LA LEY PROCESAL DE LA ENTIDAD FEDE­
RATIVA CORRESPONDIENTE.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, febrero de 2010, 
página 2797, con número de registro digital: 165331.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2024 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de noviembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONCEDERLA CON EFECTOS 
RESTITUTORIOS PROVISIONALES EN CONTRA DE LA NEGATIVA DEL 
MINISTERIO PÚBLICO DE PERMITIR A LAS PERSONAS PRESUNTA­
MENTE INDICIADAS EL ACCESO A LOS REGISTROS DE UNA CARPETA 
DE INVESTIGACIÓN, ÚNICAMENTE CUANDO EL ÓRGANO JURISDIC­
CIONAL DE AMPARO CUENTE CON ELEMENTOS PARA ESTABLECER, 
AUN INDICIARIAMENTE, QUE LA PERSONA QUEJOSA SE UBICA EN 
ALGUNO DE LOS SUPUESTOS QUE SE DEDUCEN DE LOS ARTÍCULOS 
20, APARTADO B, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 113, 
FRACCIÓN VIII, Y 218 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES. 

Hechos: Un Pleno de Circuito y un Pleno Regional, al resolver los correspon­
dientes asuntos que se sometieron a su respectiva jurisdicción, arribaron a 
posiciones opuestas con relación a la procedencia de la suspensión provi­
sional en amparo indirecto, con efectos restitutorios provisionales, en contra 
de la negativa u omisión ministerial de permitir a las personas presunta­
mente indiciadas el acceso a los registros de la carpeta de investigación.

Criterio jurídico: Por la naturaleza de la negativa u omisión del Ministerio Público 
de permitir el acceso a personas presuntamente indiciadas a los registros de 
la respectiva carpeta de investigación, es jurídica y materialmente posible 
otorgar la suspensión provisional con efectos restitutorios o de tutela anticipada, 
precisamente, para que esas personas estén en condiciones de imponerse 
de los correspondientes registros. Sin embargo, la persona juzgadora de 
amparo, en ejercicio pleno de su arbitrio, debe evaluar por sus propios méri­
tos cada caso específico a partir del estudio ponderado de la apariencia 
del buen derecho, la no afectación al interés social y no contravención a 
disposiciones de orden público, para determinar si a partir de la información 
proporcionada en la demanda de amparo y sus anexos o de aquella de la 
que tenga conocimiento por ser un hecho notorio y se ponga de manifiesto, 
aun indiciariamente, que la persona quejosa se ubica en alguno de los supuestos 
que se deducen de los artículos 20, Apartado B, fracción VI, de la Constitución 
Federal, 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, o bien, que se hayan realizado actos de molestia en su contra.
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Justificación: La lectura conjunta de los artículos 6, apartado A, fracción I, 
de la Constitución Federal, 113, fracción XII, de la Ley General de Transparen­
cia y Acceso a la Información Pública, y 218, párrafo primero, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, así como de la jurisprudencia constitu­
cional en la materia, permite establecer que la información generada con 
motivo de la investigación de los delitos a cargo del Ministerio Público, por regla 
general, detenta el carácter de reservada frente al derecho fundamental de 
acceso a la información pública.

Sin embargo, del contenido de los artículos 20, Apartado B, fracción VI, de 
la Constitución Federal, 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional de Pro­
cedimientos Penales, en congruencia con los derechos fundamentales de 
debido proceso y defensa adecuada, así como del principio de presun­
ción de inocencia, se desprende que la persona investigada o probable 
responsable adquiere la titularidad del derecho subjetivo de acceso a los 
registros de la correspondiente investigación penal, cuando: (i) se encuentra 
detenida; (ii) ha sido citada a comparecer ante la autoridad ministerial para 
rendir declaración o entrevista; (iii) ha sido sujeta a algún acto de molestia, 
en términos del artículo 266 de la legislación procesal penal; o bien, (iv) ha 
sido citada para comparecer ante la autoridad jurisdiccional.

Por tanto, la interpretación armónica y sistemática de los artículos 107, fracción 
X, de la Constitución Federal, 128, 138 y 147, segundo párrafo, de la Ley de 
Amparo, con relación a la doctrina jurisprudencial desarrollada por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al respecto, permite establecer que por la 
naturaleza permanente de la negativa ministerial u omisión de permitir a las 
personas presuntamente indiciadas el acceso a la carpeta de investiga­
ción, es jurídica y materialmente posible otorgar su suspensión provisional 
con efectos restitutorios. No obstante, para verificar si la concesión de la 
medida suspensional con efectos de tutela anticipada no afecta al interés 
social o disposiciones de orden público en mayor medida que la apariencia 
del buen derecho, la persona juzgadora de amparo debe constatar, en 
cada caso concreto, que la información proporcionada en la demanda de 
amparo, sus anexos o de la que tenga conocimiento, permita establecer en 
grado indiciario o suspensional que la persona quejosa se ubica en alguno 
de los supuestos que se deducen de los artículos 20, Apartado B, fracción 
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VI, de la Constitución Federal, 113, fracción VIII, y 218 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales; o bien, que se ha materializado en su contra 
algún acto de molestia.

Sin soslayar que la concesión de la suspensión con efectos de tutela anti­
cipada, en algunos casos, implicará un eventual riesgo de dejar sin materia 
el juicio de amparo; sin embargo, para evitar la consumación irreparable a 
derechos fundamentales, la persona juzgadora habrá de privilegiar la lógica 
tutelar del juicio constitucional y sostener la procedencia de la medida 
suspensional.

1a./J. 151/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 221/2023. Entre los sustentados por el Pleno Regional 
en Materia Penal de la Región Centro-Sur, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla y el Pleno del Vigésimo Quinto Circuito. 5 de junio de 
2024. Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio y los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: 
Ministra Loretta Ortiz Ahlf y Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Pleno Regional en Materia Penal de la Región Centro-Sur, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver la contradicción de 
criterios 22/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PR.P.CS. 
J/7 P (11a.), de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE 
AMPARO. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA 
CON EFECTOS RESTITUTORIOS CONTRA LA NEGATIVA PARA QUE EL 
QUEJOSO TENGA ACCESO A UNA CARPETA DE INVESTIGACIÓN INS­
TAURADA EN SU CONTRA Y OBTENGA COPIAS DE LA MISMA.", publi­
cada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 29, septiembre de 2023, Tomo V, página 4744, con número 
de registro digital: 2027218; y

El sustentado por el Pleno del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver la contradic­
ción de tesis 1/2017, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.
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XXV. J/11 P (10a.), de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DE LA RE­
PRESENTACIÓN SOCIAL DE DAR ACCESO A LOS INDICIADOS A LA 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN, AL SER UN ACTO NEGATIVO CON 
EFECTOS DE MOMENTO A MOMENTO.", publicada en la Gaceta del Se­
manario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 70, septiembre 
de 2019, Tomo II, página 1535, con número de registro digital: 2020650.

Tesis de jurisprudencia 151/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PENSIÓN ALIMENTICIA. CUANDO SU INCREMENTO SE PACTA EN LA 
MISMA PROPORCIÓN QUE EL SALARIO MÍNIMO, PARA SU CÁLCULO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA TODOS LOS FACTORES QUE LO COM­
PONEN, INCLUIDO EL MONTO INDEPENDIENTE DE RECUPERA­
CIÓN (MIR). 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron 
criterios contradictorios al analizar la forma en que debía interpretarse el pacto 
relativo a que la pensión alimenticia fijada debía aumentar en la misma pro­
porción que el salario mínimo. Mientras que un Tribunal consideró que el 
monto independiente de recuperación (MIR) establecido por el Consejo de 
Representantes de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, como com­
ponente del salario mínimo a partir del uno de enero de dos mil diecisiete, 
no debía formar parte del aumento porque su finalidad era la recuperación 
del poder adquisitivo de los trabajadores asalariados que perciben única­
mente un salario mínimo; los otros estimaron que el MIR es uno de los tres 
componentes que integran el salario mínimo general y, por tanto, su aumento, 
al igual que el del incremento por fijación, debe tomarse en consideración 
para calcular los alimentos cuando se pacta que la pensión alimenticia 
aumentará en la proporción que el salario mínimo general.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que para el cálculo de las pensiones alimenticias cuyo 
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incremento se convenga en la misma proporción que el salario mínimo gene­
ral, deben tomarse en cuenta todos los factores que componen dicho salario, 
incluido el monto independiente de recuperación.

Justificación: A partir del uno de enero de dos mil diecisiete, el salario mí­
nimo general se integra por tres componentes: 1) el monto del salario mínimo 
vigente; 2) el MIR (cantidad fija que se agrega al anterior); y 3) el incremento 
por fijación, que constituye un porcentaje cuyo resultado se suma a los dos 
primeros componentes. El MIR, aun cuando fue determinado para recupe­
rar el poder adquisitivo del salario de los trabajadores que percibían única­
mente un salario mínimo, es un componente que debe tomarse en cuenta si 
se conviene que el monto por concepto de alimentos pactado aumentará en 
la proporción que el salario mínimo general. Por lo que debe considerarse 
el mismo en términos de los elementos que lo integran, pues es manifiesto 
que acorde con la finalidad u objeto para el que se proporcionan los alimen­
tos, los acreedores también sufren la pérdida del poder adquisitivo, por lo 
que el MIR de igual manera es un parámetro adecuado para que afronten 
los costos de vida, esto es, que puedan continuar cubriendo los rubros que 
incluyen los alimentos, a pesar de la inflación que conlleva la disminución 
del poder adquisitivo.

1a./J. 152/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 319/2023. Entre los sustentados por el Cuarto Tribu­
nal Colegiado del Trigésimo Circuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Mate­
ria Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Tercer Circuito. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y 
las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia 
Lissette Montaño Mendoza.

Tesis y/o criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resol­
ver los amparos en revisión 193/2022 y 194/2022, en los que determinó 
que el monto independiente de recuperación, que integra el salario mínimo 
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vigente, no debe tomarse en consideración para efecto del aumento anual 
de pensión alimenticia cuando las partes acuerdan que el mismo se hará 
en proporción al incremento del salario mínimo, en virtud de que se 
trata de un componente que fue creado exclusivamente para contribuir a 
la recuperación del poder adquisitivo de los trabajadores que únicamente 
perciben un salario mínimo como ingreso; y

El diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 371/2019 y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revi­
sión 87/2023, en los que concluyeron que el monto independiente de recu­
peración es uno de los componentes del salario mínimo a partir de enero 
de dos mil diecisiete, por lo que si las partes acuerdan que el incremento de 
la pensión alimenticia pactada debe hacerse conforme al del salario 
mínimo, entonces, debe atenderse a todos sus componentes sin excluir 
al mencionado monto de recuperación, máxime que el acreedor alimen­
tario también se ve afectado por la pérdida del poder adquisitivo. Y que 
debe tomarse en cuenta la forma en que se acordó el incremento.

Tesis de jurisprudencia 152/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 19 de noviem­
bre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

PRUEBA TESTIMONIAL. SÍ ES IDÓNEA PARA ACREDITAR EL DOMICI­
LIO DE UNA PERSONA A LA QUE SE LE PRACTICÓ UNA DILIGENCIA DE 
EMPLAZAMIENTO; AUNQUE, POR SÍ SOLA, ES INSUFICIENTE PARA 
DESVIRTUAR LA LEGALIDAD DE LA RAZÓN ACTUARIAL RESPECTIVA. 

Hechos: Los tribunales contendientes sostuvieron criterios distintos en 
cuanto a la idoneidad de la prueba testimonial para acreditar el domicilio 
de la persona emplazada a un juicio. Uno de ellos sostuvo que la prueba 
testimonial no es idónea, ya que ese medio probatorio no puede reemplazar 
las exigencias legales que debe cumplir el actuario al llevar a cabo esa dili­
gencia. El otro, en cambio, sostuvo que la prueba testimonial sí es idónea 
para acreditar el domicilio del emplazado, al tratarse de un hecho.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la prueba testimonial sí es idónea para acreditar el domicilio de 
una persona a la que se le practicó una diligencia de emplazamiento. Sin 
que ello signifique que ese medio probatorio sea suficiente, por sí solo, para 
desvirtuar lo asentado en la razón actuarial respectiva sobre la certeza de 
que la diligencia se llevó a cabo efectivamente en el domicilio de la parte 
llamada a juicio.

Justificación: El emplazamiento es una de las formalidades esenciales del 
procedimiento y su falta o ilegalidad constituye una violación procesal de gran 
trascendencia, pues puede tener como resultado que se deje a la parte 
demandada en estado de indefensión en perjuicio de su derecho de audien­
cia. Asimismo, los actuarios que llevan a cabo las diligencias de empla­
zamiento están investidos de fe pública, en virtud de la cual, los hechos de 
los que dan cuenta gozan de veracidad, salvo prueba en contrario. En este 
sentido, uno de los medios idóneos para acreditar el domicilio de una per­
sona llamada a juicio es la prueba testimonial, toda vez que ello constituye 
un hecho que se puede percibir mediante los sentidos y narrarse en forma 
cierta y congruente en juicio. Sin embargo, esa prueba, por sí sola, resulta 
insuficiente para desvirtuar lo señalado por el funcionario judicial investido 
de fe pública en la razón actuarial respectiva, pues para lograr esto último, 
dicha testimonial debe estar acompañada de otro u otros medios probatorios 
que generen convicción en la persona juzgadora de que el emplazamiento 
efectivamente no se llevó a cabo en el domicilio de la parte demandada.

1a./J. 153/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 112/2024. Suscitada entre el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Civil del Sexto Circuito (Región Centro-Sur), Segundo 
Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito (Región Centro-Norte) y 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito (Región 
Centro-Sur). 12 de septiembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Víctor Manuel Rocha Mercado.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito 
(Región Centro-Sur), al resolver el recurso de queja 422/2023, en el que 
determinó que las pruebas testimoniales con las que se pretende demos­
trar cuál era el domicilio del quejoso al momento del emplazamiento, 
no pueden reemplazar las exigencias que para la práctica de un empla­
zamiento establece la ley adjetiva de la materia, por lo que resulta ajustado 
a derecho no admitirlas.

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito 
(Región Centro-Norte), al resolver el amparo en revisión 7/1993, el cual 
dio origen a la tesis aislada de rubro: "DOMICILIO DIVERSO AL DEL 
EMPLAZAMIENTO. PRUEBA DEL.", publicada en la Gaceta del Semana­
rio Judicial de la Federación, Octava Época, mayo de 1993, Tomo XI, 
página 324, con número de registro digital: 216353.

Tesis de jurisprudencia 153/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2024 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2024, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMPARO ADHESIVO. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE 
DESECHARLO CUANDO SE DECLARE INCOMPETENTE PARA CONOCER 
DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO –PRINCIPAL–, POR CONSIDERAR 
QUE DEBIÓ TRAMITARSE EN LA VÍA INDIRECTA. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron 
criterios contradictorios al analizar si en un amparo directo en el que el Tribunal 
Colegiado de Circuito se declaró legalmente incompetente para conocerlo 
porque debió tramitarse por la vía indirecta y ordenó su remisión a un Juzgado 
de Distrito, el propio órgano colegiado debe ocuparse de la procedencia del 
amparo adhesivo promovido en dicha instancia o enviarlo al Juzgado para que 
se pronuncie al respecto. Mientras que uno estimó que el amparo adhesivo 
debía declararse sin materia; los otros decidieron que a quien correspondía 
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pronunciarse –por ser el amparo adhesivo accesorio del principal– era al 
Juzgado de Distrito que se avocara al conocimiento del asunto.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito pronunciarse 
y desechar el amparo adhesivo cuando se declare incompetente para conocer 
de un juicio de amparo directo –principal– y ordene su remisión al Juzgado de 
Distrito por considerar que debió tramitarse en la vía indirecta.

Justificación: Cuando un Tribunal Colegiado de Circuito estima que carece 
de competencia legal para conocer de un amparo directo al considerar 
que debió tramitarse por la vía indirecta y en dicho juicio también se le dio 
trámite a un amparo adhesivo que inicialmente resultaba procedente al 
subsistir la demanda de amparo principal a cuya condición estaba sujeta 
aquél; lo que procede es que el Tribunal Colegiado se declare parcialmente 
competente para ocuparse del amparo adhesivo, pues su estudio es de su 
exclusiva competencia, en términos del artículo 182 de la Ley de Amparo, 
en relación con los diversos 107, fracción V, de la Constitución Federal y 34 
de la propia ley y, por otro lado, se declare incompetente para conocer del 
juicio de amparo directo –principal– porque el acto reclamado debe impug­
narse en la vía indirecta ante un Juzgado de Distrito y ordene la remisión del 
expediente respectivo conforme al artículo 45 de la Ley de Amparo.

Ello, pues el hecho de que se declare incompetente para conocer del amparo 
implica desaparecer el vínculo existente entre ese juicio y el amparo adhe­
sivo, dado que la naturaleza de éste es accesoria y su principal elemento 
de procedencia es que se promueva en relación con un amparo principal, 
por lo que si dicha condición ya no prevalece, se actualiza el supuesto de 
improcedencia previsto en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
182, ambos de la Ley de Amparo, lo que lleva a desecharlo.

Decisión que corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito por ser el facul­
tado para evaluar cualquier aspecto –de procedencia y/o de la pretensión– 
del amparo adhesivo, ya que tiene la competencia necesaria para analizar 
la relación entre el amparo directo principal y el amparo adhesivo. Conside­
rar que un Juzgado de Distrito puede pronunciarse sobre la procedencia 
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del amparo adhesivo, desnaturalizaría dicha figura jurídica, generando 
confusiones y conflictos que podrían afectar la eficacia del sistema de amparo, 
en la medida en que en el amparo bi-instancial o indirecto no existe la figura 
del amparo adhesivo.

1a./J. 160/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 135/2024. Suscitada entre el Séptimo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito. 16 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Minis­
tro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito (Región Centro-Sur), al resolver el amparo directo 385/2021, en el 
que determinó que al decretar la incompetencia en razón de grado, para 
conocer del amparo directo principal, lo conducente es declarar sin materia 
el amparo adhesivo.

El pronunciado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Séptimo Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el amparo 
directo 798/2021, en el que sostuvo que ante la incompetencia legal decre­
tada para conocer del amparo directo principal, debe ordenarse también 
la remisión del amparo adhesivo al Juzgado de Distrito que corresponda 
para que se avoque a su conocimiento.

El que sostuvo el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil 
del Vigésimo Segundo Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el amparo 
directo 591/2022, en el que consideró que al decretar la incompetencia 
legal para conocer del amparo principal, debe omitirse realizar pronun­
ciamiento alguno sobre el adhesivo y enviarse la adhesión al juzgador 
correspondiente para que sea éste quien se pronuncie sobre su proce­
dencia o improcedencia.
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Tesis de jurisprudencia 160/2024(11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

ALIMENTOS. EL DERECHO A PERCIBIRLOS NO CESA POR EL SOLO 
HECHO DE QUE LA PERSONA ACREEDORA HAYA CONCLUIDO SUS 
ESTUDIOS EN UNA INSTITUCIÓN DE BACHILLERATO TÉCNICO, SI 
CONTINÚA SU EDUCACIÓN A NIVEL SUPERIOR. 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron criterios distintos 
sobre la continuidad del derecho a percibir alimentos cuando la persona 
acreedora concluyó sus estudios a nivel medio superior en una institución de 
bachillerato técnico. Mientras que uno estableció que la certificación otorgada 
por estas instituciones resulta suficiente para considerar que la persona egre­
sada se encuentra en posibilidades de incorporarse al mercado laboral y 
obtener ingresos propios, el otro concluyó que no existía razón para darle 
un trato diferenciado con respecto a las personas egresadas de otras insti­
tuciones de educación media superior cuando su intención es continuar su 
preparación a nivel universitario.

Criterio jurídico: Cuando una persona que ha concluido el bachillerato téc­
nico tiene la intención de ingresar a una institución de educación superior 
para continuar su preparación académica, su derecho a percibir alimentos 
no cesa por este solo hecho, pues debe recibir el mismo tratamiento jurídico 
que una persona que, habiendo cursado el bachillerato bajo otra modalidad, 
decide continuar su preparación a nivel universitario.

Justificación: Es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que 
la obligación alimentaria no cesa necesariamente al cumplir los hijos o las 
hijas la mayoría de edad, sino que puede extenderse en ciertos casos hasta 
la conclusión de su formación académica.

El trato diferenciado entre una persona que cursó la educación media supe­
rior bajo la modalidad de bachillerato técnico y una que lo hizo bajo otra 
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modalidad, para efectos de la continuidad del derecho a percibir alimentos 
durante sus estudios profesionales, carece de una finalidad constitucional­
mente válida. La certificación expedida por la primera de esas instituciones 
no puede equipararse a un título de licenciatura o su equivalente, sino que 
se trata sólo de una de las formas de cumplir los requisitos necesarios para 
ingresar a la educación superior.

En ambos casos, las personas con estudios de bachillerato cuentan con la 
misma libertad para elegir proseguir sus estudios en una institución de 
educación superior, caso en el cual, tendrán derecho a percibir alimentos a 
cargo de quien ostente esa obligación.

Además, exentar a los progenitores de su deber alimentario con base en una 
decisión tomada durante la minoría de edad de sus hijas e hijos, en relación 
con el tipo de bachillerato a estudiar, podría generar un conflicto de intereses 
con repercusión negativa en su derecho a elegir su propio plan de vida en 
un contexto de libertad y autonomía.

1a./J. 162/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 321/2023. Suscitada entre el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito. 25 de septiembre de 2024. Cinco votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa 
Pastrana.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
(Región Centro-Sur), al resolver el amparo en revisión 292/2009, el cual 
dio origen a la tesis aislada I.3o.C.808 C, de rubro: "PENSIÓN ALIMENTI­
CIA. NO PROCEDE SU CONDENA CUANDO EL ACREEDOR ES MAYOR 
DE EDAD Y CUENTA CON PREPARACIÓN Y ESTUDIOS TÉCNICOS SU­
FICIENTES PARA OBTENER INGRESOS PROPIOS, AUN CUANDO SU 
INTENCIÓN SEA LA DE SEGUIR ESTUDIOS PROFESIONALES.", publicada 
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en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, 
julio de 2010, Tomo XXXII, página 2010, con número de registro digital: 
164281.

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito (Región 
Centro-Norte), al resolver el amparo directo 133/2023, en el que determinó 
que la pensión alimenticia no debe cesar a pesar de que el acreedor alimen­
tario sea mayor de edad y cuente con estudios técnicos suficientes para 
obtener ingresos propios, cuando en ejercicio de su derecho fundamental 
al libre desarrollo de la personalidad opte por continuar con sus estudios 
profesionales de manera ordinaria y en el nivel superior correspondiente 
a su edad y etapa educativa, porque esa circunstancia delata el estado 
de necesidad de que le sean suministrados alimentos, ya que no ha ingre­
sado al mercado laboral a través de la carrera técnica cursada durante el 
bachillerato, aunado a que lo contrario podría dar pie a obstaculizar la 
continuidad en sus estudios con impacto directo en su derecho fundamen­
tal a la dignidad humana.

Tesis de jurisprudencia 162/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

NEGATIVA DE UNA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO DE APERTURAR UNA CUEN­
TA BANCARIA. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
EN SU CONTRA PORQUE NO ES UN ACTO EQUIVALENTE AL DE UNA 
AUTORIDAD. 

Hechos: Una persona promovió cuatro juicios de amparo indirecto en los 
que reclamó la negativa de instituciones de crédito de aperturar cuentas 
bancarias a su nombre. Los cuatro Juzgados de Distrito desecharon la demanda 
al considerar que dichos actos no son de una autoridad para efectos del 
juicio de amparo. La parte quejosa interpuso recursos de queja y los res­
pectivos Tribunales Colegiados que conocieron de esos recursos llegaron 
a conclusiones distintas.

Dos Tribunales Colegiados declararon fundados los recursos de queja, pues 
era necesario admitir la demanda de amparo y tener a la vista las manifes­
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taciones de las instituciones de crédito para analizar si actuaron con las 
características propias de una autoridad.

Los otros dos Tribunales Colegiados determinaron que las instituciones de 
crédito no tienen la calidad de autoridad responsable, pues la negativa de aper­
turar cuentas bancarias sitúa a la parte quejosa en un plano de coordina­
ción, y no de subordinación, frente al banco. Por ello, ante la improcedencia 
del juicio de amparo, los juzgados de distrito contaban con los elementos 
necesarios para desechar la demanda.

Criterio jurídico: La negativa de las instituciones de crédito de abrir una 
cuenta bancaria a una persona no constituye un acto equivalente al de una 
autoridad porque no existe una relación jerárquica entre las partes, ante lo 
cual se actualiza una causa notoria y manifiesta de improcedencia del juicio 
de amparo indirecto que permite desechar la demanda de amparo relativa.

Justificación: De conformidad con la Ley de Instituciones de Crédito, éstas 
forman parte del Sistema Bancario Mexicano y realizan actividades de interés 
público relacionadas con el desarrollo económico nacional. Sin embargo, 
esta circunstancia no implica que las instituciones de crédito puedan ser 
consideradas autoridad para efectos de la procedencia del juicio de amparo 
indirecto cuando se niegan a abrir una cuenta bancaria a una persona.

Esta facultad de rechazo tiene sustento en la autonomía de la voluntad y en 
el derecho a la libertad de contratación, que les permite a dichas instituciones 
decidir si asumen ciertos riegos con potenciales clientes o no. En estos casos 
no se configura una relación de jerarquía entre la institución de crédito y las 
personas que aspiran a abrir una cuenta bancaria, al tratarse de un contrato 
mercantil de apertura de crédito.

La negativa de una institución de crédito a abrir una cuenta bancaria no cons­
tituye un acto equiparable a uno de autoridad, lo que actualiza una causa 
notoria y manifiesta de improcedencia del juicio de amparo, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los diversos 1o., 
fracción I y 5o., fracción II, de la Ley de Amparo.

1a./J. 163/2024 (11a.)
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Contradicción de criterios 128/2024. Suscitada entre el Cuarto Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa, el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa, el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, 
el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil, el Octavo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil y el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil, todos del Primer 
Circuito. 25 de septiembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Eduardo Román González y Helena 
Catalina Rodríguez Ruan.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el recurso de queja 418/2023, 
en el que determinó que cuando el acto reclamado consiste en la negativa 
de una institución bancaria de aperturar una cuenta, el auto inicial del 
juicio de amparo no es el momento procesal oportuno para desechar la 
demanda, toda vez que el Juez de Distrito no está en posibilidad jurídica 
ni material de precisar si el acto reclamado proviene de una autoridad para 
efectos del juicio de amparo, dado que en esa etapa del procedimiento 
únicamente constan en el expediente los argumentos plasmados en el 
escrito de demanda y las pruebas que se acompañen a ésta, por lo que 
se requiere hacer un análisis profundo para determinar si se concreta o 
no la improcedencia, estudio que es propio de la sentencia definitiva.

El pronunciado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el recurso de queja 
427/2023, en el que, con similares consideraciones a las que expuso el 
órgano jurisdiccional antes citado, estableció que el auto inicial del juicio 
de amparo no es el momento oportuno para desechar la demanda que se 
promueve contra la negativa de una institución bancaria de aperturar una 
cuenta, ya que ello es materia del estudio que se realice en la sentencia 
definitiva.

El sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
(Región Centro-Sur), al resolver el recurso de queja 439/2023, del que 
derivó la tesis aislada I.8o.C.17 C (11a.), de rubro: "ACTO DE AUTORI­
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DAD. NO TIENE ESTE CARÁCTER LA NEGATIVA DE UNA INSTITUCIÓN 
BANCARIA PARA LA APERTURA DE UNA CUENTA.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 26 de abril de 2024 a las 10:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 36, abril de 2024, Tomo V, página 4425, con número de registro 
digital: 2028654.

Tesis de jurisprudencia 163/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.

AMICUS CURIAE. ES PROCEDENTE SU ADMISIÓN EN JUICIOS DE 
AMPARO Y SUS RESPECTIVOS RECURSOS QUE SEAN DE TRASCEN­
DENCIA SOCIAL O EN LOS QUE SE PRETENDA DEFENDER DERECHOS 
HUMANOS. 

Hechos: Dos tribunales colegiados emitieron criterios discordantes al momento 
de analizar si era posible admitir un escrito en vía de amicus curiae en un 
juicio de amparo o en un recurso derivado de éste. Uno de los tribunales 
determinó que no era posible al considerar que la Ley de Amparo sólo 
autoriza la intervención de las partes del juicio y que este tipo de asuntos 
no revisten la importancia que tienen otro tipo de casos como acciones de 
inconstitucionalidad o controversias constitucionales donde sí son admitidos.

Por su parte, el otro tribunal consideró que se podía admitir derivado de la 
interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los 
Acuerdos Generales que ha emitido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, así como por la naturaleza trascendental del asunto.

Criterio jurídico: Los tribunales del Poder Judicial de la Federación pueden 
admitir escritos de amicus curiae en aquellos juicios de amparo y respectivos 
recursos que sean de trascendencia social o en los que se pretenda proteger 
derechos humanos a través de la presentación de información u opiniones 
técnicas o puntos jurídicamente relevantes para la resolución de un caso, 
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pero no están obligados a dar respuesta a estos escritos en la sentencia ni 
a tomarlos en consideración.

Justificación: El artículo 2, párrafo segundo, de la Ley de Amparo prevé la 
posibilidad de acudir al Código Federal de Procedimientos Civiles ante 
la falta de una disposición expresa. En ese sentido, el artículo 79 de dicho 
ordenamiento faculta a los jueces para valerse de cualquier persona, sea 
parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a 
las partes o a un tercero a fin de llegar a la verdad. Dicho fundamento norma­
tivo permite la admisión de los escritos de amicus curiae.

La presentación de este tipo de escritos se encuentra amparada por un 
ámbito de interdependencia entre la libertad de expresión y el derecho a 
defender derechos humanos. Su admisión contribuye a la impartición de 
justicia expedita y en una tutela judicial efectiva.

En ese sentido, partiendo del hecho de que los juicios de amparo y sus 
respectivos recursos pueden ser de la misma trascendencia social que accio­
nes de inconstitucionalidad o controversias constitucionales, la admisión 
de este tipo de escritos será procedente en los casos en los que se presenten 
en asuntos de trascendencia social o con el objeto de defender derechos 
humanos a través de información u opiniones técnicas, así como puntos 
jurídicamente relevantes para la resolución del caso. Lo anterior en el enten­
dido de que el tribunal no está obligado a incorporarlo en su decisión ni a 
tomarlo en cuenta.

1a./J. 164/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 70/2024. Suscitada entre el Décimo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito. 28 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Ricardo Latapie Aldana.
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Tesis y/o criterios contendientes:

El sostenido por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el amparo en revisión 
37/2017, en el que determinó que la figura del amicus curiae es una institu­
ción jurídica utilizada principalmente en el ámbito del derecho internacional 
para que terceros sin legitimación procesal en un litigio puedan promover 
de manera voluntaria una opinión técnica del caso o aportar elementos 
jurídicamente trascendentes a la persona juzgadora para que dicte reso­
lución. Asimismo, estimó que en México, no obstante que la legislación 
no reconoce expresamente esa figura como un medio efectivo de audiencia 
para los interesados de la sociedad, su análisis y consideración por parte 
de los órganos jurisdiccionales se justifica en términos de los artículos 1o. 
y 133 de la Constitución Federal, en relación con el numeral 23.1, inciso 
a) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, además, tiene 
reconocimiento implícito en los Acuerdos Generales 2/2008 y 10/2007 del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los que, respec­
tivamente, se establecen lineamientos para la celebración de audiencias 
en asuntos cuyo tema se estime relevante, de interés jurídico o de impor­
tancia nacional, así como para la comparecencia de especialistas ante el 
Tribunal Pleno, por lo que es procedente tener por legitimadas a organizacio­
nes de la sociedad civil que promueven en carácter de amicus curiae.

El pronunciado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo del Décimo Primer Circuito (Región Centro-Sur), al resolver el 
recurso de reclamación 26/2021, en el que determinó que en el juicio de 
amparo y, por consiguiente, en el recurso de queja, sólo tienen intervención 
las personas cuya esfera jurídica pueda resentir afectación con motivo o 
como resultado de ese proceso constitucional; de modo que no pueden 
válidamente concurrir a él terceros, aun cuando su intervención sólo tenga 
como propósito aportar elementos cognitivos o enfoques para resolver el 
asunto; y si bien el Sistema Interamericano de Derechos Humanos prevé 
la figura de amicus curiae para obtener puntos de vista u opiniones que 
abonen a una mejor decisión jurídica, ello se justifica en esa clase de pro­
cesos debido a la repercusión internacional y efectos generales que 
traen consigo las resoluciones dictadas en ese ámbito, consideración 
que subyace en el Acuerdo General 2/2008 del Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que establece lineamientos para la celebra­
ción de audiencias en asuntos cuyo tema se estime relevante, de interés 
jurídico o de importancia nacional; sin embargo, ese Acuerdo se emitió 
para conocer y resolver controversias constitucionales y acciones de in­
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constitucionalidad que son medios de control constitucional que pueden 
tener efectos generales y que en su mayoría resultan de importancia y 
trascendencia, por lo que no se concibió para la solución de casos con­
cretos en un juicio de amparo indirecto ni en el recurso de queja que se 
interponga en ese juicio.

Tesis de jurisprudencia 164/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 37/2017, resuelto por 
el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circui­
to, derivó la tesis aislada I.10o.A.8 K (10a.), de rubro: "AMICUS CURIAE. 
SUSTENTO NORMATIVO DEL ANÁLISIS Y CONSIDERACIÓN DE LAS 
MANIFESTACIONES RELATIVAS EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICA­
NO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 
de mayo de 2018 a las 10:23 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 2018, pági­
na 2412, con número de registro digital: 2016906.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fe­
deración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2011.

EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. CUANDO SE SEÑALE COMO ACTO 
RECLAMADO, EN TODOS LOS CASOS EN LOS QUE SE ADMITA LA 
DEMANDA DE AMPARO DEBE DECRETARSE LA SUSPENSIÓN DE PLANO 
Y DE OFICIO PARA EVITAR QUE LA PERSONA SEA ENTREGADA AL 
PAÍS REQUIRENTE Y ADICIONALMENTE SE DEBE APERTURAR DE 
OFICIO EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN PARA PROVEER SOBRE LA 
EJECUCIÓN DE LOS RESTANTES ACTOS DECRETADOS DURANTE 
ESE PROCEDIMIENTO QUE AFECTEN O NO LA LIBERTAD PERSO­
NAL, SIEMPRE QUE NO IMPLIQUEN LA ENTREGA DE LA PERSONA 
REQUERIDA. 

Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sostuvieron criterios 
contradictorios en cuanto al tipo de suspensión que debe otorgarse cuando 
en una demanda de amparo indirecto se reclama una orden de extradición. 
Mientras que uno determinó que debe aperturarse de oficio el incidente de 
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suspensión, en términos del artículo 127, fracción I, de la Ley de Amparo; 
el otro concluyó que lo procedente es decretarla de oficio y de plano, en 
términos del diverso 126 del referido ordenamiento.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que cuando la extradición se señala como acto reclamado en el 
juicio de amparo indirecto, en caso de que se admita la demanda, la persona 
juzgadora debe decretar la suspensión de plano y de oficio con apoyo en 
el artículo 126 de la Ley de Amparo para evitar de manera inmediata y 
hasta la solución total del juicio que la parte quejosa sea entregada al país 
requirente. Asimismo, debe aperturar de manera oficiosa el incidente de 
suspensión para proveer sobre la ejecución de los actos emitidos dentro 
del procedimiento de extradición que pueden o no afectar la libertad personal, 
siempre que no se trate de la entrega de la persona requerida, para que 
sean examinados dentro de esa incidencia, con fundamento en el precepto 
127, fracción I, del mismo ordenamiento.

Justificación: Al señalarse la extradición como acto reclamado, las previsiones 
relativas de decretar de oficio y de plano la suspensión del acto reclamado 
con apoyo en el artículo 126 de la Ley de Amparo, así como de aperturar 
oficiosamente el incidente de suspensión acorde con el precepto 127, frac­
ción I, del referido ordenamiento, constituyen disposiciones de corte com­
plementario que tienen el propósito de no dejar de lado alguna cuestión 
que produzca una afectación a los derechos fundamentales de quien se 
pretenda extraditar, dada la naturaleza definitiva de ese procedimiento. Por 
tales motivos, esas formas de suspensión no son excluyentes entre sí.

Cuando se señala la extradición como acto reclamado en una demanda de 
amparo, quienes promueven el juicio regularmente desconocen los efectos 
técnicos de los actos emitidos dentro de ese procedimiento que afectan 
sus derechos humanos y que deciden combatir en esa vía. Es por ello que 
la Ley de Amparo establece ambos tipos de suspensión para garantizar 
que dicho procedimiento no les genere una afectación irreparable.
Examinadas las tres fases del procedimiento de extradición, es precisa­
mente la ejecución de la última de ellas que se traduce en la entrega material 
de la persona al Estado requirente, la única medida que produciría afecta­
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ciones irreparables a los derechos humanos de la parte quejosa, las cuales 
son equivalentes a las que generan las restantes hipótesis previstas en el 
artículo 126 de la Ley de Amparo.

Por lo tanto, al admitir la demanda la persona juzgadora debe conceder la 
suspensión de plano y de oficio para que dicha entrega no sea llevada a 
cabo hasta en tanto se resuelva el juicio de amparo en su totalidad, por lo 
que la parte quejosa debe quedar a disposición del juzgado de distrito en 
cuanto a su libertad personal, con apoyo en el precepto 160 del mismo 
ordenamiento.

Además de la determinación anterior, el órgano jurisdiccional tiene el deber de 
aperturar oficiosamente el incidente de suspensión para proveer respecto 
de la ejecución de los restantes actos dictados dentro del procedimiento de 
extradición que producen o no una afectación a la libertad personal, pero 
que no implican la entrega de la persona requerida, en términos del artículo 
127, fracción I, de la Ley de Amparo, para lo cual resolverá sobre la suspen­
sión provisional y en su caso fijará las medidas necesarias que permitan la 
continuación de ese procedimiento. Sin embargo, para evitar un abuso en 
estas medidas no será procedente decretarlas cuando se advierta un motivo 
que genere el desechamiento de la demanda.

1a./J. 165/2024 (11a.)

Contradicción de criterios 44/2022. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Séptimo Circuito y el Pleno en Materia Penal del Primer Cir­
cuito. 6 de noviembre de 2024. Mayoría de tres votos del Ministro y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto aclaratorio y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Disidentes: Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Rodolfo Antonio Becerra Jáurez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al 
resolver el recurso de queja 245/2021, en el que determinó que de la interpre­
tación armónica de los artículos 126 y 127 de la Ley de Amparo se des­
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prende que cuando se reclame la extradición, conforme al mencionado 
artículo 126, es procedente conceder la suspensión de oficio y de plano 
por el solo hecho de señalarse en la propia demanda porque esa determi­
nación obedece a la necesidad de tutelar derechos fundamentales como 
la vida, la libertad o la integridad personal de la parte quejosa; por tanto, 
una vez reconocida la existencia de la extradición reclamada, en términos 
del artículo 127, fracción I, de la misma ley, la persona juzgadora deberá dejar 
insubsistente la aludida medida cautelar y decretar la suspensión de oficio 
vía incidental.

El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 6/2014, que dio origen a la tesis jurisprudencial 
PC.I.P. J/11 P (10a.), de rubro: "EXTRADICIÓN. SI EN LA DEMANDA DE 
AMPARO SE SEÑALA COMO ACTO RECLAMADO, EL JUEZ DEBE ABRIR 
DE OFICIO EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN, CONFORME AL ARTÍCULO 
127, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 16 de octubre de 2015 a las 10:10 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 23, octubre de 2015, Tomo III, página 2646, con número de 
registro digital: 2010236.

Tesis de jurisprudencia 165/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiente de noviembre de dos mil 
veinticuatro.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2024, para los 
efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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AISLADAS

IMPUESTO SOBRE LA RENTA PAGADO EN EL EXTRANJERO. EL AR­
TÍCULO 5o., PÁRRAFOS PRIMERO Y SEXTO, DE LA LEY RELATIVA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, AL PREVER QUE SU 
ACREDITAMIENTO ESTÁ LIMITADO POR PAÍS O TERRITORIO, NO TRANS­
GREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto en contra 
del artículo 5o., párrafos cuarto, quinto, sexto, séptimo, decimocuarto y 
último, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1o. de enero 
de 2014, al considerar que el procedimiento que establece para acreditar el 
impuesto pagado en el extranjero vulnera el principio de proporcionali­
dad tributaria. La persona Juzgadora de Distrito determinó negar el amparo. 
En contra de dicha determinación, la quejosa interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: El artículo 5o., párrafos primero y sexto, de la Ley del Im­
puesto sobre la Renta, vigente a partir del 1o. de enero de 2014, que prevé 
la medida legislativa que condiciona el acreditamiento de los impuestos 
pagados en el extranjero directamente por los residentes en México, por país 
o territorio, no vulnera el principio de proporcionalidad tributaria.

Justificación: El legislador ordinario cuenta con potestad tributaria para crear 
regímenes especiales o cedulares, por lo que diseñó un mecanismo para evi­
tar que los montos del impuesto sobre la renta pagado en un país o territorio, 
que excedan del impuesto mexicano, puedan utilizarse para contrarrestar el 
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monto faltante por pagar en México después de determinar el acreditamien­
to de los impuestos sobre la renta pagados en otro país o territorio que fueron 
inferiores al que se causaría y pagaría en nuestro país. Ahora bien, la es­
tructura de la Ley del Impuesto sobre la Renta tratándose de personas mo­
rales tiende a ser global –en oposición al régimen cedular–, sin embargo, tal 
estructura no es absoluta o invariable lo que se advierte con la regulación 
de los regímenes especiales, como es el caso particular del impuesto sobre 
la renta pagado en el extranjero. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha definido que la capacidad contributiva en el im­
puesto sobre la renta puede ser medida válidamente de manera global o 
cedular, sin que este último sistema implique, por sí mismo, una infracción 
al principio de proporcionalidad tributaria, pues el hecho de que se trate 
de un solo patrimonio, no impide que el legislador pueda segregar algunos 
componentes denotativos de capacidad contributiva, ya que tal separación 
puede válidamente responder a la naturaleza particular del gravamen o a 
las características de la fuente del ingreso. Consecuentemente, restringir la 
aplicación del acreditamiento del monto del impuesto pagado en el ex­
tranjero, no implica que sea desproporcional en virtud de que este tipo de 
medidas solamente buscan que no se mezclen los pagos realizados en diver­
sos países. Ello debido a la necesidad de evitar que los montos de los 
impuestos pagados en países de alta imposición excedan el impuesto cau­
sado en el país, de tal manera que se pudieran utilizar para contrarrestar 
los montos faltantes por acreditar por el pago de impuestos en países de 
imposición más baja.

1a. I/2024 (10a.)

Amparo en revisión 655/2016. Bimbo, S.A. de C.V. y otras. 20 de febrero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis 
María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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USURA. LA REDUCCIÓN DE LA TASA DE INTERÉS POR ESTIMARSE USU­
RARIA DEBE APLICARSE A LOS INTERESES PENDIENTES DE CUBRIR Y 
A LOS YA PAGADOS, AUN CUANDO NO HAYA SIDO SOLICITADO. 

Hechos: En un juicio ejecutivo mercantil oral se demandó el vencimiento 
anticipado de un contrato de apertura de crédito simple y se condenó al pago 
de los intereses ordinarios y moratorios, reducidos prudencialmente por la 
persona juzgadora. La persona demandada promovió juicio de amparo 
directo en el que argumentó la violación a sus derechos humanos recono­
cidos en los artículos 1o. de la Constitución Federal, 2 y 21, numeral 3, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, porque si las tasas de 
intereses pactadas entre las partes se redujeron prudencialmente, esas 
tasas disminuidas debieron aplicarse no sólo a los intereses pendientes de 
cobro, sino también a los ya pagados. El Tribunal Colegiado de Circuito 
declaró inoperante el argumento al considerarlo ajeno a la litis, ya que debió 
hacerse valer al contestar la demanda, por lo que negó el amparo. Contra 
tal consideración se interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que al tenerse actualizada la figura de usura en los intere­
ses y ordenarse su reducción, cuyo análisis procede oficiosamente, esa 
reducción debe aplicarse no sólo a los intereses pendientes de cubrir, sino 
ampliarse a los ya pagados, aun cuando ello no haya formado parte de la litis.

Justificación: En las tesis de jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.) y 1a./J. 
120/2022 (11a.), de rubros: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA 
TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉ­
DITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE." e "INTERÉS USURERO. AL ACREDITARSE, LA TASA 
DE INTERÉS QUE ES REDUCIDA PRUDENCIALMENTE POR EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DEBE SER APLICADA DE MANERA RETROACTIVA 
RESPECTO DE LOS INTERESES YA PAGADOS.", esta Primera Sala sostuvo 
que procede la reducción oficiosa de las tasas de intereses que se conside­
ren usurarias y que la tasa de interés reducida debe aplicarse retroactiva­
mente a los intereses ya pagados. Por tanto, si la reducción de la tasa de 
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interés puede analizarse oficiosamente, no existe impedimento para que 
se ordene ampliarla a los intereses ya pagados, aun cuando esa petición no 
haya formado parte de la litis, pues ambas reducciones persiguen inhibir la 
condición usuraria, en aras del respeto al derecho de propiedad.

1a. I/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 3111/2023. Gilda Daniela Rossell Caletty y otra. 15 de 
noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolle­
do. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.) y 1a./J. 120/2022 (11a.) 
se publicaron en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 
27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y 18 de noviembre de 2022 a las 
10:29 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 7, junio de 2014, Tomo I, página 402 y Undécima 
Época, Libro 19, noviembre de 2022, Tomo II, página 1549, con números 
de registro digital: 2006795 y 2025503, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de febrero de 2024 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DAÑO MORAL. PROCEDE CUANDO SE TRATA DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL OBJETIVA POR SER ACORDE CON EL DERECHO A LA JUSTA IN­
DEMNIZACIÓN [LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO].

Hechos: Los familiares de una persona que falleció en un accidente de 
tránsito promovieron un juicio ordinario civil para reclamar la reparación 
de los daños ocasionados por la responsabilidad civil objetiva de la em­
presa dueña del autobús turístico en el que viajaba dicha persona, incluido 
el daño moral. La controversia llegó al amparo en el que el Tribunal Cole­
giado de Circuito resolvió que sí procede la reparación del daño moral tra­
tándose de la responsabilidad objetiva. Inconforme, la empresa demandada 
interpuso un recurso de revisión en el que, entre otras cuestiones, impugnó 
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la constitucionalidad del artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal 
(aplicable en la Ciudad de México), al considerar que vulnera los derechos 
a la igualdad y no discriminación, al contemplar el pago por daño moral 
tanto por hechos ilícitos (responsabilidad subjetiva) como por hechos líci­
tos (responsabilidad objetiva).

Criterio jurídico: En términos de lo dispuesto por el artículo 1916 del Código 
Civil para el Distrito Federal (aplicable en la Ciudad de México), es proce­
dente exigir la reparación del daño moral incluso cuando se trate de respon­
sabilidad civil objetiva, sin que ello vulnere los derechos a la igualdad y a la no 
discriminación, pues se trata de una indemnización que es acorde al derecho 
a la justa indemnización.

Justificación: Históricamente el Código Civil para el Distrito Federal (apli­
cable en la Ciudad de México), estableció que la reparación del daño moral 
tendría lugar únicamente por la realización de un hecho ilícito, lo cual sigue 
estando vigente para el caso de la llamada responsabilidad civil subjetiva. 
Sin embargo, la reforma legislativa del treinta y uno de diciembre de mil 
novecientos ochenta y dos extendió la procedencia del daño moral para com­
prender el supuesto de reparación proveniente de quien incurra en respon­
sabilidad objetiva, según se desprende del artículo 1916 del ordenamiento 
civil invocado.

Lo anterior pone de manifiesto que el Poder Legislativo buscó prever el 
pago del daño moral ocasionado, no sólo para los casos en que se haya 
producido por un hecho ilícito, sino también cuando se genere con motivo 
del uso de mecanismos peligrosos, aun tratándose de un acto lícito, lo que 
encuentra justificación si se considera que ambos pueden ser generadores 
de daños en el aspecto moral de las víctimas y, por esa razón, se obliga a 
quienes los causen a pagar la indemnización correspondiente.

En ese sentido, el citado artículo 1916, al establecer la procedencia del daño 
moral tanto para la responsabilidad producida por hechos ilícitos como para 
aquella derivada de la responsabilidad civil objetiva, no vulnera los dere­
chos a la igualdad y a la no discriminación; por el contrario, resulta acorde al 
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derecho a la justa indemnización. Lo anterior es así, en virtud de que no se 
advierte alguna justificación para hacer un trato diferenciado en supuestos 
donde, independientemente de la presencia de un elemento de culpa o de la 
utilización de un elemento peligroso, se genere un daño o lesión a un derecho 
o interés no patrimonial o espiritual.

1a. II/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 1386/2020. 29 de junio de 2022. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat; en 
su ausencia hizo suyo el asunto el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A LA ASESORÍA JURÍDICA DE VÍCTIMAS MENORES DE EDAD. 
LINEAMIENTOS PARA GARANTIZAR SU PROTECCIÓN REFORZADA 
EN EL PROCESO PENAL.

Hechos: En un procedimiento penal tradicional, una persona fue condenada 
por la comisión del delito de secuestro agravado cometido en contra de 
una persona adolescente. En segunda instancia, se ordenó la reposición 
del procedimiento con la finalidad de que se designara una nueva persona 
asesora jurídica que representara a la víctima. En cumplimiento de esa reso­
lución, la persona juzgadora dictó sentencia absolutoria, pues aunque se 
acreditó el delito, no se aportaron pruebas suficientes para sustentar la res­
ponsabilidad penal. En desacuerdo con esa determinación, la víctima, quien 
para ese entonces ya era mayor de edad, promovió un juicio de amparo 
directo. El Tribunal Colegiado de Circuito concedió la protección constitucio­
nal y ordenó reponer el procedimiento de primera instancia debido a que la 
asesoría jurídica de la víctima no cumplió con un estándar mínimo de dili­
gencia, para lo cual el tribunal equiparó el derecho a la defensa adecuada 



369

Informe DE LA PRIMERA SALA 2024

material con el derecho a la asesoría jurídica. Inconforme con esa resolu­
ción, las personas sentenciadas interpusieron un recurso de revisión.

Criterio jurídico: El derecho a la asesoría jurídica de las víctimas de delito, 
cuando se trata de una niña, un niño o adolescente, debe garantizarse, 
por una parte, a través de una persona profesionista en derecho que actúe 
proactivamente como coadyuvante, incluso ante las deficiencias o la pasivi­
dad del Ministerio Público en el ofrecimiento de pruebas para resguardar los 
derechos de las personas menores de edad a las que representa. Por otro 
lado, la persona juzgadora debe verificar que, en estos casos, las víctimas 
cuenten con representación, su opinión sea escuchada y tomada en cuenta, 
puedan participar en la etapa probatoria y tengan una asesoría jurídica efi­
caz que actúe acorde con los intereses de sus representadas, con lo cual se 
garantiza una protección reforzada de los derechos de las víctimas menores 
de edad en el proceso penal atendiendo al interés superior que les asiste.

Justificación: En los procedimientos penales en los que la persona víctima 
del delito es una niña, niño o adolescente, conforme a los principios de inte­
rés superior de la niñez, de debida diligencia y de enfoque diferencial y 
especializado, el derecho a la asesoría jurídica debe garantizarse bajo 
un estándar reforzado en el que deben seguirse los siguientes lineamientos.

Respecto de la persona asesora jurídica: a) debe tratarse de profesionista 
en derecho y brindar asistencia en todas las etapas procedimentales en las 
que intervenga; b) su labor evite la revictimización; c) debe actuar proactiva­
mente en su carácter de coadyuvante del Ministerio Público, especialmente 
cuando de una revisión objetiva del asunto advierta que las pruebas ofre­
cidas por la fiscalía son claramente insuficientes para sustentar la acusación, 
de manera que sea razonable advertir que el desarrollo del proceso será 
infructuoso para los intereses de la víctima menor de edad; d) también debe 
mostrar una conducta proactiva respecto de los elementos de prueba para 
resguardar los derechos que asisten a las víctimas menores de edad, de 
manera que si el Ministerio Público no ofrece pruebas, la pasividad de la 
persona asesora jurídica representaría un obstáculo para el ejercicio de los 
derechos de la víctima niña, niño o adolescente, por lo que, en un caso así, 
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no debe depender de su conducta pasiva la omisión del desahogo de una 
prueba relevante para el proceso, pues podría vincularse el resultado de 
un fallo absolutorio con el mal desempeño de su función.

Por otra parte, el órgano jurisdiccional, como rector del procedimiento penal, 
tiene la obligación de verificar que en cada caso en el que una niña, un 
niño o adolescente figure como víctima de un delito, se encuentre debida­
mente representado; conozca cada una de las actuaciones de la parte 
imputada, la defensa y el Ministerio Público; esté en posibilidad de exponer 
libremente su opinión y que ésta se tome en cuenta; tenga oportunidad de 
ofrecer y desahogar pruebas por conducto de su representante; y que la 
persona asesora jurídica desarrolle una conducta activa acorde con los 
intereses de las víctimas a las que representa.

Lo anterior no significa que en todos los casos en que existan víctimas que 
sean niñas, niños o adolescentes, la persona asesora jurídica esté obligada 
a ofrecer elementos de prueba para considerar que dicha asistencia fue 
efectiva y reforzada, sino que dependerá de las particularidades de cada 
asunto cuando se parta de circunstancias excepcionales que hagan evi­
dente que la víctima menor de edad se verá afectada ante la deficiencia en 
la función acusadora del Ministerio Público, de tal forma que sea patente 
que la conducta pasiva por parte de la asesoría jurídica sea un factor que 
contribuya a la emisión de la sentencia absolutoria.

1a. III/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2461/2023. 15 de noviembre de 2023. Mayoría 
de tres votos de la Ministra y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ausente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan 
Santacruz Morales.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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DERECHO A LA ASESORÍA JURÍDICA DE VÍCTIMAS MENORES DE EDAD. 
SU PROTECCIÓN DEBE SER REFORZADA EN ATENCIÓN AL INTE­
RÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ.

Hechos: En un procedimiento penal tradicional, una persona fue condenada 
por la comisión del delito de secuestro agravado cometido en contra de 
una persona adolescente. En segunda instancia, se ordenó la reposición 
del procedimiento con la finalidad de que se designara una nueva persona 
asesora jurídica que representara a la víctima. En cumplimiento de esa 
resolución, la persona juzgadora dictó sentencia absolutoria, pues aunque 
se acreditó el delito, no se aportaron pruebas suficientes para sustentar la 
responsabilidad penal. En desacuerdo con esa determinación, la víctima, 
quien para ese entonces ya era mayor de edad, promovió un juicio de 
amparo directo. El Tribunal Colegiado de Circuito concedió la protección 
constitucional y ordenó reponer el procedimiento de primera instancia debido 
a que la asesoría jurídica de la víctima no cumplió con un estándar mínimo 
de diligencia, para lo cual el tribunal equiparó el derecho a la defensa ade­
cuada material con el derecho a la asesoría jurídica. Inconforme con esa 
resolución, las personas sentenciadas interpusieron un recurso de revisión.

Criterio jurídico: El derecho a la asesoría jurídica de las víctimas no puede 
equipararse al derecho a la defensa adecuada de las personas imputadas 
en su vertiente material. No obstante, cuando la víctima del delito es una 
niña, niño o adolescente, ese derecho debe ser garantizado bajo un están­
dar de protección reforzada atendiendo al interés superior de la niñez para 
asegurar el desarrollo del debido proceso en condiciones de igualdad.

Justificación: Esta Primera Sala, al resolver el amparo directo en revisión 
1211/2020, determinó que el derecho a la asesoría jurídica de las vícti­
mas no debe equipararse al derecho a la defensa adecuada de las personas 
imputadas.

No obstante, en casos en los que la víctima del delito sea una niña, niño o 
adolescente en un procedimiento penal tradicional, debe tomarse como 
consideración fundamental el principio del interés superior de la niñez pre­
visto en los artículos 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 3 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño.

Lo anterior, pues desde la perspectiva del interés superior de la niñez, el 
derecho a la asesoría jurídica implica que se adopten garantías diferencia­
das que están fundadas en el reconocimiento de que la participación de las 
víctimas menores de edad en un proceso, no se da en las mismas condicio­
nes que tratándose de una persona adulta.

Por tanto, en el caso de niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos, el 
derecho a contar con asesoría jurídica debe garantizarse bajo un estándar 
reforzado, pues dicha prerrogativa no se satisface únicamente con el nom­
bramiento de una persona profesional en derecho, sino que se afirma cuando 
quien desempeña esa labor salvaguarda de manera efectiva los intereses 
de la persona menor de edad. Esto se satisface cuando, en cumplimiento a 
su labor, la persona asesora jurídica despliega las actividades necesarias 
para representar los intereses de la niña, el niño o adolescente, incluso ante 
las deficiencias del Ministerio Público y asegura que la opinión de la víctima 
sea tomada en cuenta durante el proceso.

Asimismo, las autoridades judiciales están obligadas a garantizar la partici­
pación de las personas menores de edad en el proceso, a ser representadas 
por profesionales especializados de manera efectiva, así como el ejercicio 
de sus derechos establecidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales.

1a. IV/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2461/2023. 15 de noviembre de 2023. Mayoría de tres 
votos de la Ministra y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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AUDIENCIA DE RATIFICACIÓN DE CONSENTIMIENTO PARA INGRESAR 
A UN DOMICILIO SIN ORDEN JUDICIAL. SU OBJETO ES VERIFICAR QUE 
LA AUTORIZACIÓN DEL HABITANTE FUE OTORGADA DE MANERA LIBRE 
Y VOLUNTARIA (ARTÍCULO 290, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES).

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de secuestro agravado 
con base en pruebas obtenidas mediante el ingreso de la autoridad al 
inmueble donde estuvo resguardada la víctima. El ingreso se realizó sin orden 
de cateo, pues el Ministerio Público aseguró que obtuvo el consentimiento del 
propietario para ingresar al domicilio. La persona sentenciada promovió 
amparo directo por considerar inconstitucional el precepto aludido, que esta­
blece que el ingreso a un lugar cerrado sin orden judicial estará justificado 
cuando se realiza con el consentimiento de quien esté facultado para 
otorgarlo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la audiencia de ratificación prevista en el artículo 290, penúl­
timo párrafo, del Código Nacional de Procedimientos Penales tiene como 
objeto asegurar que el consentimiento del habitante haya sido otorgado de 
manera libre y voluntaria.

Justificación: Para corroborar la validez del consentimiento es insuficiente 
una medida ex ante o una simple manifestación de que se autorizó el ingreso 
al domicilio, por lo que la forma de comprobar estas condiciones tiene que 
ser a través de una garantía ex post, como lo es una audiencia celebrada 
por un Juez de Control, quien así puede tomar en cuenta todos los elemen­
tos circunstanciales del caso y tomar una decisión completa sobre la validez 
del consentimiento y la intromisión de la autoridad. La persona juzgadora debe 
valorar las circunstancias de tiempo y lugar, el uso de la fuerza policial y/o 
la situación de urgencia en que se presentó la intromisión. También asegu­
rarse de que el consentimiento se haya prestado de manera voluntaria, sin 
error o coacción, de manera expresa y por persona mayor de edad; que la 
persona sea la titular del derecho a la inviolabilidad del domicilio y que se haya 
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respetado el objeto para el que fue prestado el consentimiento, sin que 
exista posibilidad de ampliarlo o extenderlo a otros distintos.

1a. V/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y 
el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez 
De La Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DATOS CONSERVADOS POR LOS CONCESIONARIOS DE TELECO­
MUNICACIONES EN LAS DENOMINADAS "SÁBANAS DE LLAMADAS". 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL, ES COMPETENCIA 
EXCLUSIVA DE LOS JUECES FEDERALES AUTORIZAR A LA AUTORI­
DAD INVESTIGADORA EL ACCESO A ELLOS.

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconsti­
tucionalidad del artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conser­
vados, como son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla 
la persona juzgadora del fuero correspondiente. El Tribunal Colegiado de 
Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere 
el citado artículo están protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones 
privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, por tanto, 
la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juz­
gadora del fuero federal. La persona tercera interesada interpuso recurso 
de revisión por considerar que se hizo una interpretación equivocada del 
artículo 16 constitucional, que no dispone expresamente una competencia 
exclusiva de los Jueces Federales para otorgar acceso a las "sábanas de 
llamadas".
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que sólo las personas juzgadoras del fuero federal pueden auto­
rizar a la autoridad investigadora el acceso a los datos de telefonía conser­
vados por los concesionarios de telecomunicaciones en las denominadas 
"sábanas de llamadas".

Justificación: Aun cuando los datos referidos no constituyen una comunica­
ción en sentido estricto, sí están protegidos por las prerrogativas correspon­
dientes a las comunicaciones privadas, específicamente al control por parte 
de los Jueces Federales establecido en el párrafo décimo tercero del artículo 
16 constitucional, pues esos datos revelan un cúmulo de información acerca 
de los hábitos, los contactos, las afinidades y los lugares frecuentados por 
las personas. Esta conclusión se fortalece porque la información obtenida 
mediante esos datos es equiparable a la obtenida con una intervención 
telefónica o la geolocalización, así que debe gozar de la misma protec­
ción reforzada reconocida a nivel constitucional.

1a. VI/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y 
el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez 
De La Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DATOS CONSERVADOS POR LOS CONCESIONARIOS DE TELECOMU­
NICACIONES EN LAS DENOMINADAS "SÁBANAS DE LLAMADAS". GOZAN 
DE LA PROTECCIÓN REFORZADA A LA PRIVACIDAD DE LAS COMUNI­
CACIONES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconsti­
tucionalidad del artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
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que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conser­
vados, como lo son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla 
la persona juzgadora del fuero correspondiente. El Tribunal Colegiado de 
Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere 
el citado artículo están protegidos por la inviolabilidad de las comunicacio­
nes privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, por 
tanto, la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona 
juzgadora del fuero federal. La persona tercera interesada interpuso recurso 
de revisión por considerar que el artículo 16 referido no era aplicable al 
caso, ya que las "sábanas de llamadas" no constituyen comunicaciones, sino 
registros técnicos de las condiciones de uso de una red de telecomunica­
ciones y, por ende, no están protegidas por el derecho a la inviolabilidad de 
las comunicaciones privadas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la protección reforzada a la privacidad de las comunicaciones 
prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, debe entenderse en sentido amplio, no sólo dirigida al conte­
nido de la comunicación, sino a otros datos identificadores o constitutivos 
de las comunicaciones que se relacionen directamente con la intimidad de 
la persona, como son los conservados por los concesionarios de telecomuni­
caciones en las denominadas "sábanas de llamadas".

Justificación: La inviolabilidad de las comunicaciones privadas no debe 
entenderse de manera restrictiva o limitada al contenido de las conversa­
ciones telefónicas, pues esta interpretación incumpliría con el principio pro 
persona y permitiría a la autoridad socavar la protección al derecho a la 
privacidad previsto en la Constitución Federal. Si bien de las denominadas 
"sábanas de llamadas" no se obtiene el contenido de las conversaciones, sí 
es posible detectar datos intrínsecamente ligados con la esfera privada de las 
personas usuarias, como son las personas con quienes se comunican, su 
ubicación geográfica al realizar las llamadas, así como su duración y fre­
cuencia. De ahí que, si el derecho a la privacidad busca garantizar un ámbito 
de actuación libre de injerencias de terceros y a las protecciones rigurosas 
previstas en el artículo 16 constitucional se les debe otorgar un alcance 
extenso, se concluye que el mandato de inviolabilidad de las comunicaciones 
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es aplicable tratándose de todos los elementos constitutivos de la comuni­
cación que se relacionan con la privacidad de las personas, y no sólo a su 
contenido.

1a. VII/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y 
el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez 
De La Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DATOS CONSERVADOS POR LOS CONCESIONARIOS DE TELECOMU­
NICACIONES. QUIENES CONTRATAN UNA LÍNEA TELEFÓNICA TIENEN 
UNA LEGÍTIMA EXPECTATIVA DE PRIVACIDAD SOBRE EL CONTENIDO 
Y LOS DATOS DE SUS COMUNICACIONES.

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconsti­
tucionalidad del artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conser­
vados, como lo son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla 
la persona juzgadora del fuero correspondiente. El Tribunal Colegiado de 
Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere el 
citado artículo están protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones 
privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, por tanto, 
la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juz­
gadora del fuero federal. La persona tercera interesada interpuso recurso de 
revisión por considerar que el artículo 16 referido no era aplicable al caso, 
ya que las "sábanas de llamadas" no constituyen comunicaciones, sino regis­
tros técnicos de las condiciones de uso de una red de telecomunicaciones y, 
por ende, no están protegidas por el derecho a la inviolabilidad de las comu­
nicaciones privadas.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las personas que contratan una línea telefónica tienen una 
legítima expectativa de privacidad sobre el contenido y los datos de sus 
comunicaciones, sin que dicha contratación constituya una autorización a 
los concesionarios y al Estado que destruya esa expectativa.

Justificación: La doctrina que postulaba que las personas que dan informa­
ción de forma voluntaria a terceros no tienen una expectativa razonable de 
privacidad, se utilizó al analizarse las intromisiones al derecho a la privacidad 
de las comunicaciones. Bajo ese entendimiento, el usuario de una línea tele­
fónica no tenía expectativa de privacidad y la autoridad podía solicitar infor­
mación a la compañía telefónica sin orden judicial previa, pues al haber dado 
su consentimiento a un tercero, había cedido en su derecho a la privacidad. 
Este razonamiento se desarrolló en el marco de la tecnología telefónica tra­
dicional, pero la irrupción de la tecnología digital en el desarrollo de la vida 
cotidiana ha reconfigurado las relaciones personales, los negocios, el espar­
cimiento, los hábitos y las pautas culturales. Las capacidades informáticas 
de recopilar y procesar grandes cantidades de información y de establecer 
a partir de ellas reconstrucciones del pasado y predicciones precisas del 
futuro, exponen a desafíos en torno a la privacidad. A partir de la recopilación 
de datos que, en principio, pareciese que no tienen relación entre ellos, 
puede generarse una hipótesis vinculada a todos los ámbitos de vida de 
una persona con la capacidad eventual de vulnerar el derecho a la priva­
cidad. La visión tradicional del derecho a la privacidad y su relación con la 
autorización otorgada a terceros son insuficientes para capturar las nuevas 
formas en que puede manifestarse y, especialmente, las maneras en que 
debe convivir con los avances tecnológicos, sobre todo a medida que se 
implementan en el marco del proceso penal. De ahí que no sea razona­
ble afirmar que el hecho de contratar una línea de teléfono celular constituye 
una autorización para destruir la expectativa de privacidad.

1a. VIII/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y 
el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis 
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González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez 
De La Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A LA PRIVACIDAD. GARANTIZA LA DIGNIDAD HUMANA, LA 
AUTONOMÍA Y LA LIBERTAD PERSONAL.

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconsti­
tucionalidad del artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conser­
vados, como son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla 
la persona juzgadora del fuero correspondiente. El Tribunal Colegiado de 
Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere 
el citado artículo están protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones 
privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, por tanto, 
la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juz­
gadora del fuero federal. La persona tercera interesada interpuso recurso de 
revisión por considerar que el artículo 16 referido no era aplicable al caso, 
ya que las "sábanas de llamadas" no constituyen comunicaciones, sino regis­
tros técnicos de las condiciones de uso de una red de telecomunicaciones 
y, por ende, no están protegidas por el derecho a la inviolabilidad de las comu­
nicaciones privadas.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que el derecho a la privacidad garantiza la protección de 
la dignidad humana, la autonomía y la libertad personal.

Justificación: El derecho a la privacidad garantiza que la persona tenga un 
espacio dentro del cual pueda realizar su proyecto de vida sin temor a inter­
ferencias del Estado o de terceros. El acceso a la información, cuando se 
transgreden las protecciones a la privacidad, supone el ejercicio de un poder 
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injustificado sobre las personas, pues mediante su uso pueden modificarse 
hábitos y preferencias, y se les puede forzar a actuar de ciertas formas y a 
suprimir conductas democráticamente valiosas. Las invasiones a la privacidad 
por parte del Estado pueden tener como resultado una ciudadanía some­
tida, arrebatándole a las personas la capacidad de actuar conforme a su 
propia voluntad, al reducir sus posibilidades de participar en la vida polí­
tica y social del país. Las prerrogativas contenidas en el artículo 16 constitu­
cional, que establecen protecciones reforzadas a la privacidad, como el 
control judicial previo o la definición de competencia federal, deben enten­
derse de manera amplia, dirigidas a situaciones análogas, como el acceso 
a datos conservados de telecomunicaciones, pues para que las protecciones 
constitucionales cumplan con el objeto de preservar un ámbito de actuación 
libre de injerencias de terceros, es necesario otorgarles el alcance más ex­
tenso posible.

1a. IX/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y 
el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez 
De La Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

INGRESO DE LA AUTORIDAD AL DOMICILIO SIN AUTORIZACIÓN JUDI­
CIAL. PARA CONSIDERAR CONSTITUCIONAL EL CONSENTIMIENTO DEL 
HABITANTE, DEBE CONSTATARSE QUE EFECTIVAMENTE SE TRATÓ 
DE UN EJERCICIO LIBRE DEL DERECHO A LA PRIVACIDAD (INTERPRE­
TACIÓN DEL ARTÍCULO 290, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES).

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de secuestro agravado con 
base en pruebas obtenidas mediante el ingreso de la autoridad al inmueble 
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donde estuvo resguardada la víctima. El ingreso se realizó sin orden de 
cateo, pues el Ministerio Público aseguró que obtuvo el consentimiento del 
propietario para ingresar al domicilio. La persona sentenciada promovió 
amparo directo por considerar inconstitucional el precepto aludido, que esta­
blece que el ingreso a un lugar cerrado sin orden judicial estará justifica­
do cuando se realiza con el consentimiento de quien se encuentre facultado 
para otorgarlo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que para considerar constitucional el supuesto previsto en el 
artículo 290, fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
que permite el ingreso de la autoridad a un domicilio con el consentimiento 
del habitante, debe constatarse que efectivamente se trató de un ejercicio 
libre del derecho a la privacidad.

Justificación: El ingreso al domicilio sin orden judicial no es, en estricto sen­
tido, una excepción a la orden de cateo, sino que se trata de una intromisión 
justificada, de manera limitada, que debe cumplir con determinados requi­
sitos según las circunstancias del caso concreto. Las personas tienen 
derecho a la preservación de un grado de privacidad frente a las acciones de 
las autoridades. Por lo que hace al domicilio, al existir una expectativa 
de privacidad legítima y un grado de privacidad alto, la intromisión domici­
liaria debe analizarse bajo un parámetro que tenga como objetivo principal 
comprobar la validez del consentimiento otorgado por el ocupante. Contra­
rio a lo que sucede con la orden de cateo y la flagrancia, en el caso de la 
autorización del habitante del domicilio, su consentimiento es el elemento 
central del actuar de la autoridad implicada, pues sin él, el ingreso al domi­
cilio se convierte en un acto de molestia injustificado, arbitrario y vedado por 
el artículo 16 constitucional. De ahí que las circunstancias en que se dio la 
autorización son esenciales para constatar la validez del consentimiento, 
pues las condiciones de hecho, como son las circunstancias de tiempo y 
lugar, el uso de fuerza policial o la situación de urgencia en que se presenta 
dicha intromisión, condicionan la voluntad de quien autoriza el ingreso a su 
domicilio.

1a. X/2024 (11a.)
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Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de 
tres votos de las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y 
el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez 
De La Paz.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. SE INTERRUMPE CON LA INTER­
POSICIÓN DE MEDIOS DE DEFENSA CON LOS QUE SE RECONOCE 
EXPRESA O TÁCITAMENTE LA EXISTENCIA DEL CRÉDITO.

Hechos: En dos mil doce una empresa recibió una determinación de un 
crédito fiscal. Inconforme con ello, la empresa interpuso un recurso de revo­
cación que, al resolverlo, la autoridad hacendaria confirmó su validez. En con­
secuencia, la empresa promovió un juicio de nulidad que se resolvió en dos 
mil catorce y confirmó la validez del crédito. En contra de esa sentencia, la 
empresa promovió un juicio de amparo en el que se le negó la protección 
constitucional. La empresa acudió al recurso de revisión y, en dos mil quince, 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación desechó tal 
recurso de revisión.

En dos mil diecisiete, la autoridad hacendaria rechazó la garantía del crédito 
fiscal que le ofreció la empresa. En contra de ese rechazo, la empresa 
intentó un juicio de nulidad que se desechó en dos mil dieciocho.

En dos mil veinte, la autoridad hacendaria emitió un mandamiento de eje­
cución y requerimiento de pago para hacer efectivo el crédito fiscal. Por ello, 
la empresa interpuso un recurso de revocación en contra de ese mandamiento 
y, al resolver el recurso, la autoridad hacendaria confirmó la validez del 
acto de ejecución.

Ese mismo año de dos mil veinte, la empresa promovió un juicio de nulidad 
ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa en el que alegó que ya 
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había prescrito el crédito fiscal de dos mil doce porque el artículo 146 del 
Código Fiscal de la Federación señala que los créditos fiscales se extin­
guen por prescripción en el término de cinco años. El referido tribunal resolvió 
que no se configuró la prescripción porque la empresa reconoció la exis­
tencia del crédito fiscal al promover distintos medios de defensa relacionados 
con el mismo y su ejecución.

En desacuerdo con esa decisión, la empresa promovió un juicio de amparo en 
el que argumentó que el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación 
viola el principio de seguridad jurídica, al no definir los supuestos para que 
se considere existente un reconocimiento del crédito fiscal por parte del 
contribuyente que interrumpa el término de su prescripción. El Tribunal Cole­
giado del conocimiento negó el amparo, por lo que la empresa interpuso un 
recurso de revisión cuyo conocimiento correspondió conocer a la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Criterio jurídico: El Código Fiscal de la Federación señala que el plazo de la 
prescripción de un crédito fiscal se interrumpe cuando la persona contribu­
yente reconoce expresa o tácitamente su existencia. Eso ocurre en cada 
ocasión en la que la persona interpone medios de defensa en contra del 
crédito o su ejecución, de los que se desprenda que reconoce expresa o 
tácitamente la existencia del crédito. Así, la norma respeta el principio de 
seguridad jurídica porque permite a las personas saber que el reconocimiento 
de la existencia del crédito interrumpe su prescripción, sin que se requiera la 
previsión de un catálogo de supuestos para ello. Dicha interrupción puede 
darse tantas veces como la persona acuda a medios de defensa en contra 
del crédito o actos derivados de éste si en los medios de defensa expresa 
que conoce el crédito o pueda deducirse que lo conoce.

Justificación: En la doctrina del derecho fiscal se contemplan dos tipos de 
reconocimientos sobre la existencia de créditos para renunciar a la pres­
cripción o interrumpir el plazo para que ésta se configure. El primer tipo es 
el expreso, el cual opera cuando el contribuyente lo reconoce, sin lugar a 
duda, mediante la expresión oral o escrita por medio de cualquier tecnolo­
gía o signos inequívocos de la voluntad. El segundo tipo es el tácito, que 
subyace cuando sin mencionar nada al respecto, existan hechos indudables 
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que presupongan su conocimiento sobre la existencia del crédito o permi­
tan deducirlo.

En ese sentido, si una persona promueve un medio de defensa en el que 
expresamente reconoce los créditos fiscales o del que pueda deducirse 
que conoce su existencia, se produce la misma consecuencia jurídica, que 
es la interrupción del plazo para la prescripción de esos créditos.
 
En efecto, de acuerdo con el contenido del artículo 146 del Código Fiscal 
de la Federación, la prescripción de un crédito fiscal puede interrumpirse 
con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de su existencia.

Por tanto, el referido precepto respeta el principio de seguridad jurídica, 
pues permite saber a las personas que cada vez que reconozcan la exis­
tencia de un crédito fiscal a su cargo se interrumpe el plazo para su pres­
cripción, sin importar si el reconocimiento deriva de la interposición de un 
medio de defensa, pues lo relevante es que quede de manifiesto ese recono­
cimiento, lo cual no requiere de un catálogo de actos o hechos que puedan 
clasificarse como constitutivos de dicho reconocimiento porque existe una 
variedad de supuestos aceptables que conducen a actualizarlo; de manera 
que su configuración requiere del análisis de cada caso en particular.

1a. XI/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 4124/2023. Proyectos y Construcciones Sur, S.A. de 
C.V. 6 de diciembre de 2023. Mayoría de tres votos de la Ministra y los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministra Loretta Ortiz Ahlf y Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro Gonzá­
lez Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DECLARACIONES DE VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE HAYAN FALLECIDO. 
EL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCE­
DIMIENTOS PENALES, AL PREVER LA EXCEPCIÓN DE INCORPORARLAS 
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MEDIANTE LECTURA, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE INMEDIA­
CIÓN Y DE CONTRADICCIÓN.

Hechos: El Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un amparo directo 
sostuvo que el artículo 386, fracción I, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en el que se prevé la excepción de incorporar por lectura las decla­
raciones de víctimas u ofendidos que hayan fallecido, era constitucional, a 
la luz de los principios de inmediación y de contradicción.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 386, fracción I, del Código Nacional de Procedimien­
tos Penales, referente a la incorporación por lectura de declaraciones rendi­
das en la etapa de investigación cuando la víctima u ofendido haya fallecido, 
no vulnera los principios de inmediación y de contradicción previstos en el 
artículo 20 de la Constitución Federal.

Justificación: El fallecimiento de la víctima u ofendido del delito ocurrido 
antes de que comparezca a la audiencia de juicio oral constituye una razón 
justificada para establecer una excepción a la exigencia de que comparezca 
a la audiencia de juicio para que se produzca la prueba testimonial, ante 
la presencia de la persona Juzgadora y con oportunidad para que la defensa 
del acusado pueda examinar la credibilidad del testigo a través de un ejer­
cicio contradictorio, dado que se trata de una contingencia insuperable 
material y jurídicamente. Asimismo, del análisis de esta excepción, es posi­
ble determinar que se parte de la premisa de que la persona ha declarado 
ante el Ministerio Público y que se proporcionó un conocimiento especial 
sobre los hechos que son materia de la carpeta de investigación, así como 
que se configura el supuesto de excepción, siempre que en su obtención y 
en su incorporación al proceso se haya respetado el derecho de defensa 
del acusado, lo que implica la necesidad de cubrir alguna de las siguientes 
condiciones: 1) que el imputado o acusado haya contado con la oportunidad 
de interrogar o contrainterrogar el testimonio de cargo en algún momento de 
las etapas previas a la audiencia de juicio oral, como sucede en los casos 
en que el testigo comparece en su calidad de medio de prueba durante el 
plazo constitucional, previo a decidir si se vincula al imputado al proceso; o 
2) que la declaración incorporada mediante lectura no constituya el principal 
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elemento de prueba para justificar la sentencia de condena. También se 
debe considerar que la referida declaración debe ser exhibida al imputado, 
a los testigos o intérpretes y a los peritos, para que la reconozcan o informen 
sobre ella, y sólo se podrá incorporar a juicio como prueba material o docu­
mental aquella que haya sido previamente acreditada, con lo cual, la excep­
ción prevista en el referido artículo no resulta violatoria de los principios de 
inmediación y de contradicción previstos en el apartado A del artículo 20 
constitucional.

1a. XII/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 2458/2022. 15 de marzo de 2023. Mayoría de tres 
votos de la Ministra y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana 
Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secre­
tario: Carlos Manuel Baráibar Tovar.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EXISTE ACTIVIDAD 
ADMINISTRATIVA IRREGULAR DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDE­
RACIÓN CUANDO EJERZA ACCIÓN PENAL SIN REALIZAR LAS DILIGEN­
CIAS NECESARIAS PARA LA ACREDITACIÓN DEL CUERPO DEL DELITO 
Y LA PROBABLE RESPONSABILIDAD PENAL DEL INDICIADO. 

Hechos: Una persona demandó la responsabilidad patrimonial del Estado 
de la entonces Procuraduría General de la República por su detención y 
arraigo, el supuesto maltrato que sufrió en custodia, las demoras en el pro­
ceso penal seguido en su contra y su exposición como culpable ante los 
medios de comunicación; la Fiscalía General de la República negó la repa­
ración a la parte solicitante. Inconforme, la parte accionante promovió juicio 
contencioso administrativo en el que la Sala del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa del conocimiento declaró la validez de la resolución impug­
nada. Contra la sentencia contenciosa promovió juicio de amparo directo.
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el Ministerio Público puede incurrir en actividad administra­
tiva irregular cuando ejerza acción penal sin realizar las diligencias nece­
sarias para la acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad 
penal del indiciado.

Justificación: De acuerdo con los artículos 19, 20, apartado A, 21 y 102, 
apartado A, de la Constitución General, así como los diversos 2, fracción II, 
15, 16, 123 y 128 del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado, es 
facultad del Ministerio Público llevar a cabo la averiguación previa y ejercer, 
en su caso, acción penal, para lo cual debe respetar las formalidades y los 
términos prescritos para salvaguardar las garantías. Por lo anterior, ante la 
omisión de cumplir con dichos requisitos, se le podrá atribuir una activi­
dad administrativa irregular y, por tanto, una responsabilidad patrimonial 
del Estado.

1a. XIII/2024 (11a.)

Amparo directo 23/2023. Javier Herrera Valles. 3 de abril de 2024. Cinco votos 
de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto con­
currente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis. Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA EXPOSICIÓN DE 
DETENIDOS ANTE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN CONFIGURA UNA 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

Hechos: Una persona demandó la responsabilidad patrimonial del Estado 
de la entonces Procuraduría General de la República por su detención y 
arraigo, el supuesto maltrato que sufrió en custodia, las demoras en el proceso 
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penal seguido en su contra y su exposición como culpable ante los medios 
de comunicación; la Fiscalía General de la República negó la reparación a la 
parte solicitante. Inconforme, la parte accionante promovió juicio contencioso 
administrativo en el que la Sala del Tribunal Federal de Justicia Administra­
tiva del conocimiento declaró la validez de la resolución impugnada. Contra 
la sentencia contenciosa promovió juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que la exposición de una persona como delincuente ante los 
medios de comunicación es una actuación fuera de todo cauce legal y consti­
tucional, por lo que puede configurar una actividad administrativa irregular 
del Ministerio Público.

Justificación: El principio de presunción de inocencia en su vertiente de trato 
procesal consiste en recibir la consideración y el tratamiento de no autor 
en un hecho delictivo mientras no se demuestre la culpabilidad. Por otra 
parte, se ha elaborado la doctrina del efecto corruptor del procedimiento, 
entendiéndose como aquellas conductas por parte de las autoridades que 
producen condiciones sugestivas en la evidencia incriminatoria que conllevan 
a la obligación de decretar la invalidez del proceso, pues dichas acciones 
pueden provocar que se condene al denunciado antes de tiempo. Por tanto, 
el exponer a una persona como delincuente ante los medios de comunica­
ción es una actuación que escapa de la función regular constitucional de las 
autoridades encargadas de la investigación.

1a. XIV/2024 (11a.)

Amparo directo 23/2023. Javier Herrera Valles. 3 de abril de 2024. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la pre­
sente tesis, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente en el que se separa de las con­
sideraciones contenidas en la presente tesis. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA QUE LA ACTI­
VIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO SE CONSIDERE REGULAR, DEBERÁ 
ACTUAR CONFORME A LAS FORMALIDADES PRESCRITAS PARA SALVA­
GUARDAR LOS DERECHOS DE LOS PARTICULARES. 

Hechos: Una persona demandó la responsabilidad patrimonial del Estado 
de la entonces Procuraduría General de la República por su detención y 
arraigo, el supuesto maltrato que sufrió en custodia, las demoras en el pro­
ceso penal seguido en su contra y su exposición como culpable ante los 
medios de comunicación; la Fiscalía General de la República negó la repa­
ración a la parte solicitante. Inconforme, la parte accionante promovió jui­
cio contencioso administrativo en el que la Sala del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa del conocimiento declaró la validez de la resolución 
impugnada. Contra la sentencia contenciosa promovió juicio de amparo 
directo.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el Ministerio Público puede incurrir en una actividad admi­
nistrativa irregular si no lleva a cabo su función de acuerdo con las forma­
lidades y los trámites prescritos en la ley, a fin de asegurar las garantías de 
los particulares.

Justificación: El Ministerio Público, para salvaguardar las garantías de los 
particulares durante la averiguación previa, deberá actuar de acuerdo con 
las formalidades establecidas en la ley, entre las que se encuentran: a) hacer 
constar quién realizó la detención o ante quien compareció el inculpado, el 
día, hora y lugar de la detención o de la comparecencia, así como, en su caso, 
el nombre y cargo de quien lo haya ordenado; b) dar a conocer al incul­
pado la naturaleza y causa de su acusación, así como el nombre del denun­
ciante o querellante; y c) se le hará saber al inculpado los derechos que la 
Constitución le otorga, particularmente en la averiguación previa, a saber: 
i) a no declarar si así lo desea o, en caso contrario, a declarar asistido por su 
defensor; ii) a tener una defensa adecuada por sí, por abogado o por per­
sona de su confianza o si no quisiere o no pudiere designar un abogado, se 
le designará uno de oficio; iii) a que su defensor comparezca en todos los 
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actos de desahogo de pruebas dentro de la averiguación; iv) a que se faci­
liten todos los datos que solicite para su defensa y que consten en la ave­
riguación; v) a que se le reciban los testigos y demás pruebas que ofrezca, 
los cuales se deberán de tomar en cuenta para dictar la resolución que 
corresponda; vi) que se le conceda su libertad bajo caución; vii) a que no 
quede incomunicado con las personas que él solicite utilizando el telé­
fono o cualquier otro medio de comunicación del que se pueda disponer; 
viii) a designar un traductor cuando el detenido perteneciere a un pueblo o 
comunidad indígena o fuera extranjero que no hable suficientemente español; 
ix) a que los hombres y las mujeres sean separados en los lugares de deten­
ción y reclusión; y x) a que se respeten los plazos previstos en los artículos 
19, 20, apartado A, 21 y 102, apartado A, de la Constitución General, así 
como 2o., fracción II, 15, 16, 123 y 128 del Código Federal de Procedimientos 
Penales abrogado.

1a. XV/2024 (11a.)

Amparo directo 23/2023. Javier Herrera Valles. 3 de abril de 2024. Cinco votos de 
los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concu­
rrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la pre­
sente tesis, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente en el que se separa de las con­
sideraciones contenidas en la presente tesis. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2024 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

DERECHO A LA ASISTENCIA CONSULAR. REQUISITOS PARA QUE SU 
RENUNCIA SEA VÁLIDA. 

Hechos: Una persona extranjera fue hallada penalmente responsable de 
diversos delitos. Promovió amparo contra la sentencia definitiva y argumentó 
que no se respetó su derecho a recibir asistencia consular. El tribunal cole­
giado de circuito concluyó que el quejoso renunció válidamente a la asis­
tencia consular, pues se opuso expresamente a contactar a la embajada de 
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su país para informar su situación jurídica. Inconforme, la parte quejosa 
interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: La renuncia al derecho a recibir asistencia consular sólo 
será válida cuando: a) la decisión se tome de forma informada; b) se exprese 
de manera fehaciente; y c) se haga con el apoyo de un asesor jurídico.

Justificación: Conforme a lo resuelto por la Primera Sala en el amparo en 
revisión 352/2012 y en el amparo directo en revisión 517/2011, el derecho a 
la notificación, al contacto y a la asistencia consular es una garantía del 
debido proceso, al ser parte del elenco mínimo de garantías que toda per­
sona extranjera debe tener ante un proceso penal. La asistencia consular 
representa el punto de encuentro entre dos preocupaciones básicas del 
derecho internacional: por un lado, afianzar el papel de las oficinas consu­
lares como representantes de la soberanía de su país y, por otro lado, res­
petar los derechos de la persona detenida, pues una persona extranjera 
enfrenta una multitud de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que 
dificultan su habilidad para entender los derechos que le asisten, así como 
la situación en la que se encuentra. En atención a su trascendencia, la renun­
cia al derecho a recibir asistencia consular está sujeta a que se cumplan 
varios requisitos. De manera preliminar, la autoridad debe haberle explicado 
a la persona extranjera detenida los diferentes derechos y las alternativas 
que le corresponden por razón de su nacionalidad. La renuncia debe constar 
de manera fehaciente (ya sea con la firma, rúbrica, huella digital o cualquier 
otro signo inequívoco de la persona extranjera detenida). Finalmente, la vali­
dez de la renuncia estará sujeta a que dicha decisión se tome con la ase­
soría de una persona profesional en derecho.

1a. XVI/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 5574/2022. Juan Francisco López Cordero. 10 de 
enero de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y de las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concurrente en el que se separa de 
las consideraciones contenidas en la presente tesis, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
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derecho para formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.

VIOLENCIA FAMILIAR. LA EXPRESIÓN "O ANÁLOGA" CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 221 DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO 
NO VULNERA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. 

Hechos: Una mujer sostuvo una relación de noviazgo con un hombre du­
rante siete años aproximadamente; en esa relación existió violencia física y 
psicológica en contra de la mujer, consistente en golpes, insultos y amena­
zas, dentro de su domicilio, centro de trabajo y espacios públicos. La víc­
tima denunció los hechos mencionados y en el juicio oral se dictó sentencia 
condenatoria por el delito de violencia familiar, determinación que se modi­
ficó en lo relativo a la cuantía de la pena en segunda instancia. Inconforme, el 
sentenciado promovió juicio de amparo directo en el que argumentó que 
el artículo 221 del Código Penal del Estado de Guanajuato es contrario al 
principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, porque no establece 
qué debe entenderse por relaciones análogas al matrimonio o concubinato. 
El Tribunal Colegiado negó la protección constitucional al considerar que el 
precepto impugnado es válido. La parte quejosa interpuso recurso de revi­
sión y el Tribunal Colegiado lo envió a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para la resolución del tema de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la expresión "o análoga" contenida en el artículo 221 del 
Código Penal del Estado de Guanajuato no resulta violatoria del principio 
de legalidad, en su vertiente de taxatividad, previsto en el artículo 14 de la 
Constitución Federal. Ello, porque el precepto es suficientemente claro res­
pecto a la calidad mediante la cual se relacionan los sujetos del tipo penal 
de violencia familiar y para comprender el significado de dicha expresión no 
es necesario acudir a técnicas integradoras del derecho proscritas por la 
Constitución Federal.
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Justificación: En la hipótesis normativa mencionada se penaliza a la persona 
que ejerza violencia física o moral contra otra persona con la que tenga 
relación de parentesco, matrimonio, concubinato o una "relación análoga", o 
cuando no teniendo ninguna de las calidades anteriores cohabite en el 
mismo domicilio del activo.
De la exposición de motivos se advierte que el legislador señaló que la 
"relación análoga" debe entenderse como aquella que constituye un vínculo 
o lazo de unión en la que existe una convivencia permanente y no transi­
toria, que si bien formalmente no es un matrimonio ni un concubinato, mate­
rialmente puede asemejárseles.

En ese sentido, al ser el mandato de taxatividad una cuestión de grado, tal 
como la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo ha sostenido, se consi­
dera que la porción normativa "o análoga" cuenta con un grado de suficiencia 
en la claridad que le permite ser aplicada sin provocar un amplio margen de 
discrecionalidad. En tanto que, el destinatario de la norma puede anticipar 
con certidumbre que está prohibido ejercer violencia física o moral contra 
una persona con la que tenga una relación de parentesco, matrimonio o 
concubinato, o bien, una relación análoga a éstas, sin que el legislador 
deba señalar cada una de ellas, porque en el actual tejido social en el que 
se desenvuelve la norma existen múltiples relaciones que se podrían ase­
mejar y quedarían sin protección legal si se exigiera al legislador una enun­
ciación específica, pues de acuerdo con la doctrina jurisprudencial respecto 
al principio de taxatividad en materia penal, el legislador sólo está constre­
ñido a una determinación suficiente de los conceptos contenidos en las 
normas penales y no a la mayor precisión imaginable.

1a. XVII/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 324/2022. 28 de febrero de 2024. Mayoría de tres 
votos del Ministro y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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VIOLENCIA FAMILIAR. INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN "O ANÁ­
LOGA" CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 221 DEL CÓDIGO PENAL DEL 
ESTADO DE GUANAJUATO. 

Hechos: Una mujer sostuvo una relación de noviazgo con un hombre du­
rante siete años aproximadamente; en esa relación existió violencia física y 
psicológica en contra de la mujer, consistente en golpes, insultos y amena­
zas, dentro de su domicilio, centro de trabajo y espacios públicos. La víc­
tima denunció los hechos mencionados y en el juicio oral se dictó sentencia 
condenatoria por el delito de violencia familiar, determinación que se modi­
ficó en lo relativo a la cuantía de la pena en segunda instancia. Inconforme, el 
sentenciado promovió juicio de amparo directo en el que argumentó que 
el artículo 221 del Código Penal del Estado de Guanajuato es contrario al 
principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, porque no establece 
qué debe entenderse por relaciones análogas al matrimonio o concubinato. 
El Tribunal Colegiado negó la protección constitucional al considerar que el 
precepto impugnado es válido. La parte quejosa interpuso recurso de revi­
sión y el Tribunal Colegiado lo envió a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación para la resolución del tema de constitucionalidad.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que una lectura corriente del artículo 221 del Código Penal del 
Estado de Guanajuato permite concluir que la expresión "o análoga" se re­
fiere al tipo de relaciones y no a la sanción que se impondrá a la persona 
responsable de la conducta ilícita. Al utilizar la palabra "análoga" se incluyen 
otros tipos de relaciones distintas de las de parentesco, matrimonio o con­
cubinato en aras de no limitar el precepto a la idea tradicionalista de lo que 
se debe entender como uniones afectivas o sentimentales que tienen una o 
más personas.

Justificación: Es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que 
tratándose de descripciones típicas el intérprete jurídico está imposibilitado 
para hacer una interpretación conforme o integradora; sin embargo, ello no 
anula la posibilidad de que al momento de analizar la norma se privilegie 
una perspectiva de derechos humanos, género e interseccionalidad a efecto 
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de evitar el surgimiento de otras problemáticas como podría ser la incons­
titucionalidad de una porción normativa.

De conformidad con la perspectiva reiterada por el Maximo Tribunal del 
país relativa a la obligación de realizar un control tanto convencional como 
constitucional, todas las personas juzgadoras al analizar e interpretar si una 
norma o decisión judicial introduce impactos diferenciados por razón de 
género, deben preferir la opción que elimine cualquier discriminación. Esto 
no sólo refiere a mujeres sino también a disidencias sexuales, niñas, niños 
y adolescentes (NNA), así como otros grupos que históricamente se han 
visto vulnerados por el sistema patriarcal.

Así, el hecho de considerar que el artículo 221 del Código Penal del Estado 
de Guanajuato sólo protege a dichos grupos cuando la violencia ejercida 
provenga de una persona con la que tienen alguna relación de parentesco, 
matrimonio o concubinato provocaría que otras relaciones en las que existe 
un vínculo afectivo (como pueden ser las uniones libres que no reúnen los re­
quisitos para considerarse concubinatos de acuerdo con la ley de Guanajuato) 
no se consideren para la actualización del tipo penal, cuando es un hecho 
que en esas relaciones también puede propiciarse un ambiente de agre­
sión en el que mujeres, disidencias sexuales, niñas, niños o adolescentes 
sean víctimas.

Por tanto, esta interpretación de la expresión "o análoga" cumple con el pro­
pósito de brindar protección a los mencionados grupos desaventajados en 
cumplimiento a los estándares en materia de derechos humanos.

1a. XVIII/2024 (11a.)

Amparo directo en revisión 324/2022. 28 de febrero de 2024. Mayoría de tres 
votos del Ministro y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2024 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación.
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